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11

La situación social y económica de las mujeres muestra, a principios del siglo xxi, 

transformaciones importantes que se apuntalan en acuerdos internacionales y cam-

bios institucionales en los países del mundo entero. En América Latina y el Caribe, 

ha habido notorios avances en ámbitos tales como el educativo, el laboral y el demo-

gráfico que, desde hace varias décadas, han sido centro de atención de las deman-

das del movimiento de mujeres. 

Es así como, en la educación primaria, se igualaron las tasas netas de matrícula 

de niñas y niños. Por su parte, las tasas de matriculación femenina en los niveles 

secundario y terciario han superado incluso las de los hombres. La alfabetización y 

la escolaridad de la población joven en la región muestra, de manera fehaciente, 

cómo las brechas históricas de género se han ido estrechando.

En el ámbito político, cabe destacar una mayor participación de las mujeres en 

la toma de decisiones. Esta tendencia positiva proviene de distintos factores, pero 

el que explica mejor la mayor presencia de mujeres en los parlamentos en la región 

responde a la adopción de acciones afirmativas o leyes de cuotas. 

En el ámbito laboral, se observa un aumento significativo en la participación 

económica de las mujeres en todos los rangos de edad, aunque menor entre las 

mujeres pobres. Los procesos demográficos indican, por su parte, que la espe-

ranza de vida al nacer se ha elevado notablemente en la región, mientras que 

las tasas de fecundidad continúan descendiendo. Por otra parte, las estructuras 

familiares se han diversificado, alejándose de un modelo nuclear único asentado 

en las figuras de un padre proveedor y una madre encargada de los cuidados 

domésticos.

Prólogo
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12 n  Rebeca Grynspan

Sin embargo, estas tendencias positivas conviven con arraigadas desigualdades 

de género que se ven agravadas por contextos de precarización económica y social. 

Al respecto, cabe destacar varios puntos. En primer lugar, los logros en el ámbito 

educativo no han sido eficaces para saldar la brecha de desigualdad entre hombres 

y mujeres en cuanto a las oportunidades de inserción en el mercado laboral y a las 

remuneraciones que éste ofrece; el desempleo femenino aún es más alto que el 

masculino. 

Aunque con variaciones significativas por país y en íntima relación con lo anterior, 

el creciente ingreso de la mujer en el mundo del trabajo se ha dado en un contexto 

de relativa desprotección y precarización del empleo, debido a ciertas reformas de los 

sistemas de seguridad social y de flexibilización laboral. Con variaciones significativas 

por país, el sector informal abarca hasta la mitad o las tres cuartas partes del em-

pleo. Por su parte, el desempeño de las economías muestra serias restricciones para 

generar empleo de alta productividad y de calidad. En algunos segmentos del sector 

informal, como el sector por cuenta propia, éste tiende a constituirse en una fuente 

de ocupación más importante para las mujeres que para los hombres.

La incorporación masiva de las mujeres al mercado laboral tiene ya cierto tiem-

po –según la cepal, la tasa de participación económica femenina en áreas urbanas 

de América Latina aumentó de 45,9% a 58,1% entre 1990 y 2005–. Sin embargo, 

se encaran graves dificultades para redistribuir las funciones en el hogar. Es decir, 

que las mujeres han pagado un costo específico por ingresar en el mundo del 

trabajo y el mundo público: han debido encarar la tensión entre su inserción en 

la esfera productiva y las largas horas destinadas a labores de cuidado doméstico, 

indispensables para la sociedad como un todo.  

De allí que la creciente diversificación de las estructuras familiares refuerce la 

necesidad de un eje de políticas y programas tendientes a conciliar familia y trabajo 

con un enfoque de equidad de género, en aras de un acuerdo más equilibrado res-

pecto de las bases del bienestar. En esa línea se inscriben políticas estatales y de 

responsabilidad social de las empresas, cambios en la regulación de la esfera pro-

ductiva y la organización laboral, políticas públicas que favorezcan la conciliación 

entre trabajo y familia y encaren las desigualdades de género y etarias. 
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13  Prólogo  n

En muchos países desarrollados la tensión trabajo-familia –entre otros facto-

res– ha tenido graves efectos que se expresan en tasas de natalidad excesivamente 

bajas. En América Latina, este proceso varía según los estratos y grupos étnicos; 

las tasas de fecundidad son más altas en los estratos bajos, en donde el embarazo 

adolescente es preocupante. Cuando se consideran las diferencias étnicas, las des-

igualdades son aún más agudas: las mujeres indígenas y afrodescendientes superan 

ampliamente el promedio de hijos de las mujeres blancas. La persistencia de altas 

tasas de mortalidad materna en estos grupos indica también el entrelazamiento de 

las desigualdades económicas y de género.

Por su parte, el debilitamiento de las funciones de protección social y la inca-

pacidad de los sistemas tradicionales para encarar los riesgos que emergen de las 

nuevas estructuras demográficas y familiares redunda en una sobrecarga de las ta-

reas de protección asignadas a las familias y a las redes comunitarias de protección 

social, sostenidas fundamentalmente por mujeres.

En cuanto a la protección social, hay varias asignaturas pendientes si se aspi-

ra a que la arquitectura de los sistemas no discrimine a las mujeres. Como lo ha 

planteado la cepal, en consonancia con los principios de universalidad y solidaridad, 

es vital que se consideren niveles y fuentes de financiamiento contributivo y no 

contributivo de carácter solidario, que permitan brindar determinados umbrales 

de satisfacción de los derechos sociales en la región, para que su disfrute no esté 

sometido a la mera dinámica del mercado. En el caso de la mujer ello es acuciante 

debido a la inserción subalterna en el mercado laboral que hemos esbozado. 

Las consideraciones de género deben ser parte fundamental de las actuales re-

visiones de las reformas de las políticas sociales que se emprendieron en los años 

ochenta y noventa, y cada sector social requiere, en esos términos, intervenciones 

específicas. Por ejemplo, en materia de pensiones, en los sistemas de capitalización 

individual carentes de mecanismos de solidaridad los beneficios están determinados 

por los aportes individuales. Esto afecta específicamente a las mujeres, dado que 

perciben menores remuneraciones y trabajan menos horas en el mercado laboral 

que los hombres, y entran y salen del mercado de trabajo con mayor frecuencia 

debido a sus funciones en el ámbito reproductivo. En la mayoría de los sistemas 
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14 n  Rebeca Grynspan

es necesario superar también las disposiciones discriminatorias respecto de sus co-

tizaciones o niveles de beneficios, que se originan en que ellas tienen una mayor 

esperanza de vida. 

En el seno del movimiento de las mujeres en la región, se han dado importan-

tes discusiones sobre el alcance y las consecuencias de las reformas de las políticas 

públicas. Se reconoce cada vez más que la perspectiva de género no puede limitar-

se al campo de la política social, sino que debe abarcar otros ámbitos, tales como 

los que atañen a las políticas económicas. El movimiento ha contribuido a construir 

una nueva institucionalidad de género, tanto en el ámbito de organismos interna-

cionales como en los países. Esta institucionalidad enfatiza los enfoques de carácter 

transversal y la formación de redes con diversos actores de la vida pública para di-

señar agendas con perspectiva de género, que se consideren en la implantación de 

las políticas y su evaluación, y enriquezcan tanto la forma de hacer política pública 

como la concepción de ciudadanía. Dichos retos ponen sobre el tapete renovados 

desafíos para estas instituciones, en cuanto a consolidar las capacidades técnicas y 

políticas que garanticen su eficaz interlocución.

Las tensiones sociales señaladas por el movimiento de mujeres con respecto a la 

persistencia de desigualdades de género implican también desafíos, no sólo para 

la equidad en este plano, sino para un debate más amplio acerca de qué tipo de 

pacto de solidaridad entre el Estado y la sociedad podrá incluir la diversidad de gru-

pos sociales de las naciones latinoamericanas. Al mismo tiempo, la evolución del 

movimiento de las mujeres revela los logros y los retos que encara este actor para 

plantear una construcción política colectiva en sus propuestas de transformación 

social. La novedad y los alcances de estos esfuerzos han sido objeto de diversos 

estudios y análisis que ofrecen posibilidades de sistematización, de manera que 

podamos congratularnos con los aciertos, aprender de los errores, y reflexionar 

sobre los desafíos que quedan por enfrentar.

Los estudios y análisis de casos reunidos en esta obra son parte de una ru-

ta inicial en el balance necesario de los logros y los desafíos que ha generado 

el encuentro de la perspectiva de género con el campo de la política social. Las 

transformaciones sociales y la innovación institucional propiciadas por la acción del 
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15  Prólogo  n

movimiento de mujeres en el marco de las reformas de la política pública, honda-

mente debatidas en las últimas décadas en América Latina, amerita trabajos como 

éste que, a manera de paréntesis, nos permitan detenernos en las aristas particula-

res de los procesos en marcha y reflexionar para desprender lecciones que en mayor 

o menor grado sean generalizables. Por estas razones, la iniciativa de este libro es 

gratamente bienvenida.  n

Rebeca Grynspan
Administradora Auxiliar y Directora Regional

Dirección Regional para América Latina y el Caribe, pnud
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17

La década pasada y lo que ha transcurrido de la actual presentan transformaciones 

notables en lo que se refiere a la equidad de género en América Latina. Este hecho 

se hace evidente también en el ámbito específico de los problemas y procesos relati-

vos a la inclusión de la perspectiva de género en las políticas sociales de la región.

En el plano institucional, el movimiento de mujeres, la cooperación internacio-

nal y los gobiernos, han generado una serie inusitada de innovaciones. En los ámbi-

tos nacionales éstas han abarcado tanto el ámbito legislativo, como el ejecutivo y el 

judicial. Al mismo tiempo, se ha incursionado en diferentes niveles jurisdiccionales, 

prestando atención no sólo al diseño, implementación y evaluación de políticas en 

el nivel federal, sino también en el estatal y el local.

Simultáneamente, los problemas sociales que enfrentan mujeres y hombres en 

los ámbitos del mercado, la familia y la protección social estatal se han modifica-

do. Los mayores índices de educación y acceso al mercado laboral de las mujeres 

conviven con desigualdades persistentes en un marco de precarización de las con-

diciones de trabajo y de aumento de las exigencias de conciliación entre la esfera 

de reproducción de la vida y la de producción de los medios económicos para la 

manutención de la misma. 

En este contexto, el presente libro, ordenado en dos tomos, ofrece una serie 

de estudios temáticos y de casos que permiten al lector realizar un recorrido por 

temas cruciales que componen el marco actual de la agenda a favor de la equidad 

de género, en el campo de las políticas sociales con perspectiva de género en 

América Latina. En este segundo tomo, se analizan algunos problemas sociales 

importantes en torno a los que gira la agenda sobre política social en la región. 

Introducción

Gisela Zaremberg
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18 n  Gisela Zaremberg

Además, se incluye un apartado con tres trabajos que abordan problemas meto-

dológicos que aparecen frecuentemente al aplicar la perspectiva de género en las 

políticas públicas.

Para iniciar este recorrido, a continuación se ofrece una introducción cuyo ob-

jetivo es ofrecer un marco histórico-analítico para la lectura de los subsecuentes 

capítulos. En este sentido, se revisan las transformaciones de los procesos y los pro-

blemas de la política social con perspectiva de género, tomando en consideración 

los antecedentes y cambios ocurridos en los formatos de Estado de bienestar de la 

región, a partir de la década de 1970. 

Antecedentes de las transformaciones actuales: ¿de dónde venimos?

Los estudios que han analizado la forma en que las relaciones de género influyen 

en la provisión social del Estado y en cómo ésta, a su vez, impacta en dichas rela-

ciones, constituyen una base sólida para ubicar coordenadas que permitan realizar 

un balance de las transformaciones actuales.

En los países del cuadrante noroccidental, los estudios de género han produci-

do una prolífica obra vinculada con el estudio de las relaciones entre los Estados de 

bienestar y las relaciones de género (véase Orloff, 1996; Sainsbury, 1999). La pri

mera ola de estudios propuso que los estados de bienestar, consolidados en la 

primera mitad del siglo xx como sistemas nacionales de protección social, refor-

zaron las desigualdades de género al basarse en a) una división sexual del trabajo 

en la que el hombre resultaba el encargado de la provisión y mantenimiento del 

hogar, por un lado, y la mujer de su cuidado, por el otro; b) el sistema de salario 

familiar, que justificaba el salario superior del hombre y la distribución de beneficios 

en función de los roles de proveedor y cuidadora mencionados; y c) el matrimonio 

tradicional como institución que perpetuaba la división de roles entre hombres y 

mujeres (Gordon, 1988; Ungerson, 1990). De esta forma, estos estudios señalaron 

la constitución de una doble ciudadanía que ofrecía derechos de independencia a 

los hombres en su calidad de trabajadores o de soldados, y de dependencia a las 
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19  Introducción  n

mujeres quienes sólo podían reclamar beneficios en sus papeles de esposas, madres 

o viudas (Gordon y Fraser, 1994; Ritter, 2001). 

Otros estudios de esta primera ola enfatizaron, en cambio, los efectos positi-

vos de la intervención estatal para contribuir a mejorar las situaciones de inequi-

dad, especialmente entre las mujeres de sectores pobres (McLanahan, Sorenson y 

Watson, 1989).

En una segunda etapa, un grupo significativo de trabajos incluyó una perspec-

tiva comparada, para analizar la variación de situaciones en torno a las relaciones 

de género en diferentes tipos de estado de bienestar. Un impulso particular se 

generó al analizar desde la perspectiva de género la conocida tipología de regíme-

nes de estado de bienestar propuesta por Esping Andersen (1990; 1999).1 Otro 

grupo utilizó el enfoque histórico para mostrar el papel protagónico —si bien no 

reconocido— de las redes de mujeres en la construcción de la protección social 

en el origen de los Estados de bienestar modernos. Entre estos estudios, destacó 

el trabajo de Theda Sckopol (1992), quien distinguió entre un Estado de bienestar 

“maternalista” y otro “paternalista”; el primero, centrado en la acción de mujeres 

voluntarias, estableció regulaciones y beneficios para las mujeres y sus hijos, el 

segundo, en cambio, estuvo liderado por hombres que a partir de su rol político 

intentaron establecer programas destinados a la clase obrera masculina. Esta autora 

propone que en Estados Unidos el segundo tipo de Estado no resultó fructífero en 

los orígenes del Estado americano, mientras que el primero (“maternalista”) pudo 

1 	 Este autor denomina como Estado de bienestar “al modo combinado e interdependiente como el 

bienestar es producido y distribuido entre el Estado, el mercado y la familia” (Esping Andersen,1999: 

35) Con base en la identificación de la relación público-privada en la provisión social, el grado de 

mercantilización de los bienes y servicios sociales y los efectos de estratificación de los mismos, el 

autor delinea tres tipos de regímenes de Estado de bienestar, a saber: el régimen liberal (los países 

arquetípicos serían Estados Unidos, Canadá y Australia), el régimen conservador-corporativo (in-

cluye a Italia, Alemania, Austria, Francia y Holanda) y el régimen social-demócrata (los casos para-

digmáticos de esta tipología son los países escandinavos). Para consultar estudios de género que 

incluyen alguna clase de diálogo con esta tipología, véase Taylor-Gooby (1991), Sainsbury (1993) y 

Gustafsson (1994).
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20 n  Gisela Zaremberg

implementarse con éxito considerable (su análisis aborda dicha historia hasta las 

primeras décadas del siglo xx). Para otros países, se torna importante considerar la 

fuerza del movimiento obrero y los partidos laboristas en la conformación de un 

Estado de corte más “paternal”.2

Para nuestros fines, dichos estudios son relevantes porque permiten detectar 

los elementos principales que asocian las relaciones de género con el conjunto de 

políticas sociales destinadas a la protección social en la historia reciente. En este 

sentido, los mencionados trabajos comparativos permiten observar la importancia 

de la distinción entre regímenes de bienestar centrados en el modelo del hombre 

proveedor y la familia tradicional, de otros basados en la categoría de individuo 

autónomo. Ha sido fundamental detectar, además, la postura de esos regímenes en 

torno al trabajo doméstico no remunerado, a la conciliación entre esfera productiva 

y reproductiva y a la distribución de beneficios a una gama amplia de beneficiarias 

mujeres (madres solteras, desempleadas, retiradas) no reductible a la figura de esposa 

de la familia tradicional. Con estas variables en mente, este grupo de estudios ha 

podido recrear otras tipologías que no coinciden necesariamente con las construi-

das por la literatura principal (mainstream) en el tema.

Por otra parte, los estudios históricos, aunque primordialmente centrados en 

las últimas décadas del siglo ix y primeras del xx, permiten observar la importancia 

de a) las corporaciones obreras, campesinas y empresariales vis à vis la fortale-

za del movimiento y las redes de mujeres, b) las ideologías imperantes sobre la 

maternidad y el rol de la mujer en la familia (especialmente si se las consideraba 

compatibles con el trabajo pagado) y c) los discursos sobre el crecimiento pobla-

cional (y la importancia asignada a la natalidad), en el contexto de los legados de 

guerra vividos.

2 	 Para consultar otros trabajos relacionados con el “maternalismo” en los orígenes del Estado de bien-

estar, véase Lake, (1992) y Koven y Michel, (1993). Para la época posterior a la década de 1920, es 

útil consultar el trabajo de Harvey (1998), quien muestra cómo el movimiento de mujeres en Estados 

Unidos pierde influencia sobre la agenda de política social frente a corporaciones empresarias y par-

tidos políticos tradicionales.

ZarT2 introducción.indd   20 10/02/09   12:47 p.m.

Derechos reservados



21  Introducción  n

¿Cuántos de los elementos mencionados sobreviven?, ¿cuántos han sido mo-

dificados? ¿Cómo han impactado estas transformaciones en la relación recíproca 

y fundamental entre género y política social? Antes de pasar a abordar estas pre-

guntas, con el fin de adentrarnos en el balance de la actualidad, se deben realizar 

algunas observaciones específicas para los antecedentes en la región.

Antecedentes de las transformaciones actuales en América Latina

Para el caso de América Latina resulta pertinente realizar dos observaciones. En primer 

lugar, no hay consenso acerca de si puede considerarse la existencia de Estados de 

bienestar en el mismo sentido que se hace para las naciones del cuadrante norocci-

dental. Hecha esta salvedad, diversos autores han realizado aportaciones interesantes 

a los desarrollos existentes; entre ellos, interesa señalar las construcciones realizadas 

por Filguiera (1997) y por Draibe (2005). El primero considera cómo gasta un Estado 

y cuánto (diferenciándose en esto último explícitamente de Esping Andersen, al argu-

mentar que la baja proporción del gasto público en muchos Estados latinoamericanos 

amerita dicha inclusión cuantitativa para la construcción de tipologías).3 Con base en 

ello, establece una tipología conformada por tres grupos: a) países con sistemas de 

universalismo estratificado (Argentina, Chile), b) regímenes duales (Brasil, México) y 

c) regímenes excluyentes (Guatemala, Honduras, El Salvador, Bolivia, Ecuador, entre 

otros). Consideramos que la utilización de las nociones de dualidad y exclusión en 

esta tipología, tienden un puente a las observaciones que podemos realizar desde la 

perspectiva de género para los Estados de bienestar en la región.

3 	 Este autor revisa previamente la tipología de Mesa Lago (1991), quien diferencia entre países pione-

ros, intermedios y tardíos en orden a su grado de cobertura, la estratificación de la calidad de los ser-

vicios y las condiciones de acceso. Los pioneros son lo que más se acercan a los grados deseables en 

términos de inclusión, eficacia y calidad, mientras que los tardíos, en el extremo opuesto, presentan 

una baja cobertura, un limitadísimo menú de opciones de servicios y una desproporcionada calidad y 

cantidad de beneficios a los sectores efectivamente protegidos.
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Por su parte Draibe (2005), tomando el concepto de “régimen de bienestar” 

de la ya mencionada obra de Esping Andersen y el de “rutas de la modernización” 

y “sistemas familiares” de Therborn (2004; 1995) propone la categoría de Estado 

Desarrollista de Bienestar Latinoamericano (edbl), el cual se habría caracterizado por 

un inédito activismo de la esfera estatal en las decisivas etapas de transición hacia 

la modernidad.4 La idea de una fuerte “matriz estadocéntrica” (Cavarozzi, 1991) 

en el desarrollo económico-social latinoamericano anterior a los años setenta es 

de utilidad para entender los obstáculos presentados a la inclusión política de las 

mujeres y las transformaciones posteriores a dicha época.

Nuestra segunda observación se centra en los estudios de género realizados 

con respecto a la relación entre Estados de bienestar y desigualdad de género. Para 

América Latina, el cuerpo de estudios que abordan este tema es aún disperso. Sin 

embargo, los trabajos existentes pueden darnos algunas pistas para desembarcar 

con solidez en el análisis de las transformaciones actuales. En este sentido, tales 

trabajos ponen de relieve cuatro elementos particulares de la relación entre Estados 

de bienestar y desigualdad de género en la región, a saber: a) la importancia del 

sustrato católico en las concepciones de la familia sobre la que se construyeron 

dichos sistemas de bienestar; b) las diferencias intragénero, especialmente las re-

feridas a la población indígena y afroamericana; c) el papel que han desempeñado 

las corporaciones obreras y campesinas en la agenda de política social en la región 

y la importancia de la categoría de populismo versus la influencia del movimiento 

de mujeres, y d) la presencia de dictaduras militares que en algunos casos acompa-

ñaron la construcción de tales Estados.

4 	 En su obra La modernidad europea y más allá. La trayectoria de las sociedades europeas 1945-2000, 

Therborn examina los orígenes de las características regionales contemporáneas en las distintas regio-

nes del mundo y propone cuatro rutas hacia la modernidad, a saber: la ruta europea endógena; las 

sociedades de colonos en los nuevos mundos, en sus vertientes de colonias de genocidio (de las po-

blaciones indígenas) y colonias de asentamiento; la zona colonial de África y la mayor parte de Asia, 

y los países de modernización reactiva, inducida desde el exterior. Para América Latina, Riesco (2005) 

señala los siguientes patrones: el patrón colonial clásico, la modernidad temprana de la inmigración 

tardía, los descendientes de colonos pobres en las márgenes de los antiguos imperios y las sociedades 

de antiguas plantaciones esclavistas.
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El ya clásico trabajo de Elsa Chaney resulta un buen exponente del primer gru-

po de elementos asociados a la relación entre género y política social referidos a un 

sustrato católico. A partir de 167 entrevistas a mujeres dirigentes de Perú y Chile, 

que ocuparon cargos públicos o partidarios durante los cincuenta y los sesenta, esta 

autora afirma que para las mujeres “la tarea universal de ser madres ha influencia-

do profundamente en los límites y el estilo de su participación en la vida pública” 

(1989: 22). A ello agrega que, en América Latina, este papel de “supermadres” se 

ve alimentado por un sustrato cultural asentado en “la reaccionaria cristiandad ca-

tólica romana que existe en los países latinoamericanos” (1989: 69), el cual habría 

reforzado las expectativas de una “imagen de lo femenino” construida con base 

en el valor de la “decencia” y la pureza. El concepto de “marianismo”, propuesto 

por Evelyn Stevens (1977) para América Latina como contraparte al concepto de 

machismo, alude a esta caracterización de las mujeres de la región. 

El segundo grupo de elementos explicativos hace referencia a la importancia de 

las diferencias intragénero relativas a la población indígena y afroamericana. Espe-

cialmente en países como Perú y Ecuador, donde se ha reportado que esta población 

tiene proporciones cercanas a la mayoría (47 y 38 por ciento, respectivamente en la 

actualidad), la discriminación de la mujer se ha visto doblemente reforzada en el caso 

de las mujeres indígenas. Algo similar ha ocurrido con Brasil en el caso de las afroame-

ricanas. Así, en estos países, las dirigentes destacadas en la década de 1950, época de 

oro de los estados de bienestar, además de lograr cargos de representación en pro-

porciones ínfimas, se alejaron del conjunto de la población de mujeres, no sólo por su 

mayor nivel educativo, sino también porque no pertenecían a la población étnica, de 

proporciones importantes en la región (Villar Marquez, 1994; Jiménez Vega, 1998).

El tercer grupo de elementos resulta útil para entender la importancia de los 

actores corporativos (especialmente sindicatos) y su relación con los partidos políti-

cos como variable relevante para explicar el predominio de sistemas de protección 

social centrados en la figura del trabajador asalariado. Si bien en las experiencias 

de los países desarrollados esta variable aparece también como importante, en 

América Latina debe agregarse su asociación con partidos que la literatura ha de-

nominado como populistas. 
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En otra investigación, que comparaba dos casos que han sido frecuentemente 

incluidos en la clasificación de populismo —Argentina y México entre 1947 y 1955—, 

se propuso que allí donde existió el proyecto de imponer una mayoría permanente y 

en donde el apoyo político de los actores corporativos no resultó suficiente para lo-

grar este objetivo (la Argentina peronista), se persiguió la inclusión movilizada de las 

mujeres para ampliar la base de sustento político electoral. Esta modalidad de inclu-

sión permitió que los votos femeninos se valoraran e intercambiaran por beneficios 

sociales asistenciales, lo que produjo un modelo de protección social “maternal” 

paralelo al centrado en la figura del trabajador masculino asalariado.5

Por el contrario, cuando una mayoría permanente pudo instalarse y la adhesión 

de los grupos corporativos no representaba una amenaza a la consolidación de este 

monopolio partidario (el México priista poscardenista), la inclusión de las mujeres 

en el mercado electoral se realizó por medio de la cooptación partidaria con el fin 

de asegurar el equilibrio alcanzado. En esta modalidad de inclusión, sólo los votos de 

algunas fueron valorados, lo que, en conjunto, produjo un impacto limitado a inter-

medio en el área de las políticas asistenciales, por lo que el modelo se centró en la 

figura del hombre proveedor y asalariado.

Para los casos de contextos electorales competitivos durante las décadas de los 

cuarenta, cincuenta y sesenta (Chile, Ecuador, Perú, Colombia y Brasil) y descontan-

do las interrupciones militares,6 puede observarse que dada la suficiencia del apo-

5 	 Nos referimos al modelo impulsado por la Fundación Eva Perón en alianza (informal) con el Partido 

Peronista Femenino. En aquella investigación establecí comparaciones de los casos latinoamericanos 

con otros quince países de Europa Oriental y Occidental, América del Norte (Estados Unidos y Cana-

dá), países escandinavos y asiáticos. Para el caso del Partido Peronista Femenino, ha sido muy inte-

resante encontrar semejanzas con las modalidades de movilización partidaria territorial del Jenotdel 

(la rama femenina) del Partido Comunista Ruso (hasta 1935), la Federación de Mujeres Democráticas 

de Toda China (comúnmente denominada como All Women) en la primera fase de la Revolución 

Comunista China (1947 hasta 1953) y La Unión de Mujeres de la República Popular Democrática 

de Corea, también en su primera fase revolucionaria (Zaremberg, 2003).

6	 Durante los cuarenta, cincuenta y sesenta, Perú y Ecuador registraron tres golpes de Estado. En Colom-

bia, luego del interregno de Rojas Pinillas y a partir de 1947 se turnan el gobierno entre liberales y conser-

vadores con relativa estabilidad. En Chile sólo se registra una leve amenaza con el interregno del general. 

Ibáñez. Finalmente Brasil registra la imposición militar del Estado Novo desde el año 1937 a 1945.
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yo de los actores corporativos (sea por debilidad del actor sindical —por ejemplo, 

Colombia— o por fortaleza de las alianzas entre sindicatos y partidos —Perú—) las 

mujeres fueron incluidas de manera restrictiva en cargos electorales y de la admi-

nistración estatal. En dichos casos, por lo tanto, los formatos de provisión social se 

centraron también fuertemente en la figura del trabajador asalariado hombre.

CUADRO 1.
Tipo de inclusión partidaria e influencia en políticas sociales del movimiento de mujeres, 
según contexto electoral/corporativo (a partir de la expansión del derecho de voto hasta 
mediados de la década de 1960).

Nivel competencia electoral

A
po

yo
 p

ol
íti

co
 c

or
po

ra
ci

on
es

Insuficiente

Competencia Monopolio

Participación*

Influencia
moderada a amplia

(estable)

Movilización

Influencia
amplia 
(volátil)

Suficiente

Restricción

Influencia limitada

Cooptación

Influencia limitada a intermedia

* Esta tipología fue construida con base en la comparación de los casos internacionales mencionada en la nota 5. La tipolo-

gía del cuadrante izquierdo superior de inclusión participante de las mujeres e influencia moderada a alta en la esfera de 

la política social, correspondiente a los países escandinavos en la comparación internacional, no se presenta para la época 

en América Latina.

Fuente: elaboración propia con base en Zaremberg (2003).

Tanto en el caso monopólico anterior (México) como en éstos, la exclusión de 

un grupo diferencial (las mujeres) en las bases de sustento corporativo-partidarias 

reforzó la construcción de un Estado de bienestar dual, poco pluralista, centrado 

en los programas de protección urbanos destinados a hombres asalariados per

tenecientes a partidos fuertes de la escena electoral, contribuyendo a dejar no sólo 

a las mujeres sino también a las poblaciones rurales, indígenas o afroamericanas 

que se mantuvieron por fuera de los principales sistemas de protección instaurados 

en la época. 
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Declive del Estado de bienestar, auge de la agenda de género: ¿hacia dónde 

vamos?

A partir de la década de 1970 comienza a generalizarse el declive de los Estados de 

bienestar como modos peculiares de generar una estructura institucional, de soli-

daridad y financiamiento para producir y distribuir beneficios sociales. La creciente 

demanda sobre la esfera estatal, proveniente de diversos grupos de la sociedad re-

percutió en mayores niveles de déficit fiscal, lo que se expresó en fuertes tensiones 

inflacionarias a lo largo de dicha época (fenómeno complementado por el aumento 

de los precios del petróleo) (Offe, 1984). Al mismo tiempo, esto se correspondió 

con crecientes niveles de movilización y conflictividad social (Eisinger, 1973; Offe, 

1985; Tarrow, 1996).

En América Latina, simultáneamente con la imposición de gobiernos militares, 

el clima descrito fue propicio para iniciar una serie de reformas económicas y so-

ciales de considerable profundidad. El conjunto de estas políticas, generalmente 

denominado “Consenso de Washington”, se propuso sortear las dificultades rela-

cionadas con el estancamiento económico, la caída de la inversión y los desequili-

brios macroeconómicos (en particular las fatales experiencias inflacionarias sufridas 

por los países de la región) asociadas con el agotamiento del modelo de sustitu-

ción de importaciones, para pasar a otro caracterizado por la apertura y liberali-

zación de los mercados nacionales de bienes y servicios (Stallings y Peres, 2000; 

Fleury, 2001). 

Esto se acompañó de un debilitamiento sustantivo de los actores corporativos 

(especialmente sindicatos) que habían sustentado el pacto de solidaridad estatal-so-

cietal de las décadas anteriores. Estos actores se habían ido debilitando junto con las 

muestras de agotamiento del mencionado modelo de sustitución de importaciones, 

clave económica en torno a la cual se configuraba dicho pacto. Adicionalmente, en 

algunos países, las alianzas de estos actores con partidos políticos fueron duramen-

te atacadas por los gobiernos militares (por ejemplo en Chile y Argentina). En tanto, 

las nuevas clases medias, producto de los propios procesos exitosos de urbanización 

y educación de la antigua configuración estatal, se mostraban rápidamente procli-
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ves a un cambio de modelo que prometía productos y servicios diferenciados y de 

mejor calidad que los que ofertaban los servicios sociales universales del anterior 

modelo (Draibe, 2005: 33). En este sentido, las políticas sociales se reformaron con 

la premisa de reducir el papel del Estado en la financiación, provisión y regulación 

de servicios. Los principios de focalización de programas hacia los sectores pobres 

versus la universalidad anterior, la privatización de funciones antes atribuibles a la 

esfera estatal y la descentralización de dichas funciones, conformaron ejes rectores 

de la reforma del Estado en la región (véase Oszlak, 1994; Orlansky, 2000; Raczyn-

sky, 1995; y Golbert, Lumi y Tenti Fanfani, 1992). 

Los resultados de este primer grupo de reformas, denominadas de primera ge-

neración, asumieron valores y características diferentes en los distintos países com-

prometidos. A nivel general, puede decirse que un logro importante se centró en la 

estabilidad macroeconómica, con especial éxito en los bajos índices inflacionarios. 

Las reducciones de los déficit fiscales, se han evaluado también como otro signo de 

estabilidad macroeconómica. Sin embargo, los resultados respecto del crecimiento 

económico no fueron los esperados. Simultáneamente, las reformas profundizaron el 

deterioro con respecto a la capacidad administrativa del Estado para regular la eco-

nomía, la precarización e informalización del mercado laboral y la desigualdad en la 

distribución del ingreso (bid, 1996; Bulmer-Thomas, 1996; cepal, 1997). Este deterioro 

fue más agudo en los países en los que el proceso de reformas fue abrupto y veloz.7

Las consecuencias insatisfactorias llevaron a plantear un conjunto de reformas 

complementarias, también llamadas de segunda generación, las cuales volvieron 

inminente la necesidad de transformar la calidad institucional existente en los países 

latinoamericanos, devolviendo al Estado mayores capacidades de regulación de los 

procesos de reforma y un mayor y mejor control de los gobernantes por parte de 

la sociedad civil (Burky y Perry, 1997). A nivel de la política social, se recomenda-

ron transformaciones hacia una política orientada por los derechos ciudadanos, 

7 	 Los países denominados como “reformadores radicales” (Argentina, Bolivia, Chile y Perú) han sido di-

ferenciados de los “reformadores cautos” (Brasil, Colombia, Costa Rica, Jamaica y México) (Stallings 

y Peres, 2000).
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con ampliación del gasto social, un énfasis en la participación social y un papel 

regulador y articulador del Estado que ubique una gestión eficaz de los procesos y 

recursos a nivel descentralizado. 

El capítulo de Irma Arriagada, incluido en esta compilación (véase el tomo I), 

describe y sintetiza los cambios a nivel de la política social en la región durante 

las últimas décadas de manera aguda y ordenadora, por lo que no abundaremos 

sobre este punto. Lo referido hasta aquí, en cambio, tiene el objetivo de señalar el 

peculiar encuentro entre las demandas por equidad de género y los cambios en 

el paradigma de políticas sociales. Precisamente el momento en que las deman-

das del movimiento de mujeres comienzan a fortalecerse en las agendas nacionales 

e internacionales, es también el momento cuando se desarticulan o debilitan los 

regímenes de bienestar y los actores protagónicos claves en los procesos de cons-

trucción y consolidación de dichos sistemas. 

Los movimientos sociales de mitad de los sesenta y los setenta enmarcaron a una 

diversidad de actores nuevos en la escena política de los Estados de bienestar. Sin du-

da, en este marco de oportunidades políticas, el movimiento de mujeres, aletargado 

luego de la actividad sufragista de principios de siglo, expresó un nuevo impulso: mos-

tró fortaleza y capacidad para incluir, con contundencia, las demandas de equidad de 

género en la agenda política de organismos internacionales y gobiernos nacionales.

En América Latina, su fuerza se conjugó con tres características particulares. La 

primera se relaciona con la participación del movimiento femenil en los procesos 

de democratización de la región, pues las mujeres fueron protagonistas en las 

luchas por lograr la transición hacia la democracia, tanto desde su actuación en 

organizaciones de base (en las localidades, los barrios y las vecindades) como a 

nivel de la presión desde espacios cercanos a las elites decisoras en los ámbitos 

nacionales e internacionales.8 Adicionalmente, en este proceso histórico, cobró 

8 	 Barquet (2002:347) hace mención del papel de la academia en la inclusión de la perspectiva de 

género en el campo de las políticas públicas en México. Describe también la importancia de diversos 

actores asociados con el movimiento de mujeres mexicano cruciales a la hora de evaluar su desempe-

ño en el campo de las políticas públicas. Véase Montaño (1996), Jelìn (1996, 1987), Molina (1998), 

Weinstein (1998) Tarrés (1999), Martinez (2001).
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relevancia la articulación del movimiento de mujeres con los organismos de de-

rechos humanos. 

Una segunda característica, relacionada con la anterior, tiene que ver con el 

papel de las organizaciones de mujeres en poder procesar a nivel de la vida coti-

diana las consecuencias más agrias de la estagnación e inflación de los ochenta y 

del ajuste económico relativo a las reformas de los noventa. Durante esas décadas, 

creció la presencia de mujeres en organizaciones y redes de base que enfrentaron 

los problemas de pobreza y sus diversos aspectos asociados (nutrición, violencia 

doméstica, salud, etc.) (Grassi, Hintze y Neufeld, 1994).

Finalmente, la tercera característica concierne a dos hechos interrelaciona-

dos. Por un lado, el retiro de la “matriz estadocéntrica” abrió nuevas posibilida

des de participación a diferentes actores de la sociedad civil latinoamericana. Por 

otro, el énfasis en la descentralización ubicó la mirada en los procesos de par-

ticipación a nivel de la localidad. Dada la importancia de los ámbitos locales de 

redes sociales en el caso las mujeres, la participación política a nivel local se ha 

convertido en un objetivo relevante al analizar los procesos de política social con 

perspectiva de género en la región (Barrera Bassols y Massolo, 1998; Britos, 2000; 

pnud, 2004).

CUADRO 2.
Elementos político-contextuales para analizar las políticas sociales y las relaciones de género 
en América Latina.

Elementos del contexto de políticas sociales Elementos del contexto de las relaciones de género

• Debilitamiento de la “matriz estadocéntrica”
 	 y de los actores corporativos relacionados 
	 con ella.
• Procesos de reforma pro apertura comercial y 
	 liberalización de mercados.
• Proceso de reforma estructural del estado 
	 (privatización, focalización y 
	 descentralización).
• Procesos de reformas de segunda generación 
	 centradas en calidad institucional.

• Creciente presencia de una agenda de género en 
	 organismos internacionales y gobiernos nacionales.
• Participación de la sociedad civil en los procesos de 
	 política social.
• Importancia del movimiento de mujeres en los procesos 
	 de democratización.
• Importancia de organizaciones de mujeres en 
	 procesamiento de procesos económicos corrosivos a 
	 nivel de la vida cotidiana.
• Importancia de la participación de organizaciones de 
	 mujeres a nivel local.

Fuente: elaboración de Gisela Zaremberg.
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¿Qué desafíos debe enfrentar la inclusión de la perspectiva de género en el 

contexto aquí expuesto? ¿Cómo impactaron las transformaciones descritas a los 

problemas sociales relativos a la equidad de género? ¿Qué avances y qué desigual-

dades de género nuevas y persistentes debe enfrentar la política social en la región? 

¿Cuáles son los desafíos políticos y cuáles los técnico-metodológicos? Este libro se 

propone como un ejercicio que permita al lector extraer elementos iniciales para 

responder estas preguntas.

Propuesta y estructura: claves para el recorrido por la presente obra

Esta obra contiene tres agrupaciones temáticas, ordenadas en dos tomos. El prime-

ro dedicado a aspectos centrales de la agenda institucional de la política social con 

perspectiva de género. El segundo, en cambio, se centra en los problemas sociales 

relevantes relacionados con la equidad de género en los aspectos de seguridad 

social, conciliación familia-trabajo y superación de la pobreza. Además, en este 

segundo tomo, la tercera agrupación temática introduce al lector en el análisis de 

problemas metodológicos recurrentes relacionados con la construcción y utiliza-

ción de información cuantitativa y cualitativa con perspectiva de género para la 

toma de decisiones. Cada una de estas secciones comprende, a partir del análisis 

ilustrativo de distintos casos, problemas que consideramos esenciales en la agenda 

actual de política social en la región. 

De esta manera, este segundo tomo que el lector tiene en sus manos se destina 

a tratar problemas sociales relevantes desde la perspectiva de género aplicada a la 

política social. Para ello se pone atención en cuestiones relativas a los sistemas de 

seguridad social, de conciliación trabajo-familia, y pobreza. Consideramos que estos 

temas son cruciales porque, como se planteó en el prólogo, los avances en la situa-

ción de las mujeres conviven con desigualdades persistentes y con nuevas inequi-

dades, en un contexto de precarización económica y social. Si bien los indicadores 

educativos, de acceso al mercado laboral y de tendencias demográficas son alenta-

dores, su verdadera dimensión sólo puede entenderse en el marco de una serie de 

paradojas interrelacionadas con el marco de reformas descrito anteriormente.
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Entre las paradojas más importantes podemos enumerar:9

a) La persistencia de inequidades de género en los mercados laborales. Entre 

los indicadores más importantes podemos mencionar que los salarios de las mu-

jeres en la región son inferiores en promedio a los de los hombres, aun entre los de 

las más calificadas. Por otra parte, las mujeres acceden en mayor proporción a pues-

tos laborales informales o en condiciones de precariedad de la contratación formal. 

El menor nivel de los salarios de las mujeres las ha convertido en un elemento de 

empleo atractivo para algunas empresas transnacionales y para la oferta de trabajos 

en el escalón más bajo del mercado laboral, especialmente vía procesos migratorios. 

b) Inequidades en la economía del cuidado no pagada. A pesar del acceso ma-

sivo de las mujeres al mercado laboral asalariado, las horas de trabajo destinadas 

al cuidado doméstico no se han reducido. Las políticas sociales han contemplado 

mecanismos insuficientes para afrontar este problema.

c) Diferente localización de recursos entre hombres y mujeres al interior del ho-

gar. Los hogares han tenido que hacer frente a los crecientes gastos en protección 

social que ya no garantiza el Estado, sino el mercado. Esto ha perjudicado especial-

mente a las mujeres, tanto porque ha aumentado el tiempo destinado al cuidado de 

los miembros que ya no acceden a la provisión social estatal como porque reciben 

menores beneficios de los servicios privatizados (tal es el caso de los sistemas de 

pensiones privatizados). 

d) Inequidades en los sectores de políticas relacionados con el cuidado social. 

Gran parte de los efectos negativos de las reformas y ajustes salariales, organizati-

vas e institucionales implementadas en los sectores de la provisión social relacionados 

con el cuidado social (como salud o educación) han recaído en el personal femeni-

no (enfermeras, asistentes, maestras de nivel básico, etc.) de dichos sectores. Las di-

ferentes concepciones del trabajo femenino y el masculino en estas áreas reproduce 

los roles tradicionales asignados a hombres (proveedores) y mujeres (cuidadoras) y 

la consecuente depreciación asociada con el trabajo doméstico no pagado.

9 	 Con base en unrisid (2005) y cepal (2004).
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Dichas paradojas, se presentan con mayor agudeza en los sectores pobres de 

la población femenina (considerando que la pobreza es un fenómeno que afecta 

mayormente a las mujeres) y muestran diferencias intragénero o desigualdades 

cruzadas, cuando se observan indicadores de género en la población indígena o 

afroamericana. 

Con estas problemáticas como base, los capítulos de este segundo tomo se 

propusieron colocar sobre la mesa preguntas relevantes referidas a la seguridad 

social, la conciliación entre trabajo y familia, así como los programas de superación 

de la pobreza. De esta manera, el primer capítulo de este segundo tomo, escrito por 

Shahra Razavi, compara el caso mexicano con el chino y el coreano para analizar 

la medida en que el trabajo remunerado, en las condiciones actuales, facilita o no 

el acceso a derechos sociales (circunscritos a las pensiones y a la atención médica). 

La autora concluye que los casos mexicano y chino no son alentadores al respecto. 

En comparación, el caso de Corea se presenta como más prometedor. A continua-

ción, el capítulo a cargo de María José Moreno ofrece una síntesis de los principales 

resultados de una investigación sobre el tema de conciliación entre las esferas pro-

ductiva y reproductiva basada en cuatro casos nacionales (Chile, Costa Rica, México 

y Panamá), considerando simultáneamente los instrumentos internacionales y las 

experiencias de países desarrollados.

Los capítulos tercero y cuarto a cargo de Gisela Zaremberg y José Del Tronco, 

analizan el rol de las mujeres pobres como administradoras de los recursos obtenidos 

vía Programas de Transferencias en Efectivo Condicionadas. En este sentido, y a partir 

de una investigación cualitativa, Zaremberg observa un doble efecto en el rol asu-

mido por las mujeres, en calidad de madres, en el programa Oportunidades. Por un 

lado, la obtención de un ingreso en efectivo les permite mayor autonomía frente al 

ingreso provisto por maridos presentes o emigrados. A ello se suma la alta valoración 

de las mujeres, no sólo con respecto al monto de la transferencia, sino también en re-

lación con la regularidad y programabilidad de la misma, en el sentido de que permite 

introducir un elemento de previsibilidad en las estrategias de supervivencia de estas 

mujeres. Por otra parte, las tareas implicadas en las condicionalidades del programa, 

se ven visualizadas como inherentes a las tareas propias del rol femenino tradicional 
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de cuidado doméstico y muchas las consideran como actividades que incrementan su 

carga. Por otra parte, José Del Tronco, comparando los programas de Bono Solidario 

en Ecuador y el Jefas y Jefes de Hogar Desocupados en Argentina se pregunta si el 

diferente tipo de contraprestación exigido en cada programa tiene distinto impacto 

en la autonomía de las mujeres administradoras de las transferencias. El capítulo po-

ne de relieve las tensiones que existen —especialmente para madres de familia con 

ingresos escasos, bajo nivel educativo y precaria inserción laboral— entre autonomía 

de género y superación intergeneracional de la pobreza.

Finalmente, una segunda sección de este tomo agrupa trabajos que abordan 

problemas metodológicos relevantes relacionados con la toma de decisiones en 

políticas sociales con perspectiva de género. El capítulo a cargo de Rosa María 

Rubalcava expone los aprendizajes principales en torno a la articulación entre inves-

tigación en ciencias sociales, gestión gubernamental y acción de las organizaciones 

de la sociedad civil. Esto con respecto a las decisiones relativas a un programa “exi-

toso”: el programa Oportunidades en México, desde 1994 hasta la actualidad. El 

texto destaca los resultados de investigación sobre Oportunidades vinculados con el 

género y propone que las comunidades y los hogares deben considerarse conjun-

tamente y que la jefatura económica femenina expresa un cúmulo de rasgos que 

hacen a sus hogares una población distinta de las demás y que, por lo tanto, debe 

atenderse con acciones especialmente diseñadas para ésta.

Por otra parte, aunque ubicado en la sección metodológica, este capítulo com-

pleta los anteriores dos, dedicados a programas de superación de la pobreza y 

centrados en transferencias en efectivo condicionadas. En este sentido, destaca 

la complejidad inherente a la inclusión de la perspectiva de género en el programa 

Oportunidades, cerrando el paso a posibles críticas fáciles. Asimismo, concuerda con 

que las categorías conceptuales centradas en el modelo de familia tradicional no 

son adecuadas para las configuraciones de hogares inestables alejadas de dicho 

patrón. De esta manera, el capítulo completa una trilogía de trabajos que, desde 

diferentes enfoques, abordan el tema de la inclusión de la perspectiva de género 

en programas de superación de la pobreza. Consideramos que éstos muestran el 

estado del debate existente sobre dicho tema.
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A continuación aparece el capítulo de Silvia Luna Santos, quien explora una 

ausencia de correspondencia entre la gran cantidad de información estadística gene-

rada, procesada y analizada con enfoque de género y su utilización por parte de los 

encargados de la gestión gubernamental a la hora de diseñar programas con dicha 

perspectiva, en México. Para ello, se ofrece una revisión de los principales avances 

en la construcción de indicadores de género en el contexto nacional e internacional; 

luego, evalúa la utilización de los mismos en el marco de cinco programas del go-

bierno federal mexicano. 

El último capítulo de esta sección, a cargo de Ligia Tavera Fenollosa, analiza, 

también en México, con una perspectiva de género, la información existente en 

materia de homicidios para evaluar la confiabilidad de indicadores para el análisis 

y la toma de decisiones con respecto a los feminicidios en Ciudad Juárez y otras en-

tidades de la república. Este texto expone de manera novedosa las connotaciones 

políticas que tienen la misma construcción y la comunicación de indicadores de 

género sumamente controversiales, además, realiza una revisión de la base con-

ceptual que subyace a la construcción de información sobre feminicidios y genera 

recomendaciones para superar los obstáculos existentes para la obtención de infor-

mación adecuada.

Finalmente, antes de pasar a las secciones debemos comentar dos observacio-

nes con respecto a la obra que se presenta al lector. La primera se relaciona con la 

pluralidad de estilos, tonos y posturas que éste encontrará. En este sentido, debe 

advertirse que este proyecto convocó a autoras provenientes no sólo de la acade-

mia sino también de áreas de investigación y sistematización de organismos de co-

operación internacional profundamente imbuidos en la aplicación de la perspectiva 

de género en el campo de las políticas sociales. Asimismo, se reunió el trabajo de 

investigadores reconocidos y otros de reciente aparición. En coherencia con este es-

píritu plural, la obra respeta la variedad de posturas aquí comentada y los diferentes 

estilos de abordaje de las problemáticas analizadas.

En segundo lugar, debe comentarse una limitación de este proceso referida a la 

fuerte presencia del caso mexicano especialmente en la última sección metodológi-

ca, hecho asociado con los casos de estudio de las investigadoras convocadas. Sin 
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embargo, intentando compensar este hecho, la mayor parte de los estudios ofrecen 

un recorrido por el estado del arte en el ámbito internacional y se complementan 

con la presencia de capítulos que ofrecen un análisis comparado.

Hechas estas salvedades, nos resta agradecer al Fondo Sectorial Conacyt-In-

mujeres del gobierno mexicano quien aportó parte del apoyo financiero para esta 

obra, y a la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, Sede México (Flacso Méxi-

co) por fungir como anfitriona de las sesiones de discusión y por el apoyo editorial y 

financiero brindado. Especialmente, expresamos nuestra gratitud a la Mtra. Gio-

vanna Valenti, quien se interesó constantemente en que esta obra fuera posible. 

Finalmente quiero mencionar la presencia de la Dra. Mercedes Barquet de El 

Colegio de México, quien nos acompañó en los primeros momentos con valiosos 

comentarios.  n
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Introducción

Si anteriormente la ciudadanía estaba vinculada con la capacidad para portar armas 

y defender a la nación, en los tiempos más modernos se ha asociado, de manera 

simbólica y programática, con la capacidad de trabajar, entendida como el desem-

peño de una labor a cambio de una remuneración (Lister, 1997).1 Esto plantea una 

cuestión clave para el feminismo: ¿es posible que la participación de las mujeres 

en el trabajo remunerado se convierta en el fundamento para su inclusión en las 

disposiciones relativas a las prestaciones sociales? En el caso de los países indus-

trializados más avanzados, como lo señala Ann Orloff (2002), la historia revela que 

los hombres han adquirido derechos sociales (derecho a una pensión, al seguro de 

desempleo, etcétera) gracias al desempeño de un trabajo remunerado, mientras 

que el acceso de las mujeres a las prestaciones suele estar mediado por sus rela-

ciones con los hombres. Asimismo, la autora sugiere que el desplazamiento de las 

mujeres al ámbito del trabajo remunerado ha desafiado la médula de esa serie de 

¿El trabajo remunerado mejora el acceso de las mujeres a 

las prestaciones sociales? Evidencias de países en proceso de 

industrialización*

Shahra Razavi

*	 El presente texto recoge algunos de los resultados del proyecto de investigación de unrisd titulado 

“Globalization, Export-Oriented Employment for Women and Social Policy” (Globalización, empleo fe-

menino orientado a las exportaciones y política social); la totalidad de las conclusiones de dicho proyecto 

ha sido publicada como libro (Razavi, Pearson y Danloy, 2004). Este texto se ha nutrido de valiosos in-

tercambios con Ruth Pearson, de comentarios de dos dictaminadores anónimos y de la excelente labor 

de Alexandra Efthymiades como asistente de investigación. Originalmente publicado en Social Politics, 

“Does paid work enhance women’s access to welfare? Evidence from selected industrializing countries”, 

Social Politics, 4(1), January 2007. Traducido y reproducido con permiso de Oxford University Press.

1	 Ante la adhesión de los gobiernos europeos al “modelo del trabajador adulto”, actualmente el trabajo 

remunerado se ha elevado a la categoría de obligación ciudadana fundamental (Giullari y Lewis, 2005).
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disposiciones. Las mujeres han adquirido “recursos simbólicos y materiales para su 

ciudadanía, así como acceso a prestaciones originalmente pensadas para los traba-

jadores varones. Su creciente presencia en la fuerza laboral también ha motivado 

el desarrollo de nuevas formas para asegurar los ingresos, como los permisos de 

paternidad y maternidad” (Orloff, 2002: 11).

Acaso en los países inmersos en nuevos procesos de industrialización en Asia y 

América Latina, donde la institucionalización de las políticas sociales es menor, ¿la 

capacidad de realizar un trabajo remunerado facilita el acceso de las mujeres a los 

derechos sociales? El análisis del tema parte de la exploración del grado en que la 

absorción del trabajo femenino en las industrias manufactureras orientadas a la ex-

portación ha creado las condiciones para su ciudadanía social. El presente capítulo se 

basa en datos recogidos en tres países donde este sector tiene una presencia impor-

tante y donde la fuerza laboral se ha feminizado: Corea del Sur (en adelante, Corea), 

China y México. Debido a las dificultades para acceder a datos confiables, aquí sólo 

se consideran los derechos sociales que se limitan a las pensiones y la atención médi-

ca y no se aborda una gama más amplia de políticas sociales orientadas a las mujeres 

como trabajadoras diferenciadas en función del género, como sería el caso de los 

derechos reproductivos, las guarderías y la eliminación de la violencia y el acoso. 

El empleo femenino en un contexto globalizado

En los últimos veinte años se ha registrado un notable incremento en las tasas de 

actividad económica femenina en muchas partes del mundo, particularmente en 

América Latina.2 Si bien parte de ese incremento puede atribuirse a que los indica-

dores relativos a la fuerza laboral dedican más atención a la variedad de trabajos 

realizados por las mujeres (trabajo estacional, casual, de subsistencia, etcétera), 

2	 Hay, sin embargo, excepciones importantes a esta tendencia mundial generalizada, particularmente 

en Europa Central y del Este, y en Asia Central, regiones donde se han revertido las tasas de actividad 

económica femenina desde principios de la década de los noventa (unrisd, 2005). 
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también muestra diversos cambios reales. En la actualidad, son más las mujeres 

que tienen que trabajar para asegurar la supervivencia familiar debido a la caída de 

los salarios reales y el aumento del costo de la subsistencia como resultado de la 

imposición de cuotas sobre el acceso a los servicios de salud y educación, así como 

la mercantilización generalizada de diferentes aspectos de las economías locales 

(Pearson, 2004). Por citar un ejemplo, algunas investigaciones realizadas en África 

subsahariana revelan que, en el contexto de la crisis y la reforma económicas, todos 

los miembros de una unidad familiar (sean hombres o mujeres, jóvenes o viejos) en-

frentan la creciente necesidad de sumarse al trabajo remunerado (Bryceson, 1999). 

Incluso en países de ingresos medios, como México, las unidades familiares han 

tenido que multiplicar el número de miembros que trabajan a cambio de dinero 

para enfrentar la caída de los salarios reales y la contracción de las oportunidades 

laborales, por lo que la participación femenina en la fuerza laboral casi se duplicó 

en un periodo de veinte años (Brachet-Marquez y de Oliveira, 2004).

Los factores que lanzan a las mujeres a engrosar las filas de la fuerza laboral 

son diversas: la caída de las tasas de fertilidad, el aumento de los niveles educativos, 

los cambios en los estilos de vida y las propias aspiraciones de las mujeres. Todos 

éstos también explican, en parte, este vertiginoso aumento del trabajo remunerado 

femenino, particularmente entre las unidades familiares urbanas más educadas. 

Existe un ímpetu adicional —más fuerte en algunos contextos— el cual surge a 

partir de una mayor demanda de trabajadoras en algunos sectores económicos, 

sobre todo en los dedicados a la exportación, los cuales han registrado un creci-

miento considerable en años recientes. Este fenómeno se ha visto en gran medida 

en la manufactura no calificada, particularmente en la producción de ropa, calzado 

y productos electrónicos,3 y se ha analizado con profundidad desde la perspectiva 

de la ventaja que representan los “ágiles dedos” de las mujeres, su docilidad y 

3	 La producción para los mercados exportadores también se ha intensificado en años recientes dentro 

de la economía rural, hecho que se evidencia claramente por el rápido crecimiento del sector agroex-

portador no tradicional en el que las mujeres constituyen una considerable porción de la fuerza 

laboral. Éste es particularmente el caso de América Latina. 

ZarT2 Razavi.indd   45 10/02/09   12:48 p.m.

© Flacso México



46 n  Shahra Razavi

productividad en el trabajo, así como la consecuente disminución de costos por 

unidad que se pueden conseguir al emplear mano de obra femenina “barata” (El-

son y Pearson, 1981). Pero, ¿la creciente presencia de las mujeres en el ámbito del 

trabajo remunerado, especialmente en el trabajo de fábrica altamente calificado, ha 

facilitado su acceso a los derechos sociales en el marco del argumento planteado 

por Orloff (2002) para los países industrializados avanzados?

Curiosamente hay una ausencia de análisis sistemáticos sobre las políticas so-

ciales en la amplia literatura dedicada a explorar diferentes facetas del empleo fe-

menino en industrias orientadas a la exportación (Razavi, 1999). Los economistas, 

sean neoclásicos, heterodoxos o feministas, tienden a concentrarse en los salarios y 

las brechas que se observan en éstos por razones de género (Seguino, 1997; Tzan-

natos, 1995). Otros textos adoptan un enfoque más sociológico o antropológico 

para explorar los procesos de subordinación de género y la agencia femenina en 

las unidades familiares, comunidades y fábricas donde las mujeres viven y trabajan 

(Hsiung, 1996, Kabeer, 2000; Lee, 1995); la literatura producida por los sindicatos 

y las organizaciones de mujeres se ocupa más de las condiciones laborales de las 

así llamadas fábricas globales (Heyzer y Kean, 1988) —este tercer tipo de textos se 

acerca más a formular preguntas que se vinculan a la política social en el sentido 

específico del interés en los derechos y la seguridad de la fuerza laboral, destacan

do la ausencia de disposiciones de salud y seguridad, y la prohibición del derecho 

de los trabajadores a organizarse. Sin embargo, se han hecho pocos intentos por 

vincular estas conclusiones con trayectorias más amplias de política social y su ca-

rácter diferenciado en función del género.4

Resulta sorprendente constatar la falta de aproximaciones serias al análisis de 

las relaciones (o falta de ellas) entre el empleo femenino en los procesos industriales 

orientados a la exportación que están altamente feminizados y las disposiciones ge-

nerales de la política social. El supuesto implícito parece ser que el trabajo femenino 

en las industrias orientadas a la exportación está inmerso en un vacío de política 

4	 Sin embargo, es creciente el interés en esta área (por ejemplo, Kabeer y Mahmud, 2004).
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social. A su vez, ese supuesto estaría fundado en varios argumentos. Primero, que 

el empleo en estas industrias que pagan salarios bajos, competitivos en la escala 

mundial, no puede generar sino salarios muy bajos. Segundo, que coinciden con 

el giro neoliberal de las políticas estatales y las limitaciones impuestas por la “glo-

balización”. Finalmente, que el “volátil” capital extranjero, considerado como el 

principal empleador en estas industrias, goza de privilegios especiales en los países 

en desarrollo, los cuales lo exentan de toda responsabilidad respecto de las presta-

ciones de los trabajadores. 

A primera vista, estos factores parecen ofrecer explicaciones razonables al 

porqué sucede esto en dichas industrias. Sin embargo, una lectura más rigurosa re-

vela que tales razones no son nada convincentes. Para empezar, no hay en la teoría 

un argumento que sugiera que el empleo en las industrias orientadas a la expor-

tación deba carecer de todo derecho social. La evidencia histórica tampoco señala 

inevitable y semejante resultado; de hecho, los economistas políticos presentaron 

precisamente el argumento contrario para explicar la respuesta de las pequeñas 

economías abiertas de Europa ante la vulnerabilidad externa (Katzerstein, 1985),5 

ellos sostuvieron que éstas exigían mayor protección social, cohesión social y soli-

daridad, incluso plantearon que el Estado de bienestar apareció como respuesta a 

los desafíos de la integración económica (Gough, 2000). 

En los países en desarrollo, las industrias orientadas a la exportación se han en-

raizado en diferentes economías políticas y estrategias industriales, desde los países 

más intervencionistas o activistas del noreste asiático, que brindaron protección 

temporal a las industrias nacientes supeditadas a la promoción de las exportaciones, 

hasta las zonas de procesamiento de exportaciones “tipo enclave” (Jomo, 2003). 

5	 La obra de Katzenstein enfocada al corporativismo como el principal mecanismo institucional que 

permite a las pequeñas economías europeas abiertas y vulnerables responder efectivamente a los 

cambios en la economía mundial mediante compensaciones políticas y económicas. Rodrik (1999) 

ha presentado un argumento parecido más recientemente. A partir de un análisis cuantitativo entre 

países, Rodrik (1999) documenta la asociación positiva y sólida entre la exposición de una economía 

al comercio internacional y el tamaño de su gobierno. 
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La inversión extranjera directa (ied) no siempre fue el principal motor. En muchos 

países, los procesos de producción orientados a la exportación se alimentaron de 

capital nacional (Jomo, 2003). 

El crecimiento del empleo femenino tampoco ha estado siempre inmerso en 

un vacío de política social. Algunos de los casos más celebrados, como las maquila-

doras6 en México, se afianzaron en el contexto de las estrategias para el desarrollo 

que habían construido los Estados de bienestar desde principios de la década de los 

veinte (que pueden haber incluido o no a las mujeres). En gran medida, lo mismo 

podría decirse de los países de tardía industrialización en el Asia oriental. Tal vez di-

chas naciones no alentaron los Estados de bienestar al estilo europeo, pero avalaron 

que se pagara bajos salarios a los trabajadores industriales al poner en práctica una 

variedad de políticas sociales implícitas o sucedáneas (Chang, 2004). Tal como lo ha 

argumentado Chang, había muchas más políticas sociales en el Asia oriental de lo 

que suele creerse si se extiende el concepto de “política social” más allá de las me-

didas tradicionales del Estado de bienestar. Sin embargo, el debate dominante no 

ha mostrado interés alguno en las implicaciones de género de dichos sucedáneos 

de políticas sociales, aun cuando las mujeres han sido actores fundamentales en las 

estrategias para industrializar la región. 

Globalización y política social

Existen importantes diferencias entre los países industrializados que han fomenta-

do las industrias orientadas a la exportación, tanto en términos de sus tradiciones 

económicas/industriales como en sus disposiciones de política social, independien-

temente del estado embrionario en que éstas puedan encontrarse. Por lo tanto, re-

sulta pertinente destacar esas diferencias en cuestión de políticas, a fin de mostrar 

la existencia de más de una manera de fomentar el empleo en las industrias orien-

6	 Se trata de plantas industriales dedicadas básicamente a ensamblar insumos importados de Estados 

Unidos para su reexportación a ese país.

ZarT2 Razavi.indd   48 10/02/09   12:48 p.m.

Derechos reservados



49  ¿El trabajo remunerado mejora el acceso de las mujeres a las prestaciones sociales?  n

tadas a la exportación, además de las distintas implicaciones para las trabajadoras. 

Esas diversidades son útiles para refutar la visión económicamente determinista y 

políticamente derrotista, según la cual la participación en la economía global siem-

pre debe negar a los Estados-nación, y a las trabajadoras en particular, “la posibili-

dad de llegar a acuerdos negociados localmente respecto a la protección social, las 

normas del espacio laboral y las prestaciones no salariales” (Pearson, 2004: 118). 

A pesar de los temores iniciales de que la “globalización” produciría una con-

vergencia institucional y de política pública, caracterizada por el adelgazamiento 

del Estado tanto en el ámbito económico como en el de las políticas sociales, a 

fines de la década de los noventa las versiones radicales sobre la globalización 

empezaron a dar paso a análisis que concebían este fenómeno como un “con-

junto inacabado y contradictorio de procesos desiguales en alcance, profundidad, 

intensidad e impacto” (Yeats, 2005: 4). Si bien algunos gobiernos han acatado las 

prescripciones “neoliberales” de austeridad fiscal, privatización y apertura comer-

cial, financiera y respecto de la inversión, no todos han utilizado esa vía. Además, 

como lo ha señalado Linda Weiss, gobernar la economía es más que diseñar la 

política macroeconómica (Weiss, 1997: 18), sobre todo cuando las políticas in-

dustriales siguen desempeñando un papel importante (por ejemplo, en Asia) y las 

políticas sociales también son favorecidas en diversos gobiernos de Asia y América 

Latina (Sheahan, 2002). El punto más importante que se debe destacar es que, 

debido a las diferencias en las capacidades estatales y a que “las presiones exter-

nas comunes siempre pasan por el filtro de las instituciones y las distribuciones de 

poder en la escala nacional” (Huber, 2002: 2), es probable que susciten diferentes 

reacciones y resultados. Por ende, “la habilidad para aprovechar las oportunidades 

que ofrece el cambio económico internacional (en lugar de avenirse a sucum-

bir a sus presiones) será mucho más marcada en algunos países que en otros” 

(Weiss, 1997: 26). 

Particularmente en el área de las políticas sociales, los analistas señalan el 

predominio de las tradiciones institucionales nacionales de representación de in-

tereses y construcción de consensos políticos como parámetros importantes en la 

definición de los objetivos de crecimiento, empleo y prestaciones sociales en los 
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países industrializados avanzados (Esping-Andersen, 1996; Pierson, 1998). Si bien 

se ha registrado una importante contracción de gastos en los Estados de bienestar 

en años recientes, en general se trata de una reducción moderada, determinada 

más por fuerzas internas (como presiones presupuestales debidas al incremento 

del desempleo y factores demográficos, como el envejecimiento de la población) 

más que externas (Huber y Stephens, de próxima publicación). De ahí que el som-

brío pronóstico de la falta de viabilidad de los Estados europeos de bienestar en 

un mundo globalizado no parezca válido cuando se le analiza detalladamente.

Acaso, ¿la liberalización económica ha conducido a la contracción del gasto 

público en el ámbito de las políticas sociales de otras regiones? La región que 

parece rebatir la tesis de la globalización radical con mayor contundencia es Asia 

oriental, donde la globalización (o liberalización económica), lejos de marcar la 

desaparición de la política social, de hecho ha mostrado un segundo aire en el 

interés en este tema (Kwon, 2005). Si bien la crisis de 1997-1998 bien puede 

haber marcado el fin de una era en la región, forzando una generalizada reforma 

estructural en la conducción de la política y la administración de la economía 

hacia líneas más “liberales”, también ha dado lugar a un agudo debate interno 

sobre el Estado de bienestar y a cambios hacia formas más incluyentes de pres-

taciones sociales (Kwon, 2005). En América Latina se han instrumentado una 

variedad de reformas a la política social y respuestas a los efectos excluyentes de 

las políticas económicas de la década de los noventa, convirtiendo a la región en 

un auténtico laboratorio para experimentar con estrategias nunca antes conoci-

das en ningún lugar del mundo” (Filgueira y Filgueira, 2002: 127). Sin embargo, 

aún no se conoce la capacidad real de estas estrategias para enfrentar los tra-

dicionales problemas de exclusión social que entraña el diseño de las políticas 

sociales, problemas que son más agudos en algunos países que en otros (Filgueira 

y Filgueira, 2002).7 

7	 Véase Filgueira y Filgueira (2002) y Filgueira (edición de próxima publicación), donde se encuentra 

una útil tipología de los Estados de bienestar en América Latina.
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El redescubrimiento de “lo social”: debates, líneas divisorias y silencios 

mundiales

Si el interés en las políticas sociales está vivo y goza de buena salud en la escala nacio-

nal, entonces el epíteto “redescubrimiento de lo social” (Mkandawire, 2001) aporta 

una mejor descripción de la rehabilitación de las políticas sociales en la escala mundial. 

Esto ocurre después de más de diez años de enfoques ortodoxos que buscaban “en-

tender la economía”, independientemente del ámbito social. En la década de los no-

venta, en respuesta a las fallas de los enfoques ortodoxos para generar crecimiento y 

atender la pobreza generalizada, la política social adquirió prominencia en las agendas 

de una amplia gama de organismos para el desarrollo, incluido el Fondo Monetario 

Internacional (fmi).8 Sin embargo, el aparente consenso sobre la importancia de la po-

lítica social oculta diversas y no rara vez contradictorias concepciones de lo que es la 

política social, de las metas y valores que la sostienen, y de la naturaleza y extensión de 

la responsabilidad del Estado en el diseño y la ejecución de las prestaciones sociales.

Desde fines de la década de los ochenta, el Banco Mundial ha reconocido 

la necesidad de ciertas modalidades de programas compensatorios con el fin de 

revertir los peores excesos de las políticas económicas. La preocupación por “lo 

social” inicialmente adoptó la forma de “redes de seguridad” y “fondos de emer-

gencia” diseñados para rescatar a quienes caen en la marginación en el proceso de 

la reforma económica, y la forma de un “desplazamiento del gasto” (por ejemplo, 

de la educación secundaria a la educación primaria) para corregir la tendencia de 

los grupos más favorecidos de captar el grueso del gasto social. Estas medidas 

irían de la mano de una agenda de política pública centrada en la liberalización 

económica y la restricción del gasto público. Posteriormente, en el Informe sobre 

el Desarrollo Mundial 2000/2001, Lucha contra la pobreza, el marco de “gestión del 

riesgo social” aparece como el fundamento más sostenible para la reducción de la 

8	 Así lo manifiestan los programas del fmi en Corea, Tailandia e Indonesia después de la crisis financiera 

de 1997-1998 cuando, según Chang (2004), tanto el fmi como el Banco Mundial dieron un énfasis 

sin precedente a la construcción de estrategias para las “redes de seguridad social”.
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pobreza (World Bank, 2000). En este marco, lo único que se esperaba del Estado 

era la disponibilidad de unas “redes de seguridad social para enfrentar los riesgos” 

en aquellas áreas y momentos en los que el sector privado fallara, evidenciando 

continuidades con la generación anterior de redes de seguridad residual. 

Ante el residualismo promulgado por el Banco Mundial, se han dado diferentes 

reacciones. Algunos analistas sostienen que el negro historial económico y social 

del proyecto neoliberal de los últimos veinte años subraya lo insostenible en sus 

propios términos y señalan que un enfoque alternativo en la reflexión sobre las 

políticas macroeconómicas empezaría por la idea de la “integración” de las cues-

tiones sociales a la política macroeconómica, mediante el “ejercicio de repensar la 

macroeconomía y la organización de los procesos de la política macroeconómica” 

(Elson, 2004: 64; Elson y Cagatay, 2000).

De esta perspectiva se desprenden dos importantes implicaciones. Primero, se 

destaca la ambigüedad de la distinción entre lo “económico” y lo “social”, postura 

largamente sostenida por quienes ven “la economía” y sus instituciones, particular

mente los mercados, como entidades integradas social y políticamente (Polyani, 

1957). Segundo, subraya el hecho de que todas las políticas públicas (incluidas las 

macroeconómicas) tienen un contenido y/o un efecto social y, por ende, son socia-

les en el amplio sentido del término. Las políticas deflacionarias que han estado en 

boga en los últimos veinte años, dan prioridad a las bajas tasas de inflación, pero 

van acompañadas de anquilosadas oportunidades de empleo. Esto contrasta con el 

pensamiento económico keynesiano que subyacía a las ideas en torno a las políticas 

públicas durante la mayor parte del periodo posterior a la segunda guerra mundial: 

el desarrollo social, expresado en términos del pleno empleo, era parte integral de 

la política macroeconómica keynesiana.9

Otra reacción distinta al residualismo del Banco Mundial, aunque conserva al-

gunos elementos en común con éste, ha sido el viraje del discurso mundial sobre 

la política social, el cual se ha alejado de la fijación de objetivos y ha reafirmado la 

9	 Podría argumentarse que el “pleno empleo” no era un objetivo social neutral en relación con el 

género. Más adelante se discute ampliamente este importante tema.
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política de solidaridad social y universalismo.10 A partir de las experiencias históricas 

sobre el desarrollo de los países nórdicos, se argumenta que la política social no 

sólo es un fin en sí misma, sino es además un medio para mejorar el dinamismo 

económico, el desarrollo y el crecimiento; en resumen, que la política social favore-

ce el desarrollo (Mkandawire, 2001). 

Hasta fechas muy recientes, la perspectiva de género en las políticas de pres-

taciones sociales en el Sur, al igual que en el Norte, se ha mantenido al margen de 

este debate. Sin embargo, tanto el proceso de la reforma de la política social como 

sus resultados constituyen cuestiones ineludiblemente permeadas por la diferen-

ciación de género. Las políticas sociales siempre pasan por el filtro de instituciones 

sociales permeadas por la diferenciación de género: familias, unidades familiares y 

comunidades; mercados laborales y mercados para la prestación de servicios socia-

les y transferencias de ingresos; disposiciones para el cuidado; sistemas educativos 

y de salud; Estados y sectores públicos. No obstante, los debates dominantes sobre 

la política social no se han vinculado con estas preocupaciones; de hecho, el género 

ha sido el “término silencioso” (Mackintosh y Tibandebage, 2006). El modelo de la 

reforma del sector salud, promulgado por el Banco Mundial en muchos países afri-

canos, por citar un ejemplo, ha tenido un efecto devastador en las unidades familia-

res de bajos ingresos, particularmente en las mujeres, pues las reformas propuestas 

(cuotas para usuarios, seguros, liberalización del mercado) no hacen referencia a las 

“diferencias de género en las necesidades o la capacidad de pagar” (Mackintosh y 

Tibandebage, 2006: 2).

Este mismo “silencio” ha marcado los debates de política pública sobre las dis-

posiciones para el pago de pensiones, un tema importante en muchos países de 

ingresos medios durante las décadas de los ochenta y los noventa, particularmente 

10	 Algunos de los organismos que se mencionan frecuentemente como promotores de este viraje dis-

cursivo mundial son oit, United Nations Research Institute for Social Development (unrisd), United 

Nations Department of Economical and Social Affaire (undesa), Organización de las Naciones Unidas 

para la Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco), Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 

(pnud) (e incluso algunas de las secciones del Banco Mundial (véase gaspp, 2005).
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en América Latina. El modelo de las privatizaciones se ha promulgado con base en el 

supuesto de su mayor viabilidad financiera y eficiencia, así como en su impacto pre-

suntamente positivo en el desarrollo de los mercados de capital. Si bien gran parte 

de esos supuestos carece de sustento,11 el esquema de privatización total encierra 

la desventaja adicional de reducir las posibilidades de la combinación de recursos y 

los subsidios cruzados, mientras que vincular las prestaciones de pensión a las apor-

taciones generales penaliza a quienes tienen historiales de empleo que muestran 

periodos de inactividad laboral y una larga expectativa de vida (Huber y Stephens, 

2000a). Esto tiene implicaciones adversas para la equidad de género y el futuro de 

las mujeres en relación con su seguridad económica durante la vejez. 

¿Las preocupaciones de género reciben más atención por parte de aquellos 

que desean ver la reinscripción de las temáticas sociales en el pensamiento ma-

croeconómico? Peter Townsend (2004), por ejemplo, subraya la forma en que las 

temáticas sociales quedaron inscritas en el centro de la visión keynesiana del de-

sarrollo, que legitimaba la búsqueda de la consecución de las metas paralelas de 

pleno empleo y de las prestaciones sociales universales (por medio de la seguridad 

social, la desgravación fiscal por hijo o asignación familiar universal y los servicios 

sociales públicos). Sin embargo, el argumento de este autor encierra el supuesto 

implícito de que el pleno empleo dará cabida a todos los grupos sociales, incluidas 

las mujeres adultas. Aunque la necesidad de una asignación familiar universal se 

discute hasta cierto punto, no se menciona que algunas adultas podrían no estar 

en la posición de conformar el ideal del empleo de tiempo completo y vitalicio, lo 

que afectaría su acceso a las prestaciones de la seguridad social. 

Algunas feministas sostienen que los enfoques de política económica que de-

penden única o básicamente del pleno empleo para lograr resultados socialmente 

deseables están gravemente limitados por el hecho de que los mercados laborales 

mismos constituyen entidades marcadas por la diferencia de género; asimismo, 

señalan que dichos enfoques desconocen la relación entre las formas de trabajo 

11	 La evaluación de Huber y Stephens (2000a) parte de la base del caso chileno, único en cuanto a la 

suficiente duración del sistema privatizado de pensiones para analizar sus consecuencias.
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remunerado y no remunerado que se perciben tanto en el centro de la satisfacción 

de necesidades como en las formas de empleo remunerado:

Para alcanzar la equidad de género, las políticas de pleno empleo deben complemen-

tarse con el otorgamiento de derechos para quienes realizan un trabajo informal o de 

tiempo parcial remunerado, y el otorgamiento de derechos para proveedores de trabajo 

no remunerado que consiste en brindar cuidados como ciudadanos en su propio dere-

cho (Elson, 2004: 70). 

Políticas sociales desarrollistas y género en Asia oriental

En años recientes, ha habido un intenso debate en torno a las políticas que sostienen 

la industrialización en el Asia oriental (Amsden, 1989; Wade, 1990; Jomo, 2003; 

Banco Mundial, 1993). En general, se observa una gran ausencia de cuestiones de 

género en esos acalorados debates sobre políticas públicas, aunque cierto número 

de estudios notables realizados por economistas y antropólogas feministas evidencian 

las formas en que las desigualdades de género estuvieron implicadas en las estrate-

gias de industrialización puestas en práctica por los gobiernos de esa región (véase 

Seguino, 1997, y Hsiung, 1996, sobre Corea del Sur y Taiwán, respectivamente).

Los dos países del Asia oriental estudiados en el presente texto (Corea y China) 

comparten una serie de características históricas e institucionales. Producto de dé-

cadas de colonialismo, guerra, conflicto e inseguridad, ambos construyeron fuertes 

estructuras estatales para sobrevivir en medio de caóticos dilemas geopolíticos y 

para desarrollarse y “recuperar el tiempo perdido” (Woo-Cumings, 1999). En este 

proceso de desarrollo comprimido, los mercados estuvieron fuertemente “contro-

lados desde el gobierno” (en el caso de Corea) y fueron suprimidos (en la China 

previa a la reforma), y el Estado determinó en gran medida tanto la orientación 

como el ritmo del desarrollo. A pesar de sus divergentes ideologías políticas, ambos 

países pusieron en práctica programas radicales para la redistribución de la tierra 

que dejaron tras de sí un legado de igualdad (entre las clases sociales). 
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Aunque menos destacado en la literatura convencional, subyace el hecho de que 

estas sociedades relativamente igualitarias (hasta hace poco) también albergan algu-

nas de las jerarquías de género más rígidas del mundo, situación que se refleja en sus 

altos índices de nacidos hombres. En el caso de China, la política de tener un solo hijo 

se ha combinado con fuertes normas sociales en torno a la preferencia del hijo varón 

para producir condiciones sumamente adversas para las posibilidades de vida de las 

mujeres, lo que ha resultado en la muerte de millones de niñas por abortos selectivos 

en función del sexo y por negligencia después del parto (Klasen y Wink, 2003). 

¿Las jerarquías y sesgos de género también se han insertado al interior de los 

mercados laborales y en las disposiciones e instituciones sociales para la provisión 

de prestaciones? Las notablemente amplias brechas de salario por género en Corea 

sugieren que es así, mientras que el veredicto en la China previa a la reforma es 

menos concluyente debido a las formas en que las políticas estatales han apoyado 

la participación de la fuerza laboral femenina. Sin embargo, como lo señala Ito 

Peng (2006), las posturas feministas en países como Corea están claramente divi-

didas: hay quienes sostienen que buena parte del progreso alcanzado no se refleja 

lo suficiente en los indicadores económicos y sociales debido al largo lapso que 

transcurre entre las políticas y sus efectos. A continuación se abordan algunos de 

esos cambios de política pública. 

El desarrollismo coreano

A partir de fines de la década de los ochenta, a la primera etapa de desarrollismo 

en Corea, caracterizada por una condensada industrialización capitalista, siguió un 

cambio gradual hacia un enfoque menos intervencionista, tendencia que se con-

solidaría por medio de una mayor liberalización y desregulación con los auspicios 

del fmi para enfrentar la grave crisis económica y financiera de 1997-1998. La in-

tervención gubernamental para forzar el ritmo de la industrialización se consiguió 

mediante una estrecha relación con las grandes empresas (chaebols) por una parte 

y el sector bancario por la otra; ésos fueron los vínculos estructurales que recibieron 

fuertes críticas de las instituciones de Bretton Woods después de la crisis (Hyoung 
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et al., 2004). El objetivo de la política industrial hasta mediados de la década de 

los setenta fue promover la industria ligera, cuya producción se destinó cada vez 

más a los mercados de exportación. A partir de entonces y hasta fines de la década 

de los ochenta, por razones estratégicas, el enfoque se orientó a la promoción de 

industrias “pesadas” y petroquímicas más intensivas en capital y tecnología (Segui-

no, 1997). Según el consenso general, estas políticas contribuyeron a producir una 

transformación económica sumamente exitosa. 

Desde principios de los años sesenta y hasta la crisis de 1997, Corea man-

tuvo una tasa espectacular de crecimiento anual del producto interno bruto (pib) 

real: aproximadamente el 8 por ciento, lo cual generó lo que equivaldría al pleno 

empleo para los hombres, mayores niveles de empleo para las mujeres y el incre-

mento general en los salarios reales con un promedio anual aproximado del 7 

por ciento (Hyoung et al., 2004). Sin embargo, el grado en el que la industrializa-

ción, la transformación estructural y el rápido crecimiento económico redujeron 

las jerarquías de género en la fuerza laboral y cerraron las brechas de género en los 

salarios fue limitado. 

Primero, entre 1970 y 1997, la cifra de mujeres con empleo remunerado prác-

ticamente se multiplicó por 2.5 y la mayor absorción de la creciente fuerza laboral 

femenina se registró en los sectores manufacturero y de servicios, pero después de 

1990 (es decir, incluso antes de la crisis) cayeron las cifras absolutas de trabajado-

ras en el sector manufacturero y la porción de mujeres en el total del empleo en la 

manufactura (Hyoung et al., 2004). Esto señala la “desfeminización” del empleo 

en la manufactura, un fenómeno que se ha observado en otras economías orien-

tadas a la exportación (Ghosh, 1999 y undesa, 1999). En Corea, por ejemplo, pese 

a la cambiante estructura industrial que resulta de la promoción que el gobierno 

hace de la industria pesada y petroquímica, las mujeres se empleaban sobre todo 

en la industria ligera (sector que vivía un relativo deterioro), al tiempo que las nuevas 

industrias intensivas en capital y tecnología tendían a emplear a varones. En otras 

palabras, el viraje de la llamada industrialización por el “camino inferior” a la in-

dustrialización por el “camino superior” ha estado marcado por el desplazamiento 

gradual de las trabajadoras.
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Segundo, después de varias décadas de desarrollo industrial y crecimiento alto, 

alrededor del 40 por ciento de las trabajadoras tenía empleos permanentes de tiempo 

completo mientras que más del 60 por ciento tenía contratos temporales o por día/

jornada (Hyoung et al., 2004). Por ende, el grueso de las mujeres empleadas enfren-

taba una situación laboral y de ingresos precaria e inestable (lo que, como se verá más 

adelante, afectaría su acceso a las prestaciones sociales). Sin embargo, a diferencia del 

mito según el cual todos los varones coreanos tenían “empleo vitalicio”, Hyoung et al. 

(2004) muestran que sólo alrededor de dos terceras partes de los trabajadores varones 

tenían contratos permanentes (véase cuadro 1). Sin embargo, la porción relativa de 

hombres y mujeres dentro de cada categoría laboral evidencia un patrón familiar en el 

que los hombres se llevan la mayor porción de los trabajos permanentes, mientras que 

las mujeres engrosan las filas de trabajadores con contratos temporales y por día.

CUADRO 1.
Composición de la fuerza laboral femenina y masculina empleada por tipo de contrato, 
1990-1999 (%).


1990 1997 1999

Fem. Masc. Fem. Masc. Fem. Masc.

Permanente

Temporal

Por día

Total

37.5 64.5 38.0 64.5 30.4 60.0

39.6  22.4 45.2  22.8 45.6 25.4

22.8 13.1 16.8 12.7 23.9 14.6

100 100 100 100 100 100

Fuente: base de datos de la Oficina Nacional de Estadística de Corea, cita retomada en Hyoung et al., 2004.

CUADRO 2.
Proporciones femenina y masculina en cada categoría de trabajadores asalariados y con 
sueldo, 1990, 1997, 1999.

1990 1997 1999

Fem.  Masc. Fem. Masc. Fem. Masc.

Permanente

Temporal

Por día

26.6 73.4 27.6 72.4 24.9 75.1

52.3 47.7 56.2 43.8 54.0 46.0

51.8 48.2 46.2 53.8 51.8 48.2

Fuente: base de datos de la Oficina Nacional de Estadística de Corea, cita retomada en Hyoung et al., 2004.
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Tercero, a pesar de las mejoras graduales en los salarios de las mujeres en 

Corea, la desigualdad de género en este renglón siguió siendo una de las más 

profundas entre los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos (ocde) de los cuales se tiene información: la relación promedio en 

todas las industrias entre los salarios femeninos y los salarios masculinos fue del 

61 por ciento en 1997 (ocde, 2000, citado en Hyoung et al. 2004). Además, la 

crisis de 1997-1998 tuvo consecuencias desastrosas para la equidad de género. La 

introducción de flexibilidad en el mercado laboral permitió a las empresas eliminar 

a los trabajadores permanentes durante la crisis, afectando particularmente a las 

mujeres (Lee y Rhee, 1999). Esto interrumpió el lento progreso que las mujeres 

habían alcanzado en cuanto al acceso a empleos más seguros, de manera que 

hacia fines de 1999 tenían una menor porción de dichos empleos que en 1990 

(véase cuadro 2).

Trabajo y prestaciones sociales en Corea

El régimen de prestaciones sociales de Corea, descrito como “capitalismo 

productivista de bienestar”, enfatizaba fuertemente las políticas sociales que 

reforzaban los esfuerzos de industrialización del régimen con inversiones consi-

derables en educación, salud y vivienda (Holliday, 2000). La preocupación por el 

desarrollo económico favoreció las políticas de prestaciones sociales en las que 

predominaban los programas de seguridad social privada con base en aporta-

ciones y enfocados a los trabajadores en las industrias básicas (Kwon, 2005). 

Las prestaciones sociales incluían cuatro esquemas de seguridad social privada 

(accidentes laborales, pensiones, seguro de empleo y seguro de salud), así co-

mo una mínima red de seguridad pública. Hasta la década de los ochenta, las 

políticas laborales brindaban seguridad de empleo “vitalicio” y, por ende, cierta 

protección a un estrato de trabajadores varones y sus familias. La asistencia 

social corporativa también desempeñó un importante papel en ese periodo, 

especialmente en el caso de los trabajadores permanentes en las chaebols. Las 

presiones para la reestructuración corporativa después de 1997-1998 parecen 

haberse traducido en un desafío a este particular estilo de asistencialismo, al 
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tiempo que catalizaron la ampliación gradual de los programas de seguridad 

social privada.12

Pero, ¿el asistencialismo coreano es incluyente cuando se trata de las mujeres? 

La naturaleza selectiva de la provisión de prestaciones sociales antes de las reformas 

de 1990 tendía a reforzar las desigualdades socioeconómicas y no garantizaba to-

talmente el acceso equitativo para las mujeres. La mayor parte de la redistribución a 

través de las políticas sociales favoreció a los trabajadores asalariados más privilegia-

dos y de mayores ingresos en las empresas y en el sector público. De manera más 

específicamente vinculada con las desigualdades de género, la distribución sectorial 

del empleo femenino, el tamaño de las empresas en las que las mujeres trabajaban, 

las ocupaciones en donde se concentraban y el tipo de contratos que tenían se 

conjugaban para asegurar que tanto los beneficios directos del empleo (remunera-

ción, estabilidad laboral, mejores perspectivas de desarrollo laboral, acumulación de 

ahorros) como los resultados indirectos (acceso al seguro de prestaciones sociales 

y seguridad en la vejez) fueran, en general, menos ventajosos para las trabajadoras 

que para los trabajadores (Hyoung et al., 2004). 

Por ejemplo, las grandes empresas ofrecían las prestaciones corporativas más 

generosas no salariales, mientras que el grueso de las trabajadoras se concentraba 

en pequeñas y medianas empresas que no podían ofrecer ese tipo de prestaciones. 

Además, incluso los esquemas clave de seguridad social privada relacionada con el 

empleo llegaban a las pequeñas y medianas empresas con considerable retraso y, 

en todo caso, sólo podían beneficiar a un pequeño número de trabajadoras debi-

do a la alta proporción de contratos temporales y por día. Aunque las empresas 

pequeñas (de menos de cinco empleados), donde se concentraba la fuerza laboral 

femenina tenían la facultad legal de suscribirse a estos esquemas de seguridad 

privada, la ejecución de la ley avanzaba lentamente.

12	 La asistencia social corporativa surgió en la década de los veinte durante el periodo colonial en Japón 

y fue en gran medida producto de un arreglo entre el Estado y el sector corporativo según el cual el 

primero presionó al segundo a proporcionar prestaciones no vinculadas con el empleo a cambio de 

recompensas financieras, como las reducciones fiscales y el otorgamiento de préstamos especiales.
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Es posible que la brecha en las prestaciones sociales entre las pequeñas y las 

medianas empresas se haya reducido en años recientes debido a dos procesos 

paralelos: primero, las reformas de gobierno corporativo hicieron que las grandes 

empresas redujeran las prestaciones adicionales; segundo, grandes números de 

trabajadores de pequeñas y medianas empresas con diversos tipos de contrato 

(incluidos los contratos temporales y por día) reunieron los requisitos necesarios 

para acceder a los esquemas de seguridad social privada. Si esto se traducirá, 

de hecho, en un efecto capaz de aminorar las disparidades de género en cuan-

to al acceso a los derechos de prestaciones sociales sigue siendo una pregunta 

sin respuesta. Mucho depende de lo riguroso de la aplicación y ampliación de 

esquemas de seguridad social privada para los empleados en las pequeñas y me-

dianas empresas, y de la voluntad del gobierno de brindar apoyo con subsidios 

financieros. 

En el caso de las disposiciones en cuanto a pensiones, el esquema nacional 

de seguro de pensiones (Plan Nacional de Pensiones, pnp) se ha ampliado gra-

dualmente hasta incluir a todos los trabajadores, incluidos aquellos con contrato 

temporal o por día, autoempleados o dentro de alguna forma de mano de obra 

familiar (Peng, 2006). Aunque el número de personas cubiertas por el pnp se ha 

más que duplicado entre 1990 (4,651,678) y 2002 (12,248,483), se calcula que 

las mujeres constituyen menos de la tercera parte del total (el 29.5 por ciento 

en 1990 y el 30.1 por ciento en 2001). La proporción de mujeres amparadas 

por el pnp pasó del 6.4 por ciento del total de la población en 1990 al 15.6 en 

2002, incremento que en todo caso sigue estando por debajo de las cifras para 

los trabajadores varones: el 15.2 por ciento y el 36.7 por ciento respectivamente 

(Peng, 2006). 

Si las prestaciones se definen estrictamente con base en las aportaciones 

fundadas en el empleo, entonces lo más seguro es que siga existiendo un sesgo 

implícito en contra de las mujeres en vista de los patrones del empleo femeni-

no. Si, por otra parte, el gobierno interviene con subsidios financieros a fin de 

compensar a quienes hacen aportaciones menores, mejorarán las posibilidades 

de contar con un sistema de prestaciones más igualitario. Tal es el patrón que 
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ha adoptado la Seguridad Médica Nacional (smn), cuya cobertura se ha amplia-

do desde fines de la década de los setenta y puede autodenominarse univer-

sal a partir de la última ola de reformas puestas en práctica en 2000 (Kwon y 

Tchoe, 2005). 

La universalización se ha logrado mediante la creación de dos fondos indepen-

dientes de seguro médico (o grupos de distribución de riesgo) bajo la administración 

de la Corporación smn: uno está dedicado a trabajadores con sueldo que pagan 

aportaciones a partir de sus ingresos gravables; el otro está dedicado a miembros 

“residentes” (autoempleados, agricultores, trabajadores temporales que no están 

clasificados como asalariados o con sueldo) cuyas aportaciones se calculan con 

base en diversos criterios, como sus activos, sexo, edad y número de familiares;13 

la tercera fuente de financiamiento viene de los subsidios gubernamentales. La 

evaluación de Kwon y Tchoe (2005) del impacto redistributivo de la integración 

del smn (en diferentes grupos de ingresos) muestra que la integración en el primer 

grupo (asalariados y trabajadores con sueldo) ha tenido un impacto positivo en la 

redistribución, pues los grupos con menos ingresos pagan mucho menos que an-

tes, mientras que los que tienen más ingresos pagan más. Los datos que presentan 

estos autores no están desglosados por género. Sin embargo, si suponemos que 

las trabajadoras y los asalariados constituyen las categorías de menores ingresos 

(un supuesto realista), entonces el impacto de la integración puede considerarse 

positivo desde la perspectiva de género. No obstante, los datos recogidos en las 

encuestas sobre el gasto familiar revisadas por los autores también revelan que el 

pago de servicios de salud con recursos propios ha aumentado en relación con las 

rentas de los grupos de menores ingresos en el año 2000, en comparación con 

1996, hecho que reduce el impacto redistributivo general. Asimismo, la evaluación 

también encontró datos positivos sobre la redistribución entre el grupo de miem-

bros “residentes”, en el cual hay más probabilidades de encontrar a las mujeres en 

13	 Se considera que las unidades familiares encabezadas por mujeres o donde hay niños y ancianos 

enfrentan una situación peor (Kwon y Tchoe, 2005).
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situación laboral precaria. La conclusión general de Kwon y Tchoes es que, si bien 

la integración ha incrementado la distribución equitativa de la carga, aún no ha me-

jorado la equidad general porque la porción del total de gastos en salud absorbida 

por el smn todavía está cerca del 55 por ciento, mientras que las unidades familiares 

asumen el resto.

En resumen, no cabe duda de que las trabajadoras coreanas han estado en 

desventaja en cuanto a los derechos a las prestaciones tanto en la era desarrollista 

como en el periodo de ampliación de la previsión social, en gran medida debido a la 

influencia de la diferenciación de género en los mercados laborales y a la manera en 

que los derechos a las prestaciones han estado y siguen estando vinculados con las 

aportaciones basadas en el empleo. Según Hyoung et al. (2004): 

Hay pruebas suficientes para justificar la conclusión de que elegir un sistema de presta-

ciones sociales que opera en función del seguro laboral (y las prestaciones corporativas, 

claramente vinculadas al empleo) y no un sistema de prestaciones sociales basadas en 

la ciudadanía muy probablemente perjudicará a muchas si no es que a la mayoría de las 

mujeres, ya sea en su calidad de trabajadoras con remuneración o prestadoras de cuida-

dos (Hyoung, 2004: 54). 

Sin embargo, la transformación del Estado de bienestar en Corea, más que 

evidente en el caso del smn, permite incluir a las mujeres en las nuevas dispo-

siciones para las prestaciones sociales, aunque la evaluación de las redistribucio-

nes en función del género requiere de datos empíricos detallados que todavía se 

desconocen.

La acentuada inseguridad laboral, los recortes a las prestaciones corporativas y 

la politización de las cuestiones relativas a las prestaciones sociales en un contexto 

democrático han desatado un intenso debate en Corea en torno a si el país debe 

proceder a un pleno Estado de bienestar redistributivo que incluya los derechos ciu-

dadanos financiados mediante un sistema fiscal general o si debe seguir dependien-

do de un sistema de seguridad social privada. Este contexto presenta oportunidades 

para que los grupos de intercesión a favor de las mujeres ejerzan presión política 
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y conviertan los intereses de las mujeres en la política social en temas electorales 

para los partidos políticos. La efervescencia de las organizaciones de mujeres y su 

defensa de las políticas sociales indican que la sociedad civil está asumiendo este 

desafío (Peng, 2006). 

Igualdad de género en China: el “socialismo de Estado” y la “reforma 

del mercado”

El desarrollismo coreano recibió el impulso de un fuerte sentimiento nacionalista. A 

menudo, las feministas han criticado el nacionalismo por la forma en que subordina 

los intereses de las mujeres a las metas más amplias de lucha nacional y construc-

ción de la nación. Por el contrario, el socialismo de Estado establece un compromiso 

ético con la “emancipación de las mujeres” a partir de la igualdad jurídica con los 

hombres, su ingreso al trabajo remunerado y acceso a los derechos sociales, aun 

cuando los “socialismos reales” del siglo xx dejaran tras de sí un historial más di-

verso y ambivalente. 

China es interesante porque ilustra tanto el considerable progreso que logra-

ron alcanzar las mujeres de la clase trabajadora en un régimen de socialismo de 

Estado en cuestión de salarios, prestaciones y seguridad laboral, como la pertinaz 

persistencia de jerarquías y sesgos de género difíciles de erradicar. El estilo chino 

de reestructuración económica y social (cualesquiera sean sus méritos y divergen-

cias de las políticas ortodoxas de liberalización)14 está socavando algunos de los 

logros alcanzados gracias al esfuerzo de la generación anterior de mujeres trabaja-

doras bajo el régimen socialista, aun cuando se quiera permanecer optimista, ante 

el auge de las fábricas chinas dedicadas a la exportación, al analizar los prospectos 

que se ofrecen a una generación de jóvenes mujeres, en su mayoría migrantes 

rurales (Lee, 1995).

14	 Algunos interpretan el hecho de que China mantenga una divisa no convertible, el control estatal 

sobre el sistema bancario y una estrategia “gradualista” generalizada como una violación a los ele-

mentos clave de la receta del fmi/Banco Mundial para una “integración exitosa” (Jomo, 2003).
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Además de las grandes divisiones en cuanto a los derechos a las prestaciones so-

ciales en las poblaciones rurales y urbanas en China antes de la reforma, se entiende, 

en términos generales, que ante la ausencia de un mercado persistían importantes 

disparidades entre la población urbana a través de la “redistribución burocrática” de 

los recursos y las prestaciones sociales (Lee, 2005: 1). En la China previa a la reforma, 

la mayor parte de las prestaciones sociales se distribuía por medio de la empresa: los 

empleados estatales con cargos públicos y los trabajadores de las empresas paraesta-

tales (ep) gozaban de la mejor seguridad laboral y de las prestaciones sociales más ge-

nerosas (salud, pensiones, educación), mientras que quienes laboraban en empresas 

operadas por los gobiernos locales y los colectivos tenían derechos considerablemen-

te menos generosos. Esta estratificación encerraba un claro trasfondo de género. 

La cantidad de hombres era muy superior a la cantidad de mujeres en el sector es

tatal formal (sólo 32 por ciento de la plantilla permanente estaba constituido por mu-

jeres) y la presencia masculina también predominaba en los puestos de mayor rango, 

al tiempo que los colectivos conformaban un sector feminizado: casi el 57 por ciento 

de la fuerza laboral estaba constituida por mujeres.15 En vísperas de la reforma, el 

salario promedio femenino era prácticamente el 83 por ciento del salario masculi-

no y las unidades familiares encabezadas por varones recibían trato prioritario en la 

asignación de viviendas (Logan et al., 1998 y Ping 1998, citados en Lee, 2005). Por 

consiguiente, a pesar de los esfuerzos del Estado por incrementar la participación de 

la fuerza laboral femenina y la aparente neutralidad del modelo de las prestaciones 

sociales, la estratificación de la fuerza laboral por género se tradujo en la estratifica-

ción de los derechos de los hombres y las mujeres a dichas prestaciones.

En el contexto de la reforma económica, el sector privado ha proliferado, 

mientras que se ejerce cada vez más presión sobre las empresas paraestatales para 

hacerlas competitivas. Estas últimas han despedido a grandes cantidades de traba-

jadores, la seguridad laboral vitalicia ha recibido fuertes críticas por fomentar la dis-

plicencia de los trabajadores y se ha recortado la responsabilidad empresarial sobre 

15	 Las cifras se basan en Lee (2005) y fuentes ahí citadas.
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las prestaciones sociales, particularmente la atención médica y las pensiones (Davin, 

2004). Al menos al principio, un número desproporcionado de trabajadores despe-

didos de las ep eran mujeres (Lee, 2005). En 1993, el sindicato oficial reportó que si 

bien las mujeres constituían el 37 por ciento de todos los trabajadores del Estado, 

representaban el 60 por ciento de los trabajadores despedidos y desempleados; 

hacia 1999 la cifra era del 44.6 por ciento (Lee, 2005). También se ha señalado que 

una parte desproporcionada de quienes siguen en la categoría de desempleados 

de largo plazo son mujeres (Cook y Jolly, 2000). Siguiendo la observación de Davin 

(2004), el impacto de la reforma económica ha sido terriblemente negativo para 

una generación criada en la convicción de que las mujeres deben formar parte de 

la fuerza laboral y de que su autoestima se deriva de la contribución de su trabajo 

a la sociedad (y las familias).

Trabajo y prestaciones sociales en la era de la reforma del mercado

El surgimiento del sector privado y extranjero ha propiciado el rápido crecimiento 

de la demanda de trabajadoras, tanto en las fábricas orientadas a las exportaciones 

en las zonas económicas especiales (zee) de las provincias costeras de litoral oriental 

como en las empresas urbanas y rurales (eur), hecho que evidencia la importante 

transformación de la estructura del mercado laboral desde que China reorientó su 

economía a los mercados globales y puso en marcha extensas reformas económicas 

en la década de los ochenta. La proporción de producción industrial bruta prove-

niente de empresas paraestatales o controladas por el Estado ha pasado de casi el 

75 por ciento en 1981 a apenas el 18 por ciento en 2001; en el mismo periodo, 

las empresas privadas, de propiedad extranjera y empresas conjuntas han crecido 

desenfrenadamente (Lee, 2005: cuadro 1). Si bien estas últimas han aprovechado 

las inversiones sociales de la época anterior (en términos de la infraestructura y el 

acceso a una mano de obra saludable y educada), la liberalización interna (de la 

tierra y las prestaciones) propicia desigualdades cada vez más profundas y erosiona 

las capacidades humanas (Croll, 1999).

En las zee existe una jerarquía laboral multifacética: la mayoría de los puestos 

técnicos y gerenciales está en manos de extranjeros, aunque algunos varones chi-
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nos de clase media ocupan ese tipo de cargos, mientras que entre los trabajadores 

semicalificados predominan las mujeres. La mayor parte de los trabajadores per-

manentes son habitantes de la localidad que han laborado durante cierto tiempo 

en las nuevas industrias. Pero la mayoría de la fuerza laboral proviene de zonas 

rurales y muchos de los trabajadores migran del trabajo agrícola como resultado de 

la descolectivización de fines de la década de los setenta. Resulta difícil presentar 

un desglose de la fuerza laboral por sexo en el procesamiento de exportaciones, 

pero los cálculos realizados a partir de numerosas encuestas sitúan a la fuerza la-

boral femenina en un rango del 80 por ciento (Davin, 2004). Estas mujeres tienen 

empleos temporales y carecen de acceso a los mecanismos de protección social 

y de prestaciones sociales. Vuelven a sus hogares de origen periódicamente, en 

temporadas de desempleo, cuando se enferman o para dar a luz. Ante la ausencia 

de mecanismos formales de protección social, para estas trabajadoras migrantes el 

acceso a la tierra en sus aldeas de origen constituye una forma de protección social 

frente a los crueles caprichos de las fuerzas del mercado (Lee, 2005).

Estos acontecimientos plantean serias preguntas acerca de la futura dirección 

de la política social. El Estado ha manifestado su interés en desarrollar un sistema 

contributivo de seguridad social para todos los trabajadores, independientemente del 

tipo de contrato laboral que tengan (migrante, temporal, permanente) y del tipo de 

propiedad de la empresa para la que trabajen (estatal, colectiva, empresa conjunta). 

Sin embargo, parece renuente a asumir la carga fiscal de las prestaciones sociales. 

Este hecho ha desplazado la carga que representan las prestaciones laborales de la 

esfera del Estado al ámbito de los empleadores y los propios trabajadores (Lee, 2005). 

Por ende, los reformistas chinos, al igual que sus homólogos coreanos, han mostrado 

su preferencia por los programas contributivos de seguro social privado, un arreglo 

institucional que sigue la vía del sistema de prestaciones basadas en las empresas. 

En la práctica, estos sistemas sólo protegen a un número limitado de empleados, al 

tiempo que las empresas, incluso las recién establecidas en el sector privado, siguen 

cumpliendo una importante función en cuanto a las prestaciones (Davin, 2004).

En el caso de la reforma al sistema de pensiones, la ley exige que todas las em-

presas participen en un nuevo esquema contributivo cuya gestión está centralizada 
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en manos de los gobiernos provinciales, donde las aportaciones de empleadores 

y de empleados se depositan en dos tipos de cuentas (cuenta social combinada y 

cuenta individual) (Lee, 2005). La ejecución de la reforma al sistema de pensiones 

ha enfrentado graves problemas. Primero, en lo que respecta a la cobertura, los co-

lectivos y el resto de las otras empresas no estatales sólo han conseguido alcanzar el 

53 por ciento y el 30 por ciento respectivamente (Feng, 2001 citado en Lee, 2005), 

mientras que los datos obtenidos mediante encuestas en la provincia de Guangdong 

(el centro neurálgico de las exportaciones chinas y el destino común de los trabaja-

dores migrantes) señalan que casi el 74 por ciento de los migrantes no disfrutó de 

seguridad social alguna en 2001. Las empresas paraestatales han tenido éxito al am-

pliar la cobertura del esquema de pensiones, logrando alcanzar un 96 por ciento en 

1998. Sin embargo, el problema más apremiante en este caso es la incapacidad de 

muchas de las viejas empresas paraestatales para pagar sus aportaciones. Este hecho 

ha causado masivos retrasos en el pago de pensiones, lo que a fines de la década de 

los noventa se tradujo en demandas y protestas a gran escala (Lee, 2005).

En 1998, después de la aplicación de esquemas piloto en diversas regiones, 

se lanzó un esquema contributivo de seguro médico con base en aportaciones 

de empleados y empleadores, y con cuentas combinadas individuales y sociales 

(Lee, 2005; Wang, 2006). Hasta ahora, la aplicación del nuevo esquema ha sido 

desigual en cuanto a la cobertura lograda y el acceso real de los beneficiarios a las 

prestaciones. Lo anterior no debe sorprender si se toma en cuenta la diversidad 

de condiciones económicas y capacidades estatales locales a lo largo y ancho de 

China, situación por la que varios gobiernos locales enfrentan graves dificultades 

para hacer cumplir la responsabilidad legal de los empleadores de registrar a sus 

trabajadores y para dar puntualmente sus aportaciones patronales (Lee, 2005).

Un análisis reciente de la puesta en práctica de este esquema en Shanghai (una 

de las ciudades donde se ha logrado la mayor cobertura),16 demuestra la forma en 

16	 De acuerdo con una encuesta realizada en varias ciudades, la tasa más alta de trabajadores em-

pleados con acceso al seguro social para recibir atención médica (el 88.6 por ciento) se registró en 

Shanghai (Giles et al., en proceso de edición, citado de Lee, 2005). 
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que una política aparentemente neutral en cuestión de género, al pasar el filtro de 

las desigualdades estructurales de género (en términos de la necesidad y capacidad 

de “aportar”), tiene muchas posibilidades de producir resultados desiguales (Wang, 

2006). El hecho de que la cobertura esté limitada a quienes cuentan con residencia 

urbana y empleo registrado significa, en efecto, que los desempleados, los trabaja-

dores informales y los migrantes están categóricamente excluidos del esquema. El 

hecho de que las mujeres perciban salarios inferiores a los de los hombres, se jubi-

len cinco años antes y tengan una mayor expectativa de vida que los hombres (una 

diferencia de cuatro años) incide aún más en su contra dentro de un sistema donde 

las aportaciones individuales están estrechamente vinculadas con las prestaciones.

En el contexto de la descentralización, las responsabilidades presupuestales por 

los subsidios a los precios, la vivienda, la infraestructura urbana y las prestaciones 

sociales han sido turnadas a los gobiernos locales. Dado el desarrollo económico 

desigual del país, la descentralización se ha traducido en prestaciones sociales des-

iguales. Los retrasos en el pago de pensiones, por ejemplo, se convierten en un 

agudo problema para las empresas en la vieja zona industrial a pesar de las cons-

tantes demandas del gobierno central para que los gobiernos locales garanticen los 

pagos de jubilados y trabajadores despedidos (Lee, 2005). A su vez, esto ha pro-

vocado fuertes conflictos laborales y protestas sociales, particularmente a partir de 

mediados de la década de los noventa, cuando se intensificó el ritmo de las privati-

zaciones. El gobierno central ha tratado de responder a estas quejas generalizadas 

con “mezclas mesuradas de concesiones y represión” (Lee, 2005: 31). En el actual 

contexto político, los prospectos para una clara articulación de los intereses de las 

mujeres siguen siendo vagos, no sólo por la ausencia de efervescentes movimientos 

de mujeres o plataformas cívicas donde sea posible debatir dichos intereses, sino 

también por la fragmentación de las mujeres que pertenecen a la clase trabajadora 

como electoras potenciales.17

17	 Lee (2005) dedica especial atención a las tensiones entre las masas de trabajadores entre migrantes 

y veteranos del sector público.
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La informalización del mercado laboral y el Estado social en México

El hecho de que muchos países del este de Asia experimentaran un crecimiento 

económico espectacular, sobre todo entre 1975 y 1995, en un periodo cuando 

América Latina enfrentaba enormes problemas económicos, ha motivado nume-

rosas y productivas investigaciones comparativas sobre los “diferentes modelos 

de capitalismo” (Huber, 2002). Éstas han revelado algunas de las debilidades de 

los modelos latinoamericanos de intervención económica, así como las deficien-

cias de las políticas sociales financiadas mediante un “gasto altamente deficitario 

y una expansión monetaria excesiva” (Huber, 2002: 7). Filgueira y Filgueira (2002) 

destacan un problema fundamental en el diseño de las políticas sociales: su fuerte 

orientación hacia los sectores urbanos y la cobertura exclusiva para los secto-

res ya integrados al mercado laboral formal. Así, en muchos países se excluyó a 

grandes sectores de la población (trabajadores rurales, empleados domésticos y 

personas que se desempeñan en la economía informal). Estos sesgos estructura-

les entrañaban, además, una codificación de género, pues a un número impor-

tante de mujeres se les negaron las prestaciones sociales que les correspondían 

por derecho propio. Cuando se reconocían las necesidades de las mujeres, los 

derechos se ganaban básicamente a partir de su lugar dentro de la familia co-

mo esposas y madres proveedoras de cuidados no remunerados. “Curiosamente, 

mientras que a veces las viudas recibían una pensión, la mayoría de las mujeres 

trabajadoras recibía una pequeña pensión o no recibía nada, pues su trabajo se 

consideraba suplementario o incluso perjudicial para el bienestar de la familia” 

(Molyneux, 2006: 5).

En la tipología de los Estados de bienestar que proponen Filgueira y Filgueira 

(2002), México (igual que Brasil) cae en la categoría de los “regímenes dua-

les” caracterizados por una educación primaria casi universal y una importante 

aunque estratificada cobertura de salud, aunque con un sistema de seguridad 

social mucho menos desarrollado, menos incluyente y altamente estratifica-

do. Los regímenes duales también están marcados por diversidades regionales 

considerables.
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La historia de la legislación social en México se remonta a la Revolución Mexi-

cana (1910-1917) y los subsecuentes arreglos corporativistas que se forjaron entre 

el Estado autoritario y las bases sociales clave, conformadas por campesinos y 

obreros (Brachet-Marquez y de Oliveira, 2004). Las condiciones elementales para 

el empleo industrial se legislaron en 1932 (garantizando el salario mínimo, las 

vacaciones pagadas, la prestación por maternidad, etcétera). En este sentido, el 

acontecimiento más importante durante la década de los cuarenta fue la creación 

del seguro social, cuya cobertura creció paulatinamente entre las décadas de los 

sesenta y los ochenta (Laurell, 2003). El problema, sin embargo, radica en el li-

mitado alcance de un modelo de seguridad social atado al empleo formal en un 

país donde cerca del 40 por ciento de la fuerza laboral fuera del sector agrícola 

se encuentra en el empleo informal (Alarcón y Zepeda, 2004).18 Los programas 

de seguridad social en México (el Instituto Mexicano del Seguro Social, imss, para 

trabajadores del sector privado y el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 

los Trabajadores del Estado, issste, para empleados del sector público) sólo prote-

gen al 55 por ciento de la población, aunque el 70 por ciento de los trabajadores 

protegidos no percibe sino tres veces el salario mínimo y vive técnicamente por 

debajo de la línea de la pobreza (Laurell, 2003).

Antes de la década de los ochenta, la capacidad de las mujeres de acceder a 

las prestaciones del seguro social relacionadas con el empleo se veía obstaculizada 

por las relativamente bajas tasas de participación femenina en la fuerza laboral 

(Brachet-Marquez y de Oliveira, 2004). La presencia de las mujeres en la fuerza 

laboral industrial se mantuvo por debajo del 5 por ciento durante gran parte de 

las décadas de los treinta y los cuarenta, y se incrementó lentamente durante el 

periodo de la sustitución de importaciones, pasando de alrededor del 13 por ciento 

18	 El empleo en el sector informal se mide como la porción de trabajadores en actividades no agrícolas 

que están autoempleados, trabajan en microempresas o en servicios domésticos. La omnipresen-

cia del empleo informal también significa una base fiscal pobre, lo que obstruye los esfuerzos por 

sostener el gasto social. Los impuestos constituyen no más del 11 por ciento del pib, cifra inferior al 

promedio regional de 14 por ciento.
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en 1950 al 16 por ciento en 1970. Además, las trabajadoras en el sector industrial 

siguieron concentrándose en las industrias intensivas en mano de obra, en las que 

recibían salarios bajos e incluso eran aprovechadas como trabajadoras domésticas 

sin derecho a prestaciones sociales.

La legislación social para aquellos fuera de la fuerza laboral formal (la pobla-

ción rural y los pobres urbanos) surgió lentamente y ofreció prestaciones magras. 

Sin embargo, a partir de los primeros años de la década de los setenta, se hicieron 

importantes esfuerzos para mantener los niveles de vida frente a una inflación cada 

vez mayor: se controlaron los precios de los artículos básicos de consumo y queda-

ron exentos del impuesto al valor agregado (Brachet-Marquez y de Oliveira, 2004), 

y se creó un sistema de salud rural para los pobres que carecían de seguridad social 

a través del (imss-Solidaridad) más completo que los servicios operados por la Secre-

taría de Salud (Laurell, 2003). Como resultado de estas medidas la incidencia de la 

pobreza se redujo a un ritmo constante en la década de los setenta, pero se incre-

mentó drásticamente en la década de los ochenta, alcanzando un punto máximo 

del 41.3 por ciento de la población en 1989 (Alarcón y Zepeda, 2004). 

A pesar de las bajas tasas de participación femenina en los programas de se-

guridad social, las necesidades de las mujeres fueron reconocidas en tanto esposas, 

madres y cuidadoras a través de lo que podría llamarse una corriente “maternalis-

ta” en la política social mexicana, preocupada por la salud materna y el bienestar 

infantil (Molyneux, 2006).19 

La feminización de la mano de obra

El desastre financiero de 1982 precipitó la grave caída de los salarios y un pronun-

ciado incremento de la participación femenina en la fuerza laboral; esta última pasó 

del 21 por ciento en 1979 a casi el 36 en 1999 (Brachet-Marquez y de Oliveira, 

19	 En el contexto de la preocupación por la caída de las tasas de natalidad en la década de los treinta, 

por ejemplo, las mujeres se convirtieron en objeto de la intervención autoritaria y patriarcal del Esta-

do: abandonar el hogar pasó a ser un delito femenino (Molyneux, 2006).
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2004). Si bien las políticas industriales puestas en práctica en 1982 en favor de las 

empresas (salarios bajos, aranceles altos) inicialmente se vieron atemperadas por 

las medidas diseñadas para mantener un mínimo nivel de vida, en el periodo sub-

siguiente disminuyeron progresivamente estos subsidios implícitos y/o se dirigieron 

a una proporción cada vez menor de pobres “dignos de ayuda”. Por ende, ante la 

mayor contracción del ingreso, el deterioro de los salarios reales y el creciente costo 

monetario de la subsistencia, la supervivencia familiar ha llegado a depender cada 

vez más de la intensificación del trabajo remunerado de las mujeres y del trabajo 

no remunerado que realizan brindando cuidados tanto individuales como colectivos 

(González de la Rocha, 1994).

Se han manifestado serias preocupaciones en torno al pobre historial laboral 

del sector manufacturero en México en las décadas de los ochenta y los noventa, 

cuando hasta el 46 por ciento de los nuevos empleos se generaba en microem-

presas informales (Alarcón y Zepeda, 2004). Según la Organización Internacional 

del Trabajo (oit), el 41.4 por ciento del empleo urbano en el país se encontraba en 

ocupaciones precarias en el año 200020 y la leve mejoría registrada en los años 

de crecimiento rápido (1996-2000) no fue sostenible (Alarcón y Zepeda, 2004). 

La mayor parte de la generación de empleos dentro del sector manufacturero en los 

últimos diez a quince años se ha concentrado en las maquiladoras, muchas de 

ellas situadas en los estados del norte, cerca de la frontera con Estados Unidos.21 

Alarcón y Zepeda (2004) calculan que cerca del 85 por ciento de los nuevos em-

pleos en la manufactura en unidades fijas (es decir, sin incluir a las microempresas) 

entre 1993 y 1998 se generaron en las maquiladoras. El hecho de que las mujeres 

representen una proporción significativa de esta fuerza laboral podría indicar que 

se encuentran en una posición favorable al aprovechamiento de su lugar como 

20	 Se incluyen las siguientes categorías de trabajadores: autoempleados, empleados en microempresas, 

vendedores ambulantes y trabajadores no remunerados.

21	 El origen de estas empresas data de principios de los sesenta con el Programa para la Industrialización 

de la Frontera, pero su auge se debió a la apertura de la economía mexicana en la década de los 

ochenta y la entrada en vigor del tlcan en 1994.
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contribuyentes al motor más importante del crecimiento económico nacional. Pero 

acaso, ¿esto es así? 

Los académicos mexicanos han debatido intensamente la contribución de las 

manufacturas orientadas a la exportación al empleo y, en términos más amplios, 

a la industrialización y el desarrollo (Alarcón y Zepeda, 2004, comentan diferentes 

posturas). Los críticos han señalado la naturaleza generadora de cotos cerrados de 

estas empresas, su dependencia de insumos importados y las condiciones de ex-

plotación a las que someten a los trabajadores. Si bien algunas de estas críticas to-

davía son válidas (por ejemplo, la dependencia de insumos importados, los débiles 

vínculos con otros componentes de la economía), otros autores sostienen que las 

maquiladoras han sufrido una verdadera transformación para dejar de parecerse a 

los talleres que ofrecen condiciones infrahumanas debido a las mejoras industriales 

logradas en las décadas de los ochenta y los noventa (Gereffi, 2003).

Las mujeres constituyen una porción importante, aunque en proceso de dismi-

nución, de esta fuerza laboral (véase cuadro 3), pues la proporción de obreras ha 

pasado del 67.3 por ciento al 45 por ciento entre 1975 y 1999.

CUADRO 3.
Proporción de trabajadoras en la industria maquiladora, total y por ocupación, 1975-99.

1975 1979 1991 1999

Fuerza laboral total (67 214) (111 365) (467 352) (1 143 240) 

Proporción de mujeres nd nd nd 51.2

Obreras 67.3 66.3 48.3 45.0

Técnicas nd nd nd  3.4

Oficinistas nd nd nd  2.8

Fuente: inegi (1988, 1994, 2001) citados en Brachet-Marquez y de Oliveira, 2004.

En cuanto al aspecto más positivo, hay datos que sugieren que las trabajadoras 

en las ciudades maquiladoras, sobre todo en el norte, cuentan con mejor protec-

ción y mayor estabilidad laboral que las mujeres en ciudades no maquiladoras en 

el interior del país (véase cuadro 4). Por citar un ejemplo, las trabajadoras de las 
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maquiladoras tienen acceso a prestaciones básicas obligatorias por ley, como la 

seguridad social y las vacaciones pagadas. Sin embargo, también es cierto que estas 

empleadas (que actualmente traspasan los estados fronterizos del norte) sólo tie-

nen derecho a una limitada gama de prestaciones no salariales y carecen de acceso 

o disfrutan de un mínimo acceso al apoyo específico por género, como es el caso 

de las guarderías o los permisos por maternidad, “dos grandes necesidades de las 

trabajadoras y derechos obligatorios de jure para todas las mujeres empleadas en el 

sector formal” (Brachet-Marquez y de Oliveira, 2004:150).

CUADRO 4. 
Porcentaje de trabajadores asalariados sin prestaciones en industrias de bienes de consumo y 
bienes de capital por sexo en ciudades maquiladoras y ciudades no maquiladoras, 1998.

Ciudades seleccionadas

Industrias manufactureras

Bienes de consumo Bienes de capital

mujeres hombres mujeres hombres

C
iu

da
de

s 

m
aq

ui
la

do
ra

s Ciudad Juárez 7.3 20.1 0.5 1.9

Matamoros 8.9 19.6 0.4 2.8

Tijuana 7.8  6.7 1.0 2.7

C
iu

da
de

s 
no

 

m
aq

ui
la

do
ra

s Ciudad de México 27.4 31.1 13.2 17.4

Guadalajara 33.1 26.2  4.2 18.2

Monterrey 17.1 11.4  2.6 7.2

Fuente: inegi (segundo trimestre de 1998) citado en Brachet-Marquez y de Oliveira, 2004.

Sin embargo, las ventajas relativas de las mujeres se ven más que contrarres-

tadas por la desconcentración de plantas de ensamblaje con tecnología inferior y 

bajos salarios hacia las provincias del interior donde hay más mujeres que hom-

bres. En otras palabras, la demanda de mano de obra femenina parece desplazarse 

de las fábricas de la frontera norte que ofrecen mejores salarios y más protección 

hacia una serie de establecimientos pequeños en las provincias del interior que 

ofrecen trabajos menos visibles, con salarios más bajos y menor acceso a la pro-

tección y la reglamentación. 
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Todavía más problemático resulta el deterioro constante de la protección obli-

gatoria para los trabajadores mexicanos en el sector formal. A medida que las em-

presas paraestatales se fueron privatizando, se aplicó una reducción de gastos a 

gran escala y las empresas nacionales recibieron la presión de una liberalización 

comercial que las expuso a la competencia con importaciones baratas. Mientras 

que los hombres han sido expulsados del empleo asalariado y desplazados a formas 

de trabajo que no ofrecen seguridad alguna, los datos disponibles señalan pérdi-

das relativamente superiores en cuanto a los ingresos de las mujeres en mercados 

laborales formales: los salarios promedio de las mujeres se han deteriorado desde 

1984 y, si bien registraron cierta recuperación en 1992, siguieron siendo aproxi-

madamente el 75 por ciento del salario masculino, inferiores a la cifra de 1984 

(Alarcón-González y McKinley, 1999). 

Como lo señala Sheahan, “el éxito exterior es necesario, mas no suficiente” 

(Sheahan, 2002: 47) para promover el crecimiento rápido del empleo combinado 

con el incremento de los salarios reales y el acceso significativo a las prestaciones 

sociales. Los académicos mexicanos coinciden hasta cierto punto en señalar que 

uno de los aspectos más decepcionantes de la experiencia del desarrollo en las 

décadas de los ochenta y los noventa fue la incapacidad de la reforma económica 

de mejorar el nivel de vida de grandes porciones de la población y que “las carac-

terísticas fundamentales del nuevo modelo económico en México, particularmente 

las políticas macroeconómicas que deprimieron los salarios reales y la demanda 

agregada a fin de controlar la inflación, la generación relativamente modesta de 

empleos en los sectores de la economía orientados a la exportación y los cambios 

en las políticas de prestaciones sociales brindadas por el gobierno que redujeron 

la atención médica y la seguridad social en el sector público, agravaron seriamente 

estos problemas” (Middlebrook y Zepeda, 2003: 34).

Las reformas a las prestaciones sociales puestas en marcha en la década de los 

noventa parecen haber logrado muy poco en cuanto a las viejas desigualdades del 

programa de seguridad social del país. Uno de los acontecimientos más adversos para 

las mujeres ha sido la reforma del programa público de pensiones que eliminó el es-

quema de pago por uso del servicio basado en la administración pública de fondos 
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comunes con rentas vitalicias garantizadas y que fue reemplazado por un programa 

obligatorio de cuentas individuales para el retiro administradas por intermediarios 

financieros privados (Laurell, 2003; Brachet-Marquez, 2006). En el proceso, los re-

quisitos de aportaciones laborales pasaron de 500 a 1,250 semanas para tener 

acceso a una pensión (y 750 aportaciones semanales para tener acceso a atención 

médica después de la jubilación) (Laurell, 2003). En un contexto de inestabilidad en 

el mercado laboral, es muy probable que esto restrinja el número de trabajadores 

que cumplan los requisitos para participar en el nuevo programa de pensiones, 

con implicaciones particularmente adversas para las mujeres, debido a la mayor 

probabilidad que enfrentan de tener interrupciones más frecuentes en su historial 

laboral. El sector de los servicios de salud está sujeto a reformas paralelas que, en 

resumen, pretenden establecer “por una parte, un sistema dirigido por el mercado 

para quienes puedan pagar su propio servicio médico o tengan acceso a un seguro 

de salud por medio de la seguridad social obligatoria y, por otra parte, un sistema 

descentralizado de servicios básicos proporcionados por el Estado a los ‘no asegura-

bles’, es decir, los pobres” (Laurell, 2003: 333). Aún no se ponen en plena práctica 

las reformas propuestas y no se conoce ningún análisis detallado de género de los 

posibles resultados. En todo caso, la nueva lógica de financiamiento de “igual pago 

por servicios iguales” (todos los asegurados pagan las mismas primas) que los de-

fensores de la reforma presentan como “un paso necesario para introducir la lógica 

de mercado a la prestación de servicios de salud” (Laurell, 2003: 334) no augura 

nada bueno para quienes detentan una menor capacidad de pagar, un rubro que 

ciertamente incluirá a una importante proporción de mujeres sin seguro. De hecho, 

la nueva lógica se contrapone al principio nodal de la seguridad social de “apor-

tación relacionada al ingreso y prestación relacionada a la necesidad” y a valores 

como la solidaridad y la redistribución por medio de la intervención pública. 

La característica que ha adquirido mayor relevancia en el panorama de las 

prestaciones sociales en México es el diseño de programas contra la pobreza con 

un enfoque muy limitado, dirigidos a los pobres y “marginados”. Algunos de estos 

programas están dirigidos de manera explícita a las mujeres; el más amplio y, según 

algunos, exitoso, es el programa Oportunidades, cuyo objetivo es romper el ciclo 
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de la pobreza al mejorar el “desarrollo del capital humano” de los niños (su salud, 

educación y nutrición). Las madres reciben un estipendio como representantes de 

sus hijos y a cambio del desempeño de ciertas funciones maternales. En cuanto a 

los logros de Oportunidades respecto a la mejora de la nutrición infantil y asistencia 

a la escuela primaria, por lo que a las propias mujeres respecta, los resultados son 

limitados y ambiguos en el mejor de los casos (Molyneux, 2006). 

Conclusiones

La información recogida en el presente documento no sirve de consuelo para 

la corriente de pensamiento que Ruth Pearson ha denominado “el mito en-

gelsiano”: “la idea de que el empoderamiento o la emancipación de las muje-

res, como solía llamársele, sería radical al incorporarse al trabajo remunerado” 

(Pearson, 2004: 117). 

El auge de China como el taller del mundo (con tasas de crecimiento récord, 

flujos de ied sin precedente e industrias manufactureras orientadas a la exportación 

en pleno apogeo) ha suscitado una reestructuración fundamental de la fuerza la-

boral marcada por el desempleo masivo y la reducción del gasto en prestaciones 

para una generación mayor de trabajadores y trabajadoras industriales, así como la 

migración en masa de una generación más joven a las fábricas mundiales, donde 

los efectos de la “explotación diabólica” (Lee, 2005: iii) sólo encuentran alivio en 

las redes familiares y de parientes, y en los derechos de la tierra determinados por 

el linaje y pertenencia a un pueblo. A pesar del autoritarismo y la ausencia de un 

movimiento a favor del trabajo autónomo, los trabajadores manifiestan su descon-

tento políticamente y el Estado responde a sus quejas de muy diversas formas. Se 

canalizan fondos especiales desde Pekín a las arcas provinciales para hacer frente 

a las situaciones capaces de perturbar el entorno social, pero lo más importante 

es que el gobierno impulsa vehementemente la reforma a la seguridad social a fin 

de atacar problemas como los retrasos en el pago de pensiones, salarios pendien-

tes, prestaciones de desempleo y seguro médico. Sin embargo, la transición de las 
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prestaciones sociales de un modelo de otorgamiento de derechos basado en las 

empresas a un modelo basado en la seguridad social privada se ha traducido en 

el deterioro generalizado de los medios de vida de los trabajadores, la cobertura 

desigual y la creciente incertidumbre. Las mujeres (tanto las desempleadas como 

las que pertenecen a la fuerza laboral migrante) enfrentan problemas específicos de 

género, pues fueron las primeras en ser despedidas con la reestructuración empre-

sarial y han tenido que asumir la carga extra como proveedoras de cuidados cuan-

do las prestaciones formales no están a su alcance y carecen de protección social 

formal (para el parto, por ejemplo) en su lugar de trabajo. Es muy probable que la 

reforma a la seguridad social del Estado en la lógica del modelo del seguro social 

privado marginará a parte importante de la fuerza laboral (migrantes, desempleados 

y trabajadores informales) y castigará a aquellos cuyas aportaciones al mercado 

laboral sean inferiores. 

En México, aunque las maquiladoras, “motor del crecimiento”, han logrado 

generar una creciente porción de ingreso de divisas al país, diversificar su base 

industrial, ascender la escalera tecnológica e incluso mejorar los términos y las con-

diciones de contratación de algunas secciones de la fuerza laboral, esos éxitos se 

han visto opacados por el fracaso del nuevo modelo económico para lograr un cre-

cimiento sostenido, generar empleos y resolver la agobiante carga fiscal del sistema 

de prestaciones sociales (sin tener que caer en la arriesgada senda de la reestructu-

ración neoliberal de dicho sistema). 

Las trabajadoras pueden no haber sido parte de la fuerza laboral formal con 

derechos sociales en el viejo modelo de industrialización basada en la sustitución de 

importaciones, y algunas de las trabajadoras del sector manufacturero orientado a las 

exportaciones pueden haber obtenido algunas formas de seguridad gracias a su em-

pleo, pero en una economía donde ocho de cada diez empleos nuevos surgen en la 

economía informal (parte de ellos al servicio de los mercados globales a través de los 

acuerdos de subcontratación), una de las preocupaciones clave de política pública, si 

no es que la preocupación principal, está en la ausencia de derechos sociales para la 

mayor parte de la fuerza laboral femenina. ¿Estas trabajadoras tienen acceso a servi-

cios públicos y sociales dignos, y a seguridad salarial para enfrentar contingencias? 
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Cuando se formula la pregunta de esta manera, la transformación del Estado 

de bienestar en Corea, si bien lejos de ser un sueño feminista, adquiere un ma-

tiz prometedor. Corea ha sido el arquetipo del Estado patriarcal desarrollista, con 

una fuerza laboral altamente segmentada, grandes brechas salariales con base en 

el género y un sistema de prestaciones sociales altamente selectivo. Los recientes 

esfuerzos de política pública para universalizar las pensiones y el seguro médico 

que, hay que reconocerlo, se suscitaron en condiciones políticas excepcionales 

(Kwon y Tchoe, 2005), sugieren una considerable maleabilidad dentro del modelo 

de seguridad social privada basada en aportaciones siempre y cuando el Estado se 

comprometa a intervenir con subsidios financieros y a facilitar subsidios cruzados 

y redistribución. El hecho de que la diferenciación en función del género permea 

los mercados laborales y la arquitectura de las políticas sociales exige considerable 

atención pública y de políticas públicas antes de que la cobertura universal pueda 

ser una realidad. Por citar un ejemplo, las personas autoempleadas y con una si-

tuación laboral irregular, de las cuales es sumamente probable que la aplastante 

mayoría sean mujeres, no se han registrado en el programa coreano de pensiones 

con la rapidez esperada. Aun cuando se logre la cobertura universal, como es el 

caso del programa de seguro médico, la participación compartida en los gastos de 

salud significa que la equidad total todavía está fuera de alcance. La investigación 

del Estado de bienestar en países desarrollados revela que los servicios públicos ac-

cesibles (salud, educación, guarderías) y las pensiones y asignaciones familiares que 

no dependen de las aportaciones y se basan en la ciudadanía o la residencia tienden 

a ser más progresivos en sus resultados de distribución y a favorecer la situación de 

las mujeres (posiblemente también sean más eficientes) (Huber y Stephens, 2000b). 

Sin embargo, dadas las preferencias que muchos gobiernos están mostrando res-

pecto a los programas de seguridad social basada en las aportaciones, es necesario 

encontrar formas de capitalizar la creciente participación de las mujeres en diversas 

formas de trabajo remunerado a fin de facilitar su acceso a este tipo de programas. 

En teoría, es posible ampliar la cobertura de los programas de seguridad social 

privada para incluir a los trabajadores informales y casuales. Como lo ejemplifica el 

caso de Corea, esto podrá consolidarse si el Estado subsidia las contribuciones.  n
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La calidad de vida familiar y el acceso a un empleo satisfactorio, en el cual el de-

sarrollo de las tareas que el trabajo remunerado implica no imponga una presión 

insostenible en las otras áreas de la vida, son aspiraciones y preocupaciones de una 

diversidad de personas y familias de una amplia gama de países con organizaciones 

sociales y productivas muy diferentes.

No obstante, esta distribución armónica entre la demanda proveniente del 

trabajo reproductivo y del trabajo remunerado está generalmente lejos de con-

cretarse y la opción o necesidad de conciliar ambas esferas se traduce con fre-

cuencia en jornadas de trabajo muy extendidas, estrés cotidiano, negligencia o 

postergación de tareas y actividades varias, que pueden ir desde la provisión de 

cuidado a los miembros más dependientes de las familias hasta la presión férrea 

sobre el tiempo de los individuos del grupo familiar para compartir momentos 

de ocio y disfrute, claves, entre otros, para crear esos lazos familiares de calidad 

que constituyen para muchas personas una instancia fundamental de valoración 

y contento en la vida.

Las tensiones entre el trabajo productivo y el reproductivo afectan sin duda 

tanto a los varones como a las mujeres, sin embargo —como ha sido ampliamente 

descrito—, lo hacen de manera desigual según su ubicación en los ámbitos do-

méstico y de producción. La organización de todas las sociedades está marcada, 

entre otros, por un eje de género que atribuye, a cada sexo, roles, capacidades y 

obligaciones diferenciadas y desiguales en lo público y en lo privado. Las ciencias 

sociales han abordado en profundidad, y en muchos casos han medido también, 

las múltiples desigualdades entre mujeres y hombres en cuanto al acceso al em-

Políticas conciliatorias entre los ámbitos productivo y 

reproductivo en América Latina: una cuestión estratégica para 

abordar la desigualdad

María José Moreno Ruiz
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pleo y prestaciones que lo acompañan; respecto al tipo y condiciones del trabajo 

remunerado que realizan unos y otras, así como las responsabilidades en el man-

tenimiento y limpieza de la casa, preparación de comidas y cuidado de los demás 

miembros del hogar, en particular, los dependientes como enfermos, discapacita-

dos, niños y adultos mayores. 

El diferencial patriarcal en todos estos espacios se traduce, entre otros, en un 

déficit de las mujeres frente a los hombres en materia de tiempo, salario o recur-

sos y autonomía. Asimismo, el hecho biológico de que el embarazo y la lactancia 

tengan carácter femenino se vuelve una desventaja adicional cuando se tiende a 

“privatizar” los costos de la reproducción sobre las familias y las personas. 

Esta organización social que separa y jerarquiza, tanto ocupaciones como res-

ponsabilidades en los aspectos productivo y reproductivo, a la vez que ha confina-

do las opciones de las mujeres históricamente al ámbito reproductivo, ha depreciado 

el reconocimiento y la recompensa recibidos por realizar estas actividades. En la ac-

tualidad, dicha organización social, si bien se ha diversificado y los movimientos 

de mujeres en favor de la igualdad han conseguido grandes logros (que permiten 

a un número importante de mujeres gozar de niveles de autonomía económica, 

reproductiva y de decisión sin precedentes), se mantienen estructuras y prácticas 

de discriminación que, al persistir en un contexto de vertiginosas transformaciones, 

limitan las alternativas de las mujeres. 

El proceso de concretar los asuntos que preocupan a la ciudadanía en un tema 

de interés y acción de las políticas públicas tiene carácter histórico y cultural. Este 

hecho podría explicar por qué, a pesar de la existencia de una notable tensión 

generada por un orden de producción que no siempre incorpora la necesidad de 

cuidado de las personas, al haber sido dicha necesidad de cuidado asumida cultu-

ralmente en la articulación de lo productivo y lo reproductivo como una respon-

sabilidad privada, no se ha constituido tradicionalmente en una cuestión relevante 

para el desarrollo de políticas. 

De hecho, el equilibrio productivo-reproductivo está tan asociado con una res-

ponsabilidad privada que incluso organizaciones que trabajan ya en materias afines 

han contribuido sólo de manera incipiente a la construcción de conocimiento y la 
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explicitación de correlaciones entre variables y fenómenos de los ámbitos producti-

vo y reproductivo, que ayuden a sedimentar un cuerpo teórico y una propuesta de 

acción pública en este campo. 

En muchos países desarrollados, la tendencia a la baja en la fecundidad ha 

abierto interrogantes sobre la sustentabilidad de los sistemas de producción y de 

Estados de bienestar en boga. Estas cuestiones también afectan, desde flancos 

diferentes, los modelos de desarrollo de los países menos avanzados, en particular 

a través de las necesidades de cuidado de personas dependientes que no están pro-

vistas por las políticas nacionales. Ante esta situación, urge la búsqueda de eviden-

cias para los gobiernos y demás actores que se desempeñan en torno a las políticas 

públicas y la ampliación de las capacidades y bienestar de las personas. 

En el último lustro tuvieron lugar diversos avances para darles relieve e investi-

gar las interrelaciones entre aspectos productivos y reproductivos tanto en Europa 

y otros países desarrollados como en América Latina y el Caribe. El estudio sobre la 

articulación entre las esferas productiva y reproductiva develó importantes implica-

ciones de la estructura de la misma para aspectos tan diversos como el volumen de 

la población activa en los países, la dinámica de la desigualdad de género y la promo-

ción del empoderamiento de las mujeres, la superación de la pobreza y el desarrollo 

infantil. No obstante, los avances referentes a la interrelación entre las diferentes 

variables de los ámbitos productivo y reproductivo aún no se han traducido, en la 

mayor parte de los casos, en política pública aplicada.

Estudios de la ocde sobre políticas de conciliación: una aproximación 

sobre el eje del mercado laboral

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (ocde) publicó en 

el año 2002 Babies and Bosses, Reconciling Work and Family Life, una serie de cua-

tro libros en los que se analizaba la intersección entre familia y organización laboral 

en tres países miembros: Australia, Dinamarca y Holanda. En los sucesivos números 

de esta serie, se continuó con la publicación de investigaciones sobre este tema en 

Austria, Irlanda, Japón, Nueva Zelanda, Portugal, Suiza, Canadá, Suecia, Finlandia 
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y el Reino Unido. El origen de tal proyecto de investigación en esta constelación de 

países se basa en la preocupación generalizada por la abrupta caída de las tasas de 

natalidad en esta región, destacando en la ocde los ejemplos de Japón y Suiza. En 

Japón las tasas de natalidad han caído proporcionalmente al creciente interés de las 

personas en privilegiar o mantener sus empleos sobre la opción de tener hijos y la 

demanda de cuidado que esto conlleva. Paralelamente, en este país ha habido un 

crecimiento sin precedentes de la población de adultos mayores, una parte impor-

tante que está integrada también por personas dependientes. En Suiza, las mujeres 

de cuarenta años con licenciatura universitaria sin hijos alcanzan el 40 por ciento 

(<http://www.oecd.org/document>).

El planteamiento de la ocde que fundamentó esta sistematización es que la 

fortaleza de las economías y el funcionamiento sostenible de los sistemas de pen-

siones dependen tanto de tasas de natalidad más altas como de un incremento 

en las incorporaciones al mercado de trabajo. Babies and Bosses… parte de la 

premisa de que:

el trabajo y la vida familiar no son mutuamente excluyentes y hasta pueden tener una 

correlación positiva. Pero, para que esto suceda, es necesario reconocer la importancia 

de dicha interrelación, tanto en el ámbito laboral como familiar, pero sobre todo en el 

diseño de las políticas públicas. La propuesta central de la ocde es convencer a los go-

biernos de que promuevan y ejecuten políticas que faciliten a las familias reconciliar el 

trabajo con la vida familiar; es decir, políticas que permitan un mejor y más fácil acceso 

a la educación y cuidados infantiles de calidad, condiciones laborales y salariales que 

le permitan a la mujer reconciliar su papel de madre con el de profesionista, mensajes 

educativos que promuevan una mayor participación del hombre en la vida familiar, 

etcétera” (<http://www.ocdemexico.org.mx>). 

En los estudios de la ocde destacan las opciones existentes de gasto público y 

tributarias para apoyar a las familias en la armonización de ambas esferas, así co-

mo su impacto para la incorporación de las mujeres al mercado de trabajo y para la 

promoción de un desarrollo económico sostenible que sea a su vez consecuencia 
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y fuente del bienestar de las personas y las familias. En este trabajo, no obstante, 

la perspectiva privilegiada pareciera ser la conveniencia económica de facilitar la 

incorporación de las mujeres al mercado de trabajo en aras de otros indicadores 

macroeconómicos o de factores que contribuyen directamente a ellos: a) la capa-

cidad de crecimiento de la población activa; b) bajar la presión sobre los sistemas 

de bienestar a través de la promoción de la incorporación al ámbito productivo de 

personas o colectivos que, por diferentes razones y aun estando en edad laboral, 

se han desenvuelto al margen del mismo y a menudo sobreviven gracias a transfe-

rencias del Estado; c) el alivio de las bolsas de pobreza, que si bien no son compa-

rables a la pobreza masiva de los países en desarrollo, está estrechamente ligada a 

la inserción laboral de los adultos en el seno familiar; y d) finalmente, la provisión 

de una respuesta a la problemática generalizada en muchos países desarrollados de 

la sostenibilidad de sus sistemas de pensiones. 

La perspectiva de estos estudios, si bien menciona las circunstancias de las 

relaciones de género en la organización del trabajo y la vida familiar y realiza un 

recorrido detenido por las diferentes maneras en que los países organizan la pro-

creación/reproducción (periodo de tiempo estipulado en la legislación laboral de 

permiso de maternidad, disponibilidad de guarderías y accesibilidad económica 

a las mismas), y al mismo tiempo analiza las implicaciones de la estructura tribu-

taria de los países para la incorporación de las mujeres al trabajo, no otorga a la 

problemática de la desigualdad entre mujeres y hombres un carácter central ni en 

el diagnóstico realizado sobre las tensiones entre la esfera laboral y la familiar, ni 

en el marco de los objetivos de la conciliación entre ambas.

Investigación sobre trabajo y maternidad en la Unión Europea: una 

aproximación a los datos estadísticos y cualitativos

Otra iniciativa importante que surgió en el continente europeo para profundizar el 

conocimiento acerca de los obstáculos y los incentivos existentes para armonizar las 

esferas productiva y reproductiva fue la red establecida por personal académico de 

nueve países europeos que se desarrolló entre 1999 y 2002 como parte del progra-
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ma Investigación Socioeconómica Aplicada (Targeted Socio-Economic Research, 

tser) de la Comisión Europea, para profundizar y avanzar en el conocimiento 

sobre obstáculos e incentivos para reconciliar trabajo y maternidad en el contex-

to de los apoyos disponibles para ello y la infraestructura provista por las políticas 

públicas (Gerhard y Weckwert, 2002: 3). Los profesionales participantes en esta 

investigación colectiva usaron el marco conceptual de inclusión/exclusión social, a 

partir de la asunción de que la integración de las mujeres en el mercado de trabajo 

es un factor clave para conseguir más equidad e igualdad de oportunidades tanto 

en la esfera pública como en la vida privada. 

En este contexto, la red intentó responder la pregunta de hasta qué punto 

los Estados de bienestar contribuían a la igualdad de género. Las políticas sociales 

de cuidado, así como las relativas al mercado laboral fueron consideradas como 

incentivos para una mayor igualdad de oportunidades en el mercado laboral y una 

distribución más justa de las responsabilidades de cuidado y de trabajo remune-

rado. Para hacer un diagnóstico de la situación, en conjunto con una evaluación 

del impacto y la manera en la que las políticas sociales influencian las prácticas de 

las madres trabajadoras, se recurrió a una combinación de metodologías estadísti-

cas y cualitativas con la inclusión de perspectivas comprehensivas que tomaran en 

consideración el contexto y concepto de la política social en los diferentes países. 

Entre las conclusiones e implicaciones para las políticas públicas encontradas en 

esta investigación se citan las siguientes: la disponibilidad de cuidado infantil contri-

buye de manera muy importante a la posibilidad de conciliar trabajo remunerado y 

cuidado, no obstante la relación de factores como el permiso de maternidad/pater-

nidad y los sistemas impositivos no parecieran tener una relación tan directa con la 

participación de las mujeres en la población activa (ibid.: 66). Si bien las políticas de 

cuidado infantil podrían ser centrales para incentivar la incorporación de las mujeres 

al mercado laboral, es más realista confiar en una batería de medidas que en las 

áreas laborales, de salud y cuidado, de financiación de políticas y fiscales, contri-

buyan hacia ese objetivo, que a su vez estaría en consonancia con otros objetivos 

sociales como armonización de la vida familiar, dinamización del mercado laboral, 

respuestas a la baja de natalidad y contribución al desarrollo infantil.
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La incorporación de las mujeres al mercado de trabajo varía mucho de unos 

países europeos a otros, no obstante la variación más profunda que se aprecia con 

respecto a esta variable es la que separa a las mujeres con más nivel de formación 

de las que tienen menos, que en algunos casos presenta más distancia que la que 

separa los datos para el conjunto de hombres del conjunto de mujeres. Esto ten-

dría que ser considerado en el diseño y legislación de las políticas públicas, ya que 

implicaría que las madres de menor ingreso (estableciendo una correlación entre 

educación/formación e ingreso) son las que tendrían que respaldarse más en cuida-

do infantil público (ibid.: 68).

Este grupo también focalizó su trabajo en las concepciones de maternidad, 

paternidad y de igualdad de género, como el puente cultural que relaciona y puede 

preceder a las prácticas sociales y las políticas sociales. Los investigadores intentaron 

dar respuesta a las cuestiones siguientes: ¿cómo son las concepciones culturales 

percibidas, mantenidas o alteradas por las políticas sociales?, ¿las políticas socia-

les modelan/influyen a las prácticas sociales (o viceversa)?, ¿cómo se entiende la 

interrelación entre las normas culturales y las prácticas sociales o actitudes?

La red de investigación concluye que los Estados de bienestar son agentes 

importantes en la relación entre cuidado, trabajo y ciudadanía. Mientras éstos han 

comenzado a considerar a las madres ciudadanas-trabajadoras y, por tanto, ha 

cambiado la noción de maternidad, el lado del cuidado no se ha desarrollado de 

la misma manera y continúa existiendo una división jerárquica entre el trabajo 

pagado y el trabajo de cuidado que es un obstáculo para que muchos hom-

bres participen más del cuidado. No obstante, muchas parejas evitan reconocer sus 

posiciones desiguales en la familia, y las normas de reciprocidad tienden a ser 

eclipsadas en las declaraciones en las entrevistas por nociones de amor, altruismo 

y economía moral del don (Bjoernberg, cit. en Gerhard y Weckwert, 2002: 70). 

Desde una perspectiva de la relevancia de los hallazgos y valores culturales esto es 

clarificador, ya que se apunta a que estas nociones y prácticas de familia tienden 

a menoscabar otras disposiciones de igualdad de género existentes, cuestión que 

constituye un gran obstáculo para avanzar hacia la igualdad de oportunidades 

efectivas para hombres y mujeres. 
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Respecto a los hábitos de cuidado infantil en diversos países europeos se obser-

vó que las familias y, en particular, las mujeres recurrían a estrategias variadas: 

—	 tomar un periodo fuera del mercado laboral, 

—	 trabajo a tiempo parcial y la reducción de horas de trabajo (la mayoría de las 

mujeres/madres adaptó su tiempo de trabajo a las necesidades de sus niños, 

pero sólo entre el 5 y el 10 por ciento de los hombres trabaja a tiempo parcial 

en tres países considerados sobre los que se ocupa este estudio: Suecia, Holan-

da y Alemania.

—	 Cuidado infantil público y otras formas de cuidado infantil pagado.

—	 Horario escolar durante parte del día y el cuidado después de la escuela.

—	 Cuidado infantil no pagado por parte de padres, familiares y otros.

En todos los países considerados, la entrada masiva de las mujeres en el merca-

do de trabajo precedió la legislación e instalación de políticas sobre cuidado infan-

til. Como resultado de esto, durante periodos importantes, el cuidado se sostuvo 

gracias al apoyo de abuelas y otras mujeres familiares o cuidadoras. Esta dinámica 

estaría indicando que serían las mujeres las que facilitan la empleabilidad de otras 

mujeres (Trifiletti, Leira y Tobío, cit. en Gerhard y Weckwert, 2002: 72).

En el mismo sentido iría también el estudio mencionado sobre Suecia, Holanda 

y Alemania, cuyas conclusiones apuntan a que el cuidado ofrecido por familiares/

amigos se relaciona inversamente con la disponibilidad de cuidado infantil, aunque 

éste casi no existe en Suecia ni en Alemania del Este, pero tiene gran importancia 

en Alemania Occidental y en Holanda, donde los abuelos contribuyen a paliar las 

deficiencias del sistema de cuidado. La percepción de la calidad y conveniencia del 

cuidado público varía mucho de unos países a otros, así como por la clase social. 

Por ejemplo, las madres holandesas de bajos recursos eran muy escépticas sobre 

la calidad del mismo, todo lo contrario de las madres de más altos recursos. Las 

comparaciones por países indicaban que, en contraste con la mayoría de las ma-

dres holandesas y las de Alemania Occidental, tanto las madres suecas como las 

de Alemania del Este consideraban el cuidado infantil público como una cuestión 
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muy importante para el beneficio social de sus hijos (Knijn, Joenson y Klammer, 

citados en Gerhard y Weckwert, 2002: 73). Asimismo, los padres han aumentado 

su participación en el cuidado en todos los países, pero éste aún es visto como una 

ayuda a las mujeres. 

Se observa también que el enfoque de derechos ha penetrado con grados 

muy diferentes de intensidad de unos países a otros, y las demandas de las mujeres 

de compartir la responsabilidad social del cuidado, se ha quedado en el nivel de 

reclamos o quejas más que en el de formulación de derechos y exigencia de su cum-

plimiento. En este periodo histórico la mayoría de los Estados de bienestar, incluidos 

los europeos, tienden a retirar las inversiones públicas promoviendo la “autorrespon-

sabilidad”, es decir la responsabilidad individual, propia de sistemas neoliberales. 

Éstos y la falta de oferta de infraestructuras y políticas de cuidado que ocasionan 

tienen altos costos en términos de desigualdad de acceso al empleo y al salario para 

mujeres y hombres, especialmente para las madres, así como en las tasas decrecien-

tes de fecundidad (Gerhard y Weckwert, 2002: 77).

Perspectivas para la conciliación en América Latina y el Caribe con-

siderando la relevancia de las variables de pobreza, desigualdad e 

informalidad

Paralelamente a las iniciativas descritas, en América Latina y el Caribe la articulación 

o la conciliación entre los ámbitos productivo y reproductivo comenzaron a ganar 

terreno en la escala de prioridades, tanto en la investigación de implicaciones del 

presente ordenamiento social como en la propuesta de políticas públicas. 

El contexto latinoamericano tiene parámetros que distan considerablemente 

de los de los países miembros de la ocde o de los que componen la Unión Europea; 

no obstante, el conflicto entre las esferas laborales y de reproducción ha sido identi-

ficado también como un cuello de botella para superar la pobreza, y la desigualdad 

social y de género. El punto de partida que hizo relevante iniciar una investigación 

delimitada a la realidad latinoamericana fue, en gran parte, el hecho de que los 

niveles de pobreza en la región distaban mucho de los existentes en la mayoría 
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de los países donde ya había sido abordada la conciliación. Otros factores dife-

renciadores que apuntaron la conveniencia de un trabajo específico en la región 

eran los contrastes con Europa y los países de la ocde en materia de volumen de 

población activa, estructura demográfica, políticas públicas de redistribución y de 

Estado de bienestar.

Si al contexto descrito anteriormente para los países europeos y de la ocde 

agregáramos la variable de la pobreza —pues es la realidad de una parte sustancial 

de la población latinoamericana— las preguntas y cuestiones pendientes que debe 

responder la acción pública se multiplican y agudizan exponencialmente. Las perso-

nas pobres ven reducidas sus posibilidades de opción y suelen experimentar mermas 

generalizadas de oportunidades en áreas como la educación, el bienestar econó-

mico, el potencial para vivir una vida sin violencia y discriminación, el acceso a los 

servicios, incluidos los de salud y planificación familiar. Esto se traduce, entre otras 

cuestiones, en que la población pobre tiene más dificultad para comprar servicios de 

mantenimiento del hogar y cuidado (niños, ancianos, enfermos o discapacitados). 

Muchas veces sus trabajos tienen menos elasticidad en concepto de organización y 

horarios, y la protección social adscrita a sus ocupaciones es muy limitada o inexis-

tente. Por otra parte, su acceso a la información y a los recursos, incluso los públi-

cos, es limitado y su peso numérico está lejos de ser proporcional a la influencia 

que el colectivo es capaz de ejercer en la definición de la agenda pública y sus 

presupuestos. Las circunstancias en las que se da la pobreza en América Latina y el 

Caribe están, como en tantos otros casos, en profunda conexión con la desigual-

dad. Los índices de desigualdad en la región muestran una brecha particularmente 

acentuada entre los quintiles de la población que se hayan en los extremos: una 

brecha entre las más grandes del mundo según el Índice de Gini.

Como cabía esperar, diversas investigaciones de índole cualitativo y cuantitati-

vo, apuntan a que la experiencia de la pobreza en las mujeres, al hacer intersección 

con el eje de discriminación de género, añade nuevos ángulos al acontecimiento. 

América Latina, paralelamente a otras regiones, ha vivido durante décadas un pe-

riodo ininterrumpido de incorporación de las mujeres al mercado de trabajo, sin 

embargo, si bien esto ha podido contribuir a aumentar las condiciones para su au-
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tonomía y a avanzar hacia la igualdad entre los sexos, no ha conllevado de manera 

unívoca a la superación de la precariedad y la pobreza experimentada por las muje-

res. En este sentido, aunque algunos postulados de la teoría sobre la feminización 

de la pobreza son actualmente debatidos, hay un vasto consenso en otros aspectos 

de la misma entre los profesionales de este campo, por ejemplo, en referencia

—	 al diferencial salarial que dejan de percibir las mujeres por razón de discrimina-

ción debida al sexo;

—	 a las demandas múltiples ejercidas sobre su tiempo desde las esferas de lo pro-

ductivo y lo reproductivo, debido a que el ingreso al trabajo remunerado de las 

mujeres se ha realizado manteniendo las responsabilidades relativas al ámbito 

reproductivo;

—	 a la existencia de una organización laboral y de previsión social diseñada con 

el modelo de la familia nuclear, compuesta por una mujer ama de casa, es 

decir, sin trabajo remunerado, o cuyo ingreso constituye únicamente una suma 

secundaria al ingreso del hogar del varón, “jefe de hogar”, desconociendo, y 

por tanto desprotegiendo, otras estructuras familiares que son numerosas y, en 

algunos casos, incluso mayoritarias;

—	 a que las mujeres pobres gozan de menos autonomía reproductiva y el número 

de hijos que tienen se suele distanciar más que en otras mujeres del que les 

resultaría ideal. Particularmente en este grupo poblacional, debido a la falta 

de acceso a información, de medios de planificación familiar y de autonomía 

para ejercer sus decisiones, se observa una mayor proporción de embarazos no 

deseados, así como una incidencia más alta de paternidad no responsable y, 

frecuentemente por lo tanto, de hijos que quedan a expensas exclusivamente 

de los cuidados y recursos de las madres. Esto se corresponde con una mayor 

demanda sobre las mujeres en términos de tiempo, recursos económicos y 

otros, para sacar adelante el grupo familiar. 

En América Latina, la confluencia de algunas de las realidades mencionadas 

—el bajo reconocimiento y recompensa del trabajo reproductivo, la incorporación 
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de las mujeres al mercado de trabajo y los altos índices de desigualdad— ha sido 

rico sedimento para una difusión considerable del trabajo doméstico remunerado en 

condiciones de precariedad. En algunos países de la región, el grupo de mujeres 

insertas en el mercado de trabajo que se desempeña en esta actividad es de los gru-

pos laborales más numerosos de la población activa femenina. Muchas mujeres 

pobres, en gran parte provenientes de etnias discriminadas, trabajan contratadas, 

ya por horas o días, ya en régimen “interno”; es decir, viviendo en el hogar de la 

familia contratante, con responsabilidad sobre la limpieza, la preparación de ali-

mentos, el cuidado de dependientes (en el caso de familias más acomodadas), lo 

que resuelve así las notables tensiones provocadas en la articulación de las esferas 

productiva-reproductiva. 

El reverso de las ventajas de conciliación que proporciona este esquema a di-

chas familias sería que, en una diversidad de países, altos porcentajes de las mujeres 

que realizan estas tareas, como se ha indicado, tienen precariedad contractual, 

salarial y de previsión. A su vez, la legislación laboral contribuye a esta situación, ya 

que a menudo hace una excepción en perjuicio de estas trabajadoras en lo referen-

te al horario de trabajo, los emolumentos, la protección, etcétera. A consecuencia 

de la situación descrita, muchas mujeres empleadas de este gremio viven bajo la 

línea de pobreza o en extrema vulnerabilidad y, además, con una frágil autonomía 

respecto al uso del tiempo para ellas y para sus familias, quedando así sumidas en 

una situación de marginación y expectativas de mejora en su calidad de vida muy 

reducidas. 

Los niños (varones o mujeres) provenientes de las familias en situación de po-

breza en la región, a menudo no tienen acceso a estímulos educativos y de forma-

ción apropiados, y por falta de tiempo o disponibilidad de sus progenitores, muchas 

veces crecen bajo el cuidado de otros familiares, quienes en ocasiones son niñas 

ligeramente mayores a los que atienden. Frente al comportamiento demográfico 

de los diferentes estratos sociales, es importante destacar que el número de hijos 

es mayor en las familias pobres. Debido a esta situación se hace urgente, de cara a 

la lucha contra la pobreza, proveer evidencia, con investigación cualitativa y cuan-

titativa acerca del impacto de esta deficiencia en el cuidado y lo que representa en 
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el estímulo del desarrollo infantil, la propensión al fracaso escolar u otras conductas 

que puedan entorpecer la superación de condiciones adversas de partida y retroa-

limenten un círculo de pobreza y marginación. 

Por supuesto, si esta hipótesis sobre el impacto negativo de la inexistencia 

de educación preescolar y de la falta de condiciones para proveer una atención 

adecuada en el hogar se confirmara de manera generalizada, la respuesta social 

sería contraproducente si otorgara una responsabilidad adicional a las mujeres co-

mo únicas garantes del desempeño de sus hijos, y en particular sería contraprodu-

cente si abrazara los viejos modelos en los que los hijos sólo se desarrollan como 

ciudadanos y personas “ejemplares” cuando sus madres renuncian a insertarse en 

el mercado de trabajo para atender la casa, a los hijos, y a ancianos y dependien-

tes. Diversas investigaciones muestran que la inversión en centros educativos de 

formación maternal o preescolar bien diseñados contribuyen de forma significativa 

al bienestar infantil y a la potenciación de sus capacidades de aprendizaje, a la 

vez que permiten trabajar de manera remunerada a las personas que se encargan 

primordialmente de su cuidado, reduciéndose así el estrés ocasionado por esas 

responsabilidades cuyos horarios son prácticamente excluyentes.1

El diseño de políticas públicas adecuadas, así como de estructuras presupues-

tarias de gasto e ingreso acordes con los problemas descritos cuyos impactos sean 

monitoreados y evaluados de acuerdo con un modelo de desarrollo sostenible y 

no únicamente en función de criterios coyunturales y de corto plazo, es de vital 

importancia para superar prácticas y enfoques que ya han sido desmentidos en su 

potencial para procurar el bienestar de la población general.

La problemática descrita despertó en los últimos años el interés de diversas 

organizaciones —en particular las de inserción internacional—, que se desempeñan 

en el ámbito del desarrollo en América Latina y el Caribe, a realizar investigaciones 

sobre la conciliación entre las esferas productiva y reproductiva que constituyan un 

1	 Para más información ver, unesco, Sección: Expanded Early Childhood Care and Education, http://

portal.unesco.org/education
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insumo para avanzar hacia un nuevo paradigma que integre el trabajo reproductivo 

de cuidado y el trabajo remunerado en la región, así como a realizar estudios deli-

mitados al contexto nacional de diversos países de la región, para considerar de ma-

nera central, sus especificidades, procesos históricos, desarrollo del aparato público 

y otras coyunturas, como insumos fundamentales para una propuesta de política 

pública apropiada a las circunstancias concretas existentes en cada uno de ellos. 

La Organización Internacional del Trabajo (oit) publicó en el año 2004 la inves-

tigación realizada por Bila Sorj (2004) sobre conciliación entre trabajo y familia, y se 

dispuso a realizar estudios de varios países en la región. Actualmente están en curso 

investigaciones de la organización sobre esta temática en Costa Rica y Trinidad y To-

bago. Estos estudios se realizan en el contexto de un programa sobre conciliación en 

países en desarrollo que ha incluido también a varias naciones de África y Asia.

Para el caso de Brasil, la investigación concluyó con la aportación de datos 

relevantes en aspectos de intersección entre los planos productivo y reproductivo 

de suma importancia para la reducción de la pobreza y la promoción de la igualdad 

social y de género, así como del empoderamiento de las mujeres. El estudio mostró 

correlaciones sobre el proceso de transformación de las familias y del mercado de 

trabajo y su considerable impacto —negativo—, para la armonización entre los 

ámbitos productivo y reproductivo. Se observó que la presencia de hijos reduce las 

oportunidades de trabajo de las mujeres, así como que si bien tanto hombres como 

mujeres con niños tenían ingresos muy inferiores a las personas sin descendencia, el 

porcentaje perdido para las mujeres era más pronunciado, llegando a 67 por ciento 

del monto salarial. En términos generales, las mujeres esposas y jefas de hogar de 

familias monoparentales con niños se integran al mercado de trabajo con ocupacio-

nes de menor calidad que los hombres, cualquiera que sea la situación familiar de 

éstos; y también en ocupaciones de menor calidad que las mujeres sin hijos. Asimis-

mo, el estudio mostró que la presión experimentada por las familias para el cuidado 

de los adultos mayores, a medida que la población envejece, se ha agudizado. 

La misma investigación indica posibles vías para lidiar con esta situación, des-

tacándose la provisión de escuelas de educación preescolar o guarderías, ya que se 

establece una correlación directa entre la oferta de estos centros y la participación 
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de las madres en el mercado de trabajo, en su nivel de ingreso y en las horas de-

dicadas al trabajo remunerado, ocurriendo ello de manera transversal en todos los 

niveles sociales de la población (Sorj, oit, 2004: 33). 

El trabajo de la oit tuvo como punto de partida y eje la inserción laboral de 

las mujeres madres. Esta organización ya había desarrollado una importante labor 

para teorizar la conciliación, la cual se refleja especialmente en el Convenio sobre 

los Trabajadores con Responsabilidades Familiares y en una publicación de medidas 

prácticas obtenidas de la experiencia en diversas regiones para conciliar trabajo y 

Responsabilidades Familiares (Hein, 2005).

El Convenio sobre los Trabajadores con Responsabilidades Familiares

El Convenio sobre los Trabajadores con Responsabilidades Familiares fue adoptado 

en 1981, con el objetivo de hacer recomendaciones para la interrelación entre tra-

bajo y familia y facilitar la igualdad entre trabajadoras/es con y sin responsabilidades 

familiares. Éste expone (oit, 1981) que, debido a la existencia de dos lógicas dife-

rentes en dichas esferas de trabajo y familia, a menudo se da una incompatibilidad 

entre ambas. Las familias necesitan los recursos que provienen del trabajo, pero, 

al mismo tiempo, deben asegurar el cuidado de las personas dependientes, como 

niños y ancianos durante las horas del trabajo. 

El convenio recapitula una serie de tendencias recientes, tanto en el área del 

trabajo como en la de la familia, que hacen cada vez más difícil para las personas la 

armonización entre las dos esferas. Se mencionan las siguientes:

—	 El alejamiento del lugar de trabajo del hogar —contrariamente a las socieda-

des agrícolas predominantes con anterioridad a la Revolución Industrial—, y el 

aumento del tiempo de transporte hacia el lugar de trabajo.

—	 El significante incremento generalizado de la participación de las mujeres en el 

mercado de trabajo después de la Segunda Guerra Mundial. 

—	 El declive de la disponibilidad para el apoyo de las personas dependientes. Es-

pecificando que tradicionalmente muchas parejas con participación de ambos 
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miembros en el mercado de trabajo, así como familias monoparentales habían 

tenido apoyo para el cuidado de dependientes y para las labores domésticas, 

de mujeres de la familia que no participaban del mercado laboral. Sin embargo, 

aunque todavía frecuente, está bajando como opción de conciliación debido a 

la urbanización, el incremento de participación de las mujeres en el mercado 

de trabajo y las migraciones. 

—	 El incremento de las presiones del trabajo: las empresas enfrentan grandes 

presiones compitiendo en el mercado global. Las posiciones ejecutivas en las 

mismas conllevan grandes apremios para cumplir en términos de calidad, cos-

tos y tiempos. Estas presiones se trasladan a su vez al personal, resultando en 

altas demandas respecto de la productividad y las horas de trabajo, a la vez que 

decrece la seguridad del empleo.

El convenio explicita que este conjunto de factores genera una problemática 

importante para los diferentes actores, así como para la sociedad en su conjunto. 

Algunas de las dificultades experimentadas son las siguientes:

—	 El declive de apoyo familiar para manejar las responsabilidades con depen-

dientes y el incremento de las presiones en el trabajo (incluyendo salarios in-

suficientes e inseguros) imprimen grandes presiones en las familias. Para el 

cuidado infantil, por ejemplo, recurren a soluciones no óptimas y con un alto 

costo social y personal, como dejar a los niños solos en casa, acudir a una niña 

mayor para que provea el cuidado —a veces en conflicto para su escolaridad—, 

o llevarlos al espacio de trabajo, incluso si las condiciones no son saludables.

—	 El colectivo de las personas con empleo sufre de un creciente estrés por la 

presión de tiempo y energía para manejar las demandas del trabajo y la familia; 

esto es particularmente agudo para las mujeres con empleo, quienes continúan 

aceptando a menudo desproporcionadamente las tareas domésticas y el cuida-

do de dependientes.

—	 Las tensiones descritas se reflejan en el mercado laboral. Problemas como la al-

ta rotación de personal y las dificultades para emplear trabajadoras apropiadas 
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pueden deberse a dichas tensiones. Problemas de inasistencia o impuntua

lidad pueden asimismo estar relacionados con ello. El estrés del personal pue-

de afectar su concentración y productividad. Generalmente, el costo de estos 

problemas no ha sido evaluado en relación con el de adoptar prácticas más 

amigables para las familias.

—	 La sociedad en su conjunto resiente y refleja el conflicto entre trabajo y familia 

a través de aspectos tales como la perpetuación de la pobreza y la desigualdad 

(dado que las responsabilidades familiares restringen la capacidad de muchas 

personas, fundamentalmente mujeres, para ingresar en el mercado de trabajo), 

la provisión inadecuada de cuidado para dependientes, la dificultad de las mu-

jeres para contribuir en el ámbito productivo con su educación y habilidades, 

la reducción de la fecundidad, y la desigualdad estructural en oportunidades y 

tratamiento para hombres y mujeres con empleo, debido tanto a las desventa-

jas como a las restricciones ligadas a las responsabilidades familiares.

Ante la situación descrita, se recomiendan medidas a nivel nacional, comuni-

tario y de espacio de trabajo que pueden derivar en un impacto notable sobre este 

conflicto y sobre las presiones experimentadas por empleados y trabajadores poten-

ciales con responsabilidades familiares. En el artículo 3, párrafo 1 de este convenio 

se menciona lo siguiente: 

Con miras a crear la igualdad efectiva de oportunidades y de trato entre trabajadores y 

trabajadoras, cada Miembro deberá incluir entre los objetivos de su política nacional el 

de permitir que las personas con responsabilidad familiares que desempeñen o deseen 

desempeñar un empleo ejerzan su derecho a hacerlo sin ser objeto de discriminación 

y, en la medida de lo posible, sin conflicto entre sus responsabilidades familiares y pro-

fesionales (oit, 1981).

El convenio apunta a realizar los cambios necesarios en el espacio laboral y pú-

blico para adaptar la organización social a las realidades sociales y económicas del 

conflicto trabajo-familia, y su impacto en la vida de hombres y mujeres. Adicional-
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mente, menciona que el desfase para adoptar medidas es comprensible si se tiene 

en cuenta que al ser la institución familiar el núcleo de la organización social, lo 

referido a ella se trata en el ámbito público de manera muy emocional y de manera 

estrechamente ligada con valores nacionales y locales. Asimismo, demanda un diá-

logo inclusivo entre los diferentes actores sociales para realizar las transformaciones 

necesarias propuestas que básicamente serían de dos tipos: las que tienden a hacer 

las responsabilidades familiares más compatibles con el trabajo y las que plantean 

hacer las condiciones de trabajo (como permiso de maternidad, horario y lugar) 

más compatibles con las responsabilidades familiares.

Este convenio puede ser muy útil al proveer a los países firmantes asesoría 

sobre las transformaciones necesarias para hacer compatible el trabajo y la familia. 

Obviamente la sola ratificación, si no va acompañada de un compromiso al más alto 

nivel gubernamental, tendrá un impacto leve. Este convenio, si bien fue adoptado 

en 1981, ha sido ratificado por un número limitado de países (36 en sus 24 años de 

vida). En América Latina y el Caribe lo signaron Argentina, Belice, Bolivia, Chile, El 

Salvador, Guatemala, Perú, Uruguay y Venezuela. 

Buenas prácticas para la conciliación vida laboral-personal/familiar

En la misma dirección de proveer ejemplos concretos de acción en políticas de con-

ciliación y destacar las mejores prácticas, la oit recogió, en una publicación del 2005, 

medidas adoptadas por gobiernos, entidades patronales y sindicatos de varios países 

(ibid.: 6). Ahí se detallan las transformaciones ocurridas que afectan la interrelación 

y armonización trabajo-familia, así como los costos sociales y económicos de la no 

intervención, a la vez que hace una revisión de las medidas disponibles y ya utilizadas 

en algunos países, para cada uno de los actores clave, hacia la reorganización de los 

factores que actualmente provocan el conflicto entre ambas esferas. De esta forma 

destaca que los gobiernos tendrían la responsabilidad básica en las áreas siguientes:

—	 Investigación de correlaciones y costos sociales y económicos referidos al con-

flicto entre los ámbitos productivo y reproductivo.
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—	 Legislación laboral y de seguridad social.

—	 Provisión de servicios para aliviar la carga de las personas con responsabilidades 

familiares para el cuidado de dependientes: horarios escolares y centros de 

cuidado de dependientes y flexibilidad de horarios de servicios públicos.

—	 Facilitar la reincorporación a la población activa después de periodos de au-

sencia, pensando en particular en las mujeres que salen por intervalos de tiempo 

para ocuparse de niños y otros dependientes.

—	 Fortalecer la comunicación e información.

Si bien se subraya el destacado rol que tendrían los gobiernos, se hace simul-

táneamente hincapié en las políticas de conciliación, cimentadas en el diálogo y 

colaboración entre el gobierno, las organizaciones de empleadores y los sindicatos 

(que en la práctica han arribado a mejores resultados), así como otras organizacio-

nes sociales y ciudadanas que podrían contribuir a extender y profundizar tanto el 

diálogo como la noción de derecho en esta temática.

Después de fundamentar la perspectiva teórica de la conveniencia y urgencia 

de establecer medidas de conciliación trabajo-familia para paliar las tensiones 

actuales, con base en la investigación cualitativa y cuantitativa, puedo exponer un 

conjunto de buenas prácticas en diversas áreas, como ejemplos que podrían ser 

fácilmente instituidos y tendrían considerable impacto, a saber: 

—	 Políticas para hacer el espacio de trabajo más amigable para las familias, a par-

tir de realizar un diagnóstico de necesidades, diseño e implementación de un 

programa y evaluación del mismo.2 Se mencionan como factores clave para el 

éxito de este esfuerzo la comunicación, la consulta y el compromiso. Un ejem-

plo expuesto es la provisión de apoyo para trabajadoras que tienen bebés en 

periodo de lactancia, ofreciendo en el lugar de trabajo un espacio privado, lim-

pio y agradable para alimentar al bebé o para la extracción de leche, así como 

2	 Asimismo, se suele hacer referencia a la situación particular de las pequeñas empresas que pueden 

tener más dificultad para seguir este proceso.
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darles un tiempo en el cual poder hacerlo. Los beneficios de este esquema, de 

bajo coste, serían el retorno más temprano al empleo de las madres, un atrac-

tivo para retener a las trabajadoras y un impacto positivo sobre la salud y los 

niveles de estrés de las madres y sus bebés, lo cual podría conducir a un menor 

ausentismo laboral a posteriori (Hein, 2005: 68).

—	 Políticas y servicios de cuidado de dependientes formales e informales que se 

planeen revisando los pros y contras, tanto de los ofrecidos por el mercado 

como de los provistos por las políticas públicas. Al respecto se puede citar un 

estudio de la Universidad de Bristol, en Gran Bretaña, basado en una muestra 

de doce mil infantes, el cual indagó cómo les afecta el empleo de las madres 

durante los tres primeros años de vida (Gregg y Washbrook, 2003, cit. en 

Hein, 2005: 81). Para la mayoría, el empleo materno no tendía a tener ningún 

efecto adverso. El único grupo que mostró algunos efectos negativos era el de 

los bebés cuyas madres trabajaban tiempo completo antes de que cumplieran 

dieciocho meses y por lo cual eran dejados al cuidado de una persona amiga o 

familiar que no era pagada por ello. El uso de centros especializados de cuida-

do infantil no parecía tener ninguno de estos efectos negativos.

—	 Regulación de los permisos para ausentarse de la oficina, considerando los anua-

les, los de corta duración para emergencias familiares, los maternos y paternos, 

y el otorgado para quienes cuidan a personas dependientes. Aquí cabe señalar 

el importante impacto que tiene el financiamiento del permiso de maternidad 

sobre la contratación de las mujeres. En Argentina, Brasil y Uruguay, los recursos 

para financiar dicho permiso provienen de contribuciones de los empleadores a 

la seguridad social. En México, las contribuciones se realizan de manera tripartita: 

un subsidio estatal, cuotas de las empresas y contribuciones de los empleados. 

En los cuatro países, las contribuciones de los empleadores están basadas en el 

número de trabajadores inscritos en la seguridad social, sin considerar factores 

como la edad o el sexo, de manera que incluso quienes no contratan a mujeres 

están contribuyendo (Abramo y Todazo, 2002, cit. en Hein, 2005: 116).

		  Sobre este último punto podemos citar un interesante estudio de la ocde 

acerca de la posición de los sindicatos respecto del financiamiento de la licen-
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cia de cuidados maternos en Dinamarca, según el sector del que provienen. 

En este país, los empleadores de mujeres tienen un peso relativo mayor que 

los empleadores de hombres en el financiamiento del permiso, lo que hace 

que la contratación de mujeres sea relativamente más cara. Algunos sindicatos 

optarían por un financiamiento contributivo por parte de los empleadores, de 

manera que tanto los proveedores de empleo a varones como quienes em-

plean a mujeres contribuyeran a cubrir el costo del permiso. No obstante, otros 

sindicatos con una mayoría de membresía masculina se oponen a este fondo 

colectivo (ocde, 2002, cit. en Hein, 2005: 116).

—	 Regulación de las normas laborales y localización del empleo, incluyendo el nú-

mero de horas trabajadas, el trabajo a tiempo parcial, los esquemas de trabajo 

flexible (bancos de horas que llenan los trabajadores según su conveniencia, 

pero de acuerdo con ciertas reglas, ya durante la jornada o durante periodos) 

y de localización, facilitando el trabajo en casa o el teletrabajo.

	 	 Avon Cosmeticos do Brasil es una compañía con una fuerza de trabajo de 

aproximadamente 4 308 trabajadores, de los cuales el 58 por ciento son mu-

jeres. El 42 por ciento de estas mujeres tienen entre 31 y 40 años y el 58 por 

ciento tienen hijos. Desde 1991, Avon Brasil implementó una nueva política: el 

día de trabajo en viernes terminaba temprano, a las 14:35 horas, extendiendo 

los otros días laborales media hora cada día. De acuerdo con una encuesta rea-

lizada entre los empleados, el 84 por ciento de los trabajadores encontró esta 

política muy favorable, ya que provee más tiempo para lidiar con cuestiones 

personales sin la interferencia del compromiso de trabajo. La empresa también 

percibió como beneficios una reducción en el ausentismo laboral y mayor satis-

facción en el trabajo (Sorj, 2004, cit. en Hein, 2005: 151).

Este recorrido, que combina el desarrollo de conocimiento y experiencia, se re-

vela crucial para hacer propuestas. La implementación de políticas y prácticas labo-

rales más consistentes con las nuevas características de las estructuras familiares, así 

como con la lógica del empleo y los nuevos roles, necesidades y deseos de las muje-

res de participación en la vida pública y laboral, demanda mayor imaginación para 
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pensar nuevos modelos y articulaciones entre los espacios familiares y de empleo. 

Para ello, es fundamental observar el impacto de las medidas que se han atrevido 

a transformar e incluso transgredir la práctica laboral tradicional, obteniendo en 

algunos casos beneficios económicos y de competitividad o bien social en términos 

de equidad social y de género, o bien en términos personales, a través, entre otros, 

de la reducción de estrés y la mejora del bienestar. 

Iniciativa regional unfpa-gtz de políticas conciliatorias, cohesión social 

y presupuestos públicos

La temática de las políticas de conciliación en la región recibió un nuevo impulso en 

el año 2004. En el marco de la colaboración establecida entre el Equipo de Apoyo 

Técnico (eat) del Fondo de Población de las Naciones Unidas (unfpa, por sus siglas 

en inglés) y el proyecto regional del Ministerio Alemán de Cooperación Económica 

y Desarrollo (a través de la Cooperación Técnica Alemana, gtz), “Política fiscal pro-

equidad de género en América Latina y el Caribe”,3 se comenzó una línea de tra-

bajo regional sobre la conciliación o armonización entre los ámbitos productivos y 

reproductivos, la presupuestación pública, la justicia de género y la cohesión social. 

Este esfuerzo apuntó a tres objetivos principales: 

1. 	 Sistematizar la reflexión en materia de armonización de la esfera productiva y 

reproductiva y realizar una revisión tanto de las políticas como de los presu-

puestos dedicados a este objetivo. 

2.	 La elaboración de cuatro estudios de caso nacionales en Chile, Costa Rica, 

México y Panamá, para esclarecer la manera en que tiene lugar la articulación 

de los ámbitos productivo y reproductivo, y para intentar establecer causalida-

des y profundizar el conocimiento empírico sobre cómo determinadas conste-

laciones de organización familiar, laboral, presupuestaria y de protección social 

3	 Instalado en México en las oficinas del eat desde septiembre de 2003 para facilitar la coordinación en 

el área de igualdad de género y presupuestación de las políticas públicas.
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influyen en la reducción de la pobreza, la igualdad entre mujeres y hombres, la 

concreción de las opciones de salud reproductiva de las personas, la incorpora-

ción de las mujeres al mercado de trabajo y un desarrollo infantil de estándares 

tales que permita quebrar ciclos de perpetuación de la pobreza. 

3.	 La apertura de un debate regional y un diálogo internacional sobre la problemá-

tica del conflicto entre las esferas productivas y reproductivas, sus costos para el 

desarrollo económico y la cohesión social, así como para la superación de la des-

igualdad de género y el planteamiento de políticas públicas viables que atiendan 

el objetivo de armonizar dichas esferas. En el contexto de esta línea de trabajo, 

tuvo lugar en la Ciudad de México, en octubre de 2005 una conferencia inter-

nacional de expertos, “Cohesión social, políticas conciliatorias y presupuesto 

público. Una mirada desde el género”, en la cual se presentaron una diversidad 

de enfoques internacionales (ocde, ue, oit y otros), además de perspectivas sec-

toriales (sistema de salud, organización presupuestaria), los estudios de caso de 

los países sobre los que se habían realizado las investigaciones en profundidad 

y el estudio regional que se había llevado a cabo previamente.4

Esta reacción se debió en gran medida a los planteamientos y datos surgidos de 

los estudios de caso en cuatro países latinoamericanos que fueron impulsados por la 

iniciativa de gtz/unfpa, del estudio sobre la situación a nivel regional, así como de la pre-

sentación del estudio de caso de Brasil realizado por oit, anteriormente mencionado. 

Estas investigaciones mostraron importantes correlaciones entre aspectos que, si bien 

tradicionalmente han sido abordados por separado, ante una aproximación empírica e 

inclusiva con los datos disponibles, expresaban altos grados de interdependencia. 

A continuación realizaré una breve relación de los resultados de estos análisis 

que son comunes al conjunto de países estudiados y de aquellos que han sido 

reflejados en el estudio regional llevado a cabo en el marco de esta iniciativa pa-

ra avanzar en el establecimiento de vínculos entre los diferentes temas que son 

4	 Véanse las ponencias de esta conferencia en: http://cst.mexicocity.unfpa.org/docs/PublicacionPoliti-

casConciliatorias.pdf
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núcleo de la conciliación entre los ámbitos productivo y reproductivo, a saber: la 

dinámica demográfica y mercado de trabajo; el proceso de envejecimiento y sus 

repercusiones en el aumento de la carga de cuidado por parte de los hogares; los 

procesos de reforma del Estado y derivación de las cargas del cuidado en salud a 

las familias; altas tasas de fecundidad en adolescentes y reproducción social de la 

pobreza; cambios en las familias y conciliación de responsabilidades; implementa-

ción, financiación y evaluación de políticas de conciliación.

El estudio regional sobre la armonización entre las esferas productiva y repro-

ductiva comienza abordando las lógicas subyacentes a las esferas de familia y tra-

bajo, para continuar tratando su intersección y relaciones (Martínez y Camacho, 

2005). Las autoras exponen que, según diferentes investigaciones, los ingresos (en 

su mayor parte provenientes de la inserción en el mercado laboral) resultan del en-

trenamiento y las calificaciones o “capital humano” en interacción con el manejo de 

relaciones informales o “capital social”. Tanto uno como otro se distribuyen según 

ejes de género y de clase social-económica. El mercado laboral, tradicionalmente or-

ganizado en torno a la figura del “hombre proveedor”, tiende a asumir que quienes 

proporcionan los ingresos al hogar no son las personas responsables del cuidado o, 

si lo son, que es una cuestión de estas personas resolver de manera privada los con-

flictos ocasionados por las diferentes demandas de una y otra esfera. Por su parte la 

producción de bienes y servicios en la familia requiere de un tiempo destinado a un 

trabajo por el que no se obtiene ingreso. Las mujeres, según la organización social 

de género, han sido las encargadas, en América Latina y en otras regiones, de satis-

facer estas necesidades, en particular las del cuidado, mismas que no son provistas 

por el mercado por diversas razones, ya sea porque las familias carecen de ingresos 

suficientes para comprarlos, porque no se considera deseable adquirirlos (residencias 

para personas ancianas) o porque no existe un mercado para ello (por ejemplo —ci-

tan las autoras—, no existe un mercado para dar cariño a las personas enfermas).

El trabajo reproductivo ejercido de manera desproporcionada por las mujeres en 

conjunto con concepciones culturales que informan y contribuyen a modelar la estruc-

tura del mercado de trabajo en función de un eje de género limita de manera notable 

las opciones de las mujeres en su vida laboral. Los datos referentes al trabajo remune-
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rado muestran, en diferentes regiones del mundo y con organizaciones sociales diver-

sas, la existencia de una segregación notable tanto vertical y horizontal por sexo:

Mientras Suecia muestra altos niveles de conciliación entre el trabajo remunerado y 

no remunerado (expresados por ejemplo, en la alta tasa de participación femenina a 

tiempo completo) es, a la vez, el país con mayores niveles de segregación ocupacional 

de las mujeres en el mercado laboral (expresados en la alta concentración de mujeres 

en servicios sociales dirigidos, en gran medida a la atención de otras mujeres). Por el 

contrario, Estados Unidos muestra un bajísimo grado de conciliación (expresado en la 

baja tasa de participación laboral de mujeres con niñas/os pequeños/as) y, a la vez, 

los menores grados de segregación ocupacional (expresados, por ejemplo, en la ma-

yor participación relativa de las mujeres en ocupaciones tradicionalmente consideradas 

masculina) (Esping-Andersen, 2002, citado en Martínez y Camacho, 2005: 8). 

Estos datos muestran la importancia de la planificación cuidadosa de políticas, 

y su seguimiento para evitar disyuntivas con importantes costos, ya para la inserción 

laboral sin discriminaciones de género, ya para proteger asimismo el derecho a la 

reproducción. Si bien ha habido un aumento generalizado de la participación de las 

mujeres en el mercado laboral, se observan tensiones crecientes para las mujeres a 

medida que se asciende en la estructura jerárquica. Esto se ejemplifica con un estudio 

sobre la fuerza laboral de los servicios financieros en Costa Rica que muestra que entre 

los hombres que se desempeñan en este sector la presencia de hijos menores de doce 

años es independiente del nivel jerárquico alcanzado; sin embargo, la información 

recopilada para las mujeres muestra que la existencia de niños es similar a la de los 

hombres en el nivel administrativo, pero disminuye notablemente en los niveles profe-

sional y gerencial (Martínez Franzoni, 2004, cit. en Martínez y Camacho, 2005: 7).

La mayoría de las políticas con efecto conciliatorio en la región no fueron diseña-

das con el objetivo primordial de conciliación, ya que en su origen apuntaron a resol-

ver otras necesidades, especialmente el apoyo a las familias en situación de pobreza. 

Esto tiene que ver con que no haya mayormente programas de carácter universal 

para atender las necesidades de conciliación trabajo-familia experimentadas por la 
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población general, por lo que se ha recurrido para dar respuesta a esas necesidades a 

diferentes estrategias. En este sentido María Angeles Durán expresa lo siguiente:

La población de las sociedades desarrolladas (y en diferente medida también las menos 

desarrolladas) rechaza tanto la segregación al ámbito doméstico como la sobrecarga de 

la doble jornada. Por ello, se están generalizando otras estrategias de ajuste: la reducción 

de objetivos, la delegación, la secuencialización, la derivación hacia el mercado y las ins-

tituciones, y el reparto de tareas. La reducción de objetivos afecta tanto la vida familiar 

como la laboral. Es, por ejemplo, el adiós a la calidad culinaria y a los ascensos. La dele-

gación consiste en interrumpir la producción de un servicio para trasladarlo a otra perso-

na o grupo social. En España, la delegación colectiva de funciones más espectacular de 

los últimos años es la de reproducción, que se ha trasladado en buena parte a los países 

en vías de desarrollo. Los trabajadores no se producen, sino que se importan cuando ya 

han alcanzado la edad de incorporarse al mercado laboral, o se producen localmente 

por las mujeres inmigrantes. La secuencialización consiste en alternar la producción para 

la familia y para el mercado, de modo que no coincidan en el tiempo. Éste es el tipo de 

conciliación que buscan las excedencias y permisos parentales. A corto plazo son efica-

ces, pero resultan poco atractivas para los empleadores, desempleados o trabajadores 

precarios y para los que tienen aspiraciones profesionales elevadas, porque dañan sus 

expectativas a medio plazo. La derivación hacia el mercado sigue en auge: guarderías, 

transporte escolar, residencias para familiares ancianos, empleados de hogar, uso in-

tensivo de servicios de alimentación, limpieza y gestión. Pero sólo está al alcance de las 

familias con suficiente poder adquisitivo. En cuanto a la derivación hacia las instituciones 

no mercantiles, sólo es posible en la medida en que existan servicios públicos y volunta-

riado; pero las familias no pueden decidir unilateralmente las prioridades presupuestarias 

de los gobiernos ni el alcance de los servicios garantizados (Durán, s.f.).

Las autoras del estudio latinoamericano unfpa/gtz sobre políticas conciliatorias 

constatan en la región la recurrencia a estas prácticas, y en sus recomendaciones 

para aliviar las tensiones y conflictos entre las esferas productiva y reproductiva 

proponen avanzar en las siguientes líneas: 
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—	 Desfamiliarización, es decir que las estrategias de amortiguación del conflicto 

entre estos ámbitos no recurran fundamentalmente a las familias, y en particu-

lar a las mujeres, para que se encarguen del trabajo reproductivo, en especial 

el trabajo del cuidado.

—	 Desmercantilización, en el sentido que si las estrategias de conciliación ten-

dieran a pasar especialmente por el mercado y, por tanto por el pago de un 

monto para tener un determinado servicio, las mujeres y familias pobres serían 

de nuevo penalizadas, o incluso impedidas, para optar por esta vía.

—	 Promover la reorganización de roles de manera que se incentive la participación 

de los hombres en el trabajo reproductivo.

—	 En consideración de la enorme desigualdad que hay en la región y de su 

tendencia creciente, se propone la promoción de servicios (de cuidado) que 

constituyan puntos de encuentro entre mujeres y familias de distintos estratos 

socioeconómicos.

—	 Tematizar en la agenda pública y con los actores políticos y económicos el 

sujeto de la conciliación por derecho propio (no vinculado necesariamente a 

cuestiones como la pobreza, marginación, desarrollo económico, reformas la-

borales), desde coaliciones amplias de actores, incluyendo en particular muje-

res de distintas clases sociales (Martínez y Camacho, 2005: 64).

Como se mencionó anteriormente, después de este estudio latinoamericano 

que dio un panorama de la situación en diferentes países de la región se desa-

rrollaron los cuatro estudios nacionales sobre conciliación en el contexto de la 

iniciativa unfpa/gtz que, como ya se mencionó, incluyó los casos de Chile, México, 

Costa Rica y Panamá. A estos se sumó el estudio y los antecedentes aportados por 

la investigación de la oit en Brasil. La información que proveyeron estas investi

gaciones confirmó algunas hipótesis iniciales y ayudó a establecer vinculaciones 

entre variables y aspectos clave para las políticas conciliatorias entre los ámbitos 

productivo y reproductivo. A continuación realizaré una relación de evidencias re-

levantes que emergen de los estudios de país y de las investigaciones regionales 

en la temática.
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Familias. Salud sexual y reproductiva

Este apartado expone las principales conclusiones respecto al ámbito de salud 

sexual y reproductiva.5

Las familias se han diversificado en América Latina y la familia nuclear ya no 

tiende a ser mayoritaria en la región. Ha habido un aumento de los hogares enca-

bezados por mujeres, así como de los hogares no familiares y otros. “Aún cuando 

la familia nuclear es la predominante, el modelo tradicional de familia con padre 

proveedor, madre ama de casa e hijos ya no corresponde a la mayoría de los hoga-

res y familias en América Latina, puesto que sólo se encuentra en un 36 por ciento 

de los hogares” (cepal, 2004 citado en Monge y González, 2005: 90).

Hay una brecha entre el número de hijos que tienen las mujeres y el que 

declaran ideal. Sería importante establecer la autonomía reproductiva como una 

conciliación relevante, considerando, entre otros asuntos, que el cuidado infantil 

se deriva de ella. En América Latina y el Caribe, las desigualdades sociales y eco-

nómicas se reflejan de manera considerable en la distancia entre el número de 

hijos deseados y el número real que se tienen. Las mujeres pobres, en particular 

las indígenas y las adolescentes, tienen deficiencias esenciales de acceso a infor-

mación y servicios de planificación familiar de calidad. Por otra parte, es un fenó-

meno generalizado que el promedio de hijos disminuye a medida que las mujeres 

adquieren niveles más altos de educación. En Panamá, el 80 por ciento de los 

nacimientos registrados durante la década de 1990 son de madres con niveles de 

instrucción inferiores a la educación secundaria, y es el número de hijos por mujer 

considerablemente mayor entre aquellas sin ningún grado de escolaridad (De León 

y Atencio, 2005: 19). 

La situación descrita relativa a la fecundidad no deseada es consistente en los 

otros países estudiados y en general en la región:

5	 Las aproximaciones en políticas de conciliación vida personal/familiar y laboral en el área de salud 

reproductiva de esta iniciativa han sido enriquecidas por el Equipo de Apoyo Técnico para América 

Latina y el Caribe de unfpa.
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Si bien existe de manera generalizada un proceso de transición demográfica 

avanzada, presenta desafíos importantes para la conciliación precisamente en las 

familias más pobres por los siguientes motivos: la persistencia de grupos como los 

mencionados de indígenas, población en pobreza, zonas marginales, adolescentes, 

etc., en los que ese proceso de transición está mucho más rezagado y que presen-

tan una situación de altas tasas de fecundidad, falta de acceso a servicios de salud y 

educación, débil ejercicio de derechos (reproductivos/económicos), etc. Los datos de 

Costa Rica, por ejemplo, muestran que los hogares pobres son más grandes que los 

que no lo son. En el 2002, los hogares pobres tenían en promedio 4.5 personas por 

hogar, mientras que los hogares no pobres tenían 3.8 personas. En 2002, la cantidad 

promedio de menores de doce años en los hogares pobres era 75 por ciento mayor 

que en los hogares no pobres. El autor del estudio de Costa Rica expresa que 

la mayor cantidad de niños y niñas en los hogares pobres genera una mayor dependencia eco-

nómica con respecto a los miembros que generan ingresos, y por ende constituye un factor 

de tipo demográfico que tiende a elevar la vulnerabilidad ante la pobreza.6 Además, la mayor 

cantidad de niños en los hogares pobres trae como consecuencia que la incidencia de la po-

breza sea mayor en la población infantil con respecto a la población total del país. Mientras 

que en el 2002 la incidencia de pobreza en la población nacional era del 24 por ciento, en el 

grupo de menos de doce años era del 31 por ciento. Se produce así un círculo vicioso que se 

reproduce de generación en generación: la mayor cantidad de niños o niñas reduce las proba-

bilidades de salir de la pobreza para las familias y la pobreza de las familias genera condiciones 

de vida inadecuadas para los niños y niñas que viven en ellas (Monge, 2006: 98).

La previsión social y los programas de protección a la maternidad a menudo 

sólo conciernen a las trabajadoras con contrato formal, excluyendo en muchos 

casos al grueso de las mujeres que trabajan de manera asalariada, así como siste-

máticamente a aquellas que no son parte de la población activa y a las trabajadoras 

6	 En el 2002, la razón de dependencia demográfica era de 1.0 en las familias pobres y de 0.5 en las 

familias no pobres. En las familias pobres había tres dependientes por perceptor de ingresos y en 

las no pobres, el número de dependientes era 1.1, es decir, casi tres veces menor. 
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informales. Asimismo, algunas de las medidas de conciliación implementadas tie-

nen importantes deficiencias que dejan sin protección a las familias, en particular 

a las mujeres que demandarían estos servicios públicos. En Chile, por ejemplo, el 

código civil establece la obligatoriedad de salas cuna en las empresas con más de 

veinte mujeres contratadas, sin embargo, la incidencia de esta medida es reducida 

considerando que, según los resultados de la Encuesta Laboral 2004, el 83.1 por 

ciento de las empresas tienen menos de veinte mujeres. Además, como el financia-

miento de esto corre a cargo del empleador, se ha profundizado la tendencia a no 

contratar más allá de diecinueve mujeres. Según datos de la encuesta mencionada, 

el porcentaje de empresas medianas y grandes que son susceptibles de proveer de 

salas cuna ya que emplean más de veinte trabajadoras es del 39.9 y 72.5 por ciento, 

respectivamente (Dirección del Trabajo-Gobierno de Chile, 2005). 

En muchos países de la región la incidencia del embarazo adolescente no de-

seado se ha mantenido alta e incluso en algunos casos ha crecido. Las mujeres en 

esta situación a menudo se ven forzadas a dejar los estudios o el trabajo ingresando 

así con frecuencia en una pendiente de marginación de difícil retorno.

Costa Rica, al igual que el conjunto de los países centroamericanos, ha experi-

mentado un acelerado descenso de la fecundidad en los últimos treinta años. La Ta-

sa Global de Fecundidad pasó de 7.3 hijos por mujer en 1960 a 2.1 hijos por mujer 

en el 2003. En contraste con esta tendencia, en este país se sigue presentando una 

alta fecundidad en las adolescentes. La Tasa de Fecundidad Adolescente, definida 

como el número de nacimientos por cada mil mujeres entre quince y diecinueve 

años, fue estimada en 81 por mil para el 2005. Ese valor es superior al promedio 

latinoamericano para ese mismo año: 72 por mil. (Monge, 2006: 121). 

Esta situación es especialmente grave para las mujeres adolescentes pobres: 

Un estudio reciente mostró que en el Gran Área Metropolitana (gam)7 de Costa Rica la 

alta fecundidad adolescente se concentra en zonas geográficas claramente acotadas. 

7	 La gam concentra el 40 por ciento de la población del país y el 40 por ciento de las mujeres con eda-

des entre quince y diecinueve años (Collado, 2003).

ZarT2 Moreno.indd   120 10/02/09   12:50 p.m.

Derechos reservados



121  Políticas conciliatorias entre los ámbitos productivo y reproductivo en América Latina  n

En el 2000, había siete zonas de la gam con alta fecundidad adolescente: Tuetal Sur, 

Tirrases-Río Azul, La Carpio-Pavas, Guararí-La Milpa (Heredia), Los Guidos, León XIII y 

los barrios al sur de San José. En ellas, la probabilidad de embarazo precoz para una 

adolescente era entre un 300 por ciento y un 50 por ciento superior a la probabilidad 

promedio en la gam, dependiendo de la zona. Todos estos sitios se caracterizan porque 

tienen una alta incidencia de pobreza extrema, la mayoría de los jóvenes entre trece y 

diecisiete no asisten a la educación formal, y las personas no pueden conseguir empleo 

o es muy probable que su empleo esté ubicado en el sector informal. En el mismo estu-

dio se detectó que las zonas con alta fecundidad adolescente de la gam habían aumen-

tado en número y extensión entre 1984 y 2000 (Monge y González, 2006: 127). 

Esta tendencia es común en otros países, los datos de Chile en el año 2000 

muestran lo siguiente (Céspedes y Valdés, 2005: 25):

CUADRO 2.
Madres adolescentes según quintil de ingresos.
(Porcentaje).

Años

 

Quintiles

I II III IV V

1990  61.0  23.4  9.2  4.1  2.3 

1992  45.2  28.6  21.8  3.3  1.0 

1994  49.0  24.5  14.5  8.4  3.6 

1996  49.8  30.9  9.7  7.4  2.1 

1998  45.7  26.8  15.4  9.8  24 

2000  44.9  29.8  16.0  7.0  2.4 

Fuente: Casen, 2000; citado en Céspedes y Valdés, 2005.

En algunos países en los que han habido fenómenos masivos de migración de 

la población adulta, en particular de mujeres, se observan deficiencias importantes 

en la provisión del cuidado a niños y otros dependientes, que pueden tener asi-

mismo efectos nocivos relevantes para el desarrollo de las personas y los países en 
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el caso de que ese déficit de cuidado no sea provisto de manera óptima por otras 

personas y por instituciones de servicio público de calidad. En los países receptores, 

la población migrante femenina se emplea a menudo como trabajadora de casa 

particular atendiendo el cuidado de dependientes y el mantenimiento del hogar, 

por lo que esta opción contribuye a aliviar tensiones entre el trabajo productivo y 

reproductivo en la población receptora. Una parte importante de la población fe-

menina migrante en Chile, proveniente de Bolivia y Perú encuentra un cauce de in-

serción social, si bien a menudo precaria, a través del trabajo doméstico asalariado. 

De la misma manera, se insertan en el mercado de trabajo costarricense una parte 

importante de mujeres provenientes de Nicaragua y, crecientemente, de Colombia. 

La situación en México, como país de emigración es la inversa. Si bien en su prime-

ra etapa la migración mexicana hacia Estados Unidos, principal país receptor, fue 

predominantemente masculina, actualmente es más equilibrada por sexo, lo que 

probablemente tendrá a medio y largo plazo profundas implicaciones en la estruc-

tura de la conciliación entre las esferas productiva y reproductiva.

Mercado laboral y autonomía económica de las mujeres. Precariedad y 

pobreza

Las mujeres ven reducidas sus opciones laborales en función del número de hijos y 

dependientes que tengan. La inserción laboral de los hombres está menos influida 

por su situación familiar. 

En todos los países considerados, la inserción de los hombres en el mercado 

laboral es bastante inelástica con respecto al número de hijos o dependientes. No 

sucede así para las mujeres, quienes además declaran como razones de peso para 

no ingresar en el mercado laboral las obligaciones relacionadas con la esfera repro-

ductiva (cit. en Céspedes y Valdés, 2005: 27). En Chile, la información recabada iría 

en la misma dirección y con profundas implicaciones para el ingreso en el mercado 

de trabajo de las mujeres según el quintil de ingresos. En el año 2000, el 11.3 por 

ciento de las mujeres en la población inactiva del quintil más bajo de ingresos de-
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claraba que no buscó trabajo en los últimos dos meses porque no tenía con quién 

dejar a los niños. Solamente el dos por ciento de las pertenecientes al quintil más 

alto argumentó esta razón (ibid., 2005: 28).

CUADRO 3.
Razones para no buscar trabajo en los últimos dos meses, según sexo y quintil de ingreso 
autónomo. Población entre 25 y 65 años de edad.

Quintil de ingreso 

autónomo
Por qué no buscó trabajo en los últimos dos meses

Sexo
Total

Hombre Mujer

I 

Quehaceres del hogar 0.0 74.8 64.5

No tiene con quién dejar los niños 0.0 11.3 9.8

Enfermedad crónica o invalidez 34.1 5.5 9.5

Estudiante 2.9 0.4 0.7

Jubilado/a, montepiada o pensionada 14.2 2.1 3.8

Rentista 0.3 0.0 0.0

Tiene trabajo esporádico 20.8 1.4 4.1

Se aburrió de buscar 8.0 0.9 1.9

No tiene interés 5.1 1.0 1.6

Otra razón 14.7 2.5 4.1

Total 100.0 100.0 100.0

V

Quehaceres del hogar 0.0 68.6 56.7

No tiene con quién dejar los niños 0.0 20 1.7

Enfermedad crónica o invalidez 7.3 2.0 3.0

Estudiante 28.3 5.6 9.6

Jubilado/a, montepiada o pensionada 44.8 11.2 17.0

Rentista 1.6 0.8 1.0

Tiene trabajo esporádico 1.3 1.0 1.1

Se aburrió de buscar 1.9 1.0 1.2

No tiene interés 7.1 5.1 5.4

Otra razón 7.6 2.5 3.4

Total 100.0 100.0 100.0

Fuente: Casen, 2000.
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CUADRO 4.
Motivo por el cual la pnea* de Panamá no estuvo buscando trabajo, ni piensa buscar traba-
jo (2004).**

Rangos de 

edad

Número Porcentaje

Total

No encuentra 

quién se ocupe 

de los niños

Otras 

responsabilidades 

familiares

Total

No encuentra 

quién se ocupe 

de los niños

Otras 

responsabilidades 

familiares

Total 269,659 22,895 246,764 100.0 100.0 100.0

15-19 12,963 1,648 11,315 4.8 7.2 4.6

20-24 23,940 4,367 19,573 8.9 19.1 7.9

25-29 28,135 6,045 22,090 10.4 26.4 9.0

30-39 54,740 7,546 47,194 20.3 33.0 19.1

40-49 44,927 2,363 42,564 16.7 10.3 17.2

50-59 47,599 572 47,027 17.7 2.5 19.1

60-69 39,080 223 38,857 14.5 1.0 15.7

70 y más 18,275 131 18,144 6.8 0.6 7.4

Hombres

TOTAL 5,744 0 5,744 2.1 0.0 2.3

15-19 695 0 695 0.3 0.0 0.3

20-24 106 0 106 0.0 0.0 0.0

25-29 35 0 35 0.0 0.0 0.0

30-39 21 0 21 0.0 0.0 0.0

40-49 356 0 356 0.1 0.0 0.1

50-59 461 0 461 0.2 0.0 0.2

60-69 2,343 0 2,343 0.9 0.0 0.9

70 y más 1,727 0 1,727 0.6 0.0 0.7

Mujeres

TOTAL 263,915 22,895 241,020 97.9 100.0 97.7

15-19 12,268 1,648 10,620 4.5 7.2 4.3

20-24 23,834 4,367 19,467 8.8 19.1 7.9

25-29 28,100 6,045 22,055 10.4 26.4 8.9

30-39 54,719 7,546 47,173 20.3 33.0 19.1

40-49 44,571 2,363 42,208 16.5 10.3 17.1

50-59 47,138 572 46,566 17.5 2.5 18.9

60-69 36,737 223 36,514 13.6 1.0 14.8

70 y más 16,548 131 16,417 6.1 0.6 6.7

* Población no económicamente activa.

** De León y Atencio, 2005: 73.

Fuente: Encuesta de Hogares, 2004.
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Pero también, como se ha indicado, son las mujeres con hijos pequeños quienes 

más se apartan del mercado laboral, en particular las de escasos recursos que no tie-

nen acceso a adquirir de manera privada servicios de cuidado. En México se observa 

que, en las parejas en las que el varón es menor de treinta años, el 72 por ciento se 

organiza en torno a la figura del hombre proveedor, en el 21.4 por ciento ambos 

se desempeñan en la esfera productiva y en un mínimo (5.1 por ciento) sólo la mujer 

trabaja. Una razón para esta situación podría radicar en que es en estas parejas en 

las que se da una mayor incidencia de hijos pequeños. En parejas en las que el hom-

bre tiene de 30 a 39 años sigue predominando el modelo donde sólo éste trabaja, 

aunque va en aumento la proporción de parejas en las que ambos realizan activida-

des remuneradas, situación que llega al 28 por ciento (Matarazzo, 2005: 49).

Existe una pronunciada segregación y jerarquización por sexo en el mundo labo-

ral: las mujeres son la mayoría en las profesiones con menos reconocimiento y com-

pensación económica y habitualmente ocupan los puestos más bajos en la jerarquía 

laboral. Asimismo, el desempleo azota con más virulencia a las mujeres. En Panamá 

para todos los grupos de edad, el desempleo femenino es considerablemente mayor 

—la tasa general femenina es del 16 por ciento y la masculina del 9 por ciento— (De 

León y Atencio, 2005: 96). La tasa de informalidad en la economía panameña es del 

23 por ciento (definida en función de las personas sin seguro social y sin contrato 

que trabajan en empresas de menos de cinco personas), no obstante, la tasa de mu-

jeres trabajadoras es del 27.8 por ciento, mientras que la de los hombres es del 21.6 

(De León y Atencio, 2005: 81). En este país, las mujeres devengan salarios infe-

riores a los hombres, a pesar de tener más años de escolaridad y mayor inserción 

universitaria. En el año 2004, la diferencia porcentual en términos de salario mensual 

es de 10.9 por ciento (De León y Atencio, 2005: 83 [datos oit]).

Simultáneamente es un hecho generalizado que la brecha de género en el in-

greso se incrementa a medida que se asciende en la escala laboral, lo cual está 

relacionado con la segmentación ocupacional por género en el mercado de trabajo. 

Se da una concentración de las mujeres con estudios postsecundarios en ramas pro-

ductivas y grupos ocupacionales en los que los salarios son más bajos (enfermeras, 

maestras). Por otra parte, las mujeres experimentan más obstáculos para la promo-
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ción y el ascenso que los hombres, por lo que aun cuando los salarios iniciales sean 

relativamente equilibrados, se van distanciando a medida que progresan en sus ca-

rreras laborales (Abramo y Valenzuela, 2001, cit. en Monge y González, 2005: 66).

Hay correlaciones inversas probadas entre la incidencia de la pobreza y la par-

ticipación en el mercado laboral. Sin embargo, en América Latina, muchas mujeres 

se ven obligadas a salir de la población activa o a reducir considerablemente las 

horas de empleo remunerado a medida que crecen sus responsabilidades familia-

res con personas dependientes. La tasa de participación de las mujeres de hogares 

pobres ha ido en aumento, aunque es aún mucho menor que la tasa de aquellas 

de hogares no pobres. Mientras las tasas de participación femenina en los hogares 

pobres de las zonas urbanas fluctúa, según datos del 2002, entre el 28 por ciento 

y el 53 por ciento (con una tasa promedio en el conjunto de países del 43 por cien-

to), en los hogares no pobres el rango varía entre el 44 y el 61 por ciento, con un 

promedio en el conjunto de países del 55 por ciento (cepal, 2003: 156).

A la par de estas dificultades experimentadas por las mujeres pobres para en-

trar en el mercado de trabajo, los datos constatan que su participación en el ingreso 

familiar reduce la pobreza sustancialmente en los diversos países de América Latina 

considerados (cepal, s.f.), véase cuadro 5.

La deficiencia de políticas y servicios de conciliación entre trabajo productivo 

y reproductivo está en la base del ingreso de un número importante de mujeres al 

mercado informal de la economía, el cual puede ofrecerles, en ocasiones, mayor 

flexibilidad de ubicación u horario, aunque suele estar constituido por empleos de 

baja calidad en términos de salarios, protección social y posibilidad de promoción. 

El predominio de las mujeres en trabajos precarios es un serio obstáculo para la 

superación de la desigualdad de género y de la pobreza en América Latina y el Ca-

ribe, por lo que la no provisión de estos servicios podría constituirse en una “falsa 

economía”, raíz de obstáculos importantes para el desarrollo sustentable.

Tanto el trabajo remunerado como el no remunerado se distribuyen de acuer-

do a ejes de género. Los porcentajes de hombres en la población económicamente 

activa son más altos en todos los países, así como también son más altas las tasas 

de mujeres que participan en el mercado laboral a tiempo parcial. 
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CUADRO 5.
América latina (18 países): magnitud de la pobreza en hogares biparentales a/
Sin y con el aporte de las cónyuges al ingreso familiar. Alrededor de 1994, 1999 y 2002.
(Porcentajes)

Países Año

Hogares urbanos Hogares rurales

Sin aporte

(1)

Con aporte

(2)

Brecha

(1) y (2)

Sin aporte

(1)

Con aporte 

(2)

Brecha

(1) y (2)

Argentina b/
1994
1999
2002

19.3
23.8
44.8

13.7
17.4
36.2

5.6
6.4
8.6

…
…
…

…
…
…

…
…
…

Bolivia c/
1994
1999
2002

59.6
56.0
61.7

49.3
45.0
50.7

10.3
11.0
11.1

…
87.5
80.5

…
79.2
76.6

…
8.3
3.9

Brasil d/
1995
1999
2001

35.0
35.8
36.5

27.0
27.7
28.8

8.0
8.0
7.6

62.7
59.4
58.2

55.8
52.5
52.1

6.9
7.0
6.0

Chile e/
1994
1998
2000

28.7
22.5
22.6

23.4
17.3
16.7

5.3
5.2
5.9

33.9
30.7
26.2

28.5
25.1
22.0

5.4
5.6
4.2

Colombia
1994
1999
2002

50.7
59.6
55.9

42.5
49.4
46.2

8.2
10.2
9.8

62.2
68.5
…

58.2
62.0
…

4.1
6.5
…

Costa Rica
1994
1999
2002

20.9
16.5
17.8

16.1
12.0
12.9

4.8
4.5
4.9

23.8
20.1
24.2

21.2
18.2
21.1

2.6
1.9
3.1

Ecuador
1994
1999
2002

62.8
68.2
53.7

53.1
57.2
41.6

9.7
11.0
12.1

…
…
…

…
…
…

…
…
…

El Salvador
1995
1999
2001

51.5
45.3
45.3

38.6
32.5
33.0

12.9
12.8
12.3

66.1
69.2
67.7

60.6
61.9
61.1

5.4
7.2
6.6

Guatemala 1998 49.2 38.5 10.7 68.3 62.9 5.4

Honduras
1994
1999
2002

76.9
69.8
69.5

69.6
59.0
61.8

7.3
10.8
7.7

81.9
82.9
86.9

78.3
78.7
84.5

3.6
4.2
2.4

México
1994
1998
2002

35.3
40.9
33.0

29.4
32.3
25.9

5.9
8.6
7.1

53.5
58.0
54.1

49.4
51.4
46.0

4.1
6.6
8.1

Nicaragua
1993
1998
2001

68.6
67.2
59.6

58.9
56.4
54.8

9.6
10.8
4.9

85.9
80.2
75.4

82.8
74.3
72.8

3.2
5.9
2.6

Panamá
1994
1999
2002

23.3
25.0
29.5

18.9
20.6
20.9

4.4
4.4
8.7

…
…

46.7

…
…

42.3

…
…
4.4
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Países Año

Hogares urbanos Hogares rurales

Sin aporte

(1)

Con aporte

(2)

Brecha

(1) y (2)

Sin aporte

(1)

Con aporte 

(2)

Brecha

(1) y (2)

Perú 2001 49.3 35.6 13.6 79.5 75.4 4.1

República 
Dominicana

2002 41.7 32.3 9.4 50.1 44.1 6.0

Uruguay

1994
1999
2002

22.0
10.1
29.2

6.2
6.2

10.4

15.8
3.9

18.8

…
…
…

…
…
…

…
…
…

Venezuela
1994

1999 f/
2002 f/

46.7
53.3
54.4

39.6
42.7
43.4

7.0
10.6
11.0

59.4
…
…

55.8
…
…

3.6
…
…

a/	 Hogar nuclear biparental: Hogar conformado por una pareja con o sin hijos.

	 Se han considerado entre los hogares biparentales, sólo aquellos con jefatura masculina.

	 Porcentajes calculados utilizando el total de ingresos, excepto Nicaragua (2001) que fue calculado utilizando sólo los 

	 ingresos del trabajo.
b/	 Período 1994: Gran Buenos Aires + 18 aglomerados.

	 Período 1999: Gran Buenos Aires + 26 aglomerados.

	 Período 2002: Gran Buenos Aires + 30 aglomerados.
c/	 Período 1994: 7 Departamentos más la ciudad de Trinidad.

	 Período 1999: 8 Departamentos más la ciudad de Cobija.

	 Período 2002: 9 Departamentos.
d/	 Período 1994: 7 Áreas Metropolitanas más resto urbano.

	 Período 1999 y 210 Áreas Metropolitanas más resto urbano.
e/	 Período 1994 zona Rural: Incluye ciudades con menos de 2000 habitantes elegidas aleatoriamente sin distinción de 

	 actividad económica.

	 A partir de 1998 Zona Rural: Conjunto de viviendas concentradas o dispersas con 1.000 habitantes o menos o entre

	 1.001 y 2.000 habitantes, con menos del 50% de su población económicamente activa, dedicada a actividades secun-

	 darias y/o terciarias.
f/	 Total nacional.

Fuente: cepal: Unidad Mujer y Desarrollo. Sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares de los 

respectivos países.

En el ámbito del trabajo reproductivo, las mujeres tienen una responsabilidad 

desproporcionada. En el año 2002, cerca del 45 por ciento de las cónyuges en la 

región tenían como principal actividad los quehaceres del hogar (cepal, 2002-2003: 

150). Esto a su vez se sigue reflejando en las generaciones más jóvenes: “Entre 

1994 y 2002, más del 48 por ciento de las jóvenes entre veinte y veinticuatro 

años clasificadas como inactivas (es decir, que no accedieron a un empleo o no 

lo buscaron) declararon que el trabajo doméstico era su actividad principal. Entre 

CUADRO 5 (continuación).
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los jóvenes, la causa de la inactividad está dada por los estudios, en un porcentaje 

cercano al 80 por ciento de los casos y de manera mínima por el trabajo doméstico, 

con sólo un 2 por ciento. (ibid.: 152). 

La Encuesta Nacional de Uso del Tiempo del año 2002 en México también 

proporcionó datos relevantes sobre esta situación: en los 10.5 millones de hogares 

en que sólo los varones trabajaban, los hombres dedicaban un promedio de 51 

horas semanales al trabajo remunerado, mientras las mujeres dedicaban 21 horas 

a la limpieza de la vivienda, 20 horas a preparar alimentos, 16 horas al cuidado 

exclusivo de los niños y 10 a lavar y planchar ropa. En los 4.8 millones de familias 

en las cuales ambos cónyuges están insertos en el mercado laboral, los varones 

le dedican a esto 52 horas en promedio cada semana y las mujeres 37. No obs-

tante, ellos destinan 4 horas a la limpieza de la vivienda y ellas 15, ellos 7 horas 

a cocinar y ellas 15.5 horas. Al cuidado de los niños ellos dedican casi 8 horas y 

ellas 12, al aseo y cuidado de la ropa los varones 1.30 y ellas más de 8 horas (Ma-

tarazzo, 2005: 51).

Existe una relación entre la presencia de adultos mayores y las oportunidades 

de trabajo de la esposa o jefa de hogar, teniendo en cuenta la estructura familiar 

y el ingreso. En casi todos los países, las familias son las principales proveedoras 

de asistencia y cuidado para los adultos mayores. Las mujeres esposas en Brasil 

que viven en un hogar en el que hay una persona adulta mayor bajan su participa-

ción en la población económicamente activa del 61.1 por ciento a 56.9 por ciento 

(Sorj, 2004: 21).

La inserción en el mercado de trabajo ha aumentado en América Latina para 

todas las mujeres sin importar las posiciones y roles que ocupen dentro del ho-

gar (esposa, jefa de hogar sola o principal proveedora, hija, etc.). Los estudios 

también muestran que las mujeres solas y que no han formado una familia tie-

nen las tasas más altas de participación laboral, mientras que son las casadas en 

hogares biparentales con hijos dependientes las que presentan porcentajes más 

débiles, por su parte, las que tienen hijos en proceso de crecimiento, los cuales 

se hacen independientes, tienden a volver al mercado de trabajo. Según datos 

de la cepal, la tasa de participación de la población de quince a sesenta años, se-
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gún el número de menores de catorce años en el hogar en zonas urbanas entre 

1994 y 2002, es constante para hombres y mujeres pobres y no pobres (cepal, 

2002-2003: 163).

Las tasas de jefas de hogar han tendido a crecer en toda la región, tanto en 

los hogares pobres como en los no pobres. En nueve de dieciocho países latino

americanos estudiados, la proporción de jefas de hogar en situación de indigen-

cia era claramente superior a la de los jefes de hogar (ibid.: 144) y, en la mayoría 

de los países, los hogares con jefatura femenina presentan también desventajas 

en términos de ingreso per cápita, lo mismo en los hogares pobres que en los no 

pobres.

Las mujeres jefas de hogar enfrentan una situación particularmente complicada 

al respecto de la conciliación entre el trabajo productivo y el reproductivo: según 

datos de zonas urbanas de los dieciocho países de América Latina del estudio men-

cionado, casi 90 por ciento de los hogares con jefatura femenina no tenía cónyuge, 

mientras que en los hogares con jefatura masculina sólo 13 por ciento estaba en 

esa situación. Es decir, los hogares con jefatura femenina para generar ingresos adi-

cionales necesitan recurrir normalmente a hijos o parientes. De igual forma, en los 

hogares con jefatura masculina, existe una mujer que realiza gran parte del trabajo 

reproductivo y, por tanto, no se necesita comprar estos servicios en el mercado. Las 

jefas de hogar para el trabajo de mantenimiento de la casa y cuidado de depen-

dientes precisan, en general, derivar una parte de su ingreso a la compra de esos 

servicios en el mercado o recurrir a hijos, parientes y redes informales si no tienen 

posibilidad para solventar esas necesidades.

Las jefas de hogar, no obstante, tienen poca flexibilidad para decidir no par-

ticipar en el mercado de trabajo remunerado, ya que en muchas ocasiones son 

las principales proveedoras para su grupo familiar. En Brasil, se encontró que las 

jefas de familia sin cónyuge, con o sin hijos, tenían una participación en la pobla-

ción económicamente activa hasta 10 puntos porcentuales más alta que la de las 

mujeres cónyuges. Adicionalmente, mientras que hay un porcentaje de 69.9 por 

ciento de mujeres con cónyuges sin niños que participan en el mercado laboral, 

este porcentaje baja al 60 por ciento para aquellas que tienen personas dependien-

ZarT2 Moreno.indd   130 10/02/09   12:50 p.m.

Derechos reservados



131  Políticas conciliatorias entre los ámbitos productivo y reproductivo en América Latina  n

tes sin la presencia de otros familiares que puedan realizar las tareas de cuidado 

(Sorj, 2004: 16).

La devaluación del trabajo reproductivo se expresa a su vez en las labores do-

mésticas remuneradas: casi 90 por ciento de las personas empleadas en esta ocupa-

ción (cepal, 2002-2003) son mujeres y, de hecho, en algunos países es la principal 

ocupación de las mujeres integrantes de la población activa. El desempeño de este 

trabajo suele realizarse en condiciones precarias, y existe en muchos países una 

excepción a la legislación laboral que permite jornadas más largas y reducción sa-

larial que aquellas estipuladas en el código laboral para la población trabajadora 

en general.

Si vemos el caso de Costa Rica, país que se caracteriza por niveles relativos 

de igualdad más altos que la mayoría de los países de la región, y por disponer de 

una red de políticas sociales y de protección laboral más densa que el promedio, 

tenemos que la situación y condiciones para las empleadas domésticas continúan 

reflejando la degradación experimentada por esta ocupación.

En el 2002 había en Costa Rica 66, 000 mujeres en servicio doméstico, que represen-

taban el 12 por ciento de la población ocupada femenina del país. El 22 por ciento de 

ellas se encontraba en situación de pobreza por ingresos y la mayoría de ellas estaba 

en una situación de alta vulnerabilidad ante la pobreza. De hecho, su ingreso medio 

era de apenas dos veces el salario que limita la línea de pobreza. Se trata, entonces, 

de una de las actividades laborales con mayor concentración de mujeres pobres. Es 

además la actividad laboral más expuesta a la discriminación. El trato discriminatorio 

está legitimado en el mismo Código de Trabajo, donde se establece un régimen laboral 

distinto al del resto de la población trabajadora. Entre los aspectos discriminatorios 

que ese régimen laboral legitima están la jornada de doce horas, el establecimiento de 

tiempos de descanso y días feriados que suman la mitad de los que define el régimen 

laboral “normal”, y la fijación del menor salario mínimo del sector privado. Se ha se-

ñalado reiteradamente que la desvalorización del trabajo doméstico cristalizada en el 

mismo Código de Trabajo es expresión de la desvalorización que existe en el conjunto 

de la sociedad con respecto al trabajo reproductivo (Monge, 2005: 143).
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Políticas y presupuestos de conciliación entre las esferas productiva y 

reproductiva: implicaciones y desafíos a partir de los estudios de país para 

la región

De lo ampliamente revisado hasta aquí podemos concluir lo que sigue.

Las políticas de conciliación entre los ámbitos productivo y reproductivo no han 

entrado de manera consistente y comprehensiva en las agendas nacionales de la 

región. Se han instrumentado medidas parciales con efectos conciliatorios, como 

las secuenciadoras de permiso de maternidad o medidas de atención infantil en 

familias de escasos recursos que pueden dar tiempo a las madres para que traba-

jen. No obstante, la fragmentación de las disposiciones y limitación de su pobla-

ción objetivo indican que la conciliación propiamente dicha no se ha incorporado 

en las agendas de las políticas públicas nacionales y no se ha instalado tampoco 

aún, de manera prioritaria, entre los grupos de la sociedad civil que trabajan en la 

promoción de los derechos humanos, laborales y de ciudadanía, como sindicatos 

y organizaciones de mujeres. Esta situación mantiene un esquema, según el cual 

la responsabilidad del cuidado recae en las familias de acuerdo con la división de 

género, por lo tanto, sobre las mujeres. 

Las investigaciones que versan sobre la intersección del trabajo remunerado y la 

familia muestran que la conciliación abarca la interrelación entre áreas que tradicional-

mente se han estudiado y trabajado de manera individual y aislada, las cuales incluyen 

la legislación, provisión de servicios y presupuestación en materia de pensiones, condi-

ciones laborales, reconsideración del trabajo reproductivo (tanto el remunerado como 

no remunerado), redefinición de sistemas impositivos y de gasto público, horarios es-

colares y de servicios públicos, programas de reducción de la pobreza, programas de 

promoción de la autonomía reproductiva y económica de las mujeres. La promoción 

efectiva de las políticas de conciliación en América Latina y el Caribe exige a su vez, 

reformular cuestiones y conceptos como los de familia, paternidad responsable y ex-

pectativa social del hombre proveedor, realización del derecho a la no discriminación, 

derechos de personas dependientes, desarrollo infantil y superación de la pobreza/

desigualdad, monitoreos y evaluación de impacto de presupuestos y políticas.
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Los estudios de caso por país muestran que un obstáculo constante aducido 

para explicar la dificultad de la conciliación es el hecho de que los horarios de los 

centros de cuidado infantil preescolar y los horarios escolares, propiamente dichos, 

son diseñados sin previa concertación con los horarios laborales, lo que reduce 

la disponibilidad para el trabajo remunerado de las personas que cuidan niños y 

niñas, en general madres u otras mujeres miembros del grupo familiar. Al respecto 

del cuidado infantil preescolar de calidad y accesible, existe además una deficiencia 

endémica en la región para el grueso de la población. Investigaciones de carácter 

internacional muestran que la inversión en este tipo de centros suele tener una alta 

tasa de retorno tanto de cara a la inserción de las mujeres en el mercado laboral 

como para el desarrollo infantil y la prevención del fracaso escolar. 

Existen variaciones importantes en el financiamiento de las guarderías o cen-

tros de cuidado infantil y los permisos de maternidad. Puede observarse un impacto 

diferenciado en la disposición de las empresas para contratar mujeres en función de 

cómo se realiza este financiamiento. Es importante observar y reconocer el carácter 

social de la reproducción y, por tanto, tratar sus costos de manera social a través de 

fondos solidarios generales del presupuesto público para no penalizar a las mujeres 

por el hecho de la procreación.

Existe una deficiencia generalizada en el monitoreo y evaluación de impacto y costo 

de las políticas públicas, así como una amplia necesidad de realizar estudios de costo-be-

neficio de las líneas de trabajo implementadas o las políticas desarrolladas, en particular 

para la conciliación. En los estudios de caso por país llevados a cabo se percibió además 

falta de transparencia en la información presupuestaria de los programas o políticas rela-

cionados con conciliación que se intentaron evaluar y tampoco se encontraron estudios 

de estimación de gasto social desde la esfera privada para paliar los efectos de la falta de 

servicios públicos, como el pago del servicio doméstico, como estrategia de conciliación 

de las familias con poder adquisitivo suficiente ante la falta de servicios públicos.

Las encuestas de uso del tiempo se han revelado de utilidad crucial para obser-

var las tensiones entre las esferas de trabajo remunerado y reproductivo, y las di-

ferencias de género que atraviesan dichas tensiones. No obstante, estas encuestas 

aún no están generalizadas en todos los países de la región y su grado de desarrollo 
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(confiabilidad y sofisticación) es muy desigual. Adicionalmente, en los países en los 

que existen se requiere de un esfuerzo adicional para incorporar sus resultados a 

los diferentes insumos para el diseño de políticas públicas. 

Continúan existiendo valores en algunos colectivos que son contrarios a la 

justicia y equidad de género, en ocasiones promovidos activamente por grupos 

constituidos para la difusión de ideología sobre el cuidado materno como el único 

cuidado bueno, de restricción de información para la planificación familiar y promo-

ción de planteamientos “familistas” que restringen la participación de las mujeres 

en el espacio público y en el trabajo remunerado y contribuyen en la práctica a la 

creación y mantenimiento de una presión considerable para las familias, en particu-

lar para las mujeres y sus dependientes.

Los criterios de corto plazo al respecto de la inversión en conciliación no per-

miten implementar e invertir en planes de desarrollo en el medio o largo plazo que 

cambien las condiciones estructurales de inicio que actúan inhibiendo la superación 

de la precariedad, la pobreza y la desigualdad social y de género. 

Asimismo, la regresividad de los sistemas impositivos en la región impacta ne-

gativamente el volumen de recursos disponibles para la implementación de políticas 

públicas en el tema.

Políticas de conciliación: una cuestión estratégica en la región

Estas experiencias y estudios en América Latina, en considerable coincidencia con 

los estudios realizados en otras regiones, han apuntado con solidez al hecho de que 

la articulación armónica entre las esferas productiva y reproductiva se revela cada 

vez más como un nodo crucial en la teoría y práctica del desarrollo, así como pa

ra el avance de la justicia de género. Si bien los países sobre los que se han llevado a 

cabo las investigaciones y aplicado programas de trabajo en esta temática son muy 

diferentes, los estudios impulsados por la ocde, las experiencias en conciliación que 

han tenido lugar en países europeos, y otros con alto grado del Estado de bienestar, 

pueden ser de considerable utilidad práctica para la región latinoamericana, bajo la 

consideración de que los países desarrollados que han llevado a cabo esta revisión 
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se caracterizan por altos niveles de igualdad (relativos y en comparación con otras 

regiones del mundo). Como se ha expresado con anterioridad, América Latina y el 

Caribe, por el contrario, ostentan índices de desigualdad que se encuentran entre 

los más pronunciados en el mundo.

Si bien el contexto y prioridades de los países en desarrollo son diferentes que 

en los países desarrollados, en un mundo crecientemente globalizado hay cuestio-

nes que abarcan las diversas realidades cuya respuesta a menudo podría ser más 

fácil de encontrar en las interrelaciones entre sociedades y colectivos cuya dinámica 

es marcada por el diferente poder adquisitivo y general de acceso a recursos y au-

tonomía entre otros.

Si nos circunscribimos a América Latina y a la presente coyuntura, podríamos ser 

optimistas en la capacidad y disposición de muchos países de la región para profun-

dizar la temática de conciliación trabajo-familia como un eje vital para el desarrollo 

de los países. En la región, la institucionalidad para el avance de la igualdad entre 

mujeres y hombres se ha fortalecido y profesionalizado en la última década en la 

gran mayoría de los países. Uno de los temas eje que ha guiado esta institucionalidad 

en los gobiernos de la región es la independencia económica de las mujeres. Ade-

más, los gobiernos declaran como una de sus prioridades de acción la lucha contra 

la pobreza, en gran parte vinculada con el trabajo informal y precario, con políticas 

que apunten a transformaciones estructurales con impacto sostenible. Las políticas 

públicas de conciliación entre los ámbitos productivo y reproductivo se insertan en 

el núcleo de ambas problemáticas, por lo que las instituciones nacionales de diversos 

países consultadas para la realización de estas investigaciones han manifestado que 

consideran esta área de trabajo como extremadamente relevante para el avance de 

la equidad entre hombres y mujeres, así como para la lucha contra la pobreza. 

En este sentido, se observa un amplio consenso en la región sobre la necesidad 

de avanzar tanto en la investigación sobre la situación concreta de los países al res-

pecto de conciliación entre trabajo productivo-reproductivo, como en la definición 

colectiva de propuestas adaptables a sus sociedades y culturas, que a su vez tengan 

un potencial transformador sobre organizaciones sociales de producción que penali-

zan seriamente a las mujeres y a las personas pobres en su disponibilidad de tiempo, 
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recursos económicos, autonomía reproductiva, etc. Estas propuestas tenderían al ob-

jetivo clave de facilitar la incorporación de la perspectiva de género en la promoción 

de políticas y presupuestos públicos para la conciliación entre las áreas productiva y 

reproductiva, a través de la revisión de las políticas laborales, así como de autonomía 

reproductiva, leyes de previsión social y sistemas de cuidado de dependientes. 

La sostenibilidad de una iniciativa en esta dirección requiere del apuntalamien-

to de la perspectiva en una amplia gama de organizaciones, así como el desarrollo y 

fortalecimiento de un debate en centros académicos, universidades, departamentos 

gubernamentales, sindicatos y organizaciones patronales. Para ello, será pertinente 

profundizar en la investigación aplicada sobre políticas y presupuestos de concilia-

ción entre esferas productiva y reproductiva. 

El trabajo en esta temática de conciliación entre los ámbitos productivo y re-

productivo requeriría también que esta área forme parte de las de investigación 

aplicada —incluyendo modelos econométricos y de proyección—, prioritarias para 

el desarrollo de políticas públicas en la región, promoviendo la profundización de 

una cultura de derechos en la que tenga cabida una economía del cuidado que pro-

mueva y respete valores de solidaridad. Estos valores no redundarían únicamente en 

beneficio de las personas que actualmente ejercen de “cuidadores”, especialmente 

las mujeres, sino que tendrían un impacto positivo en la cohesión de la sociedad 

en su conjunto. Los Estados de bienestar surgieron a partir del reconocimiento de 

que ni las familias ni el mercado pueden proveer todo el cuidado necesario en las 

sociedades humanas. A partir de ello y a pesar de la observación de algunas fallas 

en los sistemas de bienestar disponibles en muchos países, por graves obstáculos 

impuestos para la equidad entre hombres y mujeres en el marco de profundas y 

crecientes desigualdades, la tendencia más razonable parece ser la mejora prudente 

de los sistemas de bienestar social. Una vía de avance importante sería realizar esto 

de acuerdo con las nuevas condiciones sociales y económicas existentes, respetando 

la legítima demanda de las mujeres de que el trabajo de cuidado, la recompensa 

económica por el trabajo, la previsión social y el reconocimiento por las actividades 

realizadas —ya sean éstos dentro de los ámbitos productivo o reproductivo— se 

distribuyan homogéneamente entre mujeres y hombres.  n
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Introducción

 

Este trabajo se propone reexaminar, desde la perspectiva de género, el concepto 

de estrategias de supervivencia, aplicándolo a una investigación, con la finalidad de 

analizar las estrategias de las mujeres en situación de pobreza en México. Luego 

de un recorrido por las diferentes estrategias de dichas mujeres para acceder a 

beneficios de educación, salud y trabajo, se llamará la atención sobre el rol de inter­

mediación femenino en los programas sociales, en un contexto en el que se ha 

modificado el rol masculino asociado tradicionalmente de manera exclusiva a la pro­

visión del bienestar económico del hogar.

Para lograr estos cometidos, realizaré una breve recapitulación del modo en 

que se utilizó el concepto de estrategias de supervivencia en América Latina duran­

te mediados de los años setenta y los ochenta. Propongo que éste se ha movido en 

una tensión entre los niveles analíticos de agente (nivel micro) y de estructura (nivel 

macro), enfatizando la acción de las mujeres en las unidades familiares como parte 

de las estrategias de reproducción de las mismas. 

Subsecuentemente, aplicaré este concepto en una investigación reciente, la 

cual indagó las estrategias de supervivencia de mujeres en situación de pobreza, 

comparando a las que forman parte de programas de superación de la pobreza 

(Oportunidades y Fommur), por un lado, y aquellas fuera de la intervención pú­

¿Princesa salva a príncipe? Supervivencia, género y políticas de 

superación de la pobreza en México*

Gisela Zaremberg

*	 Esta investigación fue financiada por el Fondo Sectorial Conacyt-Inmujeres.
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blica, por el otro.1 En este punto cuestiono si la política social de superación de la 

pobreza ha potenciado un rol de intermediación de los beneficios, que indica a las 

mujeres “salvar y promover” a la familia (incluidas ellas mismas, sus hijos y el cónyuge 

si lo hubiere) y si los hombres, enfrentados a un debilitamiento de su rol tradicional 

de proveedores, se encontrarían excluidos de asumir un papel significativo en los pro­

gramas de superación de la pobreza. Aquí se argumenta que este posible rol de las 

mujeres dentro de la política social muestra simultáneamente aspectos positivos y ne­

gativos. Se plantea que, por un lado, las transferencias en efectivo aumentan la inde­

pendencia de las mujeres con respecto a los ingresos aportados por los hombres. Esto 

se suma a una alta valoración de estas mujeres con respecto a la previsibilidad que 

ofrecen dichas transferencias en contextos altamente expuestos a los vaivenes de la 

supervivencia. Sin embargo, estos avances coexisten simultáneamente con una visión 

del papel de las mujeres, ligado al rol maternal de cuidado de los hijos y el hogar.

Para exponer estos argumentos, desarrollaré dos secciones. La primera se en­

cargará de reexaminar el concepto de estrategias de supervivencia a la luz de dos 

vertientes que hemos denominado como la “demográfica” y la “antropológica”, así 

como de ubicar temporalmente el desarrollo del concepto en un periodo intermedio 

entre la mitad de los años setenta y fines de los ochenta. Sitúo dicho lapso entre el 

auge de una perspectiva sobre la pobreza que puso énfasis en la marginalidad (años 

sesenta) y otra que puso de relieve, por el contrario, las diferentes capacidades de 

los individuos para lograr lo que valoran realizar (años noventa). En este contexto, 

pondré de relieve la potencialidad mediadora del concepto de estrategias de super­

vivencia y las posibilidades que brinda al análisis desde una perspectiva de género.

En una segunda sección, exploraré las estrategias de supervivencia de las mu­

jeres comparando grupos que han recibido programas de superación de la pobreza 

1	 El programa Oportunidades, dependiente de la Secretaría de Desarrollo Social (Sedesol) mexicana, se 

enfoca en la transferencia de ingresos para incentivar la educación, la salud y la alimentación, con el 

fin de promover el desarrollo de capacidades de las familias en extrema pobreza en México. El Fondo 

de Microfinanciamiento a Mujeres Rurales (Fommur), manejado por la Secretaría de Economía, se 

ocupa de apoyar con microcréditos a las mujeres en situación de pobreza en México.
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(Oportunidades y Fommur) con grupos que no han sido beneficiados. En esta sec­

ción, importa especialmente destacar la conexión entre lo macro y lo micro alu­

diendo a un cambio de roles entre mujeres en el contexto familiar que superpone 

viejas funciones y divisiones del trabajo con nuevas distribuciones de papeles y ex­

pectativas. Un análisis adecuado y cuidadoso de estos cambios es fundamental para 

introducir la perspectiva de género en las políticas de superación de la pobreza, de 

forma que puedan generarse condiciones equitativas entre hombres y mujeres.

Una nueva mirada al concepto de estrategias de supervivencia

El contexto de aparición del concepto

El concepto de estrategias de supervivencia cobró auge entre dos épocas, en las 

que predominó en América Latina una perspectiva diferente sobre la pobreza. En 

la primera, durante los años sesenta y principios de los setenta, los estudios enfati­

zaron aspectos relacionados con la marginalidad y sus conexiones con los procesos 

macroeconómicos y sociales de los países latinoamericanos y de la región en su 

conjunto. La segunda época, ubicada a fines de los ochenta y durante los noven­

ta, puso el acento, desde una perspectiva tendiente a lo micro, en las diferentes 

capacidades y activos individuales para superar la pobreza. En medio de estas con­

cepciones divergentes, el desarrollo del concepto de estrategias de supervivencia 

puede verse como un intento de recuperar una dimensión intermedia que conecta 

las acciones individuales con los procesos macro contextuales.

Durante los años sesenta y principios de los setenta, la discusión sobre la pobre­

za se centró en la marginalidad. Esta perspectiva enfatizaba cómo las limitaciones 

macroestructurales al desarrollo imponían dicho resultado social. Podemos detectar 

a su vez, dos vertientes dentro de dicha perspectiva. Una, relacionada con diversas 

acepciones de la teoría marxista, enfocaba su análisis en los procesos de depen­

dencia y en cómo los mismos generaban desigualdades intra e internacionales en 

la región. Así, la incorporación dependiente de las economías latinoamericanas, 
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caracterizada por un creciente deterioro de los términos de intercambio, producía 

una división del trabajo internacional que generaba una posición de desventaja 

para la región. Como resultado de esta situación, las sociedades latinoamericanas 

presentaron sectores agrícolas en creciente pauperización, lo cual generó procesos 

de migración a las zonas urbanas —como un ejército de reserva obrero de un sector 

industrializado que seguía los patrones de un deficiente proceso de sustitución 

de importaciones—. Con mayor o menor cuidado en los matices, dentro de esta 

perspectiva, algunos estudiosos propusieron diferentes tipologías de dependencia 

por nación.2

Por otra parte, y englobado en este mismo énfasis en la conexión con los pro­

cesos macroestructurales y sus consecuencias para la marginalidad, otra vertiente 

situaba la atención en cómo ciertos sectores quedaban inmersos en patrones socia­

les y culturales tradicionales fuera del proceso de modernización. Sustancialmen­

te, se puso de relieve cómo el efecto de la rápida urbanización constituía un sector de 

la población con bajos niveles de acceso a la vivienda, a los servicios básicos y/o al 

trabajo. Ello acompañado de una pervivencia de patrones culturales “tradicionales” 

(ligados al contexto agrícola de los recién migrados), vistos como “valores” que 

reproducían la relación caudillo (o cacique)-cliente. De acuerdo con este punto de 

vista, los mismos dificultaban la incorporación de las masas migrantes a la política 

moderna, entendida en función de un estatus ciudadano contrapuesto a las ads­

cripciones caudillistas o clientelares.3

2	 Especialmente influyentes fueron los trabajos que diferenciaron entre países que se encontraban 

inmersos en una economía de enclave (por ejemplo, los centroamericanos), en la cual el proceso eco­

nómico y social giraba en torno a un monoproducto y a una monolítica elite política, mientras que 

otros países (como Brasil, Argentina y México) podían caracterizarse por una economía que presen­

taba una relación más compleja entre sector agrario e industrial, circunstancia que generaba diversos 

procesos de estratificación de la sociedad. Ello se traducía, a la vez, en una relación más compleja 

entre elites políticas dirigentes y clases subordinadas (véase Cardoso y Faleto, 1971).

3	 En este campo, los estudios de Gino Germani (1968; 1971), de Lipset (1968) y algunos aspectos de 

los trabajos de Almond y Verba (1965) buscaron contribuir a la explicación de los fenómenos macro­

políticos (como el populismo) con base en este proceso de construcción cultural ligado al fenómeno 

de la rápida y deficiente urbanización.
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En el polo opuesto, para la década de 1990, las discusiones sobre pobreza se 

movieron en otros terrenos. El auge de la perspectiva utilitarista, asociada con la 

economía neoclásica y del individualismo metodológico relacionado con las teorías 

de elección racional y la elección pública, impregnó el espíritu de las reformas del 

Estado que se extendieron a lo largo de la región durante dicha década. Esta pers­

pectiva insistió en que las políticas públicas debían centrarse en las preferencias, ha­

bilidades y oportunidades de los individuos cuyas transacciones llegarían a puntos 

de equilibrio en el mercado. De esta manera, se pasó de un enfoque centrado en la 

oferta estatal a otro centrado en la demanda de los individuos.4

Algunos autores se enfrascaron en una profunda discusión con los mencionados 

presupuestos utilitaristas e influyeron en la conceptualización de la pobreza y en las pre­

misas para su medición. Sin duda, uno de los debates más importantes fue el que 

protagonizaron John Rawls y Amartya Sen.5 Sin intentar abarcar en estos párrafos 

la profundidad de la obra de los autores mencionados y sus efectos sobre la política 

pública, lo que nos interesa destacar aquí es que en conjunto, atravesando complejos 

matices y discusiones, el debate sobre la pobreza se trasladó durante los años noven­

ta —en comparación con los años sesenta— a un nivel más micro fundamentado. 

4	 La explicación detallada de la influencia de estas teorías excede los marcos de este artículo. Como breve 

referencia a ello, aquí podemos sintetizar que tanto la teoría de la elección pública (tep) como la de 

elección racional han construido una posición particular en relación a tres tensiones temáticas frecuen­

tes en las ciencias sociales: la tensión macro-micro, agente-estructura y normativo-denotativo. En 

relación con lo primero, la tep ha construido una teoría microfundamentada en la acción individual, 

analizando a partir de allí los procesos y reglas de decisión por medio de los cuales se arriba a resulta­

dos colectivos. Sobre lo segundo la tep pone el énfasis sobre la agencia y no sobre las constricciones 

de las estructuras. Y en lo que concierne a lo tercero, podemos decir que ésta busca evitar cualquier 

posición teórica o metodológica que se acerque a una “filosofía de la identidad”, en la cual, según 

Popper (1963), se produce la identificación de la realidad con la razón reforzando versiones teleoló­

gicas de los procesos sociales o, más simplemente, contribuyendo a confundir los deseos e intereses 

de ciertos autores con el estatus de las predicciones científicas.

5	 Entre las discusiones más destacadas entre estos autores se encuentra la que gira en torno a la idea 

de bienes primarios. Rawls propuso, entre otras cosas, utilizar el concepto de bienes primarios para 

aplicar el principio de diferencia, el cual especifica que las desigualdades sociales y económicas deben 

satisfacer dos condiciones: a) estar asociadas a despachos y posiciones abiertas a todos en condicio­
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A partir de la mitad de los setenta y hasta fines de los ochenta, cobró auge 

el concepto de estrategias de supervivencia. Sin constituirse en un cuerpo teórico 

acabado ni altamente sistematizado como los anteriormente expuestos, constituyó 

un intento que vale la pena reexplorar. Inicialmente tomó fuerza en el Cono Sur, 

en un contexto de dictaduras, crisis económicas y crisis del rol del Estado frente a la 

economía y la sociedad, y más tarde se extendió hacia otros países (como México, 

Ecuador y Venezuela). En este marco, los estudiosos se preguntaron qué acciones 

implementaban las unidades familiares de los sectores pobres para enfrentar dichas 

situaciones de profundas crisis. De forma explícita o implícita con esta pregunta en 

mente, indagaron cómo se desplegaban las prácticas de los miembros de las fami­

lias pobres, al tiempo que analizaban cómo las mismas reproducían una “formación 

social” e inclusive determinados “estilos de desarrollo”.

	 El siguiente apartado abunda sobre las denominadas versiones “demo­

gráfica” y “antropológica” del concepto, del potencial mediador del mismo entre 

los niveles micro y macro, y finalmente expone sus contribuciones a un análisis con 

perspectiva de género.

Estrategias de supervivencia: las versiones “económico-demográfica” 

y “antropológica”

Para entender el sentido mediador que extraemos del reexamen del concepto 

de estrategias de superviviencia, tenemos que considerar el cuerpo de trabajos que 

nes de igualdad de oportunidades y b) el principio de diferencia, que funciona para mayor beneficio 

de los miembros menos aventajados de sociedad. Para Sen, la propuesta rawlsiana de los bienes 

primarios resulta insuficiente, ya que una persona menos capaz o menos dotada para usar un bien 

primario está en desventaja con respecto a otra que tiene más capacidades, aunque ambas tengan la 

misma dotación de bienes primarios (Sen 1992: 165).

			  Para ampliar los datos sobre esta discusión, véase Sen (1997; 2000; 1976 y la excelente reco­

pilación de sus artículos en el año). Sobre Rawls, véanse 2001; 1999; 1985; 1982; 1971. Para una 

recopilación en español de aspectos y autores importantes en el debate Sen-Rawls, véase Valdés y 

Zaremberg (2004).
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utilizó el concepto como un conjunto no monolítico, inacabado y, en ocasiones, al­

go impreciso, en el cual se conjugaron de manera más o menos simultánea una 

preocupación por las estrategias familiares de subsistencia (como ejes que permi­

tían observar la reproducción de un grupo social y con ello la reproducción misma 

a nivel macro de un determinado sistema económico social) y la observación de las 

peculiaridades e inventiva de los sujetos en situación de pobreza desde la perspectiva 

de los propios actores. En esta conjunción, fueron fundamentales las categorías de 

reproducción social, la de familia y la de redes o relaciones cercanas a la familia que 

permitían el intercambio y la subsistencia. La categoría de reproducción social funcio­

nó como el nexo privilegiado que permitía plantear las conexiones con la condiciones 

macroestructurales.

	 De esta manera, el trabajo pionero de Duque y Pastrana (1973), que anali­

zaba las formas de supervivencia de sectores pobres en Santiago de Chile, estipuló 

las conexiones entre dichas estrategias y el contexto económico, y estableció que las 

“estrategias objetivas de subsistencia económica” se referían a “la reordenación de 

funciones al interior de las unidades familiares, enfatizando la participación econó­

mica de todos o la mayoría de los miembros componentes: la madre, los hijos ma­

yores y menores, los allegados y aun los miembros consanguíneos próximos”. Éstos 

constituían un “ejército de reserva” que podía movilizarse en cualquier momento 

para enfrentar las situaciones que afectaran el consumo familiar. Simultáneamente 

se presentaba una tipología que intentaba relacionar cada clase social a un tipo de 

organización y vida familiar.

En 1978, la reunión en México del Programa de Investigaciones sobre Pobla­

ción en América Latina (pispal) amplió los alcances del concepto al englobar dentro 

de las estrategias de supervivencia no sólo los comportamientos relacionados con 

la reproducción material, sino también los referidos a la reproducción biológica. De 

esta manera, la noción adquirió una vertiente demográfica importante.6

6	 En esta línea, los trabajos de Susana Torrado (1981) resultan significativos. Esta autora recorre una 

serie de procesos, con la intención de vincular la reproducción material y la biológica, como: la pro­
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La intención de conectar las esferas de producción y reproducción social y eco­

nómica se explicita claramente en los trabajos de Susana Torrado, quien concede 

prioridad al estudio de la relación entre estilos de desarrollo y estrategias familiares.7 

Desde su perspectiva, las estrategias familiares de vida se refieren al “conjunto de 

comportamientos a través de los cuales las unidades familiares o domésticas tratan 

de optimizar sus condiciones de vida, dadas ciertas determinaciones estructurales 

(condición socioeconómica) y coyunturales (políticas públicas) (Torrado, 1982: 3). 

El estudio de las mismas debía relacionarse con los estilos de desarrollo, entendidos 

como “estrategias de acción —esencialmente públicas— que, siendo políticamente 

dominantes en una sociedad concreta, se relacionan con los factores fundamenta­

les del desarrollo económico y social” (Torrado, 1982: 3). 

Así, las unidades familiares se transformaron en una categoría de análisis que 

relacionaba un contexto macroestructural con las decisiones y relaciones de los 

individuos que componían una familia, en el nivel micro social. Con un acuerdo 

básico acerca de que la familia era el lugar donde se llevaban a cabo los procesos de 

reproducción cotidiana y generacional, surgieron diversas discusiones en torno al 

concepto mismo de familia (véanse Borsotti, 1978; Argüello, 1981; Feijoo y Ramos, 

1982; Jelin, 1984). De ellas nos importa rescatar, por un lado, las discusiones en 

torno a la autonomía relativa de las acciones implementadas en la unidad familiar 

con respecto al macro contexto, y, por otro, los debates que prevenían acerca de 

una definición demasiado formal del término “familia”, cuando simultáneamente 

se observaba la importancia de las redes de parentesco extensas y de vecindad en 

las estrategias de supervivencia de los sectores pobres. 

Estas discusiones mostraban los conflictos que surgían al intentar conectar los 

niveles sociales micro y macro, pero también reflejaban una serie de planteamientos 

creación, el ciclo de vida familiar, la división del trabajo familiar, la organización del consumo familiar, 

la cooperación extrafamiliar, la migración laboral, etc. (Ixtacuy López, 1985: 7).

7	 Nótese que esta autora propuso el concepto de estrategias familiares en lugar del de estrategias 

de supervivencia. Dicho concepto planteó analizar las estrategias de las familias de todas las clases 

sociales para ligarlas con los mencionados estilos de desarrollo.
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que provenían de un conjunto de trabajos más ligados a la antropología. En este 

sentido, estos trabajos recogían la experiencia de estudios antropológicos sobre 

la pobreza, como los de Oscar Lewis (1961; 1968), que enfatizaban la capacidad 

de los pobres para valerse por sí mismos por medio del logro de la organización 

comunitaria, o los de Hart (1973) que ponía de relieve las capacidades y estrategias 

de los pobres para innovar en la generación de ingresos en el sector informal de la 

economía.

En América Latina, las mencionadas crisis económicas y políticas llevaron a los 

sectores pobres (muchas veces denominados populares) a la generación o fortaleci­

miento de acciones colectivas, como las ollas o comedores populares, cooperativas 

de abasto, asociaciones en defensa de la vivienda, etc., estrategias que se asenta­

ban en redes de reciprocidad social y política preexistentes.8

Llegados a este punto, estamos en condiciones de destacar las posibilidades 

que el concepto de estrategias de supervivencia abrió al análisis desde la pers­

pectiva de género. Estas posibilidades se concentran en dos puntos. El primero, 

advierte que el énfasis en las unidades familiares dio visibilidad a una serie de 

temas que se hallaban relativamente sumergidos. Por ejemplo, el estudio de la 

familia como unidad de recursos llevó a valorar la producción y el trabajo do­

mésticos llevado a cabo en su mayoría por mujeres (véase Feijoo y Ramos, 1982) 

y también permitió observar la importancia del trabajo femenino en el merca­

do informal de trabajo para garantizar la reproducción de la unidad familiar. Al 

mismo tiempo, permitió observar las diferencias entre géneros en relación con 

decisiones relacionadas con temas diversos como la fecundidad, el cuidado de la 

salud (especialmente de niños y ancianos) y las inequidades entre niños y niñas 

en el acceso a la educación.

8	 Los estudios de Larissa Lomnitz (1978) son representativos de esta vertiente. De acuerdo con esta 

autora, “los mecanismos de supervivencia de los marginados comportan la totalidad de su sistema 

de relaciones sociales de asistencia mutua […] las que representan parte de un sistema económico 

informal, paralelo a la economía de mercado, que se caracteriza por el aprovechamiento de los recur­

sos sociales y que opera en base al intercambio recíproco entre iguales” (Lomnitz, 1978: 12).
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Por otra parte, el estudio de las estrategias de supervivencia en los niveles de 

redes de parentesco y vecinales hizo evidente el papel fundamental, pero silencioso, 

llevado a cabo por las mujeres de sectores populares para la creación y el sosteni­

miento de dichas redes. En términos de Ursula Oswald:

se trata de la enorme carga de trabajo y explotación que recae sobre la mujer. Ella es 

una pieza clave en las estrategias de supervivencia, no sólo en cuanto a que aporta 

recursos monetarios al presupuesto familiar, se encarga de conseguir los ingredientes 

para elaborar la comida […], sino que es también la pieza clave en la organización social 

del barrio y en las expresiones de inconformidad ante las políticas (Oswald, 1991: 35).

El concepto se conjugó de manera importante con los esfuerzos por dar visi­

bilidad a la acción de las mujeres y por poner de relieve en la agenda académica 

y de políticas públicas una serie de inequidades de género existentes a nivel de la 

unidad familiar. Al mismo tiempo, constituyó un esfuerzo dedicado y rico en torno 

a las posibilidades de indagar las conexiones entre los procesos macroestructurales, 

los niveles meso (redes de parentesco y vecindad) y los niveles micro (decisiones, 

habilidades e innovaciones de los agentes involucrados en la unidad familiar). A 

continuación, propondremos una aplicación del concepto de estrategias de super­

vivencia que enfatiza la perspectiva de género y que puede dar cuenta de las po­

tencialidades del mismo para realizar relaciones entre los niveles de análisis macro, 

meso y micro. 

La aplicación del concepto

Breve referencia a las características de la investigación

La investigación sobre la que aplicaremos el concepto de estrategias de superviven­

cia fue realizada en grupos focales de mujeres pertenecientes a dos conglomera­

dos: uno, denominado como grupo bajo programa estuvo compuesto por mujeres 
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beneficiarias de los programas Oportunidades y Fommur, otro, llamado fuera de 

programa, estuvo compuesto por mujeres de sectores pobres que no pertenecieran 

a ningún programa de superación de la pobreza impulsado por el nivel federal. Los 

estados incluidos en la muestra fueron Oaxaca, Guerrero, Puebla y el Estado de 

México.9 La muestra cualitativa construida se concretó a nivel de localidades. Como 

la selección de la misma se basó en el criterio contrafáctico que guió esta investi­

gación (mujeres incluidas y excluidas de intervención pública federal —Fommur y 

Oportunidades—), las localidades fueron seleccionadas según reportaran o no la 

presencia de tales iniciativas.10 Se eligieron por cada estado cuatro localidades, dos 

que denominamos como fuera de intervención pública y dos en las que ésta exis­

tiera (una con Oportunidades y otra en la que se implementara Fommur); esto es, 

se seleccionaron cuatro localidades por estado, para realizar cuatro grupos focales 

en cada uno. 

La mitad de los grupos focales por estado estuvo compuesta por mujeres que 

están incluidas en programas y la otra mitad, por mujeres que no lo están. Debido 

a que el concepto de estrategias de supervivencia considera importante la unidad 

familiar, se realizaron entrevistas a los esposos o compañeros que residieran en la 

región. Además de los grupos focales, también se realizaron encuestas breves a las 

mujeres que participaron en los mismos.

Para seleccionar las localidades, se procedió a armar dos grupos por estado. 

Para asegurar homogeneidad en la selección, ambos grupos se constituyeron sólo 

9	 El criterio para el elegir estos estados se basó en el Índice de Desarrollo Humano. Se tomó como 

límite de selección la mediana. Una vez elegido este límite, se eligieron dos estados que estuvieran 

en los niveles superiores (más cercanos a la mediana) y dos que estuvieran en los índices inferiores. 

Se consideró aquí también la posibilidad de seleccionar Chiapas. Sin embargo, se descartó por las di­

ficultades operativas para acceder a localidades bajo programa y por las peculiaridades sociopolíticas 

que imperan en dicho estado, lo que habría hecho intervenir un nivel de heterogeneidad superior al 

deseado.

10	 Si bien el formato de la investigación se basa en una pregunta contrafáctica (¿qué pasaría con las 

estrategias de supervivencia de las mujeres sin la intervención de programas de superación de la 

pobreza?) no se implementó un modelo cuasi experimental por las características cualitativas del 

diseño.

ZarT2 Zaremberg.indd   149 10/02/09   12:50 p.m.

© Flacso México



150 n  Gisela Zaremberg

con base en municipios que estuvieran incluidos en microrregiones. Como para 

Oportunidades se contaba con información a nivel de municipio, la elección se hizo 

en una primera etapa con base en este nivel y luego se procedió a seleccionar una 

localidad en el campo. Debe mencionarse que Oportunidades generó dificultades 

para la formación del grupo denominado como fuera de programa, por dos razo­

nes. La primera se relacionó con su amplia cobertura. Esta situación nos dejaba muy 

pocos casos por estado para ser incluidos en el grupo denominado como “fuera de 

programa” que cumplieran con tres criterios de selección: pertenecer a una micro­

rregión, no tener Fommur y tampoco Oportunidades.

Cabe señalar, en segundo lugar, que la cobertura del programa avanzaba a 

medida que realizábamos el trabajo de campo. Frente a esta realidad, se decidió que 

el grupo denominado fuera del programa incluyera también municipios en los 

que Oportunidades funcionara, aunque en baja proporción (menos del 40 por 

ciento). Con un promedio de seis municipios por estado, bajo el grupo denomi­

nado como “fuera de programa” procedimos a realizar un sorteo para seleccionar 

sólo dos municipios “sin programa”. A partir de esto nos transportamos al munici­

pio seleccionado y a partir de información cualitativa elegimos una localidad en la 

que no hubiera gran cantidad de beneficiarios de este programa. Acto seguido, nos 

aseguramos que los grupos focales convocaran en estas localidades sólo a mujeres 

que no estuvieran incluidas en Oportunidades. Al iniciar los grupos focales se aplicó 

una pequeña encuesta a las mujeres participantes y se hicieron entrevistas a los 

esposos o compañeros de las mismas.

Finalmente, nos interesa precisar el modo en que operacionalizamos el con­

cepto de estrategias de supervivencia. Dado que privilegiamos el potencial me­

diador del concepto, establecimos tres dimensiones. La primera, a nivel micro, 

contempló las capacidades individuales de las mujeres y el resto de los integrantes 

de la unidad familiar para enfrentar la situación de pobreza. Se prestó especial 

atención a las capacidades relacionadas con la educación. En este nivel se reveló tam­

bién la presencia de diferentes generaciones y se indagó por las trayectorias de vida 

de las participantes en la muestra. La segunda dimensión abarcó los aspectos de 

redes de reciprocidad y de capital social. Como tercera dimensión, las conexiones 
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con el nivel macro se realizaron estableciendo relaciones entre datos estadísticos 

descriptivos y datos cualitativos recabados. En este capítulo recorreremos especial­

mente la primera dimensión, a nivel micro, intentando delinear algunas conexiones 

con el nivel macro. 

El nivel micro y sus conexiones con los proceso macro

Educación

Con respecto a la educación, una de las inferencias más generalizadas que pode­

mos extraer, tanto en aquellas entrevistadas fuera como dentro de programa, es 

el alto valor que le atribuyen las mujeres y los hombres, tanto para las niñas como 

para los niños. En primera instancia, la educación se ve principalmente como un 

medio para dejar de ser “campesino”:

Lo primero: la escuela, para que alcancen una profesión porque ruralmente no puede 

uno alcanzar nada (GF San Simón).11

Pero con gran sacrificio saqué adelante a mis hijos, ahora ya no son campesinos como 

yo, ellos buscan la manera y lo hacen de otra manera, como usted, como otra gente, 

porque tuve un hijo que también estudió en la universidad que es contador público 

(E San Felipe).

Sólo en una localidad (Pilcaya, estado de Guerrero, fuera de programa) se 

mantenían ideas tradicionales respecto a la diferencia de educación entre niños 

y niñas con el argumento de que en estas últimas no vale la pena invertir en sus 

estudios porque los abandonan para casarse. En el resto de los grupos focales 

11	 GF se refiere a grupo focal y ha sido dicha por alguna de las mujeres participantes. Se agrega al lado 

la mención a la localidad en la que se realizó el grupo focal. E se refiere a entrevistas realizadas a 

esposos e IC a informantes clave.
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realizados en los estados, se advirtió una alta valoración de la educación para 

niñas y niños. Sin embargo, lo que resulta realmente interesante es la justificación 

que legitima la necesidad de educación para las niñas en comparación a los niños. 

Llama la atención que la misma mezcla roles tradicionales con nuevas expectativas 

para las generaciones de niñas venideras. De esta manera, la principal justificación 

para aceptar que niñas y adolescentes estudien es la de estar preparadas por “si 

el marido falla”:

Yo les hablo que se preparen en algo, aunque sea coser algo, que agarren un oficio 

de costura, o belleza, algo así, pero que sepan hacer algo porque, como les digo a mis 

hijas: si ustedes se casan no sabemos qué marido les toque (GF Vista Hermosa).

Tener un poco de decisiones, porque el día de mañana una mujer que no trabaje qué 

pasaría si el esposo se enferma o se separan, de dónde van a sacar para salir adelante 

(GF Xayacatlán).

Que se preparen en algo […] ¿qué tal si el marido les sale flojo? Pues ella ya va a saber 

hacer algo (GF San Simón).

Las posibilidades de que el marido “falle” se ubican en los siguientes rubros: que 

“le entre al vicio”, “que salga flojo”, que “se vaya a Estados Unidos” (y se pierda el 

contacto) y, finalmente, es muy importante la percepción generalizada de las mujeres 

en relación con que el marido puede ser muy trabajador pero de todas maneras lo 

que aporta al mantenimiento del hogar no alcanza (volveremos sobre esto).

	 Por otra parte, la alta valoración de la educación para las niñas se muestra 

también en los relatos que las entrevistadas mayores hacen de su propia trayectoria 

de vida. Aquí también se valora la educación en relación (y oposición) con el casa­

miento. Cuando les preguntamos a las mujeres, si pudieran volver el tiempo atrás, 

qué harían diferente, la respuesta más común fue “no me casaría”, esto en contra­

posición a que les hubiera gustado estudiar (como hecho excluyente al casamiento). 

En este mismo sentido, las mujeres casadas entre los quince y los dieciocho años 
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insistieron en que les transmiten a sus hijas que posterguen el casamiento para 

poder estudiar:

Si pudiera cambiar las cosas yo seguiría estudiando, prepararme y ya no me casaría 

[risas] (GF Vista Hermosa).

Yo me casé a los quince, tú cásate a los veinte (GF Vista Hermosa).

“Mejor no me hubiera casado […] Hubiera sido más despierta, hubiera trabajado más 

para lograr mi anhelo y haber sido una profesionista (GF Altepeji).

Es importante observar que en el caso de las mujeres el matrimonio es visto 

como una opción excluyente para progresar en los estudios. Por eso, la opción a la 

que apelan las madres es la de transmitir a las hijas que “esperen para tener novio” 

(GF San Miguel). 

Como veremos en el próximo punto, la educación es altamente valorada por­

que se concibe como un medio para lograr estabilidad. Se busca “ser profesionista” 

porque se prevé que con ello se obtendrán recursos monetarios en un medio carac­

terizado por la alta volatilidad de los mismos. 

En este contexto, se puede inferir una diferencia sutil entre las mujeres ubica­

das bajo programa con respecto al grupo fuera de programa. Las primeras han am­

pliado sus horizontes de expectativas con respecto al grado de estudios que pueden 

alcanzar sus hijos (incluidas las niñas). Estas mujeres ya pueden prever que sus hijas 

terminarán la secundaria y están preocupadas por cómo hacer para que continúen 

la preparatoria (como horizonte de mínima). En cambio las últimas (fuera de pro­

grama) tienden a acortar ese plazo. Están aún preocupadas por el término de la 

secundaria y la conclusión de la preparatoria aparece como mucho más lejana y en 

varios casos presentan discursos con mayores componentes de resignación (“los 

ayudamos como podemos, pero si no podemos, no podemos”). 

En conexión con ello, la cuestión de la previsibilidad en la obtención de re­

cursos es un elemento central que preocupa a las mujeres y constituye un punto 
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de inflexión crucial en las estrategias de supervivencia de la unidad familiar. Esta 

preocupación de las mujeres se presenta en un contexto de cambio en el rol de 

proveedor tradicional asumido por los hombres, especialmente en el medio rural. 

Las próximas secciones abundan sobre ello.

Trabajo: recursos monetarios y no monetarios de subsistencia

En los aspectos relacionados con las actividades laborales emprendidas por las mu­

jeres, unos de los puntos que más sobresale ha sido el de la enorme diversificación 

de tareas de las que se ocupan para contribuir o incluso liderar el mantenimiento de 

las unidades familiares. Ello en un macrocontexto en el que el rol de proveedores, 

tradicionalmente en manos de los hombres, ha ido reduciéndose, especialmente en 

relación con los ingresos plausibles de obtener vía la actividad agropecuaria.

Las referencias a esta situación fueron profusamente reiteradas por las mujeres 

de los grupos focales y reforzadas por las entrevistas de control hechas a los espo­

sos residentes en la región:

En la casa hacemos de mujer y hombre y nos sentimos orgullosas porque lo sabemos 

hacer y les podemos ayudar también y le tenemos que ayudar, lógico, porque ellos ahora 

sí para lo que ganan ellos la verdad no nos alcanza (GF San Miguel).

En el campo lo único que hacemos es sobreviviendo, pero hacer dinero… ya ni para 

vestirse (E San Miguel).

Las actividades que las mujeres mencionaron en los grupos focales ocupan ru­

bros diversos como lavandería, servicio doméstico, cocinera, realización de artesanías 

(canastas, bordados, etc.), plantación de huertas, empleos en maquila, venta de 

productos por catálogo, crianza de animales, empleos diversos en el rubro servicios, 

puestos informales de venta de comida (elotes, quesadillas, pan, dulces, etc.):

Antes la mujer estaba siempre en la casa haciendo la comida, así viendo a los hijos, y 

ahora no, hace también canasta y sombrero (GF Miltepec).
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Como puede observarse, parte de estas actividades permiten obtener recur­

sos monetarios, aunque otras también generan a la vez recursos de subsistencia 

(especialmente de la huerta). Estas actividades no son nuevas en la historia de las 

estrategias de supervivencia de las mujeres en Latinoamérica. Lo que agrega un 

plus de novedad es la relación de las mismas con cambios que se presentan a nivel 

del contexto macroestructural. Se presentan cambios importantes a nivel de la crisis 

profunda que atraviesa el campo, cambios demográficos a nivel de la tasa de fecun­

didad (reducción del número de hijos), modificaciones en las estructuras familiares 

(familias con un sólo jefe, generalmente mujer, y presencia de hogares dirigidos por 

mujeres de tercera edad), altas tasas de migración. 

Finalmente, resta tratar un aspecto fundamental ligado a la obtención de re­

cursos en la que se hallan implicadas las mujeres. La lucha por la supervivencia 

sufre un vuelco significativo en los discursos cuando las familias logran obtener un 

ingreso estable. Es importante notar que la situación “normal” se percibe como una 

lucha “día a día” por la supervivencia, sin posibilidad de certidumbres a largo plazo. 

Esta percepción se entremezcla con un discurso del destino y la “buena” o “mala” 

suerte. 

	

En la vida de uno […] entre la muerte y la suerte, ni a cual irle (GF Miltepec).

Aquí no tenemos un gasto sólo vamos al día y lo poquito que va llegando hay que aga­

rrarlo bien, mochitarlo bien, ir sacando de a poquito en poquito para que así salgamos 

(E Miltepec).

En este contexto, la comparación entre mujeres bajo programa y fuera de pro­

grama reporta diferencias. La pertenencia a un programa aparecía, en principio, 

como una estrategia más de supervivencia entre las tantas que las mujeres imple­

mentaban. Sin embargo, una segunda lectura nos permitió notar una diferencia 

sutil pero sumamente importante entre las mujeres que estaban en Oportunidades, 

en comparación con las pertenecientes a Fommur y las comprendidas en el grupo 

fuera de programa. Tal diferencia nos plantea la utilidad de obtener recursos de 
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manera estable a través de Oportunidades. El monto absoluto de ingresos que les 

da este programa no es considerado únicamente importante en términos de su 

cuantía, lo que aparece como fundamental, en cambio, es la previsibilidad que 

otorga el saber que se obtendrá dicho recurso en lapsos ordenados. 

En un contexto caracterizado por una lucha diaria por los recursos, siempre 

amenazada por la fragilidad de la volatilidad de los mismos frente a diversos suce­

sos impredecibles o cargados de incertidumbre, la noción de tener certeza acerca 

del acceso a recursos es más valorada aún que el monto absoluto de esa entra­

da.12 Es interesante notar que la previsibilidad que permite la transferencia fue 

valorada por las mujeres y por los hombres como un elemento que disminuye las 

situaciones de tensión en las que viven. Es importante entender, por lo tanto, la fun­

ción que cumplen los recursos brindados por el programa Oportunidades, ya 

que son un elemento que da certeza y permite ciertas planificaciones que de otro 

modo serían impensables. 

En este mismo sentido, resulta importante entender la valoración de la edu­

cación. Obtener una profesión es algo que adquiere importancia, especialmente 

porque sirve para obtener un “sueldo” seguro. Esta situación es la que se pre­

senta como antítesis a la vivida como campesinos. Situación que los entrevistados 

describen como plagada de riesgos que además implican enormes costos y bajos 

beneficios:

Pues lo que se requiere en la vida, pues, es tener un buen trabajo, un sueldo seguro. 

Para que hubiera recursos, pues necesitaríamos, pues, tener un empleo más o menos 

que nos pagaran bien para ir saliendo más o menos adelante… que hubiera fábricas, 

12	 Algunas de las situaciones impredecibles mencionadas y/o que impiden la previsibilidad son enferme­

dad de los individuos de la familia nuclear o ampliada, deterioro repentino de activos de la vivienda, 

de las herramientas de trabajo, del estado de otros activos (animales, huerta, sembradío, etc.), térmi­

no o suspensión imprevista de empleo agrícola, baja o nula normatividad en el trabajo agrícola, de 

la construcción, etc., tareas comerciales informales dependientes del flujo de venta, estacionarias o 

dependiente de arreglos informales en los mercados, etc.
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uno está muy bajo de conocimientos, pero yo creo que, por lo menos, trabajaría, ya 

un sueldo seguro. En el campo lo único que hacemos es [ir] sobreviviendo, pero hacer 

dinero, ya ni para vestirse (E San Miguel).

Que ahora todos los que casi una profesión tienen un sueldo base, es seguro, ¿verdad?, 

y al trabajar como peones, si trabajamos ganamos ese día y si no trabajamos pues no 

hay nada, en una profesión pues ya el sueldo es fijo, se puede decir, ¿no?, tiene su 

trabajo seguro (GF Xayacatlán).

De esta manera, Oportunidades se ubica en la intersección de dos anhe­

los profundamente entrelazados en los discursos de las entrevistadas, a saber, 

educación y certeza en la obtención de recursos.13 Por el contrario, uno de los 

desafíos que enfrenta Fommur es lograr una estabilidad en la entrega de recursos 

entre cada plazo de financiamiento. Éste fue un elemento criticado por las mu­

jeres entrevistadas. Sólo quienes pudieron organizar cajas de ahorro autónomas 

para equilibrar la espera de recursos entre plazos, pudieron enfrentar el periodo 

de incertidumbre que esto generaba y sostener de mejor manera sus pequeñas 

empresas.

Finalmente, antes de analizar otros aspectos, resta ubicar el papel de las 

remesas en el contexto de incertidumbre expuesto. La cuestión de las remesas 

conlleva un grado de incertidumbre relativo a las experiencias de maridos que 

“abandonan a sus mujeres cuando se van a Estados Unidos” o que sufren simul­

táneamente situaciones inciertas en su tránsito al país del norte (algunas se refie­

ren a no encontrar trabajo, enfermedad, captura por parte de policía fronteriza, 

elevados costos para pasar la frontera, etc.). Otro aspecto complejo de las remesas 

concierne a la persona objeto de los envíos de las mismas, pues muchas veces 

13	 Un estudio cualitativo que ubica también la importancia de estos dos objetivos (certeza y educación) 

es el de Maldonado, Nájera y Segovia (2005). Allí se enfatiza la importancia que tiene la certeza en la 

disminución de situaciones de conflicto al interior de las familias por lo que el programa contribuiría 

a reducir los factores de violencia intrafamiliar.
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no son las esposas, sino las madres del hombre migrante (las suegras) las que 

reciben el dinero. Esto genera una serie de situaciones que esta investigación no 

ha podido agotar. Algunas refieren una vigilancia de las propias suegras sobre la 

conducta de la nuera. Otras advierten una sobrecarga de las abuelas en el cuidado 

de la familia de su hijo ausente. Otras muestran una red de protección y recipro­

cidad entre nueras y suegras. Grosso modo, la situación de la migración aparece 

reiteradamente en los discursos recogidos como una posibilidad de “falla” del 

marido, frente a la cual las mujeres deben estar preparadas para obtener recursos 

de manera independiente.

¿Princesa salva a príncipe?

El contexto descrito redunda en una imagen que ha aparecido con recurrencia en el 

discurso de las participantes de los grupos focales, es decir, la idea de que las mu­

jeres deben ocuparse de “salvar y promover” a la familia (incluidas ellas, sus hijos y 

el cónyuge si lo hubiere). Esto, que podría definirse como un rasgo de maternidad 

en situación de rescate de la familia, no es necesariamente innovador en América 

Latina. Más bien, lo nuevo aparece cuando se conjuga con los procesos macroes­

tructurales mencionados anteriormente, a nivel de los cambios en la estructura 

familiar, la economía agrícola y la reducción de las tasas de fecundidad.

Mientras se observan signos de que los hombres pierden su rol tradicional de 

proveedores (pues “lo que ellos ganan ya no alcanza”) y se muestra en el discurso 

la posibilidad de que “caigan en falla”, las mujeres ocupan un lugar de fortaleza 

frente a las inclemencias de la situación económica, un lugar de “leonas protecto­

ras de los hijos”, de último bastión inexpugnable frente a las situaciones críticas. 

Ésta no es únicamente una autoimagen, es también una representación que apa­

rece en las frases de los hombres entrevistados (esposos y compañeros, residentes 

en la localidad), que con mayor o menor nivel de discurso explícito, muestran una 

actitud más escéptica y cruda que las mujeres frente al progreso, la necesidad de 

educación, las posibilidades y las necesidades de emprender algo. Al respecto, las 

mujeres participantes en los grupos focales opinan:
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Ahorita las mujeres ya son las que salen más adelante que todo un hombre, porque a 

veces ellos se dedican al vicio, que a las drogas, al alcohol y a dónde quedan, quedaron 

de vagos, y sin embargo una mujer le echa ganas, y en cualquier trabajo que trabaje, 

siempre y cuando se empiecen a valorar ellas mismas (GF San Simón).

Yo siento que es más decidida la mujer porque como que es más aventada, porque 

dice “no pues si veo que mi esposo no me da pues yo tengo que ver por dónde”, o 

sea, la mujer pues si no tiene va y pide fiado, bueno pero mis hijos tienen para comer, 

aunque sea frijoles, o a veces las señoras dicen: ”no pues le voy a ayudar a recoger 

su cosecha y pues me paga usted con maíz” y así, sí la mujer es más…, este…, como 

que ella busca por sus hijos, y el hombre pues sí, también, pero como que es menos 

(IC Miltepec).

	

Porque ahora sí que con marido o sin marido tiene que salir adelante, no quedarse 

hundida […] yo no soy conformista, en cambio mi esposo le da lo mismo tener o no 

tener, pero yo no, hay que tener decisiones, yo quiero y yo puedo por mí o por mis hijos, 

pero tengo que salir de esto, me pongo a vender lo que sea […] entonces me pongo a 

vender gelatinas, me pongo a vender ropa, lo que sea (GF Xayacatlán).

Al mismo tiempo, algunos esposos (o parejas de hecho) ratifican un lugar de 

fortaleza en las mujeres:

Pero yo miro a mi esposa y a veces como que la miro ¡con más coraje! Con más de­

terminación y dice ¡no, no, nos han podido y no nos van a poder! Y vamos a ir hasta 

las últimas consecuencias y de repente eso, créame, como que a mí mismo me hace 

sentir con más energía, digo bueno si ella tiene coraje por qué no apoyarla… es bue­

no empezar a reconocer que la mujer es generalmente ¡en todo! más inteligente! (E 

Copala).

Pues que ella a veces gana más que yo y yo menos, y entonces es cuando ella aporta 

más que uno en el hogar, que uno de hombre, pues (E San Marcos).
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Es importante valorar con cuidado esta imagen de fortaleza de las mujeres, 

especialmente no asociar necesariamente la imagen de fortaleza con la de empode­

ramiento. Esto básicamente porque esta fortaleza subsiste, se mezcla y superpone 

con una distribución de tareas tradicional. Parte importante de ello significa la pro­

fundización de una doble jornada laboral:

Lo que pasa es que bueno, lo que pasa es que las mujeres queremos ser malabaristas 

y solo tenemos dos manos ¿no? o no le damos la lucha al hombre, porque vivimos en 

un país donde de muchas familias donde la mayoría de las mujeres es fregona ¿no? y 

es la que puede, pero no […] La que trabaja y pues la que hace todo (FG Guadalupe 

Victoria).

Yo me doy cuenta de las que salen a trabajar, pues llegan y todavía tienen que hacer el 

quehacer, y atender a los niños, que han de ayudarle con la tarea, atender al marido, la 

comida, planchar, lavar y el hombre pues sale a trabajar y ya tiene un horario y regresa 

y ya descansa (FG San Felipe).

Sin embargo, recordamos que esta reedición de “súpermadres” (Chaney, 

1989), rasgo existente con anterioridad, se da en un contexto de cambios y crisis 

macroestructurales, frente al cual la política social ha intervenido. Éste es un aspec­

to que hay que explorar más profundamente en el marco de Oportunidades. El pro­

grama da a las mujeres y a las familias más independencia con respecto al “gasto” 

aportado por el hombre. Éste no es un resultado despreciable, sobre todo cuando 

a él se suma la percepción de que se puede planificar gracias a las transferencias en 

efectivo regulares y ordenadas en el tiempo. 

Estamos un poquito, aunque sea un poquito más tranquilos…ya no es nada más que si 

tiene o no tiene [trabajo, se refiere al esposo] (FG San Miguel).

Simultáneamente, los discursos de las mujeres de los grupos focales muestran 

que su rol como responsables de recibir la aportación del programa, aunado a la 
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tradicional responsabilidad adjudicada a las mujeres en lo concerniente al cuidado 

de los hijos refuerza una sobrecarga del rol y las tareas domésticas que deben rea­

lizar. La siguiente conversación con uno de los esposos entrevistados es elocuente 

al respecto.

Esposo: a veces se hace la hora de comer y no está…

Entrevistador: y usted, ¿qué hace?

Esposo: como son acá en enfrente [las capacitaciones de Oportunidades], en la cancha 

de futbol, ¿ve? Entonces la busco, viene, hace la comida y enseguidita vuelve 

[a las capacitaciones] (GF La Unión).

En contraposición, las mujeres de Fommur refieren discursos más próximos a 

algunas de las dimensiones que tradicionalmente se han considerado dentro del 

concepto de empoderamiento, por ejemplo, ligados al aprendizaje para el uso fi­

nanciero del dinero, mayor apropiación de las actividades ligadas con su inversión 

y ahorro y mayor cantidad de narraciones de toma de posición y decisiones frente 

o en oposición a las opciones que hubieran preferido los maridos o compañeros. 

También se han reportado referencias a una participación más dinámica en activi­

dades comunitarias.14

Recogiendo lo dicho hasta aquí, una primera conclusión se orienta a profun­

dizar las evaluaciones comparadas sobre los posibles efectos simultáneos, que a 

favor y en contra de la equidad de género puedan estar reportándose en los pro­

gramas, especialmente los de transferencias en efectivo condicionadas. Si bien las 

consecuencias positivas con respecto a las acciones para las niñas con respecto a 

los niños no están en discusión (ifpri, 2002; 2005; Skoufias y McClafferty, 2001) 

un amplio balance con respecto a las mujeres adultas que administran las trans­

14	 Aunque esto puede reportar un problema de endogeneidad entre variables, ya que las mujeres que 

participan en Fommur han sido seleccionadas a partir de su pertenencia a un “grupo solidario” de 

ahorro, por lo que la misma conformación de dicho grupo puede estar referida a un capital social 

preexistente.
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ferencias parece todavía un tema pendiente.15 Sería productivo que éste pudiera 

comparar diversas estrategias relacionadas con el rol de administradoras o inter­

mediarias de beneficios de las mujeres en distintos programas para la superación 

de la pobreza, especialmente en los de transferencias en efectivo condicionadas. 

Éste aparece como un objetivo importante, porque dichos programas se presentan 

como una de las estrategias que mayor respaldo han obtenido en la región. Esto 

significa también ampliar los estudios de masculinidad dentro del campo de las po­

líticas públicas, esto es, investigar adicionalmente el papel de los hombres dentro 

de los programas de superación de la pobreza, entendiendo con mayor profundi­

dad los cambios de roles y expectativas que se generan de manera híbrida y mez­

clada entre hombres y mujeres. En otras palabras, una investigación más profunda 

debería indagar si estamos frente a “princesas al rescate de príncipes” para saber 

en qué aspectos y en qué medida esto genera mayor o menor empoderamiento.

Salud

Finalmente, en lo que respecta a la dimensión de la salud, el aspecto más destacado 

y que mayormente saturó nuestra muestra cualitativa es el que se relaciona con la 

15	 La coexistencia de consecuencias negativas y positivas a nivel de género se presenta también en la 

literatura que analiza los programas de transferencia en efectivo condicionada para evaluar los efec­

tos sobre la equidad de género sobre las mujeres adultas administradoras de las transferencias. En 

primer lugar, la transferencia se justifica por la mayor efectividad de la administración por parte de las 

mujeres y a que las mismas apoyan que la entrega se haga a ellas por considerarse más responsables 

que los hombres (ifpri 2002; 2005; Adato, et al., 2000). Entre las consecuencias positivas, algunos 

autores señalan que especialmente cuando en estos programas asumieron roles de promotoras, ello 

contribuyó a que aumentaran su independencia, protagonismo en la familia e incluso su “autoesti­

ma” (Skoufias y McClafferty, 2001). Entre las críticas, se ha señalado que la actividad de las mujeres 

adultas como intermediarias de los beneficios de estos programas ha aumentado su sobrecarga de 

trabajo (Adato et al., 2000, Arriagada, Miranda y Pavez, 2004). También se ha señalado que pueden 

tener efectos negativos dentro del hogar (violencia, aumento de conflictividad) como resultado de 

la entrega de efectivo a las mujeres (Adato et al., 2000; González de la Rocha 2003). Sin embargo, 

respecto a la violencia, un estudio cuantitativo reciente para el Oportunidades no encontró mayor 

incidencia de la misma en las familias incluidas en el programa (Rivera, Hernández y Castro 2005). El 

estudio de Maldonado, Najera y Segovia (2005) abona también a esta conclusión.
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salud reproductiva, en el sentido de control de natalidad. Se presenta un fuerte corte 

generacional entre las que tuvieron más de tres hijos y las que implementaron los 

medios necesarios para reducir el número de los mismos.

Pero sí, por los conocimientos que vamos adquiriendo, tal vez, porque por ejemplo 

antes no se veía que a uno le hablaran de los métodos o los anticonceptivos, o este, 

condón, y ahora pues ya, hasta en la escuela nos enseñan a [….] [se ríen] (GF San 

Simón).

Porque antes no había esto de la planificación familiar. Los esposos antes, era pone y 

pone. La creencia de que, o sea, creía uno, antes como son, casi muy católicos, por de­

cirlo, entonces en la Iglesia no está permitido eso, de tener uno, antes tenían que tener 

los que tuviéramos (GF Miltepec).

No es como antes que decían: los niños los trae la cigüeña. Una señorita en este tiempo 

va a creer eso [risas]. Así con eso le digo todo, si hoy son más expertas más que uno. 

Antes sí, porque nuestros papás […] era uno más recatado, ahora no. Antes la gente 

era más recatada en todo, estaba uno cerrado, antes la gente no estaba tan despierta 

(GF Pilcaya).

De esta manera, las mujeres jóvenes dan cuenta de tener conocimiento sobre 

la existencia de las posibilidades de planificación familiar y las mayores se lamentan 

de no haber estado más informadas en su momento.

Pues a mí me hubiera gustado planificar mi familia, ahora ya no se puede, ya ni modo, 

para darles un poquito mejor de cosas a mi hijos, pues ahorita uno les quisiera dar más 

posibilidades, no dan, de hecho trabaja mi esposo, trabajo yo, pero no nos alcanza como 

tenemos varios niños, todos están estudiando, no tenemos posibilidades (FG Ajalpan).

Este mayor conocimiento acerca de métodos anticonceptivos se refleja como 

una tendencia ascendente, aunque aún se presentan mujeres de más de cuarenta 
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años que cuentan su trayectoria de vida en el plano reproductivo como marcada 

por una profunda desinformación. Estas mujeres declaran que hacia delante (a sus 

hijas) no les ocurrirá lo mismo. Los datos obtenidos por medio de la encuesta reali­

zada antes de comenzar los grupos focales reflejan esta situación de transición. Por 

lo general, las mujeres seleccionadas tienen de uno a tres hijos, pero aún se mantie­

ne un porcentaje de hogares grandes (de seis hijos y más), (véase cuadro 1). 

CUADRO 1.
Cantidad de hijos vivos.
(Frecuencia y porcentaje)*

Cantidad de hijos Frecuencia Porcentaje

Ninguno 15 7.0

De 1 a 3 hijos 96 44.7

De 4 a 5 hijos 56 26.0

6 hijos y más 48 22.3

Total 215 100

* Los datos se construyeron con base en el cuestionario preliminar que aplicamos a las mujeres participantes en los gru-

pos focales al inicio. Obviamente, al tratarse de una muestra cualitativa no tienen validez estadística.

Es importante remarcar que así como las mujeres observan el matrimonio como 

un obstáculo para continuar los estudios (cuestión que siempre aparece ligada a la 

posibilidad de mayor autonomía y defensa frente a la incertidumbre del contexto), 

así también la aparición de los hijos se comenta como un obstáculo. Pero este co­

mentario se hace de manera mucho más compleja que en el caso de los esposos. La 

referencia a ello se hace con una mayor carga de culpa, de manera más soterrada:

Pues uno está más atada a los hijos […] ¿qué cambiaría? Pues hubiera sido un poquito 

más despierta, hubiera trabajado más para lograr mi anhelo y haber sido una profesio­

nista y pues me hubiera quedado como madre soltera, eso sí no cambiaría porque pues 

a mi hija yo la amo [aclara], solamente eso, y haber disfrutado más (GF Altepxi).
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Por otra parte, resulta importante advertir las referencias a los medios a través 

de los cuales las mujeres registran este cambio de “mentalidad” y acceso a la infor­

mación. Entre los más citados se encuentra la televisión y la radio:

Nosotros aquí vemos la televisión, vemos noticias, o vemos cierta información que te 

influye o te cambia tu mentalidad […] tu vives en el campo y te va cambiando tu menta­

lidad, y es como vas viendo las cosas mejor o peor, por ejemplo, aquí ya tenemos televi­

sión, radio, ya tenemos más medios que te ayudan a desarrollarte más (FG San Simón).

Para nuestros fines sin embargo, es importante notar la referencia que realizan 

las mujeres con respecto a las reuniones de capacitación que se realizan en el marco 

del programa Oportunidades. 

Sí les ha ayudado [las capacitaciones], porque incluso también para que les den dinero 

tienen que ir a las pláticas, ya hay veces que las señoras toman sus propias decisiones 

aunque el marido no quiera. Bueno, yo conozco muchas amigas que dicen: “pues yo 

tengo que tengo que estarle diciendo si él no quiere que me opere o que me ponga 

dispositivo, pues yo me lo pongo y no sabe” (GF Guadalupe Victoria).

En este sentido, destaca que aún las que no son beneficiarias de este progra­

ma, pero que están en contacto con las que sí lo son, hacen alusión a mensajes 

transmitidos en dichas capacitaciones.

Conclusiones

El concepto de estrategias de supervivencia, tal como lo hemos visto aquí, tiene 

un potencial mediador entre niveles de análisis micro, meso y macro. Aquí hemos 

operacionalizado esta capacidad estableciendo particularmente relaciones entre el 

nivel micro (en lo que a capacidades relacionadas con salud, trabajo y educación se 

refiere) y el macro.
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El recorrido que efectuamos por el nivel micro en conexión con procesos ma­

crosociales ha permitido realizar diversas inferencias. En primer lugar, sobre las 

capacidades individuales referidas a la educación: se valora mucho que las genera­

ciones futuras la obtengan, tanto las mujeres como los hombres entrevistados. Con 

algunas diferencias por estado (especialmente Guerrero), esta valoración se presen­

tó tanto para niños como para niñas. La valoración de ser “profesional” se presenta 

en oposición a ser “campesino”, hecho que, por el contrario, ha sido referido con 

altos niveles de desvalorización.

Es interesante observar que tal atribución de valor a la educación se justifica, 

aun, para el caso de las mujeres, en función del matrimonio. El imperativo que 

transmiten las madres a las hijas (hacia el futuro) es el de estudiar por si el marido 

“falla”. Ello es coherente con los relatos de trayectorias de vidas, en los que las mu­

jeres oponen también la imposibilidad de haber estudiado con el hecho de haber 

contraído nupcias o haber llegado tempranamente a la maternidad y con las expe­

riencias de sobrecarga de las responsabilidades de sostén del hogar por ausencia 

del cónyuge o pareja de hecho o por imposibilidad del mismo de hacerse cargo o 

compartir este rol. En estos relatos de vida, la situación de indefensión es evalua­

da como más peligrosa aún, debido a la falta de capacidades educativas.

La hibridación o mezcla entre roles tradicionalmente asignados a las mujeres 

y nuevas tendencias también se presenta en los aspectos relacionados con la salud 

reproductiva, en el sentido de control de natalidad. Allí también tenemos un corte 

generacional entre las que no pudieron planificar su familia y las más jóvenes que 

sí lo han hecho.

En el plano laboral, las mujeres relatan historias en las que aparecen en un lugar 

de “princesas salvando príncipes”, lo que más allá del sentido figurado significa que 

la imagen de la mujer (tanto la que representan las mujeres como los hombres entre­

vistados) es la de aquella responsable de “salvar y promover” a los miembros de la 

familia, en primer lugar a los hijos y en segundo lugar al cónyuge, si lo hubiere. Esto 

se traduce en una diversificación de las estrategias para obtener recursos monetarios 

y no monetarios, formal o informalmente. En algunas actividades, esto no es necesa­

riamente nuevo. La novedad radica más bien en que esta situación se desarrolla en 
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un contexto en el que ciertos procesos macroeconómicos y sociales (crisis del agro, 

deterioro de términos de intercambio, apertura comercial y exacerbación de la com­

petitividad global) generan una modificación de las estructuras familiares y cambios 

en el rol de proveedor y sostén del hogar generalmente adjudicado a los hombres 

(simbolizado en la frase “lo que ellos ganan ya no alcanza”). Al mismo tiempo, esta 

diversificación laboral incrementa las actividades de las mujeres sin que se hayan 

removido sus tareas a nivel de trabajo doméstico (doble jornada laboral). 

En este contexto, el rol jugado por las mujeres adultas en los programas de su­

peración de la pobreza presenta aspectos diversos. Con respecto a Oportunidades, 

por un lado, el programa se ve como una vía para no depender únicamente del 

ingreso masculino y favorece una situación de previsibilidad que fue sumamente va­

lorada por las mujeres que participaron en la investigación. Por otra parte, las tareas 

asociadas al mismo se perciben como parte de las tareas asignadas tradicionalmen­

te a las mujeres como responsables del cuidado de los hijos y el hogar. Esto convive, 

a su vez, con una modificación de los roles asignados a mujeres y hombres, en los 

que ha llamado la atención, como se mencionó, las imágenes de debilitamiento del 

rol de provisión asignado a los hombres, por las mujeres (especialmente por medio 

de la referencia a su posibilidad de “fallar”).

Por su parte, las mujeres incluidas en Fommur reportan imágenes que agregan 

aspectos de autonomía en relación con la participación, aunque el dinero que ad­

ministran no les permite prever, lo cual genera tensión. A ello se suma el hecho de 

la aparición de conflicto con los hombres en algunas de las narraciones.

En este sentido, a partir de esta investigación se refuerza la necesidad de inves­

tigaciones comparadas que nos permitan evaluar con mayor precisión los distintos 

efectos y procesos que se generan respecto a la equidad de género en los progra­

mas de superación de la pobreza, especialmente en los de transferencias en efec­

tivo condicionadas. Las preguntas que se deben responder profundamente no son 

pocas, por ejemplo si ser depositarias de la transferencia de ingreso las empodera 

o refuerza su rol de salvación y la sobrecarga de tareas implícita. Asimismo, surge 

la cuestión de en qué aspectos y en qué medida podemos hablar de empodera­

miento o en qué medida es posible que convivan aspectos de empoderamiento y 
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de sobrecarga. Simultáneamente, y con respecto al funcionamiento programático 

existente, podemos cuestionar: ¿podrían agregarse o modificarse objetivos y/o es­

trategias para involucrar activamente por igual a hombres y mujeres?, ¿qué tipo 

de roles asignados a las mujeres en estos programas (administración, promoción, 

participación, etc.) y qué tipo de condicionamientos (capacitaciones, trabajo co­

munitario, asistencia escolar de los hijos, etc.) podría favorecer u obstaculizar los 

procesos de equidad de género, en especial los de empoderamiento? ¿Qué otros 

se requerirían?

Por otra parte, resulta relevante inquirir también sobre el papel de los hombres 

en relación con estos programas. ¿Cómo conciben su imagen de proveedores en el 

contexto de los mismos?, ¿cómo son vistos por las mujeres?, ¿coexisten nuevas va­

loraciones con respecto a la mujer con antiguos roles asignados?, ¿en qué medida 

los programas pueden favorecer procesos de aprendizaje en torno a la equidad de 

género que incluyan de manera constructiva a los hombres? Finalmente, ¿pueden 

favorecer empoderamiento y aprendizajes que rebasen el contexto de lo familiar 

para retroalimentar espacios de cohesión social? Éstas son algunas de las preguntas 

que la futura investigación deberá contribuir a seguir contestando.  n
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Introducción

Los programas de transferencia de ingresos son una respuesta común de la política 

social a las crisis macroeconómicas. Para los organismos financieros internacionales, 

éstos constituyen un mecanismo eficaz para la redistribución de los ingresos por 

su capacidad para extender la protección social hacia sectores más vulnerables, 

estimulando así la inversión en capital humano de los más desfavorecidos (Ferranti 

et al., 2004). Si bien, en la práctica, los objetivos varían, la meta común (ya sea im-

plícita o explícita) es ayudar a proteger el nivel de vida de las familias más afectadas 

por las crisis (Ravallion y Galasso, 2003).

¿Existen programas de este tipo que incorporen la perspectiva de género? En 

América Latina, encontramos, al menos, una serie cuyas estrategias de identifica-

ción de beneficiarios, si no tienen una perspectiva de género, han adoptado un 

claro sesgo “sexista”, puesto que han privilegiado a las mujeres como sujetos de 

la política social. Bajo el supuesto de que las mujeres en situación de pobreza usan 

mejor que sus cónyuges los recursos de la asistencia pública (intentan satisfacer 

primordialmente las necesidades básicas de su familia: alimentación, salud y edu-

cación), esta clase de programas busca alcanzar mayores impactos a través de una 

focalización “sexista” de la política social o, dicho de otra forma, de una “femini-

zación de los beneficios sociales”.1

¿Políticas pro-género o sesgo sexista de la política social? 

Feminización de beneficiarios y autonomía de la mujer en 

América Latina

José Del Tronco

1	 Tal como señala Serrano (2005), “es cierto que el Estado social siempre ha intervenido en materias 

relacionadas con las mujeres […], pero lo ha hecho con modelos de familia y de sociedad que no 
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El ánimo de este trabajo no es contradecir este supuesto, confirmado larga-

mente por la experiencia práctica y recogido por la literatura especializada (Serra-

no, 2005; Cortés, 2004). El objetivo, más bien, es poder echar luz sobre distintos 

procesos que ayuden a responder cuál ha sido su impacto sobre los indicadores de 

desigualdad de género y, de manera particular, sobre la autonomía de las mujeres 

beneficiarias. La hipótesis aquí planteada es que existe una gran diferencia entre 

la feminización de la asistencia social y una política social con perspectiva de géne-

ro, y que las “contraprestaciones” exigidas por los programas pueden constituir-

se en un elemento clave para aumentar o disminuir la autonomía de las mujeres 

beneficiarias.2

Partiendo de una conceptualización multidimensional de la pobreza y, en 

particular, de la de género (Arriagada, 2005; Sen, 1991), se presentará, en pri-

mer lugar, un esquema analítico acerca de la desigualdad de género, sus posibles 

determinantes y sus consecuencias sobre la autonomía de las mujeres. A conti-

nuación, se hará un breve repaso de la situación de género en América Latina, así 

como de la lógica predominante y los resultados alcanzados por las políticas so-

ciales de tipo compensatorio que han prevalecido en el continente desde fines de 

los años ochenta. Como se dijo, muchas de estas políticas asumieron estrategias 

de focalización que privilegiaban la participación de las mujeres como receptoras 

reconocen la desigualdad y la discriminación hacia las mujeres relegadas a un rol familiar y privado. 

Esta familia “tradicional” está formada por una pareja de adultos con hijos que asume roles predeter-

minados; el jefe de hogar, el rol de proveedor y cabeza del grupo familiar, y la mujer-esposa-madre, 

por su parte, asume la tarea reproductiva en el ámbito doméstico.

2	 El Acuerdo Ministerial no. 512, de agosto de 2003, establece de acuerdo el Bono Solidario (lue-

go llamado Bono de Desarrollo Humano) que: “Como enfoque de género, la entrega del apoyo 

monetario se personalizará en la madre o en aquella persona que tenga como responsabilidad las 

decisiones de compra y preparación de los alimentos, del cuidado de la salud de los menores; así 

como de la vigilancia de la asistencia de los menores a la escuela. Con ello se reconoce a la madre 

como la persona mejor capacitada para administrar el ingreso percibido. Se espera que las madres 

inviertan en sus hijos estos recursos adicionales y así mejoren la calidad de vida de sus familias” (cit. 

por Armas, 2005; 30).
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de los beneficios. Para analizar su impacto sobre la desigualdad de género, la 

tercera sección presenta un estudio comparativo de dos programas de transfe-

rencias de ingreso, similares en su contenido, así como en el tipo de contexto 

socioeconómico que les dio origen y en la composición de sus beneficiarios, pero 

con exigencias diferentes en términos de contraprestaciones. El Bono Solidario,3 

implementado por el gobierno ecuatoriano a partir de la crisis del año 1998, tuvo 

por beneficiarias predominantes a madres de familia, que debían —a cambio 

de la asistencia—, velar por la salud, alimentación y educación de sus hijos. El 

Plan Jefas y Jefes de Hogar Desocupados,4 diseñado por el gobierno argentino 

durante la depresión económica de 2001-2002 también incluyó una mayoría de 

beneficiarios de género femenino. En este caso, a diferencia del Bono, la condi-

ción para ser beneficiario era cumplir con horas de trabajo o capacitación laboral 

y la participación mayoritaria de mujeres entre las beneficiarias fue un resultado 

más que un objetivo de su implementación.5 A modo de cierre, se presentarán 

algunas posibles implicaciones de cada modalidad para la desigualdad de género 

y la autonomía de las mujeres participantes.

3	 Para dar una idea de por qué fueron elegidos dichos programas como objeto de análisis, baste decir 

que en el caso del Bono Solidario —surgido como respuesta compensatoria a la eliminación de subsi-

dios universales sobre electricidad, gas licuado y combustibles— sus transferencias fueron destinadas 

casi exclusivamente a madres de familia en situación de pobreza —el 80.2 por ciento del total de 

beneficiarios— (Vos et al., 2001). 

4	 Por su parte, el Programa Jefas y Jefes de Hogar Desocupados estaba destinado originalmente a jefes 

y/o jefas de hogar sin ingresos fijos y con niños menores a cargo, motivo por el cual era de esperar 

que fueran varones en edad laboral, los principales beneficiaros. Sin embargo, las cifras del progra-

ma muestran un padrón donde un 72 por ciento de los beneficiarios “jefes de hogar” son mujeres 

(indec, 2003).

5	 Diseñado para asistir a jefes y jefas de familia desocupados, su contraprestación exigía cuatro horas 

de trabajo, principalmente en ocupaciones que tuvieran lugar fuera del hogar. De modo contraintuiti-

vo, las mujeres tuvieron una mayor participación que los hombres a raíz de que muchas familias cuyo 

jefe de hogar varón estaba desocupado o trabajaba en un empleo informal presentaban a la mujer 

como desocupada, cuando existirse no hubiera existido el programa, su condición no hubiera sido la 

de “desocupadas” sino que hubieran estado “inactivas”.
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Desigualdad y pobreza desde una perspectiva de género: un breve estado 

de la cuestión

De acuerdo con la afirmación de Miguel Székely, “la principal limitación de la cuarta 

generación de políticas sociales [...] es que programas como Progresa6 o Bolsa Escola 

no cambian el ambiente económico7 ni los elementos subyacentes a la estructura 

de la economía que están causando la pobreza” (Székely y Attanasio, 2001: 3). 

En este sentido, el fenómeno de la pobreza parece no deberse sólo ni de manera 

exclusiva a la insuficiencia de recursos para satisfacer las necesidades básicas de 

cada individuo, sino a los niveles de desigualdad en la dotación inicial de tales 

recursos.8

Dicha inequidad, a la vez, parece ser sólo el síntoma de problemas anteriores, 

vinculados fundamentalmente con “procesos de exclusión social”, los cuales se 

apoyan en la discriminación y la segregación de importantes sectores de la pobla-

ción como consecuencia de diferencias étnicas, generacionales, raciales, sexuales, 

o socioeconómicas. Estos atributos —sexo, raza, etnia, clase social, lugar de na-

cimiento— constituyen los llamados “puntos de coincidencia heredados” (cepal, 

2003: 52-113) y forman parte de una dotación inicial de factores con los que cuen-

ta un individuo cuyo valor, a la luz de la consideración social, no siempre es positivo. 

Tal como señalan diversos estudios, determinadas condiciones —formar parte de 

minorías raciales o étnicas, ser mujer, ser pobre, o vivir en regiones alejadas de los 

centros urbanos, entre otras— constituyen una dotación inicial de valor negativo 

6	 Progresa es un ejemplo en México de programa social que combina transferencias de dinero con 

apoyo directo para el mantenimiento de los chicos en la escuela, a través de la inversión en salud y 

nutrición. Actualmente, se ha transformado en el programa Oportunidades.

7	 Entendemos por ambiente económico las relaciones de poder existentes en el orden mundial en los 

niveles productivo, comercial y financiero así como factores que exceden los indicadores puramente 

económicos: discriminación de género, segregación generacional, étnica y racial, los niveles de confian-

za en las instituciones, la extensión de la informalidad, la accesibilidad a redes sociales, entre otros.

8	 Y, siguiendo el argumento de Amartya Sen, a la consecuente incapacidad para transformar dichos 

recursos en libertades (2000).
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en la medida en que son factores considerados socialmente como “males”, no 

susceptibles de ser intercambiados por “bienes”.9

Joseph Stiglitz sostiene que “la ausencia de un verdadero Estado de derecho 

y de confianza en las instituciones debilita la economía y los procesos participa-

tivos. En algunos países, por ejemplo, aunque existen normas diseñadas para 

asegurar el trato justo para todos, los ricos y poderosos (y podríamos agregar, 

los varones) siguen teniendo un acceso especial a posiciones de poder político y 

continúan utilizando su influencia para obtener favores especiales y exenciones a 

las reglas (Stiglitz, 2000: 98).

Por su parte, Amartya Sen señala que la verdadera identidad de una persona 

está dada por las múltiples diferencias que caracterizan al género humano, y una de 

las consecuencias de esta diversidad, sostiene, es que la igualdad en un ámbito 

determinado suele ir acompañada por la desigualdad en otros ámbitos diferentes. 

Por ello, para defender racionalmente la tesis de que la exigencia de desigualdad es 

tolerable en algún ámbito de la vida, debemos demostrar que es consecuencia de 

alguna otra igualdad, vigente en otro espacio importante de la sociabilidad huma-

na. La heterogeneidad a nivel de ingresos, por ejemplo, puede justificarse a partir 

de las diferencias individuales (basadas en preferencias, gustos y/o habilidades) si 

existe previamente un sistema de derechos que asegure a priori la igualdad de los 

individuos en términos de capacidades para aprovechar las oportunidades de reali-

zar el plan de vida deseado (Sen, 2000). No obstante, en esta línea de argumenta-

ción no ha surgido, todavía, una teoría capaz de justificar la desigualdad de género 

como resultado de una versión igualitaria previa.

El concepto “género” se refiere a los valores, atributos, roles y representa-

ciones que la sociedad asigna a hombres y mujeres.10 La importancia que tiene 

emplearlo radica en que designa las relaciones sociales entre los sexos, toda vez 

que el sexo se refiere a lo biológico y el género a lo construido socialmente, a lo 

9	 Para una interiorización básica pero muy ilustrativa del tipo de bienes que “prefieren” los consumi-

dores, véase Varian, 1996.

10	 Ley del Instituto Nacional de las Mujeres, México, 2001.
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simbólico. Esencialmente, la distinción entre sexo y género enfatiza todo aquello 

que hacen hombres y mujeres, así como lo que la sociedad espera de ellos, excep-

tuando las funciones sexualmente definidas (el parto, la lactancia, la fecundación). 

Por lo tanto, las relaciones de género pueden cambiar —y ciertamente lo ha-

cen— a través del tiempo y de acuerdo con diversos factores sociales y culturales 

(Inmujeres, 2001). 

Por ello, aunque las diferencias entre sexos siempre han existido, la perspectiva 

de género representa una nueva mirada a esas diferencias. Los procesos sociales, 

especialmente los vinculados con el desarrollo, no son neutrales desde una perspec-

tiva de género. Existe una brecha entre los frutos del desarrollo y la manera en que 

son calculados y distribuidos (Agarwal, 1996).11 Más allá de las buenas intenciones 

de las políticas públicas, los sesgos culturales y los estereotipos han exacerbado las 

desigualdades de género, perjudicando, por lo general, a las mujeres (Siniravasan 

y Metha, 2003). 

De esta manera, el género como enfoque de la pobreza subraya cuatro gran-

des procesos: a) cómo las diferencias biológicas se convierten en desigualdades 

sociales; b) cómo estas desigualdades colocan a las mujeres en desventaja con res-

pecto a los hombres; c) cómo se construyen desde el nacimiento y no necesaria-

mente son “naturales”; d) cómo se sostienen y reproducen por medio de una serie 

de estructuras sociales y mecanismos culturales.

A diferencia de esta perspectiva, un buen número de estudios y de manera 

particular las políticas públicas de tipo compensatorio predominantes en América 

Latina durante el último cuarto de siglo han abordado el problema de la pobreza 

como una insuficiencia de ingresos (Atanasio y Szekely, 2001). Tales programas 

asumen que la raíz del problema es material. Sin embargo, la variabilidad de sus 

impactos ha confirmado que la relación es más compleja. En situaciones de po-

11	 Tal como se hará referencia más adelante, Elson (1990) muestra que las reformas estructurales en 

América Latina tuvieron un claro sesgo masculino, en la medida que fueron los hombres los principa-

les beneficiarios de sus efectos positivos.
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breza y desigualdad creciente, como la de las sociedades latinoamericanas, el en-

foque de género implica reconocer que determinados grupos, en función de su 

sexo, tienen más probabilidades de ser pobres que otros. Para decirlo de manera 

concreta, las mujeres, por el sólo hecho de ser mujeres, están más expuestas a 

caer en situaciones de pobreza que los varones.12 Esto significa que para analizar 

fenómenos de desigualdad no basta con estudiar los aspectos materiales, que 

han constituido el centro de los análisis y las mediciones de la pobreza (ingreso, 

consumo, patrimonio), deben agregarse, a su vez, dimensiones no materiales, re-

lativas tanto a los derechos de acceso a bienes tales como la educación o la salud, 

así como al ejercicio de la participación comunitaria, política y/o social —que, en 

un contexto democrático, debería ser irrestricto e independiente de las condicio-

nes materiales. 

De acuerdo con Arriagada (2005: 103), las fuentes de bienestar de las perso-

nas y los hogares son múltiples: 1) el ingreso; 2) la propiedad; 3) el nivel educativo; 

4) los derechos de acceso a bienes y servicios brindados por el Estado; 5) el tiempo 

disponible; y 6) las dimensiones que fortalecen la autonomía de la persona como 

la capacidad de participar en los asuntos de su comunidad. Analizar la pobreza 

desde una perspectiva de género requiere, entonces, saber cuál es la situación de 

las mujeres en cada una de estas dimensiones y, de manera fundamental, cuál es el 

resultado de sus interacciones.

En sociedades de mercado, un alto nivel de ingresos hace posible el acceso 

a una buena educación, permite disponer de patrimonio (derechos de propiedad 

sobre distintos bienes) y disfrutar de tiempo libre para actividades de esparcimiento 

(ya que por un “efecto sustitución”, la utilidad relativa del trabajo en relación al 

12	 En la década de los ochenta, algunas feministas del Tercer Mundo comenzaron a analizar el fenóme-

no de la pobreza desde una perspectiva de género, e identificaron una serie de fenómenos dentro de 

la pobreza que afectaban de manera específica a las mujeres y señalaron que la cantidad de mujeres 

pobres era mayor a la de los hombres, que la pobreza femenina era más severa y que existía una ten-

dencia a una “feminización de la pobreza”, especialmente en aquellos hogares con jefatura femenina 

(Friz, 2004).
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ocio disminuye a medida que aumenta el ingreso). 13 Sin embargo, los derechos de 

acceso a bienes y servicios públicos, en una sociedad regida democráticamente, no 

son (o deberían ser, al menos) una función del ingreso exclusivamente; constituyen, 

en principio, un activo universal del que disponen todos los ciudadanos. Cuando 

ello no ocurre y es el ingreso (u otros factores relacionados, como la capacidad 

individual de acceder a satisfactores de manera privilegiada)14 el que determina la 

existencia de estos derechos —algo muy común en sociedades altamente desigua-

les como las latinoamericanas— el carácter democrático de dicha sociedad —al 

menos los supuestos ideales en los que se basa la teoría democrática del gobierno 

(Dahl, 1999)—15 comienza a ser cuestionado. 

La gráfica 1 analiza la interrelación de las dimensiones constitutivas de la po-

breza, haciendo un énfasis especial en sus implicaciones para un análisis con pers-

pectiva de género.

13	 Existe también un “efecto renta” que no debe ser desdeñado. Este efecto —que neutraliza en par-

te el “efecto sustitución”— implica que a medida que aumenta el ingreso, cada unidad de tiempo 

dedicada al ocio es más cara, por lo que la persona puede verse motivada a ahorrar ocio (utilidad 

inmediata) para obtener mayores cantidades en el futuro. Para conocer la magnitud de ambos 

efectos, en mi opinión, serían de suma utilidad los threshold analysis (análisis de umbral) que 

calculan —para cada persona— cuál sería el nivel de ingreso al que decidirían suspender tiempo 

de trabajo para dedicárselo a actividades de ocio y/o cuidado personal. Es previsible que el efecto 

sustitución sea más atractivo cuanto menor sea la utilidad reportada por una unidad adicional de 

tiempo dedicada al trabajo. Ello ocurriría en los dos extremos del continuo; los más ricos y los más 

pobres entre los pobres.

14	 Por ejemplo, el “apalancamiento” o capital social con el que cuentan determinadas personas a par-

tir de las redes de las que disponen por haber nacido en determinada familia (Cante, Del Tronco, 

Ramírez, 2003).

15	 Dahl (1999) sostiene que la democracia es un ideal de régimen de gobierno y no un sistema social 

real. Los casos reales son “poliarquías”. Ello ocurre porque existen supuestos (acerca de la sociedad) 

que deben cumplirse para que la democracia funcione plenamente; de acuerdo al ideal. Uno de ellos 

es la igual capacidad de los individuos para participar de los asuntos públicos. Dicha capacidad es 

función no sólo de las libertades civiles y los derechos políticos sino también de las restricciones ma-

teriales, que a determinados niveles, limitan la capacidad del individuo para ejercer las dos primeras 

(véase para un argumento similar Sen, 2000).

ZarT2 Del Tronco.indd   180 10/02/09   12:52 p.m.

Derechos reservados



181  ¿Políticas pro-género o sesgo sexista de la política social?  n

GRÁFICA 1.
Esquema de interacción. Dimensiones de la riqueza/pobreza.*

Edu cac ión Propiedad

                                                             Ingreso

Derec hos de acces o
 a bienes y se rvicios                            Tiempo libre

                             púb licos

      Part icipación  en los asuntos
de la comunidad

                                               AUTONOMÍA

Cultura

Cultura

Cultura

Cultura

Cultura

Cultura

Cultura
Educación Propiedad

Tiempo libre
Derechos de acceso
a bienes y servicios

públicos

Participación en los asuntos 
de la comunidad

Cultura

AUTONOMÍA

Ingreso

Cultura

Cultura

Cultura

Cultura

16	 Srinivasan y Metha (2003) consideran que una evaluación del impacto de una política pública desde 

una perspectiva de género debería examinar, como mínimo, las consecuencias de tales políticas 

* La autonomía, entendida como “la capacidad de decidir sin más restricciones que los valores, gustos y preferencias” es, en 

términos ideales, la resultante de una dotación integral y suficiente de cada una de estas dimensiones del bienestar. Vale 

aclarar que la flecha punteada significa que en teoría un ingreso suficiente para no caer en la pobreza no es un requisito 

para tener derechos de acceso. Sin embargo, la capacidad de las personas para poder ejercerlos puede verse seriamente 

limitada cuando dicho ingreso es muy bajo.

Fuente: Elaboración propia con base en Arriagada (2005).

La autonomía individual, tal como se entiende aquí, no constituye una dimen-

sión estrictamente económica. Es más bien una resultante del proceso de interac-

ción entre diferentes dimensiones constitutivas del bienestar. Si una persona tiene 

ingresos, probablemente pueda ser menos dependiente de los ingresos de su cón-

yuge o de su familia. Pero esto último, si bien necesario, no parece suficiente para 

aumentar su autonomía, ya que existen otros procesos sociales que pueden estar 

condicionando esta capacidad. La falta de tiempo disponible (al tener que compa-

tibilizar tareas domésticas y productivas), un bajo nivel educativo (que las mujeres 

sufren de manera más marcada que los hombres) o la incapacidad de acceder a 

ciertos derechos por su sola condición de género, son procesos de exclusión social 

que neutralizan el efecto positivo de su independencia económica e impiden a la 

mujer el logro de una autonomía plena y real.16
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Uno de los elementos que ayudan a explicar esta clase de desigualdades de 

género es la división sexual del trabajo. Al asignarse de manera generalizada a 

las mujeres la reproducción biológica y el trabajo doméstico no remunerado, y a los 

varones el de la producción económica fuera del hogar, se sientan las bases para 

un proceso “sexista” de estratificación social, en el cual las mujeres sufren una 

clara y negativa desigualdad en el acceso a recursos materiales y sociales,17 así 

como una limitación para participar en la toma de decisiones familiares, políticas 

y/o comunitarias.

Todo ello no significa que una mayor autonomía económica sea irrelevante. 

Ya en 1989, Blumberg y Coleman mostraron cómo las mujeres que están insertas 

en redes económicas (mujeres que disponen de algún net economic power) sufren 

menos la asimetría de poder tradicionalmente establecida en el hogar. Dicha red les 

proporciona un empleo y/o ingreso que disminuye su dependencia económica del 

hombre. Para estos autores, ya sea porque reciben una asistencia más equitativa 

de sus cónyuges, ya porque pueden reducir (contratando el trabajo doméstico en 

el mercado) o contraer (a través de una menor “fertilidad”) su participación en las 

labores de reproducción y mantenimiento del hogar, el grado de autonomía que 

pueden alcanzar las mujeres aumenta junto con su poder económico (Blumberg y 

Coleman, 1989). 

En 1983, Blumstein y Schwartz habían comprobado esta relación en términos 

empíricos, al calcular cómo aumenta el poder de decisión de las mujeres al interior 

sobre: a) los derechos, b) la participación de la mujer en el hogar y en la comunidad, c) los fenóme-

nos de desplazamiento y/o segregación territorial, d) el acceso a la tierra, los recursos energéticos 

y las fuentes de información, e) la inclusión de la perspectiva de género en las instituciones for-

males e informales que representan y regulan los diversos intereses de quienes forman parte de la 

comunidad. 

17	 Propiedad de capital productivo, trabajo remunerado, educación y capacitación (Bravo, 1998: 63, cit. 

en cepal, 2004: 13).

18	 Lo que este trabajo pretende remarcar es precisamente que la autonomía económica, si bien funda-

mental, debe ser complementada con procesos de cambio cultural y formalización de derechos sin los 

cuales la dimensión económica de la autonomía será más inestable, y sujeta a cambios coyunturales.
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del hogar a medida que se incrementan sus ingresos. Sin embargo, añadieron al 

análisis un factor adicional, de suma importancia para el análisis del caso latinoame-

ricano.18 A pesar del aumento de autonomía de las mujeres con ingresos en lo que 

concierne a su capacidad de tomar decisiones, los autores mostraron que las des-

igualdades al interior del hogar no desaparecían, ya que, a pesar de trabajar todo el 

día, las mujeres ocupaban en promedio un 50 por ciento más de su tiempo que los 

hombres en realizar labores domésticas. Blumberg (1984) definió a este fenómeno 

como “la tasa de descuento ideológica”; es decir, existe una dimensión cultural que 

interviene y determina —en promedio— una mayor participación de la mujer en 

las tareas del hogar, independientemente de su net economic power. En términos 

económicos, los datos de Blumstein y Schwartz mostraron que una mujer obtiene 

un poder de decisión menor a un dólar, por cada dólar adicional que ella obtiene en 

el mercado de trabajo, en relación con el incremento que sí es unitario (una unidad 

de decisión por cada dólar adicional) en el caso de los hombres (Blumberg, 1984, 

citado por Blumberg, 1991).19

Pobreza de género y autonomía de las mujeres. La realidad latinoamericana

¿Qué ocurre en América Latina? Tal como lo apuntó Nanneke Redclift en su trabajo 

seminal de principios de los años ochenta, no es posible pensar que las realidades 

19	 La tasa de descuento, en el trabajo de Blunstein y Schwartz (1983), fue de 25 por ciento. El leadership 

power (que debería traducirse como capacidad de liderazgo o de toma de decisiones) que un hom-

bre obtiene por cada 10, 000 dólares de ingreso, las mujeres lo obtenían sólo a partir de un ingreso 

de 12, 700 dólares. Es decir, por cada dólar que gana una mujer, el incremento de su capacidad de 

decisión es de 0.78. Esto confirma la existencia de patrones culturales que mantienen a las mujeres, 

en promedio, en una situación negativamente desigual respecto del hombre. Es importante señalar 

que en distintos trabajos se ha demostrado que no es tanto la pequeña diferencia entre los ingresos 

de los cónyuges, sino la (auto) suficiencia en los ingresos de la mujer el factor que (junto con la va-

riable cultural) ayuda a explicar por qué puede existir una mayor o menor tendencia por parte de los 

hombres a compartir los roles domésticos (cit. en Blumberg, 1991).
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de las mujeres en los países industrializados son fácilmente replicables en las so-

ciedades en vías de desarrollo (Redclift, 1983: 445). En primer lugar, a raíz de las 

virtudes que las tradiciones culturales predominantes (especialmente la católica) 

asignan a la familia patriarcal típica. Este tipo de núcleo se caracteriza por un hom-

bre proveedor, cuyo ámbito de inserción es la esfera pública de la producción ma-

terial y la decisión política, y una mujer afectada a las responsabilidades “privadas” 

de subsistencia del hogar.20 Esta división sexual del trabajo ubica a las mujeres en 

una situación dependiente en términos económicos y, derivado de ello, también 

respecto de su participación en las decisiones familiares y sociales.21

En segundo lugar, el problema se ha agudizado por la constatación de 

que las políticas de ajuste estructural implementadas en los países del conti-

nente22 (si bien con diferente intensidad y sincronía) han tenido un impacto dife-

renciado en el interior de los hogares, según afecten a hombres o mujeres, niños 

o niñas. Este fenómeno ha sido conceptualizado como el sesgo de género de las 

políticas de ajuste (Elson, 1990). Ello significa que el triple papel de las mujeres —en 

el hogar, en su comunidad y en el mercado— no es reconocido por quienes formu-

lan las políticas públicas, ignorando el hecho de que las mujeres, a diferencia de los 

hombres, se ven severamente constreñidas por el peso de tener que equilibrar sus 

energías para asumir simultáneamente sus diferentes roles (Moser, 1992: 262). Tal 

20	 En 2000, la tasa regional de participación masculina —calculada con base en ocho países, que cubren 

más del 80 por ciento de la población económicamente activa de América Latina— alcanzaba el 74.1 

por ciento, en tanto la femenina llegaba al 43.4 por ciento (Valenzuela, 2004: 38). Entre las mujeres 

pobres, el porcentaje desciende al 36.2 por ciento (oit, 1999).

21	 Si bien este trabajo no profundiza en su análisis, los imaginarios colectivos y el factor cultural no deben 

ser subestimados como factores explicativos de dicha situación. Tal como varios estudios lo han demos-

trado (Moser, 1992), la desigualdad (y más aún la de género) no reside sólo ni exclusivamente en el 

ingreso, sino que podría ser entendida en términos de discriminación. Ello afecta los derechos mucho 

más allá de las meras remuneraciones salariales. Los cuestionamientos a esta situación, por tanto, exce-

den la lógica del mercado laboral, y se inscriben en la dinámica misma de la sociedad latinoamericana.

22	 Argentina y Ecuador, que constituyen los objetos de análisis, son dos casos que atestiguan la crudeza 

con que han sido implementadas las reformas estructurales durante los años noventa.
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como lo confirma Chant (2003: 1), “la apertura de las economías latinoamericanas, 

la desregulación de sus mercados y la retirada del Estado de la economía y la pro-

tección social estuvo asociada a la profundización de la pobreza, el incremento de 

la vulnerabilidad de los hogares y un marcado deterioro en las condiciones de vida 

en mujeres de bajos ingresos”.

Los datos recogidos por distintos organismos nacionales e internacionales con-

firman esta imagen. Para todos los países del continente, en igual tarea y con la 

misma calificación, las mujeres perciben un ingreso promedio menor al de los varo-

nes. Profundizando esta desigualdad, la segmentación ocupacional impide que las 

mujeres de un mismo nivel educativo y con las mismas credenciales profesionales 

accedan a los mismos empleos que los hombres. A la vez, las mujeres son más 

pobres porque la tradición patriarcal predominante les reserva como responsabili-

dad fundamental las labores domésticas y de cuidado. Por ello, encuestas de uso 

del tiempo han mostrado que la jornada femenina es más larga que la masculina, 

puesto que el crecimiento en la participación de la mujer en el mercado de trabajo 

no ha significado una incorporación proporcional del hombre a las actividades del 

hogar (Arriagada, 2005: 105).23

El principal efecto de este “sesgo masculino” de las reformas estructurales ha 

sido la agudización de ciertos procesos ya presentes en la realidad latinoamericana: 

la “invisibilidad” del trabajo doméstico no remunerado, las consecuentes limitacio-

nes en el uso del tiempo de la mujer y la discriminación tanto laboral como salarial 

en el mercado de trabajo. De hecho, la creciente participación femenina en éste ha 

contribuido y mucho a aumentar el ingreso familiar y a paliar los efectos de las caí-

das de los niveles salariales, que impiden a una gran proporción de familias solven-

tar sus necesidades básicas con el ingreso de un sólo miembro. Esto ocurre porque, 

en la mayoría de los países latinoamericanos, importantes sectores de trabajadores 

23	 Los trabajos citados por Arriagada corresponden a México y Uruguay. En el último caso, un 31 por 

ciento de los hombres aportaban algo de su tiempo al trabajo doméstico, mientras que en el caso 

mexicano, dicha proporción alcanzaba sólo el 15 por ciento (Arriagada, 2005. 105).
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reciben ingresos insuficientes para cubrir individualmente las necesidades básicas 

de su grupo familiar. Por tal motivo, “la existencia de más de un ocupado por hogar 

constituye la opción más viable en el corto plazo para lograr cubrir dichas necesida-

des, y de ahí, el requerimiento de disponer de los aportes de ambos miembros de 

la pareja (Serrano, 2005: 36).24

Por tanto, si bien el crecimiento en la tasa de participación laboral femenina ha 

sido un importante aporte a la mitigación de la pobreza, es menos cierto su efecto 

positivo en términos de autonomía. Para el caso latinoamericano, el problema es 

de gran relevancia porque la discriminación en contra de las mujeres determina una 

situación de desigualdad en tres diferentes sistemas estrechamente vinculados: el 

mercado de trabajo, el sistema de protección social, y el hogar (Ruspini, 1996, cit. 

en cepal, 2003). El logro de una mayor autonomía por parte de las mujeres latinoa-

mericanas no puede, entonces, circunscribirse tan sólo a uno de estos ámbitos.

Pensemos por un momento en una mujer latinoamericana típica,25 con un 

ingreso inferior a la línea de pobreza, de una edad mediana y con nivel de educa-

ción primaria. La imaginamos morena, católica, laboriosa y, seguramente, madre. 

Su responsabilidad esencial es el cuidado de los niños, las labores domésticas, la 

reproducción del hogar en general. Asimismo, a raíz de la insuficiencia del ingreso 

familiar o de su condición de jefa de hogar (ya sea por viudez, divorcio, o por su 

condición de madre soltera) la podemos imaginar trabajando fuera de la casa (en 

el primer caso, si su marido lo permite o la economía del hogar lo hace imprescin-

dible). ¿Cuantas horas trabaja al día esta mujer? Si sólo se ocupa del hogar porque 

alguno de sus hijos se encuentra en la etapa de lactancia, será difícil dar una idea 

24	 Además, la contribución económica de la mujer es muy importante para la ruptura de la transmisión 

intergeneracional de la pobreza, debido a que el porcentaje del ingreso femenino destinado al bien-

estar de la familia, en especial a la salud, educación y nutrición de los hijos, es superior al porcentaje 

de los ingresos masculinos dedicado a estos gastos. Los hogares que cuentan con mujeres que traba-

jan remuneradamente son menos pobres que aquellos donde no las hay (Serrano, 2005: 36).

25	 En este caso, el adjetivo “típica” refiere a una categorización estadística más que cualitativa. Lo típico 

es lo promedio, aquel valor que en una distribución normal coincide con la moda; es decir la obser-

vación que se repite con mayor frecuencia; la más usual.
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cierta de la extensión de su “trabajo”, ya que las labores domésticas (obviamente, 

no remuneradas) ocupan una gran proporción de su tiempo. En este caso, también 

su ingreso personal es previsiblemente bajo, dado que deberá administrar una 

parte del ingreso de su esposo, la que este último destina para el mantenimiento 

del hogar. Si debe compatibilizar sus tareas de reproducción con un empleo re-

munerado, los efectos son múltiples. Obtendrá un mayor ingreso —quizás hasta 

pueda recibir ayuda de su marido o de algún familiar (incluidos sus hijos e hijas) 

en las labores domésticas, mientras ella se emplea afuera—, pero difícilmente esto 

redundará en una jornada más corta. Su tiempo libre será menor. Su capacidad 

de participación en los asuntos de su comunidad —que antes era limitada pero 

posible por la cercanía y compatibilidad con sus responsabilidades en el hogar— se 

vuelve mínima, porque dispone de menos tiempo y es mayor el grado de agota-

miento físico que le produce la jornada de trabajo.26 Por otro lado, de acuerdo con 

los condicionantes culturales (Blustein y Schwartz, 1983, cit. en Blumberg, 1991) 

si bien su ingreso aumentará, su capacidad de decisión será proporcionalmente 

mucho menor a dicho incremento.27 Es muy probable, a su vez, que su capacidad 

de percibir un ingreso aumente su responsabilidad para con el mantenimiento del 

hogar y que, ahora, los costos de manutención y reproducción de la familia sean 

asumidos casi completamente por su salario. El ingreso de la mujer, por ende, en 

lugar de un complemento constituirá un reemplazo del ingreso masculino, en es-

26	 El problema para las mujeres, sin embargo, no es tener que trabajar. De hecho, las mujeres valoran 

positivamente tener un empleo. Valenzuela (2005: 45) sostiene que un estudio realizado en Chile 

mostró que un porcentaje inferior al 20 por ciento de las mujeres trabajadoras se dedicaría exclusi-

vamente a las tareas domésticas si tuviera resueltos sus problemas económicos. Por tanto, no sólo 

es el ingreso lo que motiva a las mujeres a trabajar, sino también la posibilidad de independencia y 

diversificación de las relaciones sociales. Pero, dado que el incremento en la participación laboral de la 

mujer no ha sido acompañado de una redistribución de las actividades reproductivas, ella ha quedado 

con menos tiempo libre, sin que esto haya sido calibrado ni se haya evaluado el impacto en su calidad 

de vida Valenzuela (2005: 45).

27	 De acuerdo con el argumento presentado por Blustein y Schwartz, las mujeres tienen una capaci-

dad de decisión inferior a los hombres a raíz de los factores culturales que determinan su rol en las 

labores de reproducción doméstica (1983: 7). 
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pecial si no existen otros dependientes (hijos, por ejemplo) en edad de incorporar-

se al mercado de trabajo. ¿Ha sido realmente positivo el impacto neto del ingreso 

laboral sobre su autonomía?28

Una mirada superficial de esta situación podría sugerir una nueva paridad de 

fuerzas entre los cónyuges, dado que ambos ganan un salario. A simple vista, la 

ganancia en autonomía de la mujer —a partir de su nuevo ingreso— parecería 

evidente. Sin embargo, las relaciones de poder al interior del hogar suelen res-

ponder a otras lógicas. Al contrario de lo que sugieren los hechos, la asimetría 

puede expresarse ahora con mayor claridad. El ingreso obtenido en el mercado 

sólo fortalece a la mujer en la medida en que le permite asumir la responsabilidad 

de la reproducción con o sin ayuda del cónyuge. Si bien este dato no es menor, 

paradójicamente, quien más ganaría en autonomía efectiva sería el hombre, quien 

dispone de más ingreso (ahora es la mujer quien sufraga las necesidades del hogar), 

del mismo (o casi) tiempo libre y puede, si lo desea, reforzar su participación en los 

asuntos comunitarios y en la vida pública en general (en detrimento de su respon-

sabilidad de proveedor único, que ya no lo es). La mujer, por su parte, más capaz 

ahora que antes en términos económicos, no ve compensada dicha capacidad en lo 

que hace a su autonomía neta. Con menor disponibilidad de tiempo, sin posibilidad 

de participar efectivamente en asuntos públicos y a cargo tanto de la manutención 

económica como de la reproducción doméstica en su hogar, debe lidiar con una 

situación nueva y aún más agobiante: the nastiness of the double day.29 

¿Cómo asegurar entonces, especialmente para las mujeres madres de familia 

y/o jefas de hogar en situación de pobreza, un doble proceso de incorporación 

al mercado de trabajo y aumento (no disminución) de su autonomía? Si les sigue 

28	 En el muy buen trabajo de Armas se incluyen algunos testimonios de mujeres beneficiarias del Progra-

ma Bono Solidario. Allí pueden encontrarse citas como la siguientes: “La mujer es la que más sufre 

después de todo […] el hombre pasa en la calle y la mujer tiene que ser padre y madre para su casa 

y su hogar” (2005: 34). 

29	 Frase tomada de Blumberg y Coleman (1989) que significa “Lo feo, desagradable [que podría ser 

traducido también como “insoportable”, “frustrante” o “agobiante] de la doble jornada”.
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siendo reservada con exclusividad la responsabilidad de las labores domésticas y la 

reproducción del hogar, pero empieza a ser imprescindible su aporte económico, 

¿cómo avanzar paralelamente en términos de ingreso y uso de tiempo, de cuidado 

de la familia y participación en la esfera pública?

Género y políticas sociales en América Latina: ¿quebrando la lógica de la 

desigualdad?

Una de las enseñanzas más impresionantes que se han obtenido luego de varias 

décadas de políticas promotoras del desarrollo social en todo el mundo ha sido 

la constatación de que éstas no tendieron a atenuar sino a profundizar las des-

igualdades de género (World Bank, 2001). De manera paralela a esta situación de 

deterioro y al hacerla evidente, la causa de “género” fue ganando espacio político 

y social, logrando avances significativos, particularmente en el ámbito legislativo 

y de las políticas públicas. A partir de la influencia del movimiento internacional 

de mujeres y de la fortaleza organizativa de los movimientos nacionales, los go-

biernos democráticos latinoamericanos reconocieron a la mujer como un actor 

social que requería de una representación especial en las instituciones del Estado 

(Molyneux, 2003).

De esta forma, el “género” como una “nueva”30 dimensión de la desigualdad 

social ha introducido nuevas cuestiones en la agenda de políticas públicas de com-

bate a la pobreza en el continente y en el mundo en desarrollo en general. Como 

imperativo teórico y a su vez como respuesta práctica a los fenómenos discriminato-

rios de este tipo, se ha planteado la necesidad de “desarrollar la autonomía econó-

mica de las mujeres y fomentar la conciliación de la vida privada con la doméstica, 

alentando el ingreso masivo de los hombres a la esfera del cuidado” (Friz, 2004: 5). 

30	 El adjetivo “nueva” en este caso no remite a su edad cronológica (en este sentido seguramente es de 

las más antiguas) sino a la “juventud” de su desarrollo teórico.
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A raíz de esta concientización, en los últimos años han proliferado diferentes pro-

gramas de política social compensatoria, en los cuales las mujeres constituyen el 

grupo de beneficiarios más importante en términos cuantitativos.31

Entre las políticas públicas que más tempranamente impactaron la autonomía 

de las mujeres desde una perspectiva de género, deben destacarse las educativas, 

a las que las mujeres tuvieron amplio acceso, aunque más tardíamente que los 

hombres. Más adelante cobran relevancia las dirigidas hacia las madres y, a través 

de ellas, las que tienen como objetivo a la familia (Serrano, 2005: 15). Sin embargo, 

el lugar estratégico de la mujer como “implementadora” de políticas sociales —a 

partir del lugar central que ocupa como responsable de la provisión de bienestar 

monetario y no monetario dentro del hogar— no fue reconocido sino hasta recien-

temente por los hacedores de política.

En este sentido, es posible destacar tres áreas potenciales de preocupación 

de las políticas de género: a) a nivel de las reglas, la generación y fortalecimiento de 

una institucionalidad de alto nivel que asegure la consideración de las políticas 

de género como “políticas de Estado” y no de gobierno; b) en materia de problemas 

públicos, la atención se centra en dos áreas: mujer y pobreza, y acceso de las mu-

jeres a los espacios de decisión; c) finalmente, a nivel individual, los problemas de 

la agenda de género se concentran en las áreas estratégicas de género: violencia 

doméstica, derechos reproductivos y autonomía económica de las mujeres (Serra-

no, 2005: 22-23).32

Este trabajo se ubica en una suerte de interfase entre el segundo y el tercer 

nivel, al vincular la pobreza de género como problema público y su incidencia so-

bre la autonomía de las mujeres. En este sentido, cabe citar a Siniravasan y Metha 

31	 Además de los ya mencionados en este artículo, el programa Oportunidades de México, que cubre 

a 25 por ciento de la población, tiene una participación femenina de más del 90 por ciento entre el 

total de beneficiarios. A éste podríamos agregar, el Plan Vida y el Plan Comadres, implementados 

ambos durante la década de los noventa en Argentina (en la Provincia de Buenos Aires), así como 

Bolsa Escola (Brasil) destinado a familias con hijos en edad escolar.

32	 La categorización de los niveles y las cursivas son mías.
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(2003: 161) cuando sostienen que “ningún debate social acerca de los problemas 

de equidad y distribución puede darse sin una discusión previa de género”, pues és-

te constituye de manera total las relaciones de intercambio en los ámbitos sociales, 

culturales y económicos entre hombres y mujeres, desde el hogar a la comunidad, 

y desde el Estado a las agencias multilaterales (Jackson y Pearson, 1998). Por lo 

tanto, una mirada de género se vuelve esencial para entender los modos en que 

las sociedades asignan roles, recursos y derechos a hombres y mujeres; enraiza-

dos tanto en el saber práctico como en los valores predominantes (Siniravasan y 

Metha, 2003: 162). 

Asumiendo esta perspectiva de género, las preguntas de investigación que este 

trabajo se propone responder son: 1) si los programas de transferencias de ingresos, 

enfocados de manera predominante en beneficiarias mujeres (la llamada “femini-

zación de la asistencia social”) han producido consecuencias positivas desde una 

perspectiva de género, tanto en términos de “autonomía” como en el logro de 

una mayor conciliación y equilibrio entre su experiencia doméstica y la vida social; y 

2) si el tipo de contraprestación exigido por cada uno tiene alguna relevancia a la 

hora de explicar dichos resultados.

Los programas seleccionados (por la similitud de su lógica y del contexto en 

que fueron implementados, así como por las diferencias en las contraprestaciones 

exigidas) son el Bono Solidario, en Ecuador, y el Plan Jefas y Jefes de Hogar, en 

Argentina. 

El caso ecuatoriano: vida cotidiana, relaciones de género y contexto 

socioeconómico de la implementación del Bono Solidario

En Ecuador —según apuntan los estudios de distinto tipo sobre la temática de gé-

nero— lo femenino ha estado asociado de manera fundamental al mundo de lo 

privado. Es allí donde se manifiesta la dominación de género y donde se forman 

socialmente las identidades femeninas (Ardaya y Ernst, 2000; Camacho, 1996; Cuvi 

y Martínez, 1994). En estas obras, la falta de autonomía de la mujer se expresa no 

sólo por su dependencia económica sino por su sujeción a decisiones externas que 
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dictan su existencia y a pensar o a desear lo que les es permitido (por los hombres) 

en el seno de una familia tradicional (Herrera Mosquera, 2001: 26). En este sentido, 

cabe apuntar que diversos estudios culturales realizados entre mujeres indígenas 

rurales en Ecuador mostraron cómo la cocina33 y el ámbito doméstico pueden cons-

tituir un factor de identidad de las mujeres. En la medida en que el género como 

cualidad también se define en la adquisición de habilidades y en la capacidad de la 

persona para producir ciertos objetos, la producción de alimentos puede ser (de 

hecho, lo es) un aspecto fundamental de reafirmación de la identidad genérica.

Desde un punto de vista económico, las mujeres ecuatorianas ven afectada su 

autonomía a partir de dos procesos. El primero (de nivel macro) tiene que ver con la 

pérdida de derechos económicos sufrida por buena parte de la población ecuato-

riana como consecuencia de las reformas económicas de los años noventa. La libe-

ralización de la economía implantada a lo largo de la década agudizó los problemas 

ya existentes en lo que concierne a la desigualdad, ya que produjo principalmente 

una mayor ampliación en la brecha de ingresos entre los hogares presididos por 

jefes de hogar calificados y jefes no calificados, y entre los ingresos de los hogares 

presididos por jefes del sector moderno e jefes del sector informal (Taylor y Vos, 

2000; Vos et al., 2001). De hecho, el principal diagnóstico de la evaluación social 

en Ecuador durante la década de los noventa fue el incremento de la desigualdad, 

como consecuencia de este sesgo educativo y de género de las reformas.34

Esta situación ha derivado en la pérdida de poder económico de ciertos indivi-

duos y familias, en tanto que un sector minoritario ha concentrado la riqueza del país. 

Como se puede ver a través de los análisis estadísticos del anexo,35 la concentración 

33	 Es en este espacio donde se conforman las interacciones entre hombres y mujeres alrededor de la pro-

ducción de alimentos, los flujos de intercambio y las reciprocidades entre familias (Weimantel, 2001). 

34	 Las actividades calificadas y del sector moderno son desarrolladas mayormente por hombres, mien-

tras que las mujeres participan fundamentalmente en trabajos que no requieren calificación y en el 

mercado informal.

35	 Método estadístico que a través de una gráfica permite analizar qué tanta concentración y, por tanto, 

desigualdad existe en la distribución de un bien en un ámbito social determinado. 
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del ingreso ha aumentado y, con ella, la brecha entre ricos y pobres. Mientras en 

1990, el ingreso per cápita del hogar del decil más rico era 19.7 veces más alto que 

el del decil más pobre, en el 2000, la diferencia entre los dos extremos fue de 41.2 

veces. Este incremento en la desigualdad se debió, principalmente, a una mayor con-

centración del ingreso en el 10 por ciento más rico de los hogares.36

CUADRO 1.
Evolución de la pobreza de género en Ecuador.

Índice de feminidad en hogares pobres y no pobres
Por tramos de edad, zonas urbanas (1994, 1999 y 2002)

(Porcentajes).

País Año

Zonas urbanas

Hogares pobres Hogares no pobres

Tramos de edad

0 
a 

6

7 
a 

12

13
 a

 1
9

20
-5

9

60
 y

 m
ás

TO
TA

L

0 
a 

6

7 
a 

12

13
 a

 1
9

20
-5

9

60
 y

 m
ás

TO
TA

L

Ecuador 

1994

1999

2002

105.4

100.6

98.5

101.2

96.4

100.0

99.2

98.6

102.0

104.1

104.5

108.4

114.0

107.9

107.3

102.5

101.3

103.1

89.1

98.3

102.4

97.2

110.9

100.0

101.3

103.0

98.0

96.0

94.1

94.3

88.7

89.7

94.7

96.7

97.8

97.1

Fuente: cepal, en <http://www.eclac.cl/mujer/proyectos/perfiles/comparados/indice_fem_ur.htm>.

En segundo término y como consecuencia de ello, Ecuador ha vivido un proce-

so de precarización del empleo, con particular profundidad en el caso del trabajo 

femenino. Entre la población femenina económicamente activa, 45 por ciento no 

36	 Este segmento de la población aumentó su participación en el ingreso total de 35.4 por ciento hasta 

45.3 por ciento, en tanto que la participación del resto de estratos disminuyó. En particular, el decil 

más pobre redujo su participación de 1.8 por ciento a 1.1 por ciento. Una variable que resume el 

nivel de desigualdad constituye el coeficiente de Gini. El coeficiente de Gini del ingreso laboral por 

hora entre los perceptores de ingreso es 0.555. Un análisis comparativo realizado por el bid (1998) y 

el pnud (1998) mostraba que Ecuador era uno de los países con mayor desigualdad en la región, junto 

con Brasil, Paraguay y México.
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recibe ingreso alguno (más del doble que en el caso de los varones) y el ingreso 

promedio de las mujeres representa unos dos tercios del masculino. Asimismo, las 

mujeres ecuatorianas deben realizar mayores esfuerzos laborales que los hombres 

para contar con los mismos ingresos, lo que las obliga a adoptar estrategias como 

el “multiempleo” o la extensión de su jornada semanal de trabajo. Tanto en las 

áreas urbanas como rurales, el “multiempleo” femenino supera al masculino y crece 

más aceleradamente,37 mientras que sólo 21.6 por ciento de los varones trabaja los 

siete días de la semana frente a 30.4 por ciento de las mujeres (Vásconez, 2004, 

cit. en Armas, 2005: 18).

CUADRO 2.
Indicadores de falta de autonomía económica de las mujeres en Ecuador.

Población sin ingresos propios por tramos de edad y sexo (1994, 1999 Y 2002).

Países Sexo Zona urbana

15-24 25-34 35-44 45-59 60 y más Total

Ecuador Mujer

Hombre

1994
1999
2002
1994
1999
2002

70.1
65.8
65.6
51.3
49.4
46.4

50.7
37.9
37.1
8.9

10.7
7.7

45.3
34.0
33.3
5.1
6.6
3.2

49.9
38.4
35.5
4.6
6.9
5.0

62.6
45.1
43.0
15.1
15.9
14.6

56.9
46.4
44.8
21.6
21.9
18.7

Fuente: cepal, <http://www.eclac.cl/mujer/proyectos/perfiles/comparados/pobreza_ingrepropioped.htm>.

Esta tendencia se experimenta más radicalmente en las ciudades, debido a los 

procesos de modernización económica y de migración, mismos que han redunda-

do, respectivamente, en la incorporación masiva de la mujer al mundo del trabajo 

no doméstico (mercado laboral), y en el aumento de las responsabilidades de la 

mujer en el ámbito de la reproducción, ante la ausencia del “jefe de familia”. En 

37	 Vásconez señala que entre 1999 y 2001 el multiempleo entre las mujeres creció en 30 puntos por-

centuales mientras que en los hombres, el crecimiento sólo fue de 16 puntos.
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Ecuador, el hecho de que las mujeres reciban un salario ha dado lugar a realidades 

de segmentación ocupacional (horizontal y vertical) y a mayores niveles de subo-

cupación y empleo informal. Como se demostró con las cifras, las mujeres tienen 

ingresos inferiores por igual tarea, lo cual es más agudo aún en actividades menos 

calificadas que demandan menores niveles de instrucción38 (León Trujillo, 1994). 

A pesar de esto último y tal como lo demuestra el cuadro 3, la aportación del 

salario femenino para mitigar las carencias del hogar ha sido, y continúa siendo, 

fundamental.

CUADRO 3.
Aportación de las mujeres a la economía de los hogares en Ecuador.

Magnitud de la pobreza en hogares biparentales con y sin aporte de las cónyuges al ingreso familiar (1994, 1999 Y 2002).

(Porcentajes)

 Países Año

Hogares urbanos

Sin aporte

(1)

Con aporte

(2)

Brecha

(1) y (2)

Ecuador
1994
1999
2002

62.8
68.2
53.7

53.1
57.2
41.6

9.7
11.0
12.1

Fuente: cepal, <http://www.eclac.cl/mujer/proyectos/perfiles/comparados/pobreza7.htm>.

De 1998 a 1999 tres factores conspiraron contra la recuperación de los inicios 

de los noventa y liderada por los sectores primarios, provocando la peor crisis eco-

nómica en la historia moderna ecuatoriana: el fenómeno natural de El Niño, que 

causó grandes daños a la agricultura y a la infraestructura; la significativa disminu-

ción del precio del petróleo que incrementó los déficit fiscal y externo, y la crisis 

financiera internacional que se expresó en la interrupción del financiamiento exter-

38	 Lo que refuerza la importancia de analizar con especial atención la problemática de género de las 

mujeres en situación de pobreza.
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no privado. Con ello se erosionó el manejo cambiario y monetario, lo que a la vez 

desembocó en una crisis bancaria sin precedentes. Así, la tasa de crecimiento del 

pib disminuyó a 0.4 por ciento en 1998 y en 1999 se tornó negativa hasta alcanzar 

un –7.3 por ciento. Como consecuencia, la tasa de desempleo aumentó hasta al-

canzar 14.4 por ciento, no obstante el significativo flujo de emigración que desató 

la crisis (Velásquez Pinto, 2001: 4). En este contexto, tuvo lugar la implementación 

del Bono Solidario.

El diseño del Bono Solidario y sus “consideraciones” de género

La depresión económica por la que atravesó Ecuador durante los últimos años de la 

década de los noventa fue de una profundidad sin precedentes.39 El ingreso per 

cápita disminuyó brutalmente y la pobreza de consumo pasó del 46 por ciento al 

56 por ciento de la población (Armas, 2005; Vos et al., 2001). 

El Programa Bono Solidario,40 sin embargo, no fue creado como una suerte 

de red asistencial frente a este fenómeno de crecimiento de los índices de pobre-

za y agudización de la desigualdad.41 Más bien, su instrumentación puede atri-

buirse a consideraciones fiscales y a la necesidad de eliminar el subsidio universal 

a determinadas fuentes de energía, como los combustibles, el gas licuado o la luz 

eléctrica que, de acuerdo con la tesis del gobierno, tenían un carácter regresivo42 

(Vos et al., 2001).

39	 Fue calificada por los expertos como la más grave del siglo pasado (Armas, 2005: 20).

40	 Con respecto a las estrategias empleadas por las mujeres de las ciudades en situación de pobreza 

para contrarrestar las crisis provocadas por las políticas de ajuste, Rodríguez (1993) llama la atención 

sobre la necesidad de diseñar políticas que no socaven todas las capacidades de resistencia desarro-

lladas por la población femenina. Más allá de su precariedad y asumiendo su carácter racional, dichas 

estrategias pueden constituirse en un mecanismo positivo de adquisición de autonomía.

41	 Para una mejor idea de esto último, véase en el anexo estadístico la gráfica correspondiente al incre-

mento de la desigualdad de ingresos en Ecuador durante los años noventa.

42	 Véase el cuadro en el anexo estadístico. 
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El criterio para elegir a la población beneficiaria fue la pobreza de ingresos.43 

Este era el “requisito esencial que debía cumplir” una persona para recibir la subven-

ción. Pese a ello, predominó la focalización en “madres”, bajo el supuesto de que las 

mujeres tienden a priorizar el gasto en necesidades básicas y cuidado de los niños, 

más aún si son jefas de familia. Una encuesta representativa, realizada a benefi

ciarios del programa en 1999, muestra que las transferencias eran utilizadas básica-

mente para alimentación y otras necesidades elementales (León Trujillo, 2000).

En este sentido, la población beneficiaria estaba compuesta por a) mujeres sin 

ingresos que vivieran en el seno de familias de bajos ingresos y tuvieran a cargo 

menores de dieciocho años (80.2 por ciento); b) personas mayores de 65 años 

sin un ingreso fijo (18.7 por ciento); y c) personas discapacitadas (0.6 por cien-

to). Durante el primer año del programa, el padrón alcanzó al 45 por ciento de 

los hogares ecuatorianos; es decir, aproximadamente 1.3 millones de beneficiarios 

(Vos et al., 2001: 5).44 

Al poco tiempo de su creación, el programa, destinado a las familias más 

pobres, comenzó a ser percibido socialmente como compensatorio (su intención 

original era fiscal) ya que resultó una ayuda significativa para las personas con 

mínimos ingresos, quienes concentraron mayormente su beneficio. A raíz de la 

43	 Es interesante analizar lo paradójico de esta situación. Se elimina un subsidio que se considera re-

gresivo (porque beneficia supuestamente a los sectores más acomodados de la sociedad ecuato-

riana), pero para contrarrestar sus efectos debe crearse un programa compensatorio destinado a 

los sectores más pobres (¡¡!!). Si ya se les estuviera ayudando al quitar el subsidio (por su carácter 

regresivo), ¿cómo justificar la necesidad de compensarlos? Es evidente que pese a que el programa 

podía beneficiar a sectores acomodados, los mayores beneficiarios (porque no podemos asumir que 

las utilidades de un bien son siempre de la misma magnitud para todos) eran los estratos más pobres 

de la población. 

44	 Dada la imposibilidad de esta clase de programas compensatorios para cubrir a todos los beneficiarios 

potenciales, nos encontramos habitualmente tanto frente a errores de exclusión (dejar sin asistencia 

a quienes cumplen con los requisitos socioeconómicos y administrativos para recibirlos) como de in-

clusión (beneficiar a personas que no cumplen con tales requisitos). Por tanto, uno de los elementos 

que siempre se considera deseable es que los procesos de identificación de beneficiarios (focalización) 

puedan llegar, al menos, a los hogares más perjudicados por la crisis.
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crisis económica y financiera, suscitada en 1999 y 2000, y como Ecuador carecía 

de un sistema de protección social capaz de responder ante situaciones de emer-

gencia económica, el Bono Solidario constituyó la principal estrategia del gobierno 

para evitar un mayor deterioro de la situación de los sectores más pobres de la 

sociedad ecuatoriana.45

En el caso del Bono, la evidencia indica que el efecto sobre el ingreso de las 

familias fue negativo en el corto plazo, ya que las evaluaciones de impacto del pro-

grama mostraron —a través de una metodología contrafáctica— que los ingresos 

de las familias beneficiarias hubieran sido mayores de no haber existido el programa 

o, dicho de otra forma, la incidencia de la pobreza hubiera sido menor (Vos et al., 

2001: 20). La hipótesis más plausible en este caso es que la falta de un programa 

como el Bono Solidario hubiera obligado a muchas más mujeres a salir al mercado 

de trabajo, muy probablemente a emplearse en actividades informales, con bajos 

salarios, y alta precariedad.46 En algunos casos también, aunque quizá los menos, 

se hubiera contado con el apoyo de redes comunitarias o familiares.

Asimismo, el programa tuvo impactos positivos en dos aspectos: en primer 

lugar en la participación escolar. Los datos muestran que los beneficiarios del pro-

grama evidencian tasas de enrolamiento escolar mayores que las de los no be-

neficiarios, lo cual significa que el Bono Solidario tuvo efectos positivos sobre la 

reducción de la pobreza intergeneracional, en la medida en que la probabilidad 

de la misma disminuye a mayores niveles educativos. En segundo lugar, se redujo 

la brecha de pobreza al aumentar de manera inequívoca el ingreso de los benefi-

ciarios más pobres (Vos et al., 2001: 2).

En términos de la autonomía —multidimensional— de género, el programa 

parece haber tenido un impacto ambiguo. Por un lado, resultó positivo en términos 

de disponibilidad de tiempo, ya que disminuyó los incentivos por insertarse pre-

45	 De hecho, a partir de la crisis fue el mismo gobierno el que “vendió” el Programa como una muestra 

de su apoyo a los sectores más vulnerables (Vos et al., 2001: 4).

46	 Es muy importante señalar que dichas evaluaciones de impacto sólo incorporan el enfoque 

monetario.
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cariamente en el mercado laboral, especialmente las madres con hijos pequeños 

o lactantes (Daren, 2004). Pero, por otro, esta clase de programas extienden y 

refuerzan la imagen de las mujeres como reproductoras, cuyo rol principal está 

constituido por las labores domésticas y de cuidado (Armas, 2005). Estas tareas no 

cuentan con visibilidad, reconocimiento ni mucho menos retribución, excepto que 

se realicen mediante un contrato en el mercado.47 Esta clase de políticas, por tanto, 

parecen incidir positivamente en la reducción intergeneracional de la pobreza de 

los varones, pero reproducen la pobreza de género, en la medida en que los incen-

tivos para que las mujeres se eduquen, accedan a empleos calificados y/o participen 

de la vida política y social son mucho menores si se les reserva de manera exclusiva 

las labores privadas de reproducción doméstica. La desigualdad al interior del hogar, 

lejos de eliminarse, va camino de reproducirse a nivel intergeneracional.

El caso argentino: crisis económica e importancia de la mujer en la im-

plementación del “Plan Jefas”

En Argentina, las instancias de género han tenido un significativo rol como espacios 

que propician la incorporación de dicho enfoque a través de diferentes procesos, 

entre ellos, la elaboración y presentación de proyectos de Ley y la planeación de 

programas públicos que contengan la visión de género (cepal, 2004: 6). Esta pers-

pectiva de género se ha basado principalmente en la concepción de gender em-

powement (empoderamiento de género) y ha sido aplicada principalmente en el 

ámbito de la participación política y civil.

Desde el punto de vista de la ciudadanía social y de los programas de combate 

a la pobreza que emergieron aceleradamente desde mediados de los años noventa 

47	 Esto último incide positivamente en la reducción intergeneracional de la pobreza en los hombres y 

negativamente en la reproducción intergeneracional de la pobreza de género, en la medida en que 

los incentivos para que las mujeres se eduquen, accedan a empleos calificados y/o participen de la 

vida política y social son mucho menores si se les reserva de manera exclusiva las labores privadas de 

reproducción doméstica.
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hasta la actualidad, las iniciativas de género han sido mucho menos generosas y 

eficaces. El Consejo Nacional de la Mujer es el organismo público que ha concen-

trado la mayor parte de los recursos financieros y humanos dedicados a paliar las 

situaciones de desigualdad de género existentes, si bien con resultados diversos de 

acuerdo con los criterios que se utilicen para su evaluación (Zaremberg, 2004).48

En términos sociales, esto también está relacionado con el hecho de que duran-

te las últimas décadas, Argentina ha vivido un crecimiento acelerado de la desigual-

dad en la distribución del ingreso, y la deprivación económica de amplios sectores 

de la sociedad. Procesos de inestabilidad macroeconómica y estancamiento pro-

ductivo se han conjugado con coyunturas de rápido crecimiento y de avances en 

el logro de los equilibrios básicos. Sin embargo, durante ese lapso, los indicadores 

de equidad no han respondido suficientemente, y la brecha entre ricos y pobres ha 

continuado aumentando, independientemente de los ciclos económicos (Altimir, 

Beccaria et al., 2001).49

48	 En un lúcido análisis comparativo, Zaremberg (2004) muestra las diferencias en el estilo de gestión 

de dos instituciones —el Servicio Nacional de la Mujer en Chile y el Consejo Nacional de la Mujer 

en Argentina, diseñados ambos para incorporar criterios de igualdad de género en los procesos de 

política pública—. La pregunta más interesante que resta responder en éstos y otros casos es si la dife-

rencia de estilos es consecuencia de una disparidad de criterios previa respecto del lugar de la mujer 

en la sociedad y en las políticas públicas o si esta última puede llegar a ser una consecuencia de la 

primera.

49	 En suma, puede acompañarse a Altimir y Beccaria cuando sintetizan algunos de los principales rasgos 

de la situación social argentina de finales de dicha década: “La conclusión principal y de mayor im-

portancia es que tanto en términos relativos como absolutos, la situación distributiva que se registra 

en el nuevo siglo es significativamente peor que la de veinte años atrás. Ante esta circunstancia, dos 

hechos resultan preocupantes: primero, la dificultad que presenta el nuevo régimen para funcionar 

en el sentido de mejorar la distribución relativa del ingreso no parece resultar de situaciones excep-

cionales. La evidencia analizada no concuerda con la idea de que la distribución empeora sólo en las 

recesiones, y lo sucedido en la segunda parte de los noventa refleja el efecto de las crisis ocurridas. 

[...] Segundo, las dificultades de la economía bajo el nuevo régimen para mejorar la distribución rela-

tiva del bienestar se complica con su aparente incapacidad de mejorar significativamente los ingresos 

medios reales de los hogares está asociada a la relativa incapacidad de generar empleo” (Altimir y 

Beccaria, 2001). 
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La coyuntura más dramática de todo el periodo se dio entre octubre de 2001 y 

mayo de 2002, durante la cual el ingreso per cápita promedio de los hogares más po-

bres disminuyó en 41 por ciento (indec, 2003; Corbacho, García-Escribano e Inchauste, 

2003). Mientras que, en octubre de 2001, cada integrante de un hogar correspondien-

te al decil más rico de la población ganaba 52 veces el ingreso de un integrante del de-

cil más pobre, en mayo de 2002 esta diferencia llegaba a 68 veces (Del Tronco, 2005).

Esta clase de shocks tienen graves impactos sociales y políticos, y el caso ar-

gentino no fue la excepción. Las manifestaciones callejeras50 y el surgimiento de las 

asambleas barriales,51 sumados a un estado de movilización permanente de parte 

de las organizaciones de desocupados,52 representaron una clara reacción popular 

ante la percepción de que el sistema político era incapaz de hacer frente a la emer-

gencia económica53 (Del Tronco; 2005).

El Plan Jefas y Jefes de Hogar Desocupados (pjhd) nació en enero de 2002, jun-

to con el Gobierno Provisional de Eduardo Duhalde, en medio de la depresión eco-

nómica y el desorden social y político que terminó anticipadamente con la gestión 

del renunciante presidente Fernando de la Rúa.54 El Plan, originalmente concebido 

50	 Algunas, como los cacerolazos, buscaban expresar el hastío ciudadano frente a la incapacidad del 

sistema político para conjurar la crisis. Otras, como los saqueos a comercios, expresaban dramática-

mente la profundidad de la crisis, tanto en términos económicos como institucionales.

51	 Reuniones periódicas realizadas por habitantes de los distintos barrios de la ciudad de Buenos Aires 

que tenían, en principio, la intención de resolver en forma comunitaria los problemas que fueran sur-

giendo entre los vecinos. Muchas de ellas se disolvieron con el paso del tiempo y a raíz de la captura 

que sufrieron por parte de grupos politizados que tendieron a desvirtuar la verdadera motivación de 

la constitución de estos comités barriales.

52	 Sólo entre enero y febrero de 2002 se contabilizaron 488 cortes de ruta en todo el país (Centro de 

Estudios para la Nueva Mayoría, 200).

53	 Para los decisores de política pública, se hacía necesario brindar respuestas claras que encauzaran 

ambas problemáticas: el acelerado deterioro de las condiciones de vida ―en especial de quienes más 

estaban sufriendo con los efectos de la crisis― y el deterioro de la legitimidad de la autoridad política, 

factores, que en principio estaban mutuamente relacionados.

54	 Ramón Puerta asumió la Primera Magistratura, en su carácter de presidente del Senado hasta el nom-

bramiento, un día más tarde, por parte del Parlamento, de Eduardo Rodríguez Saá, ex gobernador 
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como un subsidio a las empresas para contratar trabajadores, fue reformulado a 

raíz del crecimiento acelerado de la pobreza (entre octubre de 2001 y mayo de 

2002, la población cuyo ingreso era insuficiente para cubrir el costo de la canasta 

básica pasó del 37.4 por ciento al 57 por ciento).55 En ese momento, entonces, el 

Plan debía erigirse en una suerte de red de contención que evitara un deterioro 

mayor del nivel de vida de los sectores más vulnerables.

CUADRO 4.
Evolución de la pobreza de género en Argentina.

Índice de feminidad en hogares pobres y no pobres 
por tramos de edad, zonas urbanas (1994, 1999 y 2002). (Porcentajes)

País Año

Zonas urbanas

Hogares pobres Hogares no pobres

Tramos de edad

0 
a 

6

7 
a 

12

13
 a

 1
9

20
-5

9

60
 y

 
m

ás

TO
TA

L

0 
a 

6

7 
a 

12

13
 a

 1
9

20
-5

9

60
 y

 
m

ás

TO
TA

L

Argentina
1994
1999
2002

96.0
99.2
101.6

106.9
100.0
99.1

118.3
104.7
97.6

110.2
111.5
106.5

85.8
58.9
90.2

102.5
99.3
98.3

101.4
100.6
97.2

97.8
100.0
101.7

96.2
98.1
103.2

98.7
97.6
96.1

102.5
101.9
103.8

99.5
100.2
101.4

Fuente: cepal, en <http://www.eclac.cl/mujer/proyectos/perfiles/comparados/indicefemur.htm>.

En el caso del pjhd, los requisitos para ser beneficiario eran ser jefe o jefa de 

hogar, estar desocupado (sin ingresos comprobables a través de los registros de la 

de San Luis por el pj desde 1983. Su mandato tendría una duración de noventa días, momento en el 

cual se celebrarían las próximas elecciones. La falta de apoyo político en su partido ante la supuesta 

pretensión de mantenerse el poder más allá del período estipulado, y distintas manifestaciones ciu-

dadanas realizadas en Buenos Aires por el nombramiento de funcionarios sospechosos de corrupción, 

llevaron a su renuncia, al octavo día de gobierno. Dos días después, el 1 de enero de 2002, asumió 

Eduardo Duhalde, con el mandato de cumplir el período constitucional de De la Rúa, hasta octubre 

de 2003. Finalmente, en septiembre de 2002, Duhalde resolvió que las elecciones se celebrarían 

(como finalmente ocurrió) en mayo de 2003.

55	 Datos obtenidos del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (indec). <www.indec.gov.ar>.
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seguridad social; por tanto sólo hacía hincapié en los desocupados “formales”), 

con al menos un menor de dieciocho años a cargo y/o una persona anciana en el 

hogar. En este caso, a diferencia del Bono Solidario, no había en la letra del plan, 

una discriminación positiva de género hacia las mujeres. De hecho, al enfocarse en 

jefes de hogar, daba a entender que estaría destinado mayormente a varones, ya 

que éstos representan las dos terceras partes de las jefaturas de hogar en Argenti-

na. Por distintas razones,56 las principales beneficiarias (más del 70 por ciento del 

total del padrón) fueron mujeres.

CUADRO 5.
Indicadores de falta de autonomía de género de las mujeres en Argentina.

Población sin ingresos propios por tramos de edad y sexo

 (1994, 1999 Y 2002).

 Países Sexo
Zona urbana

15-24 25-34 35-44 45-59 60 y más Total

Argentina

Mujer

Hombre

1994
1999
2002
1994
1999
2002

69.0
67.7
69.6
50.1
54.8
61.7

47.7
42.6
39.7
8.4

11.7
15.4

48.3
42.3
36.5
5.7
6.6
9.8

47.9
44.4
39.9
7.1
9.2

12.8

29.6
27.6
30.3
5.6
8.7

10.8

48.6
46.0
44.6
18.1
21.6
25.4

Fuente: cepal, en <http://www.eclac.cl/mujer/proyectos/perfiles/comparados/pobreza_ingrepropioped.htm>.

En términos de contraprestación, el pjhd exigía la realización de una actividad 

laboral por parte de los beneficiarios a cambio de la asistencia recibida. Dicha con-

56	 La predominante participación de mujeres puede explicarse, entre otros factores, por el hecho de que 

uno de los requisitos para acceder al programa era estar desempleado —y que lo estuviera su cónyu-

ge—, lo cual se verificaba a través de la inscripción en la seguridad social. Muchas mujeres no eran 

“jefas” de hogar ni estaban desempleadas, pero sí se encontraban en situación de pobreza e inactivas, 

por tanto su costo de oportunidad para incorporarse como beneficiarias del programa era realmente 

muy bajo. Ello sumado a la participación del Consejo de Políticas Públicas en la implementación del 

programa —dirigido en su momento por la esposa del presidente y creadora del Consejo Nacional 

de la Mujer— fueron elementos determinantes.
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traprestación, tal cual se manifiesta en las reglas operativas constituía un compro-

miso asumido por el beneficiario para desempeñar una tarea de al menos cuatro 

horas diarias y nunca mayor a seis.57

Desde los años noventa, la contribución de las mujeres recientemente incor-

poradas al mercado laboral a la economía familiar no fue desdeñable y muchas de 

ellas calificaban, como desempleadas, para ser incorporadas como beneficiarias del 

plan. Sin embargo, no fueron estas últimas quienes resultaron mayoritariamente 

las beneficiarias del pjhd. La mayor parte de las beneficiarias aprovecharon que sus 

cónyuges estaban desempleados o se ocupaban en trabajos informales y pudieron 

así acceder, es decir, de no haber entrado al mismo hubieran estado inactivas (Ra-

vallion y Galasso, 2003). 

Cuadro 6.
Aporte de las mujeres a la economía de los hogares en Argentina.

Magnitud de la pobreza en hogares biparentales

con y sin aporte de las cónyuges al ingreso familiar (1994, 1999 Y 2002). (Porcentajes)

 Países Año

Hogares urbanos

Sin aporte

(1)

Con aporte

(2)

Brecha

(1) y (2)

Argentina

1994
1999
2002

19.3
23.8
44.8

13.7
17.4
36.2

5.6
6.4
8.6

Fuente: cepal, en <http://www.eclac.cl/mujer/proyectos/perfiles/comparados/pobreza7.htm>.

De hecho, las familias beneficiarias del Plan Jefas y Jefes tienden a ser sustan-

cialmente más pobres en promedio, con un ingreso per cápita del hogar que es 

57	 Con respecto a la “bondad” de la focalización del pjhd, en un trabajo reciente hemos presentado resul-

tados respecto de qué tan “efectivo” ha sido el programa para llegar a la población más vulnerable. En 

este análisis se calculó si efectivamente los sectores más vulnerables a ver disminuido su ingreso tenían 

una mayor probabilidad de acceder al Plan, dada la población que finalmente accedió. Los resultados 

indican que en una proporción considerable (71 por ciento), los beneficiarios del pjhd se encontraban 
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alrededor del 30 por ciento de la media para todos los adultos activos. Ravallion y 

Galasso (2003) llegaron a la conclusión de que si se descuenta el pago de la trans-

ferencia de Jefas y Jefes, los participantes provienen efectivamente de hogares con 

un ingreso per cápita que era solamente el 17 por ciento de la media para todos los 

adultos activos. Eran los más pobres entre los pobres.

Pero, cómo analizar la masiva participación de mujeres como beneficiarias de 

un programa como el pjhd —más allá de un claro déficit de focalización— desde una 

perspectiva de género. Esto remite nuestra atención a la contraprestación laboral 

exigida. Además, cabe preguntarnos, ¿cómo ha impactado sobre la autonomía de 

género la obligación de participar en programas de formación o empleo para mu-

jeres que de otro modo hubieran mantenido su rol doméstico? y ¿qué dimensiones 

deben analizarse para responder tal interrogante?

	

Evidencia sobre los impactos. ¿Tiene incidencia el tipo de “contrapres-

tación” sobre la autonomía de la mujer?

Los sistemas de protección social, dentro de los cuales los programas de transferen-

cia de ingresos suelen asumir un rol fundamental, buscan alcanzar mayores niveles 

de equidad en sociedades con altos niveles de desigualdad, pobreza y/o margina-

ción social. Muy habitualmente, sin embargo, son concebidos como un “último 

recurso” para prevenir una “destrucción” irreversible del capital humano de deter-

minados sectores de la sociedad (Vos et al., 2001: 3). Tanto en el caso ecuatoriano, 

con el Bono Solidario implementado a partir de 1998, como en el argentino, con el 

Plan Jefas y Jefes de Hogar de 2002, ésta fue la lógica empleada en las etapas de 

diseño y formulación.58

entre los más vulnerables y que entre los que no accedieron al Plan, 77 por ciento estaba en una situa-

ción de vulnerabilidad menos aguda que los efectivamente beneficiados (Del Tronco: 2005). 

58	 En el caso del Bono, si bien las primeras consideraciones fueron fiscales, una primera evaluación de 

sus resultados confirmó el enfoque compensatorio sobre los sectores más pobres que debía darse al 

programa.
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En ambos casos, dichas transferencias estaban condicionadas; es decir, los 

beneficiarios, además de cumplir con ciertos requisitos de “elegibilidad”, debían 

ganarse el “premio” monetario que constituye la transferencia. El Bono Solidario 

implementado en Ecuador es un caso típico de esta clase de programas (financiados 

generalmente por el Banco Mundial en América Latina, Asia y África) y se orienta a 

brindar ayuda económica a las familias bajo la línea de pobreza, con la condición de 

que envíen a sus hijos a la escuela y a los controles en los centros de salud o bien a 

cualquier otro control que se establezca como requisito. Por su parte, el pjhd, si bien 

es una transferencia condicionada, está estructurado sobre una contraprestación 

laboral, debido al peso que los argentinos atribuyen al empleo como un factor de 

integración política y social (Repetto, 2004).

La importancia de analizar las contraprestaciones en este tipo de programas 

radica en que su misma existencia presupone un determinado enfoque de política 

social, con sus aristas positivas y negativas. Las positivas se basan fundamental-

mente en el supuesto antropológico según el cual los individuos son agentes ra-

cionales que actúan estratégicamente para maximizar beneficios.59 Por lo tanto, 

la contraprestación intenta reducir la probabilidad de conductas oportunistas que 

permitan beneficiarse de la política social a personas cuyo nivel socioeconómico 

(más acomodado) no las habilitaría para ello.60 Las negativas se relacionan con que 

tales políticas, basadas en un concepto de equidad preocupado por la no existencia 

de “errores de inclusión”, subestima la importancia de la ciudadanía social o de un 

concepto de política social fundamentado en la noción de “derechos”. Este último 

se apoya en una idea de la equidad, según la cual resulta fundamental disminuir 

los errores de exclusión, por ser los más graves en términos del bienestar social, a 

riesgo de que reciban el beneficio personas cuya capacidad individual les permitiría 

59	 Independientemente de los criterios que tales individuos utilicen para definir su bienestar o utilidad.

60	 En el caso del Plan Jefas, por ejemplo, el bajo monto de la transferencia (unos 50 dólares) a cambio 

de las cuatro, cinco o seis horas de trabajo elimina los incentivos de participar como beneficiarios 

a todas las personas con alta probabilidad de obtener en el mercado salarios superiores a ese 

monto.
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adquirirlos por su propia cuenta.61 Ambas son, por tanto, las caras opuestas de una 

misma moneda.

En segundo lugar, analizar las contraprestaciones resulta de gran utilidad por-

que permite explorar las respuestas concretas de los agentes ante los estímulos 

generados por cada uno de los programas. De esa manera, se obtiene información 

necesaria para predecir —dadas las características de cada población beneficia-

ria— las reacciones de los individuos frente a las intervenciones del Estado, y ello 

contribuye a diseñar programas sociales más efectivos para combatir la pobreza, 

sus causas y consecuencias.

Como justificación de la implementación de esta clase de programas de trans-

ferencias condicionadas (ptc) la literatura especializada suele argumentar ventajas 

(no siempre evidentes), en términos de eficiencia como de efectividad. En cuanto 

a la eficiencia, se destacan a menudo las siguientes ventajas: a) Los ptc dan a la 

familia la responsabilidad de su propio progreso y permiten que los programas 

trasciendan las barreras de lo político; b) a través de las transferencias directas se 

consigue un mejor uso de los recursos; c) las familias tienen la posibilidad de tener 

autonomía sobre la decisión de “en qué gastar” el recurso monetario que reciben; 

d) los ptc permiten luchar contra los problemas de género; e) ofrecen una buena 

posición para superar el problema de información asimétrica, dado que las familias 

tienen mejor información sobre sus necesidades que el gobierno; f) la habilidad 

61	 Los errores de exclusión e inclusión están relacionados con lo que en estadística se denomina error 

tipo I y error tipo II. El error tipo I o “de exclusión” es la situación en la que se rechaza la hipótesis nula 

cuando es cierta, mientras que el error de inclusión o tipo II se da cuando no rechazamos la hipótesis 

nula cuando es falsa. Por ejemplo, en el caso de una política social, por ejemplo un programa alimen-

tario o de vacunación (en el que la hipótesis nula implica considerar desnutrida o no vacunada a una 

persona para otorgarle el beneficio o aplicarle el tratamiento), un error tipo I o de exclusión sería el 

resultado de no considerar desnutrido o sin vacunación a un individuo que sí presentara estas caren-

cias y, por tanto, no se le otorgara el beneficio correspondiente (el alimento o la vacuna). El error tipo II 

o de inclusión, por su parte, es el contrario; es decir consideramos desnutrido o falto de vacunación a 

alguien que tiene buena nutrición o fue efectivamente vacunado. Si bien en este caso, también existen 

riesgos (peligro de obesidad, por ejemplo), sus consecuencias suelen ser bastante menos graves que 

las del error de exclusión, que en cualquiera de los dos programas hipotéticos podría ser la muerte.
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de cumplir múltiples objetivos —como por ejemplo la salud, la nutrición y la edu-

cación— a través de un solo instrumento, el dinero en efectivo, y g) facilitan una 

mejor focalización de los pobres que subsidios generales o inversiones en infraes-

tructura, a través de menos errores de inclusión. 

Asimismo, en términos de efectividad, las ventajas incluyen: a) el empodera-

miento de las familias, al dárseles la oportunidad de tomar decisiones necesarias 

a través de “corresponsabilidad”, b) el establecimiento de una red de protección 

social necesaria, tanto en una crisis como en tiempos normales, c) la comprobada 

capacidad de generar impactos positivos y significativos sobre el bienestar de los 

beneficiarios, principalmente en salud y educación, y d) la creación de un efecto 

multiplicador en comunidades locales (Ayala, 2003).

Como fue esbozado anteriormente, las evaluaciones del Bono Solidario en-

contraron que su impacto neto sobre los ingresos de las familias beneficiarias fue 

negativo ya que las familias hubieran sido menos pobres si el Plan no se hubiera 

implementado (Vos et al., 2001: 20). Esto indica que, ante la falta del programa, 

muchas de las mujeres beneficiarias se hubieran incorporado al mercado laboral ob-

teniendo un ingreso superior. A partir de esta primera evidencia, puede decirse  que, 

en un primer momento, el impacto del programa sobre la autonomía de las mujeres 

fue ambiguo. Si bien las dotó de un ingreso, éste parece ser menor al que hubieran 

podido conseguir —sin el plan— en alguna ocupación alternativa. En términos de 

disponibilidad de tiempo, el Bono Solidario contribuyó a que las mujeres pudieran 

dedicar más tiempo a sus tareas domésticas, especialmente al cuidado familiar. Esto 

último, si bien no parece contribuir de manera significativa a la autonomía de la 

mujer, sí tiene dos efectos positivos: a) en la erradicación de la pobreza intergenera-

cional, y b) en la atenuación de las jornadas dobles productivas-reproductivas.

En el caso de la superación intertemporal de la pobreza, el programa tuvo efecti-

vamente impactos positivos en dos aspectos: en primer lugar, en la participación esco-

lar. Los datos muestran que los beneficiarios evidencian tasas de enrolamiento escolar 

mayores que las de los no beneficiarios, lo que significa que el Bono Solidario tuvo 

efectos positivos sobre la reducción de la pobreza intergeneracional, en la medida en 

que la probabilidad de la misma disminuye cuando hay mayores niveles educativos. 
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En segundo lugar, el programa disminuyó la brecha de pobreza, al aumentar de ma-

nera inequívoca el ingreso de los beneficiarios más pobres (Vos et al., 2001: 2)

Por su parte, en términos de la atenuación del “doble día” típico de las mujeres 

pobres latinoamericanas, la información existente poco dice al respecto. Si bien casi 

un tercio de la muestra de mujeres beneficiarias del Bono dicen trabajar, el temor a 

que les sea retirado el beneficio puede inducirlas a contestar negativamente, inde-

pendiente de su situación (Armas, 2005: 32). Cabe decir, por tanto, que en el caso 

de que los ingresos del Bono Solidario fuesen suficientes como para desincentivar 

la búsqueda de un empleo, las consecuencias del mismo sobre la disponibilidad de 

tiempo podrían considerarse positivas. Esto sería más probable para las madres 

cónyuges de un jefe de familia “proveedor” o breadwinner62 que dedicara parte 

de su tiempo a las labores de cuidado. Para las mujeres viudas, solteras o jefas de 

familia, los resultados parecen ser mucho menos alentadores.

Con respecto a su incidencia sobre la autonomía económica de la mujer y a 

su mayor participación en ámbitos de toma de decisión política y social (es decir 

a su empoderamiento), la contraprestación exigida a los beneficiarios puede resultar 

un elemento clave para analizar las consecuencias en términos de una perspectiva de 

género. Los programas que condicionan la distribución de beneficios a la atención 

de la salud infantil y la asistencia escolar (responsabilidades asumidas mayoritaria-

mente por las madres) fortalecen el rol materno y, por tanto, la figura de la mujer 

como “ama de la casa”,63 tal como queda más o menos claro en el caso del Bono 

Solidario en Ecuador. Esto no parece contribuir, a priori, a una mayor autonomiza-

ción de la mujer en términos de las desigualdades de género expresadas en el seno 

del hogar. Sin embargo, debe decirse que la experiencia de otros programas sociales 

similares, como el Oportunidades en México, han aumentado —si bien de manera 

limitada— la capacidad de administración de recursos, negociación y toma de de-

cisiones por parte de las mujeres beneficiarias.64 Ello conlleva un impacto positivo 

62	 Quien “gana el pan”, es decir aporta el ingreso principal del hogar. 

63	 Con los efectos sobre su autonomía económica y participación política y social que ello implica.

64	 Véase el capítulo de Rosa María Rubalcava en esta misma compilación.
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en términos intergeneracionales en la medida en que la inversión que las mujeres 

realizan en la alimentación, salud y educación de sus hijos e hijas tendrá impactos 

positivos en la capacidad de los mismos para evitar reproducir la situación de sus pa-

dres, tal como queda expresado en el testimonio de esta mujer ecuatoriana:

[Las mujeres] lo primero que hacen es priorizar la comida del hogar y la ropita para sus 

niños, pero ella no se compra ni una blusa, ni un sostén y ni un calzón [sic], las mujeres 

no se compran, todo priorizan para los esposos y para los hijitos (Anita Rivas, Concejala 

del Cantón Francisco de Orellana, abril de 2004, cit. por Armas, 2005: 36).

Este último testimonio confirma que “el empoderamiento familiar”, argumen-

to utilizado para justificar la aplicación de esta clase de programas, no reconoce 

adecuadamente las desigualdades dentro del hogar, expresadas muchas veces a 

partir de una cuestión de género. “El empoderamiento de las mujeres” no pare-

ce ser automático respecto del familiar y, por tanto, no puede asumirse como su 

consecuencia lógica. La experiencia práctica enseña que este último debe buscarse 

como un objetivo específico de política pública.

Por su parte, los programas condicionados a una contraprestación laboral (que 

en este caso incluía proyectos productivos y de capacitación), como el Plan Jefas 

y Jefes de Hogar, sí deberían, en teoría,65 contribuir a un mayor empoderamiento 

de las mujeres, quienes adquieren —al menos de manera provisoria— un lugar en 

el mercado de trabajo. En el caso argentino, las posibilidades de aumento de la 

autonomía parecen no desdeñables en la medida en que tanto a través de la per-

petuación temporal del beneficio como a partir del desarrollo de habilidades que 

implica la capacitación (allí donde se da) o el mismo empleo, la beneficiaria podrá 

hacer valer nuevas credenciales en un futuro en el mercado laboral abierto.

65	 Este supuesto está basado en el hecho de que, si bien el rol de Jefa de Hogar implica, al igual que en 

el Bono Solidario, una focalización en “madres”, al solicitarse a los beneficiarios una contrapresta-

ción laboral, se les brinda una oportunidad de autonomizarse de la dinámica económica del hogar, 

aumentando sus capacidades de actuación en los ámbitos públicos (mercado, comunidad). 
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En este sentido y de acuerdo con los datos presentados por el gobierno ar-

gentino (indec, 2003), el 80 por ciento de los participantes encuestados informó 

estar realizando la contraprestación exigida. Entre quienes lo consideraban como su 

ocupación principal, alrededor de la mitad informó estar trabajando para el sector 

público, el 30 por ciento en servicios comunitarios y el 8 por ciento informó trabajar 

para una empresa privada. En el caso de quienes lo ven como una actividad secun-

daria, la contraprestación se realiza en servicio comunitario (32 por ciento), parti-

cipación en capacitación (41 por ciento) o asistencia escolar (13 por ciento) como 

parte del programa. Esto último tiende a confirmar un efecto positivo sobre la au-

tonomía de género en la medida en que tales actividades representan una inversión 

tanto en capital humano como social; más aún, si tal como lo muestran Ravallion y 

Galasso (2003: 21), una importante proporción de las mujeres beneficiarias hubiera 

estado inactiva (y no desempleada)66 de no haber recibido el programa.67

Uno de los hallazgos interesantes, por lo tanto, es la tensión que existe —espe-

cialmente para madres de familia con ingresos escasos, bajo nivel educativo y precaria 

66	 La diferencia es que las inactivas/os no tendrían empleo por no haber comenzado un proceso de 

búsqueda laboral, como sí lo estarían haciendo sistemáticamente (y sin encontrarlo) las/os desem-

pleadas/os. Debe resaltarse que “inactivo” es un término convencional utilizado para quienes pese 

a no estar empleados en el mercado de trabajo formal o informal, no están buscando ocupación re-

munerada alguna. No significa que quienes se dediquen a las labores de reproducción doméstica no 

remunerada no realicen actividad alguna. Este término es un buen indicador del sesgo de género que 

permea incluso, los términos científicos que utilizamos para catalogar determinadas actividades.

67	 En alguna medida dicha consecuencia podría ser percibida como un avance “no deseado” desde 

una perspectiva de género, en la medida en que ofrecía a las mujeres la oportunidad de participar 

en un emprendimiento productivo, un proyecto de formación, o una actividad laboral a cambio de 

la cual percibían un ingreso monetario. Por otro lado, debe destacarse también que los proclama-

dos impactos positivos o negativos de un programa —en este caso la disminución del desempleo y 

su consecuente impacto sobre la incidencia y severidad de la pobreza— con frecuencia ignoran el 

impacto de cambios en la conducta de los beneficiarios. Al igual que en el caso del Bono Solidario, 

resulta bastante improbable que, de no haber participado del programa, todas las mujeres benefi-

ciarias hubieran permanecido en sus hogares, realizando sus tareas domésticas. Muchas de ellas, 

seguramente, hubieran buscado la manera de incorporarse al mercado laboral, para contrarrestar los 

efectos devastadores de la crisis económica. 
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inserción laboral— entre autonomía de género y superación intergeneracional de la 

pobreza. Las políticas de transferencias monetarias condicionadas a la inserción laboral 

de las “jefas de familia” —del tipo pjhd— pueden impactar más eficazmente sobre 

el primero de los objetivos, si bien con el riesgo de debilitar el rol decisivo que cumplen 

las mujeres en el cuidado de su familia, a través de la alimentación, salud y educación 

de sus hijos. Esto último podría requerir del Estado la provisión complementaria de ins-

tituciones que puedan ocuparse del cuidado de los niños en edad preescolar y de clu-

bes deportivos e instancias de formación extraescolar para los niños más grandes.68 

Por su parte, las políticas de combate a la pobreza que asumen el carácter esencial 

de la mujer como responsable de las labores domésticas y de cuidado —la mayoría de 

las cuales basa su diseño en una adaptación sui géneris de la teoría del “desarrollo 

humano”—69 corresponden a la segunda corriente. Estas últimas apuntan a romper 

el círculo vicioso de la pobreza, a través de una estrategia intertemporal que evite 

su reproducción en las nuevas generaciones. Privilegian la dotación de medios a los 

menores en edad escolar, de manera que contribuyan a la igualdad de oportunidades 

desde los niveles iniciales de la socialización. Este objetivo, loable en sí mismo, corre el 

riesgo de subestimar la “autonomía económica de la mujer respecto de su hogar” y de 

retrasar por tiempo indefinido la superación de las desigualdades de género. 

Algunos apuntes para el futuro 

Los fondos sociales o programas de inversión social en América Latina no han incor

porado por lo general un enfoque de género. Más allá del comprobado impacto 

68	 La Investigación de la Pobreza en la Argentina (ipa, indec) realizó una encuesta en 1987 en cinco ciu-

dades, tras la cual se verificó que en los hogares pobres estructurales, la participación laboral de las 

cónyuges con hijos menores era muy baja en relación con sus necesidades (Valenzuela, 2005; 69).

69	 El Bono Solidario y su reconversión en el Bono del Desarrollo Humano es un ejemplo. El más exitoso 

de todos ellos es quizás el programa Oportunidades, implementado por la Secretaría de Desarrollo 

Social del Gobierno Federal, en México
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negativo de las reformas estructurales sobre la condición de las mujeres, los progra-

mas siguen concibiendo el hogar en términos monolíticos como unidad de provi-

sión del bienestar, sin prestar atención a las desigualdades existentes en su interior 

(Craske: 2003: 63). 

Como consecuencia de ello, la invisibilidad de la pobreza de género y de las 

necesidades específicas de las mujeres es una constante en el diseño de estos pro-

gramas, incluso en los que distribuyen los beneficios entre las “madres” o “jefas 

de familia”. Ello se debe a que la pobreza no se conceptúa como un atributo indi-

vidual, y se supone que la reducción de la pobreza en el “hogar” representará una 

ayuda automática para la condición de la mujer. Esta falta de “sensibilidad de gé-

nero” de los programas de combate a la pobreza atenta de manera directa contra 

su efectividad (Beneria y Mendoza, 1995: 58).

Tal como señala Spence (2001), los grupos que sufren las consecuencias de la 

discriminación, como es el caso puntual de las mujeres,70 generan expectativas que 

no promueven su movilidad social: al saber que a iguales condiciones sociales los 

ingresos (salario) van a ser menores que los grupos no discriminados, los grupos se

gregados tienen poco interés en procurar mejorar sus niveles educativos y sus capa-

cidades. Esto genera un problema ético y moral ya advertido por Sen: 

En situaciones de privación duradera, las víctimas no siguen quejándose y lamentán-

dose todo el tiempo, y muy a menudo, hacen grandes esfuerzos para gozar de los pe-

queños placeres a su alcance y reducir sus deseos personales a proporciones modestas 

o realistas. En esta situación de adversidad que las víctimas (discriminados) no pueden 

modificar por sí solas, la razón prudencial aconseja que concentren sus deseos en aque-

llas cosas limitadas que quizá pueden alcanzar, en vez de aspirar infructuosamente a 

aquello que es inalcanzable (Sen, 2000). 

70	 La discriminación económica se produce cuando ciertos grupos de la población que tienen iguales 

capacidades, niveles de educación, experiencia y formación que el resto, reciben un trato inferior 

en la contratación, el acceso a una ocupación, los ascensos, el salario o las condiciones de trabajo 

(Campbell et al., 1997).
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En este sentido, personas con privaciones “crónicas” pueden adaptar sus pre-

ferencias a su miserable situación, ya que han aprendido a no desear lo que no 

pueden tener. Al igualar el bienestar con la satisfacción de las preferencias, unas 

preferencias adaptativas pueden contribuir a justificar la privación.

Por tanto, los programas de combate a la pobreza que no surgen para contra-

rrestar las desigualdades de género, aunque sí han intentado de manera progresiva 

incorporar dicha perspectiva, deben tomar en cuenta que la feminización de los 

beneficios (más allá de sus ya destacados efectos positivos) se revela insuficiente y 

hasta puede generar —en algún caso— consecuencias contrarias a las perseguidas 

originalmente. La evidencia de Bono Solidario y del Plan Jefas de Hogar muestra 

que puede ser importante, desde una perspectiva de género, hacer hincapié en el 

tipo de contraprestación que los beneficiarios y beneficiarias deban realizar. 

Los imperativos de autonomía económica y mayor participación en las decisio

nes políticas y sociales de las mujeres pueden, en ocasiones, ir a contramano del 

estereotipo de la mujer-madre-ama de casa, y no porque éste constituya un de-

fecto en sí mismo, sino porque su fortalecimiento como requisito para recibir un 

beneficio puede atentar contra la necesidad de combatir las desigualdades de 

género que, en ocasiones, se fortalecen por las penurias económicas que sufren 

estas familias.

Finalmente, es necesario afirmar que si algo no se puede alcanzar en esta clase 

de estudios, es ser concluyente. Dos cuestiones deben remarcarse; la primera es 

que al analizar los avances y retrocesos de la desigualdad desde una perspectiva de 

género, sería mucho más motivador estudiar el impacto real de leyes (aún escasas o 

inexistentes) que tuvieran como objetivo disminuir efectivamente dicha desigualdad 

desde un enfoque de Derechos. De esa forma, podría analizarse el grado de rigidez 

estructural71 (que resulta mucho mayor a la expresada en los discursos de ocasión) 

de nuestras sociedades ante el surgimiento de una nueva institucionalidad, más 

71	 El adjetivo “estructural” refiere, en este caso, a las inercias culturales existentes tanto en el hogar co-

mo en diferentes ámbitos institucionales como la empresa, el gobierno y la comunidad en general.
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incluyente y equitativa con la situación de la mujer. La segunda cuestión se centra 

en el imperativo de contar con una mayor cantidad de análisis cualitativos que in-

corporen las percepciones y realidades de las/los beneficiarias/os, de manera que se 

pueda analizar de modo más detallado y riguroso las consecuencias de esta clase 

de programas sobre la autonomía de las mujeres en sus diversas dimensiones.72 

Uno de los motivos principales para ello es que, en el caso de programas sociales 

implementados en situaciones de emergencia, los individuos actúan, reaccionan y 

adoptan conductas estratégicas para maximizar su bienestar, dadas sus restriccio-

nes. Por ello, las reglas y criterios de selección suelen no contar con altos niveles de 

acatamiento.73 El cumplimiento del contrato entre beneficiarios y distribuidores 

suele ser débil y esto podría (dadas las particulares condiciones en que se dan 

estos procesos sociales) atenuar la fuerza de las conclusiones; tanto para los pro-

gramas cuyas consecuencias desde un enfoque de género pudieran ser positivas, 

como en aquellos casos en que, definitivamente, no lo son.  n

72	 Esto último ha sido más o menos posible en el caso del Bono Solidario, pero es una deuda pendiente 

en el caso del Plan Jefas y Jefes de Hogar.

73	 Cumplimiento por parte de los beneficiarios.
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Anexo estadístico

Contexto socieconómico en el que surge el Bono Solidario

GRÁFICA 1.
Curva de Lorenz del ingreso laboral per cápita (Ecuador, 1990-2000).

Fuente: Cante, Del Tronco y Ramírez (2003). Datos siise a partir de inec, eude.

GRÁFICA 2.
Distribución del ingreso laboral per cápita de los hogares por deciles de pobreza.
(Porcentaje).

Fuente: Cante, Del Tronco, Ramírez Gallegos (2003). Datos siise a partir de inec, eude.
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GRÁFICA 3.
Tendencias en las brechas de ingresos entre los trabajadores calificados y los no calificados y 
entre los trabajadores urbanos formales e informales en Ecuador. 1988-1998.
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Nota: la brecha de ingresos por nivel de calificación se define como la razón del ingreso principal medio de los trabajadores 

calificados a los de los no calificados (total de trabajadores y asalariados del sector privado, respectivamente). La brecha 

de ingresos formal/informal se refiere a la razón del ingreso medio de los asalariados del sector privado moderno a los del 

sector informal por cuenta propia.

Fuente: Vos, 2000, a partir del inec, Encuestas de Empleo Urbano (cit. en Cante, Del Tronco y Ramírez, 2003).

Contexto socioeconómico en el que surge el Plan Jefas y Jefes

GRÁFICA 1.
Evolución del ingreso per cápita familiar y tasa de desempleo (total y 30 por ciento más 
pobre). Argentina (1995-2002).
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GRÁFICA 2.
Evolución de los índices de pobreza e indigencia en Argentina (1974-2002).
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CUADRO 1.
Caracterización de los beneficiarios Plan Jefas y Jefes de Hogar
Sexo del jefe (beneficiarios frente a no beneficiarios) “elegibles” en todo el país.

Sexo del jefe
Total

Mujer Varón

Beneficiario 

del Plan

No Beneficiario

N*
% Entre Beneficiarios
% Entre Sexo del jefe
% del Total

896
36.6%
35.0%
18.8%

1552
63.4%
70.1%
32.5%

2448
100.0%

51.2%
51.2%

Beneficiario

N*
% Entre Beneficiarios
% Entre Sexo del jefe
% del Total

1667
71.6%
65.0%
34.9%

662
28.4%
29.9%
13.9%

2329
100.0%

48.8%
48.8%

Total

N*
% Entre Beneficiarios
% Entre Sexo del jefe
% del Total

2563
53.7%

100.0%
53.7%

2214
46.3%

100.0%
46.3%

4777
100.0%
100.0%
100.0%

* Número de casos.

Fuente: elaboración propia con base en datos de la eph, octubre de 2002.
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Antecedentes

Este trabajo busca reunir en forma abreviada mi experiencia en tres ámbitos 

de acción que considero imprescindibles para impulsar programas sociales 

“exitosos”: a) el de las dependencias y organismos de gobierno, que proveen 

elementos para elaborar los planes globales de desarrollo y efectúan el dise-

ño, consecuente con ellos, de diversos programas particulares para orientar la 

gestión gubernamental; b) la investigación en ciencias sociales que proporciona 

fundamentos tanto teóricos, para dar sentido y unidad a las acciones, como 

de conocimiento de la realidad social con base en evidencia empírica; y, c) el de 

las llamadas organizaciones de la sociedad civil (osc), cuya capacidad para con-

vocar a una gran diversidad de actores sociales significativos ayuda a construir 

consensos, a difundir en los medios de comunicación y en círculos amplios de 

la sociedad los propósitos y beneficios potenciales de los programas, así como a 

apoyar el seguimiento de su ejecución y estimular prácticas de transparencia y 

rendición de cuentas.

Es conveniente establecer desde el inicio que las experiencias aludidas se re-

fieren a México y en especial al programa que surgió con el nombre de Progresa 

(Programa de Educación, Salud y Alimentación) en el sexenio 1994-2000 con la 

intención de apoyar a los pobres en el medio rural y continuó su operación durante 

la gestión de un nuevo gobierno 2000-2006, bajo la denominación Programa de 

Desarrollo Humano Oportunidades, ampliando de manera importante su cobertura 

hasta llegar a casi la cuarta parte de los hogares del país, cinco millones y medio, 

Progresa–Oportunidades: un programa social con compromiso 

demográfico y perspectiva de género

Rosa María Rubalcava
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conjunto en que se incluyen la mayoría de los pobres en el medio rural, pero abarca 

también a hogares pobres asentados en zonas urbanas.

Aunque el énfasis estará puesto en resultados de investigación que valoro co-

mo útiles para abrir una vía prometedora para programas sociales que se proponen 

incorporar la perspectiva de género, el tiempo me ha mostrado lo necesario de 

recuperar el origen de Progresa porque se le considera emblemático de la política 

social y porque llama la atención que, contra la práctica habitual en México, haya 

tenido continuidad transexenal con cambio de partido político en el gobierno. Si 

bien este propósito excede las posibilidades de hacerlo ahora, sí creo que iniciarlo 

ayudará a ordenar algunas ideas, pues, habiendo tenido el privilegio de partici-

par en su origen, quiero compartir esto con quienes se interesan en las políticas 

públicas.

Esta experiencia permite ver con claridad lo difícil que es examinar el origen 

y evolución que siguen las ideas desde el diseño de un programa social hasta su 

puesta en marcha porque lo que finalmente queda al alcance del público son las 

reconstrucciones idealizadas que hacen los actores que escriben la historia sin darse 

cuenta de hasta qué punto alteran u omiten, sin proponérselo o deliberadamente, 

hechos relevantes. Más adelante cito un libro que ilustra plenamente esta idea (Levy 

y Rodríguez, 2005).

La presentación se hará en tres partes. En la primera describo las circunstan-

cias institucionales del surgimiento del Progresa y especifico cuáles de sus carac-

terísticas fueron propuestas por el Consejo Nacional de Población (Conapo), con 

fundamento en diversos análisis estadísticos basados en encuestas de hogares y 

también en estudios de localización y vecindad geográfica de las localidades; en la 

segunda me refiero a resultados recientes de investigación con los que he buscado 

fundamentar empíricamente que la jefatura económica femenina en los hogares y 

la especificidad del entorno socioespacial de la localidad de residencia son cruciales 

para adoptar decisiones sobre la continuación, modificación o suspensión de los 

apoyos monetarios que otorga Oportunidades mediante transferencias directas a 

los hogares, así como los variados servicios sociales complementarios; por último, 

la tercera parte trata de avizorar el futuro cercano de Oportunidades, y presenta, 
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a modo de conclusión, ideas que podrían generalizarse a otros programas sociales 

que atienden la pobreza. 

El Colegio de México, el Centro Tepoztlán y el Consejo Nacional de Pobla-

ción en el origen del Progresa

Los planes y programas que orientan las acciones de las políticas públicas se ponen 

en práctica sin dejar una memoria que sistematice el proceso de su formulación, y, 

por esta causa, se pierden las intervenciones institucionales y las peculiaridades pro-

fesionales y de experiencia de quienes los diseñaron e implantaron. Rescatar algo 

de esas participaciones en el caso del Progresa no es cuestión de reconocimiento, 

sino un imperativo para lograr su cabal comprensión.

El propósito de este apartado es destacar la confluencia fortuita en el Progresa 

de dos instituciones. Por una parte el organismo público encargado de la política de 

población de México y, por otra, una institución académica de investigación y altos 

estudios en ciencias sociales y humanidades. En especial, mencionaré brevemente a 

dos pilares de la demografía en México cuya influencia fue decisiva en el programa. 

Este escrito pretende ser no sólo un testimonio necesario, sino un homenaje en 

memoria de estos hombres.

A don Víctor Urquidi (1919-2004) como creador e impulsor de instituciones le 

corresponde un reconocimiento muy especial en este repaso. Muy joven aún, Urquidi 

se incorpora a El Colegio de México, centro de excelencia en investigación y docencia 

en ciencias sociales y humanidades, y desde 1966 se convierte en su presidente, car-

go que ocupó hasta 1985. Venía del Banco de México, con la experiencia de haber 

participado en las discusiones de Breton Woods que pretendían crear una organiza-

ción económica mundial para ayudar a los países en desarrollo a insertarse de ma-

nera justa en las oportunidades económicas que abría la posguerra, y también la de 

haber visto en Chile surgir a la Comisión Económica para América Latina (cepal) y el 

Centro Latinoamericano de Demografía (Celade) como prometedores caminos para 

promover en América Latina una verdadera unidad económica y social centrada en la 
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población.1 En 1974, participa muy activamente en la creación del Consejo Nacional 

de Población (Conapo),2 el cual tendría a su cargo la elaboración de las proyecciones 

oficiales de población, diseñar las políticas de planificación familiar y, en general, 

realizar investigaciones para “incorporar la variable poblacional en las políticas de de-

sarrollo”. Muy pronto se inicia el paso por el Consejo de investigadores de El Colegio 

de México, quienes durante un sexenio dejan su espacio académico y se comprome-

ten a continuar la que poco a poco fue convirtiéndose en una verdadera política de 

población de Estado (con autonomía respecto al gobierno en turno). El mismo don 

Víctor, acompañado por varios connotados mexicanos y algunos investigadores de 

otros países, principalmente latinoamericanos, crea en 1980 el Centro Tepoztlán, 

un círculo de reflexión y análisis que reúne a un grupo de asociados con interés en 

debatir sobre la situación socioeconómica y política de América Latina, en especial la 

mexicana. El Centro invita a varias mujeres y hombres que destacan en sus ámbitos 

de acción como profesionistas, políticos, investigadores o empresarios, y que, desde 

entonces, se reúnen por lo menos un sábado al mes en el poblado de Tepoztlán, 

estado de Morelos, para tratar un tema de coyuntura o de futuro, invitando a reco-

nocidos especialistas que lo exponen y lo comentan para, después, abrir el debate a 

los asociados e invitados especiales que han acudido según el asunto que se trata.

A principio de los años ochenta, se integra a El Colegio de México José Gómez 

de León (1946-2000),3 quien algunos años después es invitado a dirigir el Instituto 

1	 La revista Comercio Exterior dedica a este mexicano notable el número 8, volumen 55, de agosto de 

2005. Para este gran intelectual, quien siempre se distinguió por una excepcional visión de futuro, la 

demografía estaba llamada a ocupar un lugar central en el diseño de políticas, tanto sociales como 

económicas. En 1964, creó en El Colegio de México el Centro de Estudios Económicos y Demo-

gráficos, donde se elaboran las primeras proyecciones de población del país y se imparte el primer 

programa de posgrado en Demografía (Lida y Matesanz, 1990).

2	 Organismo presidido por el secretario de Gobernación (ministro del Interior es el cargo en otros 

países) e integrado además por los titulares de otras nueve secretarías de Estado (ministerios), por 

quienes encabezaban los dos institutos nacionales de seguridad social y por un representante del 

entonces Departamento del Distrito Federal.

3	 Joven mexicano procedente de Harvard que se incorpora como profesor e investigador, tras terminar 

los estudios de doctorado en Demografía.
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Nacional de Salud Pública (insp). En diciembre de 1994, como reconocimiento a su 

sólida formación demográfica, notable trayectoria como investigador y destacada 

participación en el servicio público, el presidente Zedillo le pide encabezar el Consejo 

Nacional de Población con el cargo de secretario general del organismo. Para acom-

pañar su gestión, convoca a varios investigadores de El Colegio y otros centros aca-

démicos, así como a colaboradores con experiencia como funcionarios de gobierno, 

quienes con perspectivas y trayectorias diversas en investigación sociodemográfica o 

economía de la salud, y varios con formación estadística, incorporan en el Plan Nacio-

nal de Desarrollo 1995-2000 y, específicamente, en el Programa Nacional de Pobla-

ción 1995-2000 (Poder Ejecutivo Federal, 1996), una perspectiva novedosa que pone 

énfasis en el hogar como núcleo privilegiado para la política de población. Al diseñar 

las acciones del programa, se aprovecha la información estadística con referencia 

geográfica cuya recopilación y organización iniciada por Gómez de León cuando 

había dirigido el insp, y se enriquece con el cálculo de los índices de marginación del 

Consejo, surgidos de ejercicios efectuados tiempo atrás en El Colegio.4

El origen del Progresa

Aunque la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (shcp) era, y es actualmente, 

parte del Consejo Nacional de Población, al iniciar el sexenio 1994-2000 propuso 

un programa para “superar la pobreza”, sin someterlo a discusión en el seno de 

este cuerpo colegiado, a pesar de que incluiría acciones de educación y salud, y aun 

cuando las dependencias del Ejecutivo Federal a cargo de estos asuntos también 

integran el Consejo.5 Si bien no es obligatorio solicitar el parecer de los demás in-

4	 Entre las primeras tareas del Conapo en el sexenio, destacan la preparación y presentación del Progra-

ma Nacional de Población 1995-2000; la elaboración del documento oficial de México en la Cuarta 

Conferencia Mundial sobre la Mujer que tuvo lugar en Pekín, China, en septiembre de 1995 y su 

participación en todas las reuniones regionales previas; así como el levantamiento, al final de 1995, 

de la Encuesta Nacional de Planificación Familiar (enpf-95).

5	 Santiago Levy, el entonces subsecretario de Egresos de la shcp (permaneció en el cargo de 1995 a 

2000), fue el promotor del pase. Según expone este funcionario en el libro citado: “A principios de 
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tegrantes sobre los programas particulares de cada dependencia, sería una buena 

práctica hacerlo cuando estén involucrados otros miembros del mismo Consejo.

En octubre de 1995, inició su fase piloto de aplicación en tres ciudades de 

Campeche (uno de los estados menos poblados del Sureste de México). Sin embar-

go, el Programa de Alimentación, Salud y Educación (pase) fue rechazado violen-

tamente por la población; en concreto, no fueron bien acogidas las transferencias 

monetarias que otorgaba a “los pobres” mediante una tarjeta magnética. La pren-

sa y otros medios de comunicación denominaron a este instrumento la “tarjeta 

pobremático”, haciendo alusión a los nombres de las tarjetas bancarias de débito y 

crédito en circulación. Esta reacción impidió que se anunciara de manera oficial el 

pase en el Segundo Informe de Gobierno que el presidente rendiría en septiembre 

de 2006; no obstante, en esa ocasión dijo:

La política de apoyo social está dirigida a toda la población, pero tenemos que hacer 

mucho más, pues quienes viven en condiciones de pobreza extrema demandan un es-

fuerzo adicional para romper el círculo vicioso de desnutrición, deficiencias educativas 

y carencia de oportunidades.

Por ello, bajo un enfoque integral y federalista, articularemos en un nuevo programa los 

esfuerzos que hoy se realizan separadamente en alimentación, salud y educación básica 

para las familias más pobres (Presidencia de la República, 1996: 13).

Al referirse a un “nuevo programa”, el presidente Zedillo mencionaba las ca-

racterísticas que ya en ese momento perfilaban lo que sería el futuro Progresa. Si 

sus palabras se refirieran al pase no cabría el calificativo “nuevo”, dado que desde su 

prueba piloto había transcurrido casi un año. 

1995 la pobreza en México era un problema de suma gravedad […] La crisis económica podía agravar 

esta situación”. Desde una perspectiva macroeconómica es claro que la motivación fue “el reemplazo 

gradual de subsidios alimentarios generalizados por transferencias monetarias directas que pueden 

mitigar shocks macroeconómicos de corto plazo o facilitar el desfase de distorsiones en los precios o 

impuestos” (Levy y Rodríguez, 2005: 1-4).
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El malestar social que el pase detonó en las ciudades en que se hizo su prueba 

piloto resonó hasta el gabinete social, en la cúpula del Poder Ejecutivo y fue cuando 

entró en escena el Centro Tepoztlán. Don Víctor había sugerido dedicar una de las 

sesiones del Centro a la política social que estaba impulsando el gobierno, por lo 

que fui invitada a exponer uno de los temas, el de combate a la pobreza desde la 

perspectiva del Consejo Nacional de Población ya que, entonces, yo era directora 

general de Estudios de Población en ese organismo. La sesión tuvo lugar el 4 de 

mayo de 1996. 

A la luz de lo que el Conapo postuló en el Programa Nacional de Población 

1995-2000, centré mi participación en dos críticas. La primera llamaba la atención 

sobre la diversidad de denominaciones que se usaban en los programas sociales pa-

ra definir su objetivo en relación con la pobreza, dejando entrever que no se sabía a 

ciencia cierta qué se pretendía hacer hacia “ese flagelo” (combatir, derrotar, supe-

rar, atenuar, paliar, aliviar, erradicar, reducir, mitigar, etc.), falla que corroboraba la 

multiplicidad de programas sociales de todas las secretarías, mismos que de una u 

otra forma aludían a la pobreza y se superponían en sus fines y medios. Asimismo, 

mencioné que no se cuidaba la coordinación de estos programas con otras políti-

cas, en especial con la de población (Este País, 1996: F5).

La segunda crítica señaló, refiriéndome en particular al pase, que no era razo-

nable declararlo como programa “focalizado” sin utilizar la información estadística 

por localidad, la más detallada disponible para la totalidad del territorio nacional. 

En la fase piloto, el pase se probó en tres ciudades, aunque se pretendía generali-

zarlo con acciones dirigidas a los municipios, unidad político administrativa a todas 

luces inapropiada para los propósitos de precisión que se buscaban al seleccionar 

los beneficiarios. Además, a falta de criterios para hacerlo, se tomó como benefi-

ciarios iniciales a quienes estaban incluidos en los padrones de los programas de 

distribución gratuita de leche —Liconsa— y de tortilla —Fidelist—.6 Para ilustrar 

esta segunda crítica, mencioné en la presentación que en el Conapo utilizábamos 

6	 Esta decisión para “identificar a los pobres” no es congruente con la premisa de que era necesario 

eliminar los subsidios a la leche y la tortilla por las fallas inherentes al esquema mismo. 
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sistemas de información geográfica (sig) por localidad, la cual se sumaba a la infor-

mación censal que proporciona el inegi, la de carreteras y caminos secundarios que 

proporcionó el Instituto Mexicano del Transporte, y la de hospitales de segundo y 

tercer nivel de la Secretaría de Salud, en archivos magnéticos con las coordenadas 

geográficas correspondientes. 

A esa reunión organizada por el Centro Tepoztlán y dedicada a la política 

social asistió alguien que había sido investigador de El Colegio de México y que 

en ese momento era asesor de quien coordinaba el gabinete social. Dos días des-

pués, el lunes posterior a la reunión, recibí de él una invitación para exponer mis 

críticas ante el coordinador. Para esa ocasión, llevé a mano, como ejemplo, varios 

mapas elaborados en computadora que presentaban las distribuciones de diver-

sas variables demográficas por localidad en uno de los estados más pobres de la 

república; ambos se percataron de que, efectivamente, los adelantos tecnológicos 

y el esfuerzo de recopilación de información dispersa permitían disponer de ele-

mentos invaluables para la planeación y ejecución de los programas de gobierno. 

Este encuentro detonó la participación del Conapo en el rediseño del que sería el 

programa emblemático del gobierno para atender la pobreza; Gómez de León fue 

convocado a participar regularmente en el gabinete social y sus ideas fueron deci-

sivas para crear el nuevo programa.

Principales aprendizajes sobre la intervención del Conapo

A la distancia, las ideas incorporadas por el Conapo pueden parecer poca cosa, 

pero introdujeron innovaciones tan radicales que todavía hoy varios investigadores 

se preguntan qué fue lo que ocurrió para provocar transformaciones que hicie-

ron del Progresa un programa innovador, cuyos antecedentes son prácticamente  

irreconocibles.

Sin duda lo más importante es que el Consejo se centró en cuestiones directa

mente vinculadas con la demografía, mismas que estaban respaldadas por resul

tados firmes de investigación. Los hogares debían ser la unidad social receptora de 

todos los beneficios, por lo cual tendrían que proponerse tomando en cuenta las 
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necesidades de sus miembros. En el territorio, las acciones se dirigirían a localidades 

(menor unidad político administrativa con información estadística censal) y para 

acercarse al objetivo prioritario de atender la pobreza, el interés se enfocaría en 

las de “muy alta” o “alta” marginación en el medio rural, calificadas de acuerdo 

con un índice ya calculado por el Consejo, con base en la información del censo de 

1990 y con posibilidades de reevaluarse al disponer de los resultados del Conteo 

de Población realizado en 1995. Como las localidades que cumplían con estos 

criterios eran cerca de ochenta mil obligó al Conapo a buscar una estrategia de 

prelación en las acciones del programa.

El pase había sido concebido para dar a los hogares con beneficiarios registra

dos en los padrones de los programas de subsidios alimentarios vigentes una transfe-

rencia monetaria directa por cada hijo (además de otros beneficios). Este indudable 

incentivo a la fecundidad, contrario con los más de veinte años (en ese momento) 

de esfuerzo de la política de población de México, fue la primera objeción del se

cretario general del Conapo, quien sugirió sustituir el dinero por acciones de protec

ción a la salud y complementos nutricionales a los niños menores, así como dar 

becas en efectivo sólo a los que asisten a la escuela, a partir del tercer año de edu-

cación primaria. 

En la propuesta inicial, el Conapo recomendó dos criterios operativos. El prime-

ro fue sugerir que el programa debía comenzar sus acciones en los nueve estados 

prioritarios para la política de población, aquellos que de acuerdo con la Encuesta 

Nacional de Planificación Familiar, recientemente levantada por el Consejo, resul-

taron más rezagados en dos variables cruciales para la transición demográfica: ele-

vada fecundidad y alta mortalidad (Pathfinder Internacional México, 1996: 6-7).7 

El segundo criterio fue fortalecer el compromiso institucional de las secretarías de 

7	 Esta recomendación no se incorporó, al menos de manera explícita; finalmente el documento de pre-

sentación del Progresa declara que “[…] la cobertura del programa se extenderá por fases en las que 

se incorporará de manera gradual a las familias pobres. En sus etapas iniciales el Progresa se orientará 

a las regiones y localidades marginadas rurales del país”. Se advierte que quizás por conveniencia 

política y sólo con el fin de ejemplificar, se menciona alguna entidad federativa en particular (Poder 

Ejecutivo Federal, 1997a).
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Salud y de Educación ajustando la selección de localidades basada en el índice de 

marginación para garantizar que las localidades elegidas contaran con centro de sa-

lud o escuela primaria, o bien que, de no tener estos servicios, estuvieran en el radio 

de acción de las que sí los tenían y pudieran atender a su población beneficiaria 

por estar localizada a una distancia que se puede recorrer a pie. Este criterio buscó 

que ambas secretarías pudieran cumplir con su responsabilidad en un programa que, 

como lo indica su nombre, buscaba integrar los componentes de alimentación, 

salud y educación. 

Cabe mencionar que las bases de datos del Instituto Nacional de Estadística, 

Geografía e Informática (inegi) no incluyen la información de escuelas y centros de 

salud, pero esto se tratará en el siguiente apartado.

También es pertinente advertir que, en la fase piloto del pase, la prestación de 

los servicios de salud se contrató con una empresa privada, esto es, la responsabi-

lidad de esta parte del programa quedó fuera de la Secretaría de Salud (Levy y Ro-

dríguez, 2005).8 Me parece razonable pensar que el secretario general del Conapo, 

habiendo sido director del Instituto Nacional de Salud Pública, se haya percatado 

de la importancia tanto práctica como simbólica de mantener las acciones de un 

programa como éste bajo el estricto control del gobierno. Su insistencia en buscar 

el compromiso de las secretarías de Educación y de Salud fue crucial para redefinir 

las estrategias y las acciones hasta llegar al nuevo programa Progresa.

Los avances en el conocimiento acerca del papel del hogar como unidad fun-

damental para comprender la reproducción social (Oliveira, Pepin y Salles, 1989) en 

la inserción de los trabajadores a los mercados laborales (García, Muñoz y Oliveira, 

1982; Cortés y Rubalcava, 1993), así como para los estudios de distribución del in-

greso (Cortés y Rubalcava, 1994), que mostraron la importancia económica de las 

mujeres en el hogar y el conocimiento acumulado sobre el uso del dinero —que 

8	 En palabras de estos autores, “Debido a la dificultad de cambiar los esquemas operativos del sector 

salud para el piloto (principalmente, atender por citas y prestar servicios por las tardes y los sábados) 

se optó que el componente de salud en su mayoría fuera provisto por personal contratado y entre-

nado especialmente para el programa” (p. 68).
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cuando está en manos de las mujeres se destina primordialmente a beneficiar a los 

hijos con mejor alimentación, vestido y apoyo en la escuela— llevaron a sugerir que 

las transferencias del programa se aprovecharan como una acción afirmativa en 

favor de las amas de casa o jefas de hogar.

Así, de esta manera, en mayo de 1996, el Conapo fue invitado a contribuir en 

la redefinición del que sería el programa interinstitucional de combate a la pobreza 

del sexenio de gobierno que concluiría en diciembre del año 2000. 

El Progresa fue presentado por el presidente Ernesto Zedillo el 6 de agosto de 

1997 en una escuela pública, la primaria federal “Adolfo López Mateos” de una 

comunidad rural del municipio El Cardonal en el estado de Hidalgo. José Gómez 

de León asumió a partir de ese momento la conducción del programa como coor-

dinador en una nueva entidad sectorizada en la Secretaría de Desarrollo Social 

(Sedesol), que se denominó Coordinación Nacional del Progresa.

Recursos humanos, técnicos e información aplicados para diseñar el 

Progresa

Sin la intención de agotar la descripción de la intensidad que representó el trabajo 

en el Conapo para rediseñar el programa destinado a “superar la pobreza”, cabe 

destacar la importancia que tuvo contar con la información oficial necesaria, así co-

mo con el equipo humano y adelantos tecnológicos computacionales que la tarea 

demandaba.

Llama la atención que la información estadística que genera el inegi y la que 

concentran diversas dependencias y organismos de gobierno no se conozca, no se 

sepa explotar y, en definitiva, se subutilice cuando se trata de tareas de trascen-

dencia, como elaborar programas sociales. En el caso del Conapo debe dejarse 

constancia de que una vez adoptada la decisión de identificar las localidades con 

los grados más altos de marginación y sus zonas “vecinas” y tras estimar la pobla-

ción residente en esas áreas, era necesario recabar información sobre sus escuelas, 

centros de salud, correos y telégrafos, tiendas de abasto, carreteras y caminos, para 

lo cual resultó indispensable solicitar a las dependencias a cargo de los acervos esta-
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dísticos institucionales sus bases de datos con referencia geográfica para alimentar 

una base integrada de localidades que se procesaría mediante el sistema de infor-

mación geográfica con que se analizaba la información de marginación.

Una enorme dificultad, que ocasionó un retraso importante en la implantación 

del programa, fue que cada institución identifica a sus unidades (escuelas, centros de 

salud, etc.) mediante sus propias claves territoriales y el Conapo utilizaba las que 

registra el inegi. Tomando en cuenta la selección de los estados prioritarios para la 

planificación familiar, y en ellos solamente las localidades con mayor grado de mar-

ginación, se optó por efectuar “manualmente” la conversión de claves en consulta 

permanente con las instituciones generadoras y con el inegi.9 

Por otra parte, para analizar la información de los grupos domésticos, fue ne-

cesario reunir todas las encuestas de hogares disponibles y actualizar los índices de 

marginación de 1990 con la información del Conteo Censal de 1995 (en el anexo 1 

pueden consultarse las principales fuentes de información utilizadas).

En este punto, hay que insistir en que el Segundo Informe de Gobierno no 

anunció el Progresa (y menos aún el pase), las acciones arriba enumeradas, sugeri-

das por el Conapo, con sólido respaldo en análisis de gabinete y acercamientos de 

campo, quedaron incluidas en la mención de una prueba piloto y diversas promesas 

contenidas en el informe que rindió el presidente Zedillo ante el Congreso el prime-

ro de septiembre de 1996:

En las próximas semanas se pondrá en marcha un programa piloto que integrará estos 

esfuerzos en algunas de las regiones de mayor marginalidad. El programa centra su 

atención en los niños, con el respaldo fundamental de las madres de familia. Ellas recibi-

rán un apoyo especial para la adquisición de alimentos básicos, ligándolos a la asistencia 

mensual de la familia a los servicios de salud.

9	 Levy y Rodríguez (2005) mencionan que “se depuraron y referenciaron las bases de datos con claves 

asignadas por localidad por el inegi, ya que las diferentes secretarías de Estado Involucradas y sus 

órganos desconcentrados usaban diferentes claves. Esto fue un proceso lento y complejo, ya que 

existen más de 118,000 planteles de primaria y secundaria en el país, y más de 17,000 clínicas de 

salud de primer nivel” (p.  70).
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En el centro de salud, o a través de las brigadas móviles, cada familia recibirá el paquete 

básico que incluye servicios de salud preventiva y de primer nivel. Además, la madre 

recibirá orientación sanitaria y de salud reproductiva y apoyo nutricional para el emba-

razo, la lactancia y para sus hijos menores de dos años. El programa comprenderá becas 

y apoyos para obtener materiales escolares a fin de asegurar la asistencia de los niños a 

la escuela hasta el tercer año de secundaria (Presidencia de la República, 1996: 14). 

 

¿Cuáles fueron los cambios que en tan sólo cuatro meses, de mayo a agos-

to de 1996, habían transformado tan radicalmente el pase?, ¿cómo y de dónde 

surgieron?

En primer lugar, a fines de 1995 se presentó el Programa Nacional de Pobla-

ción 1995-2000, uno de los 23 programas sectoriales que debían derivarse del Plan 

Nacional de Desarrollo. Este documento elaborado por el Conapo dio el marco 

conceptual y operativo para la propuesta de acciones dirigidas a atender la pobreza 

extrema con estricto apego a la política de población de México (no del gobierno 

en turno).  

Las investigaciones sociodemográficas y físicoespaciales desarrolladas en el 

Instituto Nacional de Salud Pública y en El Colegio de México conformaron un 

acervo de conocimiento que permitió plasmar de modo razonable el propósito de 

la “focalización” que debía caracterizar al programa. Las localidades, como uni-

dad territorial última de selección y los hogares como unidades socioeconómicas 

beneficiarias se considerarían para determinar los beneficios; las mujeres encar-

gadas de la buena marcha doméstica tendrían a su cargo la recepción y manejo 

de los apoyos monetarios, así como la corresponsabilidad en lo que toca a edu-

cación y salud. Con una selección de localidades ordenada por prioridad de inclu-

sión, se podía incorporar gradualmente a los hogares dentro de las restricciones 

de presupuesto y otras limitaciones. En cada localidad elegida, la incorporación de 

hogares se haría calificando la situación socioeconómica de cada uno, mediante 

un análisis estadístico efectuado con información captada in situ a partir de un 

censo y verificando posteriormente con visitas de campo la confiabilidad de los 

puntajes calculados.
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El cuerpo de especialistas del Conapo, que en esa coyuntura incluía demógra-

fos, sociólogos, antropólogos, economistas de la salud, geógrafos, matemáticos 

y expertos en estadística social e informática, conformó una masa crítica con ex-

periencia en investigación empírica, conocimiento de las fuentes de información, 

y manejo de grandes acervos de datos mediante diversos modelos y técnicas de 

análisis, apoyados en los equipos y programas de cómputo más recientes.

El Secretario General del Conapo tuvo la capacidad de liderazgo para movilizar 

los recursos mencionados e instaurar un amplio programa de investigación que, por 

primera vez en México, hizo explícitos todos los pasos seguidos y discutió a fondo 

ante varios especialistas las decisiones técnicas adoptadas. El Progresa, examina-

do desde su diseño teórico hasta su concreción operativa, articuló acciones bajo 

la responsabilidad de diversas instituciones de gobierno, y contó con un amplio 

consenso político y social. Un rasgo particularmente novedoso fue el cuidado en 

mantener un registro pormenorizado tanto de las discusiones como de los acuer-

dos y su fundamento, en previsión de escrutinios externos regulares a los que sería 

sometido el programa para verificar la aplicación rigurosa de las reglas de operación 

y evaluar los efectos de las diversas acciones.10

10	 Después de esta presentación somera de la participación del Conapo en lo que con la terminología 

hoy en boga se llamaría reingeniería del fracasado pase, quiero tomar del libro que narra la historia 

del Programa Progresa-Oportunidades de México (Banco Interamericano de Desarrollo y Planeta), una 

cita textual extraída del capítulo 6 “Trabajos previos al inicio del Progresa”:

	En ese contexto y una vez superada la emergencia económica, en octubre de 1995 se inicia un 

programa piloto para probar un nuevo instrumento para hacer llegar transferencias de ingreso 

a la población pobre en el estado de Campeche. Con los resultados de esta prueba piloto, y 

después de más de un año de análisis, en septiembre de 1996 el presidente Zedillo anunció el 

Progresa en su Segundo Informe de Gobierno, y lo sometió a consideración de la H. Cámara 

de Diputados en el Proyecto del Presupuesto de Egresos de la Federación para 1997; en agosto de 

1997 el Progresa comenzó sus operaciones (Levy y Rodríguez, 2005: 67).

			  Según se aprecia en la cita, y en general a lo largo de ese libro, la participación del Conapo para 

poner en operación el Progresa, “simplemente no existió”. Además, como ya se dijo, el Presidente 

de la República no anunció en ese momento el Progresa, sólo se refirió a los pasos que se seguían para 

éste, ahora sí, en la dirección correcta.
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Como declaré al inicio, narrar la secuencia de hechos que desembocó en el 

Progresa y confrontar sus propuestas con las de su antecesor pase es una tarea 

pendiente que valdría la pena reconstruir a fondo en beneficio de quienes de-

sean apreciar las vicisitudes que seguramente siempre acompañan a los grandes 

esfuerzos que exigen los programas públicos. Más que las dificultades técnicas y 

operativas, o además de ellas, hay que enfrentar a grupos de funcionarios de todos 

los niveles jerárquicos en la burocracia, tanto federal como en los entornos locales, 

que defienden a capa y espada sus intereses, parcelas de poder, prejuicios y, en 

ocasiones, hasta sus errores.

Nuevos resultados de investigación sobre Oportunidades: hogares con 

jefatura económica femenina y entorno socioespacial de las localidades de 

residencia

A casi diez años de su inicio, Oportunidades es hoy un programa consolidado y 

en expansión cuya descripción detallada rebasa las posibilidades de este trabajo, 

aunque sí es posible tratar de imaginar qué puede ocurrirle hacia adelante.11 Antes 

de intentar vislumbrar el futuro de Oportunidades conviene examinar resultados de 

una investigación reciente efectuada a partir de información de hogares pobres be-

neficiarios en el medio rural que fortalecen dos ideas en relación con los programas 

de reducción de la pobreza: 1) las comunidades y los hogares deben considerarse 

conjuntamente; 2) la jefatura económica femenina expresa un cúmulo de rasgos 

que hacen a sus hogares una población distinta de los demás que, por lo mismo, 

debe atenderse con acciones especialmente diseñadas para ellos. Examinaremos a 

continuación estas dos ideas.

11	 Se sugiere a los interesados visitar el sitio de Oportunidades en la red y consultar la diversidad de tex-

tos que se han editado con los detalles de su operación. También están disponibles las evaluaciones 

cuantitativas y cualitativas de que ha sido objeto. La dirección de la página es: <www.oportunidades.

gob.mx/informacion_general/main_pb.html>.
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Las localidades y los hogares

El interés por identificar regularidades mediante promedios estadísticos que ex-

presen desventajas para las mujeres se inscribe en la búsqueda de lo que Popper 

denomina “propensiones”, las cuales consisten en probabilidades que no cambian 

al hacer observaciones reiteradas de una situación y que para modificarlas hay que 

transformar primero la situación (Popper, 1996).12 El seguimiento de la operación 

de los programas sociales, y la evaluación de sus acciones, pueden beneficiarse de 

esta aportación metodológica (que su autor califica como “nueva concepción de la 

causalidad”), porque la causalidad está indisolublemente vinculada con la intención 

de atribuir efectos a los programas.

Por otra parte, la vertiente teórica de sistemas complejos cuya aplicación a las 

ciencias sociales ha sido desarrollada a partir de la epistemología constructiva (Gar-

cía, 2000) permite enriquecer el acercamiento a los hogares tomando en cuenta 

diversos subsistemas en interacción dinámica. En otros escritos se desarrollan las 

primeras ideas sobre estas cuestiones; aquí tomaré sólo los puntos esenciales (Rub-

alcava y Murillo, 2006; Rubalcava, 1996).

Oportunidades procura fortalecer a las mujeres, según lo indican sus Reglas de 

operación: 

El programa tiene como objetivo apoyar a las familias que viven en condición de  po-

breza extrema con el fin de potenciar las capacidades de sus miembros y ampliar sus 

alternativas para alcanzar mejores niveles de bienestar a través del mejoramiento de 

opciones en educación, salud y alimentación, además de contribuir a la vinculación con 

nuevos servicios y programas de desarrollo que propicien el mejoramiento de sus condi-

ciones socioeconómicas y calidad de vida (Sedesol, 2003: 7).

12	 En palabras de Popper “La tendencia de los promedios estadísticos a permanecer estables si las con-

diciones lo hacen constituye una de las características más significativas de nuestro universo” (Popper, 

1990: 30).
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En el mismo documento, se establece que:

Tiene enfoque de género y promueve el acceso equitativo de las mujeres a sus benefi-

cios. El programa reconoce que la pobreza adquiere modalidades particulares a la luz de 

las desigualdades que prevalecen entre mujeres y hombres. Por esta razón el programa 

canaliza los apoyos a través de las madres de familia e impulsa una política de becas que 

contrarresta las desventajas de las niñas para acceder a la educación. En esta perspecti-

va, el programa apoya a los sectores de salud y educación en la realización de acciones 

orientadas a la construcción de una cultura de equidad de género (Sedesol, 2003: 8).

Las transferencias monetarias se entregan a la madre de familia (titular benefi-

ciaria) y las becas escolares a partir de secundaria son mayores para las niñas y las 

jóvenes que para los varones. No obstante, el programa ha sido criticado porque 

hace recaer sobre las mujeres el peso de las corresponsabilidades. Para dilucidar si 

esta objeción tiene sustento sería necesario saber quiénes son las mujeres que no 

pueden cumplir, dónde están y qué condiciones presentan sus hogares.13

13	 En caso de que en un hogar no resida la madre de familia, esté discapacitada, haya fallecido o su 

trabajo no le permita cumplir con la corresponsabilidad, la persona responsable del cuidado de los 

niños puede solicitar ser titular (Sedesol, 2005: 30). 

	 En el apartado “Corresponsabilidades”, las Reglas señalan: 

—	 El cumplimiento de la corresponsabilidad de los beneficiarios es esencial para el logro de los 

objetivos del programa y es requisito indispensable para que las familias reciban sus apoyos mo-

netarios. La veracidad y precisión de la certificación de corresponsabilidades es responsabilidad 

de los proveedores de servicios. 

—	 La entrega de las becas educativas de educación básica requiere la certificación de la asistencia 

regular de los becarios.

—	 La entrega de las becas educativas correspondientes a la educación media superior requiere la 

asistencia regular a la escuela de cada becario y su liquidación esta sujeta al cumplimiento de 

la asistencia a las sesiones de educación para la salud. El apoyo monetario para la alimentación 

está sujeto a la asistencia de todos los integrantes de la familia a las citas programadas en los 

servicios de salud y de las titulares beneficiarias a las sesiones de comunicación educativa.

—	 El apoyo para la adquisición de útiles escolares está sujeto a la inscripción de los becarios certi-

ficada por el personal docente de los planteles educativos (Sedesol, 2005: 15). 
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En el trabajo sobre los hogares rurales pobres, beneficiarios de Oportunidades, 

propusimos una vía de análisis con potencialidad para conciliar dos estrategias de 

investigación cuyas conclusiones sobre el vínculo entre mujer y pobreza son contra-

dictorias. Innumerables estudios etnográficos afirman que “la pobreza tiene rostro 

de mujer”, a la vez que un sinfín de investigaciones que analizan bases de datos con 

amplia cobertura de hogares concluyen que las mujeres no son las más pobres (Cor-

tés, 1997). Las descalificaciones son mutuas, los estudios en profundidad suelen ser 

acusados de “casuísticos” por quienes producen en la línea estadística, mientras que 

los análisis basados en muestras probabilísticas son calificados como “superficiales” 

por quienes se valen de la etnografía. Como ambas corrientes tienen fundamento 

en disciplinas científicas, lo sensato es revisar el fondo de los desacuerdos.

Expresado en breve, se ha encontrado que la diversidad de condiciones sociales 

en los hogares y en las localidades, en su calidad de entornos inmediatos de concre-

ción de oportunidades para las mujeres, ha impedido construir modelos estadísticos 

satisfactorios que consideren la especificidad territorial para explicar la pobreza en 

general (como quiera que se mida) y la pobreza femenina en particular. 

Esa misma heterogeneidad seguramente origina diferencias en los beneficios, 

que pasan inadvertidas en los análisis, ya que no incorporan deliberadamente el enfo-

que de género en modelos estadísticos que permiten controlar variables para medir el 

efecto del sexo, otras variables independientes y las interacciones entre ambas sobre 

las variables a explicar.  En consecuencia, se requiere profundizar en la investigación 

empírica con vasta cobertura de información y mediante herramientas técnicas pode-

rosas, para hacer observables las diferencias implícitas en las desventajas que operan 

en perjuicio de las mujeres, ampliamente documentadas en estudios etnográficos.

Como premisa, conviene llamar la atención sobre la pobreza como una condi

ción cuyo análisis remite a un referente empírico, ya sea  al nivel de un país, de una 

región, de una comunidad, de un hogar o de una persona. Empero, en última instan-

cia, las políticas públicas dirigidas a atender este problema, con frecuencia ponen en 

práctica soluciones operativas que llevan a focalizar hogares o individuos sin haber 

medido previamente la pobreza de su entorno, lo que revela una inconsistencia 

entre la unidad empíricamente más accesible para los programas y aquella teórica-
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mente relevante para perspectivas que destacan la importancia de la especificidad 

local en la búsqueda de soluciones, y de la comunidad como ámbito socialmente 

pertinente para examinar el agotamiento de las redes de intercambio. Atento a 

estas debilidades el Conapo, al delinear el Progresa, planteó desde el principio la 

conveniencia de usar el criterio de marginación para seleccionar localidades y des-

pués calificar la pobreza de los hogares mediante una técnica estadística alimenta-

da con la información obtenida de un censo de hogares levantado ex profeso en 

cada localidad.

Desde el inicio de los años noventa ha surgido una importante línea bibliográ-

fica que busca reivindicar la incorporación de “lo local” en el diseño de políticas 

públicas. En las ciudades, se busca revitalizar y capitalizar las redes comunitarias 

dentro de un marco amplio de interés por la democracia y el buen gobierno, docu-

mentando las evidencias de políticas sociales exitosas, diseñadas ad hoc de acuer-

do con características locales específicas (Putnam y Feldstein, 2003; Crow y Allen, 

1994). En relación con el medio rural y los sectores pobres urbanos, la principal 

inquietud que manifiestan actualmente organismos internacionales, como el Pro-

grama de Naciones Unidas para el desarrollo (pnud) y el Centro de Investigaciones pa

ra el Desarrollo Internacional (idrc), se refiere a la complejidad técnica y política para 

diseñar e implantar políticas comprehensivas contra la pobreza.14

El pnud ha puesto énfasis en el proceso de agotamiento del capital social, que 

se desencadena cuando la pobreza se agudiza hasta el punto de llevar a las comuni-

dades a una situación de aislamiento y abandono que difícilmente puede revertirse. 

En un libro de este organismo, consagrado a revisar cuáles son las opciones reales 

al alcance de los pobres, son relevantes dos artículos por su pertinencia para el caso 

de México. Uno dedicado a los hogares y sus esquemas privados de ajuste, el cual 

destaca que para comprender la condición de pobreza y la vulnerabilidad de los ho-

gares pobres ante las crisis macroeconómicas y la erosión del trabajo se requiere un 

14	 Búsquese en Internet “idrc.ca” y selecciónese “Research Programs” para después especificar “Micro 

Impacts of Macroeconomic Adjustment Policies”.
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enfoque que tome en cuenta simultáneamente las características de los hogares, su 

dotación de recursos y su estructura de oportunidades, en particular en relación con 

el mercado y el Estado. En los diversos países pobres estudiados, se encontró que los 

ajustes privados de las unidades domésticas implican cambios que imponen mayores 

cargas sobre las mujeres. Además hay cúmulos de evidencia que muestran que cuan-

do su organización interna y su capacidad de participar en las redes de intercambio se 

debilitan, los hogares caen en un aislamiento social que suele no considerarse entre 

los resultados perniciosos de la pobreza, a pesar de que incrementa la vulnerabilidad 

de las personas y acelera los procesos de acumulación de desventajas que los atrapa 

en esa condición de modo irreversible (González de la Rocha y Grinspun, 2001).

En el mismo libro, el otro artículo que nos interesa destacar trata sobre las 

relaciones de la población rural con la urbana y señala que éstas merecen mayor 

atención en los análisis sobre la pobreza. Se apunta que si bien en América Latina 

cerca de tres cuartas partes de la población vive en ciudades, las formas de pobreza 

rural no declinan en importancia. Además, se menciona que existen indicios que 

muestran que las familias pobres urbanas cuentan con apoyo de su base rural, así 

como que, en el medio rural, los hogares que reciben remesas del exterior presentan 

mejores condiciones de vida. Un punto fundamental es el relativo a que el desarrollo 

agrícola es la vía para dejar la condición de pobreza en el campo. En los países anali-

zados, resulta claro que el resultado depende del papel del Estado en el mercado; se 

han encontrado casos en que el retiro del Estado ha contribuido al empobrecimiento 

de un sector muy amplio de pequeños propietarios rurales. Su conclusión es que si 

bien en casi todos los países es continuo el ascenso de densidad de población que va 

desde las localidades más remotas hasta las metrópolis, es muy desafortunado que 

la dicotomía rural-urbano siga predominando en el pensamiento sobre el desarrollo 

y la investigación sobre la pobreza  (Jerve, 2001).

 

Los hogares con jefatura económica femenina

En este apartado, pretendo sustentar que los hogares con jefatura económica fe-

menina tienen características sociodemográficas distintivas que los convierten en 
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una población en el sentido demográfico más estricto. Los resultados referidos es-

pecíficamente al programa Oportunidades provienen de una investigación reciente 

(Rubalcava y Murillo, 2006).

La definición de jefatura económica femenina en el hogar, cuando el mayor 

ingreso monetario lo genera una mujer, resulta pertinente para analizar a los ho-

gares pobres si se considera que, en tiempos recientes, la participación laboral de 

las mujeres en actividades extradomésticas remuneradas ha constituido una res-

puesta al deterioro de las condiciones de vida y a la creciente necesidad familiar de 

contar con ingresos monetarios, y se ha debido también a la mejoría en los niveles 

de escolaridad y a la ampliación de oportunidades que les permiten participar en 

el mercado de trabajo (Cortés, 2000: 114-115; García, Blanco y Pacheco, 1999; 

Oliveira, Eternod y López, 1999; González de la Rocha, 1997; González y Salles, 

1995; García, 1992). 

Si bien lo deseable, en términos de profundizar en el conocimiento, es tener 

un modelo que explique la pobreza a partir de sus determinantes, incorporando los 

rasgos pertinentes a la visión de género, la presente propuesta ofrece como prime-

ra aproximación el examen del efecto que tiene la interacción entre las dos unida-

des de concreción social que proponemos, el hogar y la localidad, sobre el ingreso 

per cápita del hogar, indicador privilegiado para la medición de la pobreza (Cortés, 

2005: 845-892). Los hogares se examinan mediante variables distribuidas según 

el sexo de quien percibe el mayor ingreso monetario (interacción socioeconómica) y 

según el tipo del municipio a que pertenecen, caracterizado por la marginación de 

sus localidades (interacción socioespacial). El contraste por sexo en los indicadores 

constituye un primer apoyo para postular discriminaciones de género y ayuda a 

develar los mecanismos que las producen. 

La revisión de los estudios acerca del trabajo femenino arrojan como resultado 

principal la comprobación de que las mujeres han intensificado su participación en 

las actividades remuneradas, con una tendencia reciente al aumento en la propor-

ción de mujeres rurales que laboran en  sectores  dinámicos de la economía nacio-

nal: la agricultura comercial, la agroindustria, las industrias de confección de ropa, 

juguetes y productos electrónicos (González, 1999). Como menciona esta autora, 
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ya sea que se trate de polos o parques industriales construidos desde los setenta 

en entornos agropecuarios, o bien de talleres medianos y pequeños vinculados a 

grandes empresas de comercialización que subcontratan trabajadoras a domicilio, 

este tipo de producción se ha extendido en numerosos pueblos de diversos estados 

permitiendo que un parte de la población rural o semiurbana se integre a la produc-

ción industrial sin necesidad de emigrar.

La investigación social ha mostrado, en general, que para lograr que las acciones 

de los programas sociales sean más eficaces es necesario mostrar en qué ámbitos se 

gestan las condiciones que causan que los hogares con jefatura económica femeni

na presenten una propensión especial a dedicar más de sus recursos humanos a la 

generación de ingresos monetarios, a la vez que cada uno de sus perceptores obtiene 

menores ingresos por su esfuerzo, en comparación con los hogares en los que un 

hombre es el principal sostén económico. Además se comprobó que estas propen-

siones adversas abarcan también a las transferencias monetarias de Oportunidades, 

con la intención última de hallar formas de cambiar la situación que las origina y 

estar en condiciones de corregir las desigualdades de género. 

Mención especial merece el ingreso per cápita del hogar, índice que es la base 

para las mediciones de pobreza por línea de ingreso (Cortés, 2005). Las diferencias 

de acuerdo con la jefatura económica son evidentes y, no obstante, operan contra 

lo esperado a la luz de lo visto antes sobre el número de miembros y el ingreso por 

perceptor. En los hogares con jefatura económica femenina, destaca que, a pesar 

de tener menos miembros y más perceptores de ingreso que los de sus contrapartes 

masculinas, su ingreso per cápita es mayor en varios municipios y de modo desta-

cado en todos los municipios segregados (aquellos con más de 80 por ciento de sus 

localidades calificadas como de “alta” o “muy alta” marginación). 

Esta conformación peculiar de los hogares con jefatura económica femenina 

se expresa en su pirámide de población que es marcadamente distinta en sus con-

trapartes masculinas. Como ejemplo, en el anexo 2 se presentan las dos pirámides 

para Tierra Blanca (un municipio segregado del estado de Guanajuato), construi-

das con la población de los hogares pobres rurales beneficiarios de Oportunidades; 

las diferencias que se aprecian en los dos subconjuntos de hogares constituyen una 
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regularidad que ha sido ampliamente confirmada en otros municipios y corrobora 

que demográficamente se trata de dos poblaciones distintas.

Este resultado se explica por dos factores que operan en el mismo sentido 

y que así contrarrestan, en el ingreso per cápita, la situación desfavorable de los 

hogares con jefatura económica femenina. El menor número de miembros de los ho-

gares con sostén económico de una mujer disminuye el denominador incrementando 

el cociente y el mayor número de miembros que participan en la generación de 

ingresos logra compensar el menor ingreso por perceptor que en promedio obtiene 

cada uno, aumentando el numerador y, en consecuencia, también el cociente:

en la fórmula anterior se aprecia cómo se “eliminan” los perceptores, en una ope-

ración válida en el álgebra aunque inconveniente para medir y analizar la pobreza 

desde una perspectiva de género.

La investigación sobre los hogares pobres rurales beneficiarios de Oportunida-

des (Rubalcava y Murillo, 2006) hizo observables algunas diferencias que pueden 

calificarse como de género por tratarse de relaciones que afectan al ingreso mone-

tario de los hogares, y se especifican de manera diferente según la jefatura econó-

mica sea femenina o masculina en el marco de las particularidades de la localización 

espacial del hogar.

Llama la atención que aun entre los hogares considerados en el estudio de re-

ferencia se encontraron grandes diferencias en los valores de los tres índices, dado 

que todos son pobres, asentados en el medio rural. En los tres índices, los valores 

más bajos corresponden a los municipios segregados, fortaleciendo la premisa de 

El Ingreso per cápita del hogar oculta
diferencias en autoexplotación forzada
(perceptores de ingreso en el hogar):

Ingreso p/c==

Ingresos

Miembros

Ingresos

Perceptores

Miembros

Perceptores
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que el entorno condiciona las posibilidades que tienen los hogares para garantizar 

su reproducción doméstica.

El futuro próximo de Oportunidades y los esfuerzos por incorporar la 

perspectiva de género

El pasado reciente de los programas sociales en México, rico en experiencias que 

dieron buenos frutos, ofrece también indicaciones sobre lo que no resultó bien y 

no debiera repetirse. Solidaridad (programa para combatir la pobreza del sexenio 

1988-1994 del presidente Salinas) trató de superar a Coplamar, su antecesor para 

atender zonas marginadas y también corregir sus fallas, por lo que determinó acer-

carse directamente a los más necesitados tratando de romper el manejo “clientelar” 

de los programas de gobierno. Solidaridad intentó sustituir los subsidios generaliza-

dos, específicamente los programas de distribución gratuita de leche y tortilla, pero 

no lo logró. El mismo tropiezo enfrentó el pase y, por eso, surgió malestar entre los 

beneficiarios a quienes se proponía cambiar productos tangibles como su leche y 

tortillas por las ayudas, no percibidas con claridad, que obtendrían con la tarjeta 

magnética propuesta.

Un tema que debería tratarse es el de los cambios macreconómicos que desde 

el pase quería implantar la autoridad hacendaria. Hasta el día de hoy se desco-

noce si todos los subsidios alimentarios fueron sustituidos por las transferencias 

monetarias directas de Oportunidades; de ser así, tampoco se sabe si se logró la 

esperada adecuación de las asociaciones gremiales de las entidades paraestatales 

que los operaban; igualmente es una incógnita si se conformó el padrón único de 

beneficiarios de programas sociales. Estas y otras cuestiones debieran difundirse 

con detalle, con el fin de valorar hasta qué punto se logró que “las medidas to-

madas en el marco institucional y el proceso de toma de decisiones que permitió 

desfasar, descentralizar, transformar o coordinar dentro del gobierno federal varias 

entidades o programas involucrados en esfuerzos de combate a la pobreza” (Levy 

y Rodríguez, 2005: X).
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Progresa incorporó decisiones sustentadas tanto en la política de población del 

país como en los avances conceptuales de la sociodemografía e incluyó también, 

aunque de manera incipiente, medidas orientadas por un enfoque de género. Ade-

más, el programa propuso un mecanismo gradual de incorporación de hogares 

acompañado de un plan muy intenso de comunicación en las localidades seleccio-

nadas para lograr la participación y aceptación de la comunidad, y la sociedad en 

general, para afianzarlo y darle continuidad. Al final del sexenio (a poco más de tres 

años de haber iniciado las acciones del programa) había ya más de dos millones de 

familias beneficiarias. Digna de mención es la estrategia de transparencia seguida 

por la Coordinación Nacional del Progresa. En el Diario Oficial de la Federación 

se publicaron los criterios seguidos para seleccionar a las localidades y se dio su 

listado completo; también se describió en esa fuente oficial la selección de familias 

beneficiarias y se anunció la elaboración de un padrón único nacional que daría 

certidumbre y orden a la distribución del dinero de las transferencias y a la presta-

ción de los servicios.

El gobierno del presidente Vicente Fox (que inició su gestión el 1 de diciem-

bre de 2000 y concluyó el mismo día de 2006) anunció, poco después de entrar 

en funciones, que su política social continuaría con el programa y lo ampliaría. 

Se incorporó el Progresa en la nueva política social que impulsaría el gobierno, 

Superación de la pobreza: una tarea contigo (Programa Nacional de Desarrollo 

2001-2006) cuyos objetivos, estrategias y líneas de acción se basan en las vertien-

tes de oportunidad, capacidad, patrimonio y equidad. Y aunque a partir del 3 de 

marzo de 2002 se le llamó Oportunidades, no se hizo ningún cambio de fondo. 

Desde entonces lo más significativo es que los beneficios se extendieron para 

abarcar también áreas urbanas y hoy el programa cubre a más de cinco millones 

de hogares, casi la quinta parte del total en el país, y supera los 25 millones de 

personas.

Si bien convenía que los criterios para incluir hogares urbanos fueran distintos 

de los aplicados al medio rural, la verdad es que la documentación disponible y la 

información que puede consultarse en el portal de la Sedesol y de Oportunidades 

no especifican con claridad los criterios para seleccionar las zonas y hogares ur-
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banos. En el entorno urbano no se siguió un procedimiento similar al que aplicó 

Progresa en sus inicios; la incorporación de zonas y hogares en estos entornos 

ha sido azarosa. Se recurrió primero (2002) a brigadas de trabajo que “a ojo” 

identificaron  los hogares “pobres”, a los que aplicaron un cuestionario para ca-

lificarlos y decidir por puntajes su inclusión. Posteriormente (2004), se instalaron 

módulos temporales en zonas previamente consideradas “pobres” y se convocó 

a los jefes de hogares que en principio pudieran aspirar a recibir los beneficios de 

Oportunidades a que se inscribieran llenando una solicitud que sería evaluada para 

su admisión. 

Actualmente, la información oficial indica que en las zonas urbanas se usan 

los índices de marginación del Conapo, pero a la vez se mencionan “colonias” en 

las ciudades, unidades territoriales para las cuales no existen tales índices. Sobre esta 

ampliación de cobertura lo que puede afirmarse es que en las ciudades hay infor-

mación estadística oficial de áreas reducidas (“áreas geoestadísticas básicas”) que 

permite identificar “zonas segregadas”; ésta no ha sido aprovechada para delimitar 

espacialmente la selección de los hogares potencialmente beneficiarios. Sin duda 

en el futuro próximo tendrá que hacerse un mayor esfuerzo de transparencia y 

difusión que evite sospechas sobre discrecionalidad al seleccionar personas para 

otorgar beneficios.

La selección de localidades también se ha desdibujado. En el medio rural las 

localidades incorporadas corresponden a todos los grados de marginación y no 

sólo a los de “muy alta” o “alta”, como se estableció al inicio; con el agravante 

de que los hogares de las localidades más pequeñas y aisladas aún no han sido 

incluidos. Si bien la misma Sedesol, mediante su Subsecretaría de Desarrollo So-

cial y Humano, impulsó una estrategia dirigida a zonas en desventaja llamada 

microrregiones, ésta no tuvo puntos de encuentro con el Programa de Desarrollo 

Humano Oportunidades.

Asimismo, las acciones se han ampliado para crear fondos de ahorro para los 

jóvenes y para las personas de más de 65 años. Esto hace de Oportunidades el pro-

grama de atención a la pobreza más exitoso en la historia de las políticas sociales 

de México.
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Diversos estudios han concluido que los programas de planificación familiar 

contribuyeron a dar a las mujeres capacidades que paulatinamente les han permiti-

do ganar espacios de participación en la sociedad. En el caso de México, la realidad 

muestra que entre los pobres subsiste un rezago considerable en el conocimiento y 

práctica de los métodos para regular la fecundidad, en especial entre la población 

joven, tanto hombres como mujeres. Los programas sociales con enfoque de gé-

nero no pueden dejar de lado las acciones de educación y comunicación en estos 

temas y extender el acceso de las y los jóvenes a la educación sexual y a los medios 

para sostener relaciones sexuales responsables y seguras.

Tras la experiencia de haber extendido el universo de hogares que reciben 

transferencias monetarias, servicios de educación, salud y apoyos nutricionales, y 

ante la necesidad de iniciar la fase llamada “graduación del programa” (buscar 

esquemas diferenciados de apoyo y prever la salida de los hogares que ya no re-

quieren de sus beneficios), existe consenso entre los analistas y operadores del 

programa sobre la necesidad de proyectos productivos que garanticen ingresos 

por trabajo para la población en las localidades más pobres. En otras palabras, es 

imprescindible refinar la perspectiva teórico-metodológica y práctica de las políticas 

públicas para reducir la pobreza.

Es claro que hace falta un marco conceptual de género que permita dirigir 

acciones certeras a las comunidades y los hogares, en especial a las mujeres, en 

condición de pobreza. Las nuevas orientaciones metodológicas en las ciencias so-

ciales permiten pensar a los hogares como unidades complejas que evolucionan por 

la interacción de sus subsistemas demográfico, económico y cultural. Desde esta 

óptica, examinar la participación de las mujeres en la producción y reproducción 

doméstica será de gran valor para las decisiones de política.

Los hogares encabezados económicamente por una mujer deberían recibir un 

tratamiento especial por parte del programa. La información que se recaba median-

te la Encuesta de Características Socioeconómicas de los Hogares (Encaseh), con 

el fin de decidir si el hogar cumple con los criterios establecidos para recibir algún 

beneficio de Oportunidades, incluye los rasgos necesarios para construir una diver-

sidad de indicadores analizados en otros trabajos. Con ellos, es posible determinar 
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de modo más fino las condiciones particulares de los hogares encabezados econó-

micamente por mujeres que, según se ha mostrado en el análisis, no necesariamen-

te tienen menor ingreso per cápita que los correspondientes a un hombre, aunque 

sí presentan peculiaridades que se traducen en desventajas que el programa puede 

compensar o atenuar (Rubalcava y Murillo, 2006). 

Mención especial merece el cuidado que debe tenerse en los controles y verifi-

caciones tanto del llenado de los cuestionarios como de la captura de la información 

en medios magnéticos. Una base de datos actualizada y confiable acompañada de 

manuales que contengan las definiciones y criterios de codificación aplicados es la 

condición primera para analizar la operación del programa desde una perspectiva 

académica.

Un cambio que conviene implantar es mantener el registro histórico de la in-

formación sociodemográfica de los hogares beneficiarios en su padrón. Los datos 

del cuestionario que se llena al momento de la admisión tendrían que revisarse 

periódicamente con el fin de efectuar análisis sociodemográficos más profundos y 

rigurosos para apoyar los procesos de decisión sobre la renovación, modificación 

o suspensión de los beneficios; procesos que en última instancia no constituyen un 

problema estadístico, sino que se convierten en un asunto de la mayor trascen-

dencia social y humana por involucrar a hogares cuyo futuro depende en buena 

medida de los beneficios que reciben de Oportunidades (según datos proporciona-

dos por funcionarios del programa, actualmente la información de los hogares se 

actualiza a los tres años de su incorporación).

Especificaciones sobre género y Oportunidades: la interacción entre 

hogares con jefatura económica femenina y los municipios segregados

El programa debe tener presente que, en general, los hogares sostenidos econó-

micamente por una mujer forman una población especial y claramente diferen-

ciada. Son hogares en una etapa intermedia del ciclo doméstico y la ausencia del 

cónyuge lleva a las hijas e hijos jóvenes a colaborar en el cuidado de la casa y en 

la manutención del grupo, lo que hace más probable que abandonen primero la 
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escuela y después el hogar. En estos hogares la situación se agrava porque no 

sólo hay proporcionalmente menos hombres adultos, sino porque también mues-

tran mayor propensión a tener miembros de edad avanzada que suelen requerir 

atención, recursos y cuidados especiales. Sus rasgos pueden convertirse en impe-

dimento para practicar la reciprocidad que demandan los intercambios sociales 

y, por ello, aislarlos de redes solidarias (González de la Rocha y Grinspun, 2001). 

Además, como por su mayor esfuerzo productivo el ingreso per cápita de estos 

hogares los sitúa algunas veces por encima de la línea de pobreza (expresada en 

términos de ingreso per cápita). En el caso de que se propusiera un criterio basa-

do en análisis estadísticos que “califiquen” los hogares usando esta línea, habría 

que estar al tanto de que es probable que no se les otorguen apoyos o, cuando 

cuenten con ellos, se decida retirárselos. Al mencionar esto, me importa destacar 

la cautela que se debe tener con mediciones que no son neutrales desde una 

perspectiva de género.15

Una semblanza de varios de estos hogares puede verse en los testimonios de 

becarios del programa que recoge el libro Jóvenes con Oportunidades (Sedesol, 

2004b). A continuación se transcriben dos de los varios ejemplos que ilustran las 

situaciones que caracterizan a los hogares con jefatura económica femenina:

Pánfilo Jiménez de 15 años estudiante del Colegio de Bachilleres en San Juan Chamu-

la, Chiapas, relata “Mi papá falleció cuando yo tenía 5 años en 1994; nos dejó varias 

deudas pendientes y mi mamá tuvo que hacerse cargo de nosotros […] A veces ni con 

los recursos que nos dan nos alcanza. Para completar, trabajo algunos fines de semana 

haciendo velas […] Ojalá pudiera seguir contando con la beca para estudiar en San 

Cristóbal. Llegar a ser profesor, ayudar a mi mamá, arreglar la casa y tener más dinero; 

esa es mi meta” (Sedesol, 2004b: 17).

15	 El Comité Técnico de Medición de la Pobreza es un cuerpo académico que, a partir de 2001, se ha en-

cargado de calcular la pobreza en México. Fernando Cortés, uno de sus integrantes, escribió una 

descripción pormenorizada de las decisiones sobre las líneas de pobreza que sirvieron de base para 

estimar el número de hogares y personas pobres (Cortés, 2005).
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Ana Victoria Bautista de 15 años estudiante del Colegio de Bachilleres en Tlacolula, 

Oaxaca, dice “En mi casa somos cuatro, tres hermanos y mi mamá. Tengo otras dos 

hermanas que no quisieron estudiar y viven por su lado […]  A raíz de que mi papá se 

fue de la casa, mi mamá sufrió mucho […] Mi mamá hace tapetes en Santa Ana del 

Valle; antes se vendían bien pero después de los atentados de las Torres Gemelas bajó 

mucho el turismo, así como la venta de sus tapetes. Ahora tiene muchos amontonados 

en la casa porque es muy difícil venderlos […] Me gusta estudiar y estoy convencida, 

por lo que he vivido, de que el estudio puede ser una salida a una mala situación” 

(Sedesol, 2004b: 72). 

Estos testimonios revelan la necesidad de llevar a cabo investigaciones que 

diluciden si efectivamente han quedado fuera del programa hogares cuyos jóvenes 

dejaron de estudiar para apoyar con su trabajo a la economía del hogar, y que tam-

bién permitan conocer en qué casos las becas de Oportunidades logran prolongar 

su permanencia en la escuela.

En el estudio citado se corrobora que la desigualdad social se reproduce en los 

diversos subconjuntos de la población. El comportamiento de los índices calculados 

muestra la desigualdad estatal que se percibe entre regiones amplias, entre los muni-

cipios que las integran, y entre las localidades que conforman estos últimos. Dado 

que las desigualdades de género son un subconjunto de las desigualdades sociales, 

el programa debería instrumentar mecanismos de corrección y compensación pa-

ra los hogares más desfavorecidos.

Los programas sociales deben tomar en cuenta rasgos propios del territorio y 

de los hogares para orientar mejor sus beneficios y, sobre todo, para decidir sobre 

su continuación, modificación o suspensión. Esto lleva a recomendar análisis socio-

espaciales particulares en cada estado. También se sugiere considerar la posibilidad 

de dirigir un plan especial de cobertura dirigido a los hogares de los municipios 

segregados y en ellos elegir a las localidades más pobres si se requiere enfocar los 

beneficios con mayor precisión. 

Es posible suponer que en los municipios segregados haya localidades cuyas 

condiciones impiden su incorporación al programa; en particular las que carecen de 

ZarT2 Rubalcava.indd   254 10/02/09   12:55 p.m.

Derechos reservados



255  Progresa–Oportunidades: un programa social con compromiso demográfico  n

plantel escolar o centro de salud y están alejadas de cualquier localidad que pudiera 

proveer los servicios.16 En estos casos, es necesario buscar sinergias coordinan-

do acciones con otros programas gubernamentales, federales o estatales, para no 

abandonar a su suerte a los hogares pobres verdaderamente desamparados.

Las dos interacciones propuestas como base para el análisis, hogares con je-

fatura económica femenina (combinación de ingreso y sexo de quien genera el 

mayor monto) y municipios segregados (definidos de acuerdo a la distribución de 

su población por grado de marginación de sus localidades) han dado muestras de su 

potencia proyectiva (Bunge, 1979: 657) para hacer visibles desigualdades de género 

en el ingreso de los hogares rurales pobres, y rasgos distintivos de su configuración 

doméstica. Las regularidades detectadas evidencian propensiones sin duda desfa-

vorables para las mujeres.

De los resultados de investigación presentados se desprende que un problema 

que merece investigarse a fondo es el que se expresa en pirámides de población 

claramente diferenciadas en los hogares, según su  jefatura económica sea femeni-

na o masculina. Esta regularidad en el nivel agregado, que he corroborado en varios 

trabajos, puede surgir de diversas conformaciones por sexo y edad en subconjun-

tos de grupos domésticos particulares. Cada conformación expresa una estructura 

demográfica que, adoptando el enfoque de sistemas complejos, si bien no determina 

necesariamente los procesos que tienen lugar en el hogar, sí condiciona la genera-

ción y modalidades de evolución de los procesos de cambio (García, 2000: 76). 

16	 En el estudio “Etnicidad, asistencia escolar y trabajo de niños y jóvenes rurales en Oaxaca”, Murillo 

(2005) emplea datos recolectados por la Encaseh levantada por Oportunidades en las localidades 

marginadas de Oaxaca y analiza los resultados de la aplicación de modelos de regresión logística para 

la asistencia escolar y la participación en la actividad económica de los jóvenes de doce a diecisiete 

años, en las localidades bajo consideración. En dichos modelos, la variable “existencia de escuelas 

secundarias en la localidad” resulta significativa al interactuar con el tamaño de la localidad en la ex-

plicación de la asistencia escolar y significativa también de manera individual en la explicación de la 

decisión de trabajar. La posibilidad de incluir en la explicación este tipo de variables, permite explorar 

la influencia que tienen en las desigualdades, las medidas de políticas públicas en materia de infraes-

tructura, equipamiento y programas educativos.
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Las categorías conceptuales con que ahora se cuenta para estudiar la organi

zación y evolución de los hogares, por ejemplo el “ciclo de vida”, no son adecua-

das para configuraciones inestables que se alejan del patrón nuclear tradicional, 

como las observadas en este trabajo, en especial cuando una mujer es la cabeza eco

nómica del grupo doméstico. La persistencia y “estabilidad” del modelo de “familia 

nuclear” tradicional oculta grandes transformaciones que en tiempos recientes se 

advierten en los hogares y, a la vez, es un tipo de familia que incluye diversas tra-

yectorias domésticas. La denominación “familia nuclear” abarca tanto un núcleo 

formado por una pareja y sus hijos, como a parejas en primera unión sin hijos, 

parejas reconstituidas con hijos de cada uno y de ambos, hogares de separados o 

divorciados con hijos, “nidos vacíos”, etc., a los cuales es difícil caracterizar median-

te la noción de “ciclo de vida” que, a pesar de sus diversas definiciones operativas, 

es más apropiada para seguir la evolución de un núcleo convencional (Rubalcava, 

2003: 28). Investigar a los hogares como sistemas complejos caracterizados por la 

“interacción de diversos niveles de organización con dinámicas propias” (García, 

2000: 75) abre una vía prometedora para enriquecer el diseño de los programas 

sociales y mejorar su efectividad.

Respecto a los beneficios, en especial las transferencias monetarias, hay in-

dicios de un tratamiento diferencial involuntario por parte del programa que 

resulta desventajoso para algunos hogares con jefatura económica femenina, 

debido a que sus rasgos particulares les quitan, por anticipado, la ocasión de ser 

beneficiados (especialmente su conformación doméstica y la sobreexplotación de 

su fuerza de trabajo). Un resultado del análisis de las becas Oportunidades que 

reciben los hogares muestra que si bien, por los rasgos mencionados, los hogares 

con jefatura económica femenina tienen proporcionalmente menos niños y jóve-

nes en edad de recibir becas, de ellos, los que efectivamente las reciben son en 

términos relativos mucho menos que los correspondientes, encabezados econó-

micamente por un hombre. Esta diferencia se explica porque los hijos de las jefas 

económicas tienen mayor probabilidad de haber dejado la escuela para trabajar. 

Los estudios recientes dan pie para sugerir que se redefinan con enfoque de gé-

nero tanto los criterios que determinan la incorporación de hogares al padrón de 
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beneficiarios como los que establecen las corresponsabilidades y condicionan la 

permanencia en el programa. 

Sin duda, otra vía de acción que conviene examinar es prever servicios y bene-

ficios ad hoc, dirigidos a hogares cuya economía depende del trabajo remunerado 

de las mujeres. Una visita de campo a hogares pobres con jefatura económica 

femenina confirmó que la cercanía a una ciudad ofrece posibilidades de trabajo 

extradoméstico a las mujeres maduras sin escolaridad; en cambio, en comunidades 

alejadas de fuentes de trabajo, las mujeres con características similares no tienen 

más opción de ingreso que algunas actividades agrícolas muy precarias.

Habrá también que considerar diversas modificaciones que derivan de las conti-

nuadas evaluaciones cualitativas que se han efectuado desde 1998 a Oportunidades 

siguiendo el método etnográfico; en especial para prevenir la inclusión indebida de 

hogares que no son pobres, si se juzgan con los criterios que el mismo programa 

estableció, a la vez que la exclusión bien documentada de un sinnúmero de hogares 

cuyas condiciones particulares de vida impidieron localizarlos o registrarlos (Escobar 

et al., 2004; González de la Rocha, 2005). 

En síntesis, si bien parece inevitable que las acciones de los programas sociales 

produzcan efectos no deseados ni deseables, si se incorpora la perspectiva de géne-

ro en su diseño, instrumentación y evaluación, es posible minimizar la probabilidad 

de que se configuren situaciones empíricas que induzcan propensiones que con-

centren la adversidad en algunas mujeres y sus hogares. Para este fin es indispensa-

ble documentar cuidadosamente los procesos de diseño, decisiones consensuadas, 

operación y transformación de los programas sociales. 

Recientemente se anunció oficialmente la instalación de un grupo de acadé-

micos como Consejo Nacional de Evaluación de las Políticas de Desarrollo Social 

(el decreto de creación se público en el Diario Oficial de la Federación el 24 de 

agosto de 2005), que sin duda contribuirá a garantizar mejor calidad y coherencia 

en los programas. En su seno seguramente se tratarán cuestiones actualmente en 

discusión como el uso de los programas sociales para coacción o inducción del 

voto durante los procesos electorales. De acuerdo con las organizaciones sociales 

dedicadas al tema, esto se facilita notablemente porque, por disposición de la Ley 
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Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, que 

entró en vigor el 12 de junio de 2002 (Diario Oficial de la Federación, 2002), los 

padrones con los nombres de los beneficiarios titulares (uno por hogar) y su fecha 

de alta son del dominio público.17

En cuanto a la cabal inclusión de la perspectiva de género, tanto en Oportuni-

dades como en la medición de la pobreza, queda mucho por avanzar. La transpa-

rencia en las cuestiones de carácter teórico, metodológico, técnico y operativo que 

se propongan, junto con su discusión amplia, seguimiento y evaluación, es crucial 

no sólo para provecho del programa y de las políticas públicas con este enfoque, 

sino también para las dependencias de gobierno, instituciones académicas, organi-

zaciones sociales y personas, comprometidas con su perfeccionamiento.  n

17	 Disponibles por estado y municipio en el portal de Sedesol. Cabe señalar que a pesar de no tener la 

información de localidad, en los municipios menos poblados la población suele concentrarse en una 

localidad, la cabecera municipal, y puede ser relativamente fácil identificar a los beneficiarios. 
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Anexo 1

Base de datos sobre Integración Territorial (Iter)

Esta información que proporciona el inegi incluye para cada localidad (recuérdese 

que son cerca de doscientas mil) su nombre y clave, el estado y municipio a que 

pertenece, el número de habitantes que en ella residen, así como sus tres coorde-

nadas de localización geográfica.

La información sobre la ubicación de centros de salud y escuelas tuvimos que 

solicitarla a las instituciones respectivas. No obstante, cuando la obtuvimos no se pu-

do enlazar con la información geográfica porque la Secretaría de Salud, el Instituto 

Mexicano del Seguro Social y la Secretaría de Educación Pública utilizan sus propias 

claves internas y no las claves del inegi que son las oficiales. La conversión se hizo 

manualmente en consulta permanente con los productores de la información.

Índices de marginación por localidad (Conapo)

Insistimos en usar, y finalmente así se decidió, los índices de marginación por loca-

lidad de Conapo (basados en información del censo disponible sólo para poco más 

de cien mil localidades con más de tres viviendas), seleccionando, en orden decre-

ciente según los recursos disponibles, a las rurales de “muy alta marginación”, las 

de “alta”, “media”, etc. Esto, por razones de orden práctico relativas a la distribu-

ción de los beneficios; además, se acordó elegir sólo a las localidades que contaran 

con escuela o con centro de salud y a las que estuvieran en su área de influencia 

(determinada por una distancia que los beneficiarios pudieran recorrer a pie).

Para saber cuántas localidades cumplían con los criterios propuestos, y qué po-

blación tenían, hicimos “simulaciones” con el manejo de la información georreferen-

ciada (con coordenadas territoriales) mediante los sistemas de información geográfica 

(Arcinfo y Arcview) (hay que tener presente que la marginación califica a unidades 

territoriales y no a sus habitantes). Estas simulaciones sirvieron para calcular costos y 

precisar cuántas localidades podrían incorporarse en la fase inicial del programa.

ZarT2 Rubalcava.indd   259 10/02/09   12:55 p.m.

© Flacso México



260 n  Rosa María Rubalcava

Encuesta Nacional de Planificación Familiar enpf-95 (Conapo)

El Conapo levantó esta encuesta en 1995. Sus resultados arrojaron estimaciones na-

cionales y por estado para cada uno de los nueve estados del subconjunto definido 

como estados prioritarios para la planificación familiar por su rezago en el proceso de 

transición demográfica; además permitieron calcular estimaciones agregadas para el 

subconjunto conformado por el resto de los estados. El análisis de los resultados de la 

encuesta ayudó a decidir dónde comenzarían las acciones del Progresa y a determinar 

los diversos tipos de hogares en que se enfocarían los beneficios del programa. 

Encuesta Nacional de la Dinámica Demográfica (Enadid, inegi)

Los datos de esta encuesta (1994) se confrontaron con algunos de los resultados de la 

conformación de los hogares obtenida de la enigh de 1994, al igual que los criterios de 

fecundidad y mortalidad que se establecieron para la selección de localidades y hoga-

res beneficiarios a partir de los índices de marginación por localidad y la enpf-95.

Conteo censal de 1995 (inegi)

La información permitió actualizar algunos datos del censo de 1990. En especial las 

variables referidas a la infraestructura de la localidad que se usan para calcular los 

índices de marginación. Otras, incluidas en el índice pero que no fueron captadas 

en el conteo, se consideraron con los valores que registró el censo anterior, justifi-

cando su inclusión y analizando el efecto de sobreestimación, o subestimación, que 

tendrían sobre el resultado.

Censo General de Población y Vivienda 1990 (inegi)

El Conteo Censal de 1990 no registró información de las localidades sobre ingresos 

por trabajo ni la referente a las características de las viviendas, como piso de tierra y 
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número de cuartos. La técnica estadística que se usa para calcular el índice de mar-

ginación requiere como insumo estos indicadores; se decidió, entonces, tomarlos 

con el valor que tenían en el censo anterior. Esta decisión se fundamenta en que 

por la grave crisis económica iniciada en diciembre de 1994, los ingresos moneta-

rios de los hogares tuvieron un marcado descenso y como las condiciones físicas de 

la vivienda dependen casi exclusivamente del ingreso familiar no era de esperarse 

una mejoría en estas variables.

Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (enigh, inegi)

Hubo numerosos obstáculos “epistemológicos”, políticos e ideológicos que la Se-

cretaría General del Conapo tuvo que franquear. Uno en particular merece resaltar-

se: un funcionario de la Secretaría de Hacienda se opuso con firmeza a considerar 

a los hogares como unidades receptoras de los beneficios porque, dijo, “no puede 

hacerse el costeo” (sic), lo que significa que no pueden calcularse los costos.

Convencerlo de su error fue un logro muy gratificante. Le dijimos que cualquier 

beneficio en que se pensara, por ejemplo el complemento nutricional a los niños 

menores de dos años, la ayuda monetaria para útiles escolares a los niños de ter-

cero a sexto de primaria, o las becas, también en dinero, a los de secundaria (un 

poco más altas para las mujeres), podían cuantificarse sabiendo a cuántos hogares 

y niños beneficiarían.

Se hizo un verdadero “bordado fino” con la información de las enigh. Se contó 

cuántos hogares había con niños menores de dos años; cuántos con niños y niñas 

que asisten a la escuela primaria en cada año escolar; cuántos con jóvenes en secun-

daria, diferenciados en mujeres, hombres y ambos. En todos los casos, calculamos 

cuántos hogares había con un beneficiario, con dos, con tres, etc., dentro de cada 

tipo. Igualmente identificamos cuántos hogares había en cada una de las combina-

ciones posibles de tipos y en cuántos de ellos los niños, niñas y jóvenes no asistían a la 

escuela. Todo esto se hizo desglosado por entorno de residencia “rural” y “urbano” 

(la enigh no permite ir más allá en lo que respecta a la división político-administrativa 
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del territorio) y sirvió para percatarse de que los recursos disponibles apenas alcan-

zaban para iniciar el programa en localidades marginadas del medio rural, y sólo en 

algunos estados. Al inicio del programa el monto de los apoyos alimentarios y becas 

para una familia en pobreza extrema se estimó en 235 pesos al mes. Esta suma es 

equivalente a poco más de la tercera parte de los ingresos monetarios mensuales que, 

en promedio, obtenía una familia en estas condiciones.

Encuesta Nacional de Empleo (ene, inegi)

Forma parte de las encuestas de hogares que levanta el inegi; con su información 

fue posible analizar las actividades económicas predominantes en las zonas selec-

cionadas para el programa con el fin de saber cuál sería el costo de oportunidad 

para las familias, de la permanencia de los niños, niñas y jóvenes en la escuela, y 

tener presente la posibilidad de intervenir en las localidades apoyando proyectos 

económicos productivos.

Secretaría de Educación Pública (sep)

Los registros administrativos de la Secretaría de Educación Pública proporcionaron 

una base con datos de las escuelas, primarias y secundarias, en todas sus modalida-

des (indígena, rural, unitaria, telesecundaria, etc.). También se obtuvo información 

sobre su matrícula, número de profesores y turnos de actividad (las claves de refe-

rencia geográfica debieron ser incluidas manualmente en el Conapo).

Secretaría de Salud Pública (ssp)

La Secretaría de Salud dio un archivo magnético con las instalaciones disponibles 

en las localidades preseleccionadas. En cada una se indicó el nivel de atención, el 

número de camas, enfermeras y médicos, y los turnos de operación (las claves de 

referencia geográfica debieron ser incluidas manualmente en el Conapo). 
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Instituto Mexicano del Seguro Social (imss)

Esta institución contaba con un programa especial denominado imss-Solidaridad 

con paquetes especiales de salud dirigidos a comunidades marginadas. La informa-

ción del personal y recursos tanto de este programa como de las unidades de salud 

instaladas para atender a sus derechohabientes fue también solicitada para formar 

parte de la operación del programa (las claves de referencia geográfica debieron ser 

incluidas manualmente en el Conapo). 

El Instituto Mexicano del Transporte (imt)

Este organismo facilitó en archivos magnéticos la información de todas las ca-

rreteras y caminos vecinales del país, con su trazo, tipo, así como las referencias 

necesarias para localizarlos en el territorio. Esta información permitió, utilizando 

las herramientas cartográficas computarizadas, decidir si las localidades dispo-

nían de acceso directo a la red de comunicación terrestre del país y estimar el 

tiempo de recorrido a pie para llegar a un camino, en el caso de aquéllas sin 

conexión directa.

Telecomunicaciones de México (Telecomm)

Ante la casi total ausencia de establecimientos bancarios en las zonas de interés pa-

ra el programa, se decidió canalizar las transferencias monetarias a los beneficiarios 

mediante el sistema telegráfico nacional denominado Telecomm, sustituido en dos 

estados por el Banco de Crédito Rural (Banrural). Para ello, fue necesario incorporar 

a la base de datos de localidades la existencia de estos servicios que serían decisivos 

en la operación del programa.
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Tierra Blanca, Guanajuato. Estructura por edad y sexo de la población en hogares con jefatura
económica masculina (población: 8,172 hab.; ingreso mensual per cápita: $246 pesos de 2002).
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Anexo 2

Hogares pobres rurales beneficiarios de Oportunidades en un municipio 

segregado
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Tierra Blanca, Guanajuato. Estructura por edad y sexo de la población en hogares con jefatura
económica femenina (población: 1,693 hab.; ingreso mensual per cápita: $242 pesos de 2002).
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Fuente: Rubalcava R.M. y S. Murillo (2006), gráficas D-3 y D-4 (págs. 58-59).
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Existe consenso en que la información provee las herramientas más sólidas para 

tener percepciones acordes con la realidad, además de crear conciencia y convencer 

a creadores de políticas y a hombres y mujeres en general, para promover cambios 

que mejoren la vida en sociedad. En este marco, los indicadores estadísticos ofrecen 

una base firme para la formulación de políticas, así como para la supervisión y la 

evaluación de programas y proyectos. Agréguese que son necesarios para informar 

al público y a los medios de comunicación sobre diversos temas de interés para la 

sociedad. Con el reconocimiento de la función y utilidad social de los indicadores 

estadísticos, en este trabajo nos ocupamos de aquellos con enfoque de género, cu-

yo desarrollo y uso todavía es reciente. Éstos se construyen gracias a la producción 

de datos desagregados por sexo y buscan reflejar los asuntos de género. En este 

sentido, no sólo permiten comparaciones generales entre mujeres y hombres, sino 

que también buscan medir y valorar adecuadamente la participación y contribución 

de mujeres y hombres a la sociedad.

Este trabajo parte del reconocimiento del gran avance en el desarrollo de los 

indicadores con enfoque de género debido al compromiso de organismos naciona-

les e internacionales. Particularmente, en la década de 1990 se realizó un esfuerzo 

importante para cambiar conceptos y métodos, y encaminarse así a una recolección 

de información que reflejara mejor la realidad de mujeres y hombres (Hedman et al., 

1999). El fruto fue una cuantiosa producción de estadísticas de género en todo el 

mundo, así como guías y manuales que orientan su uso.

Desarrollo y utilización de indicadores con enfoque de género en 

México*

Silvia Luna Santos

*	 Este artículo está dedicado a la memoria de la autora.
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El propósito de este capítulo es indagar si la ingente producción de indicadores 

de género ha tenido una lectura atenta y correcta por parte de los diseñadores de 

políticas, lo que de ser así debiera reflejarse en los programas que explícitamente 

consideran la perspectiva de género. En el caso particular de México, la intención 

es conocer si los indicadores con enfoque de género, en primer lugar, se incluyen 

en los diagnósticos de los problemas sociales que se quiere atender y, en segundo, 

si se consideran adecuadamente en el diseño de los programas sociales, en tanto 

parte diagnóstica. 

Para orientar este trabajo planteamos algunas preguntas iniciales: ante la cuan-

tiosa producción de información con enfoque de género y las llamadas de atención 

sobre problemáticas urgentes de atender, sustentadas en indicadores estadísticos, 

¿existe correspondencia con la cantidad y contenido de los programas sociales y 

políticas públicas?, ¿se utilizan los indicadores con enfoque de género como base 

del diagnóstico para el desarrollo de programas y políticas públicas?, ¿a qué obe-

dece no hacerlo?

Si bien aún hay mucho camino por andar en términos de producción de infor-

mación con enfoque de género, veremos que en la actualidad contamos con una 

cantidad de indicadores listos para ser utilizados ya no sólo informativamente, sino 

como inspiración de medidas para el cambio. Pero, ¿los diseñadores de políticas 

realmente conocen los indicadores con perspectiva de género relacionados con 

su ámbito de acción?, ¿acaso el uso de este tipo de indicadores es todavía restrin-

gido? Tal vez entonces, la información sobre las inequidades de género no llegan 

oportunamente a quienes toman decisiones, es decir, que tal vez no se cuente con 

un puente efectivo de comunicación entre los productores de la información y sus 

analistas, en la academia o dependencias de gobierno, por un lado, y quienes se en-

cargan de diseñar programas y tomar las decisiones de política pública, por el otro. 

De ser así, habría que repensar cómo transmitir información cuantitativa a quienes 

no están familiarizados con ella, así como información cuya lectura requiere de una 

adecuada comprensión de los asuntos de género.

Guiados por las interrogantes antes planteadas, esta exposición se divide en dos 

secciones: en la primera, se revisan brevemente los esfuerzos y resultados en materia 
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de desarrollo de indicadores con enfoque de género a nivel nacional e internacional. 

Con ello buscamos presentar, como una especie de contexto, el estado actual de la 

producción de indicadores de género, entre los que se incluyen temas de reciente 

incorporación. En la segunda parte, se indaga la utilización de los indicadores con 

perspectiva de género; esta exploración, desde el inicio, se planteó como la de la 

mayor dificultad, pues implicaba la revisión de programas sociales que explícitamen-

te declaran adoptar la perspectiva de género. Partimos del supuesto que ese tipo de 

programas debían sustentarse en evidencias expresadas en indicadores estadísticos 

y que, además, habían de ser evaluados con indicadores de la misma índole. Así, la 

intención era conocer si los que tienen enfoque de género se utilizaban en los diag-

nósticos, y en la evaluación de programas sociales.

Primera parte. Balance de la producción y utilización de indicadores con 

enfoque de género

La necesidad de mostrar las asimetrías de género en las últimas décadas ha cobrado 

mayor fuerza, y por ello se ha vuelto fundamental conocer la realidad particular de 

mujeres y hombres. Las estadísticas desagregadas por sexo son la evidencia de as-

pectos cruciales acerca de las diferencias de género y, por ello, se insiste en que toda 

estadística relacionada sobre población se distinga por sexo. Sin embargo, este 

tipo de estadísticas no son suficientes para comprender el conjunto de relaciones 

socialmente construidas entre los sexos; son apenas el requisito indispensable para 

iniciar el análisis de la realidad desde una perspectiva de género.

Al insertar la información estadística desagregada por sexo, o bien los índices 

sintéticos (tasas, índices de feminidad, índices de masculinidad, etcétera) que se 

alimentan de dicha información en un marco de análisis con perspectiva de género, 

se busca sensibilizar a los creadores de políticas y planificadores para llevar a cabo 

cambios que favorezcan la equidad de género. A este tipo de información o índices 

que constituyen bases objetivas para la puesta en marcha de políticas y progra-

mas sociales en materia de género, la llamaremos en lo sucesivo “indicadores de 
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género”. Éstos, además de sustentar los diagnósticos de distintas problemáticas, 

permiten medir, supervisar y evaluar las acciones públicas puestas en marcha para 

atender dichas problemáticas.

La desagregación por sexo de la información sociodemográfica siempre ha sido 

una práctica común entre los demógrafos, ya que conocer la realidad de las muje-

res, desde el punto de vista demográfico, es fundamental debido a su papel en la 

reproducción humana. Es decir, conocer el número de mujeres, su edad, nivel de 

escolaridad y estado civil (o conyugal), entre otros, resulta esencial para conocer 

uno de los tres fenómenos demográficos: la fecundidad, la cual nos da cuenta de 

las entradas más numerosas a las poblaciones.

Por su parte, la producción de indicadores con enfoque de género empieza un 

intenso desarrollo en los años noventa como resultado de la creciente necesidad de 

contar con estadísticas útiles para el diseño de políticas y programas que promue-

van la equidad de género y que permitan supervisar los cambios.

En 1994, tuvo lugar la Sexta Conferencia Regional sobre la Mujer de América 

Latina y el Caribe, en la que los representantes gubernamentales acordaron “forta-

lecer el sistema de recolección y procesamiento de datos estadísticos desagregados 

por sexo y adoptar indicadores de género que contribuyan al diagnóstico de la 

situación de las mujeres y a la creación de políticas públicas nacionales y regionales, 

que posibiliten un mejor seguimiento y evaluación de los acuerdos regionales e 

internacionales”. Este acuerdo se ratificó luego en la Cuarta Conferencia Mundial 

sobre la Mujer (Pekín, 1995), puesto que se acordó recoger, compilar, analizar y 

presentar periódicamente datos desglosados por edad y sexo, para utilizarlos en la 

planificación y aplicación de políticas y programas.

La cepal, particularmente, dentro del sistema de la onu, ha atendido de manera 

especial la cuestión de los indicadores con enfoque de género, pues fue designada 

como punto focal en la región de las actividades de seguimiento de los acuerdos 

regionales y mundiales relacionados con la equidad de género y el adelanto de las 

mujeres. En este marco, se ha dado a la tarea de seleccionar los indicadores apro-

piados para revisar la evolución de la situación de las mujeres, comparada con la 

de los hombres. En 1999, este organismo presentó el documento “Indicadores de 
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género para el seguimiento y la evaluación del programa de acción regional para 

las mujeres de América Latina y el Caribe, 1995-2001” y la “Plataforma de Acción 

de Beijing”, la cual refleja una cuidadosa revisión metodológica, así como la dispo-

nibilidad de información estadística en los países de la región. A finales de 2005, 

se concluía la edición de un nuevo manual sobre indicadores de género, producto 

de la consulta con expertos de la región y de la experiencia en la construcción de 

este tipo de indicadores en la última década.

Por su parte, México, a una década de los compromisos mencionados, es el país 

latinoamericano con más progresos en el desarrollo de indicadores de género. Gra-

cias a que ha integrado, de manera regular, la desagregación de la información por 

sexo en el proceso de recolección de datos, ha dado también pasos significativos en 

el análisis de esa información desde la perspectiva de género. Además, en el marco 

del esfuerzo mundial por mejorar las estadísticas de género, de acuerdo con las re-

querimientos expresados en la Plataforma de Acción de Beijing 1995, en México se 

realizaron recientemente dos importantes encuestas: la Encuesta Nacional de Uso del 

Tiempo (enut), 2002 y la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los 

Hogares (Endireh), 2003. Los análisis que se han realizado a partir de sus resultados 

revelan las inequidades entre mujeres y hombres en el ámbito doméstico. En la prime-

ra, gracias a mejores estadísticas acerca del uso del tiempo, ha surgido una medición 

más adecuada de la contribución de mujeres y hombres a la economía, y se dispone 

de información más adecuada para llamar la atención sobre la necesidad de tomar 

medidas para armonizar la vida laboral y familiar de mujeres y hombres, entre otras 

cosas. En tanto que los resultados de la Endireh 2003, lo mismo que sus análisis, nos 

han permitido conocer la magnitud de distintas formas de violencia contra la mujer 

dentro del seno conyugal y los factores asociados, los cuales sugieren ámbitos de 

intervención.

No obstante los avances en el desarrollo de indicadores de género, en Améri-

ca Latina, particularmente en México, subsisten limitantes. Muchas veces se tiene 

conceptualizado un indicador “ideal”, pero la falta de información y la no disponi-

bilidad de datos impiden que se calculen. Además, todavía existen ámbitos donde 

ni siquiera se cuenta con datos desagregados por sexo, o bien, la desagregación 
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es reciente. Entre ellos destacan los temas de procuración de justicia, patrimonio y 

derecho familiar.

A pesar de estas dificultades, diremos que el balance en cuanto a producción 

de indicadores con enfoque de género es bueno. Es más, la producción ha sido 

abundante y ahora contamos con un caudal de información que nos permite identi-

ficar problemáticas sociales que resultan de inequidades de género y que requieren 

de intervenciones.

El desarrollo de los indicadores con enfoque de género en México

México cuenta con un importante acervo estadístico que nutre la corriente de gé-

nero. El Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática (inegi) y el Instituto 

Nacional de las Mujeres (Inmujeres),1 han reconocido la necesidad de visualizar 

la situación de mujeres y hombres, para apoyar el diseño y evaluación de las po-

líticas públicas, así como la participación informada de la sociedad. Por ello, mu-

chas veces, con el apoyo de la Unifem, han promovido e impulsado el desarrollo 

de las estadísticas desagregadas por sexo e indicadores con enfoque de género de 

interés nacional, sectorial (educación, salud, trabajo y otros), y regional (entidades 

federativas y municipios). Consecuencia de ello es la producción anual del libro 

Mujeres y hombres en México así como sus ediciones para cada entidad federativa. 

En esta publicación se puede consultar por sexo no sólo la información censal y 

de las encuestas nacionales de empleo (ene) y de ingresos y gastos de los hogares 

(enigh), sino también la proveniente de los registros administrativos del sector salud 

y educación, entre otros.

Además, en el marco del Programa Nacional de Igualdad de Oportunidades y 

No discriminación entre Mujeres y Hombres (Proequidad) 2000-2006,2 se han pro-

movido encuestas, sistemas de información y diversos estudios que permiten cono-

1	 Antes de 2001, la Comisión Nacional de la Mujer (Conmujer).

2	 Este programa propone una agenda de equidad a través de la transversalización del género en las 

políticas públicas del gobierno federal.
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cer mejor la situación de las mexicanas, así como la desigualdad de oportunidades 

entre mujeres y hombres, a fin de proveer los insumos necesarios a los creadores de 

políticas públicas y programas destinados a promover la equidad de género:

—	 Se dispone de distintos sistemas de información, accesibles a todo público, so-

bre la situación de las mujeres: 1) Sistema de Indicadores para el Seguimiento 

de la Situación de las Mujeres (Sisesim), el cual es elaborado conjuntamente 

por el inegi y el Inmujeres; 2) Sistema Estatal de Indicadores de Género (seig), 

coordinado desde el Inmujeres y realizado conjuntamente con las instancias de 

la mujer en las entidades federativas;3 y 3) Sistema interactivo de Seguimiento 

de la Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación 

contra la Mujer (sicedaw).

—	 A iniciativa del Inmujeres, se levantaron las siguientes encuestas: Encuesta 

Metropolitana sobre Remuneraciones y Costo de la Mano de Obra (2004); 

Encuesta Nacional de Uso del Tiempo (enut) 2003, integrada como un módulo 

de la Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares (enigh) y Encuesta 

Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (Endireh) 2003, la 

cual es la primera encuesta nacional de hogares que se realiza en México sobre 

el problema de la violencia de pareja contra las mujeres.

—	 En relación con el tema de violencia, se han realizado otras encuestas desde el 

sector salud. Dos de éstas, la Encuesta Nacional de Salud Reproductiva con la 

Población Derechohabiente (Ensare), 1998 y la Encuesta Nacional de Salud Re-

productiva (Ensar) 2003, tuvieron como objetivo explorar cuestiones de salud 

reproductiva, pero incluyeron un módulo de preguntas sobre violencia en la pa-

reja. La Encuesta Nacional sobre Violencia contra las Mujeres (Envim) 2003, por el 

contrario, tuvo como objetivo principal generar datos sobre la violencia de pareja 

que sufren las mujeres usuarias de los servicios de salud.4

3	 En 2006, se tenía prevista la incorporación de las 32 entidades federativas al sistema.

4	 Para mayores detalles sobre las encuestas de violencia contra la mujer en México, véase Cacique et 

al., 2005.
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—	 Entre diversas publicaciones, el Inmujeres ha completado y actualizado la se-

rie “El enfoque de género en las estadísticas educativas, de trabajo, salud, 

participación política, y de hogares y familias”, en colaboración con la Unifem 

y el inegi. Además, ha producido pequeños artículos difundidos en boletines 

impresos sobre diversos temas, basados en indicadores estadísticos. Entre los 

que destacan los siguientes: “¿Quiénes viven solos(as) en México?”; “Las mu-

jeres empresarias en México”; “Las mujeres y los medios de comunicación”; 

“Las mujeres en la cultura y las artes”; “Pobreza, género y uso del tiempo”; “El 

papel de mujeres y hombres en el cuidado de la salud dentro de los hogares”; 

“Mujeres y hombres en proceso de envejecimiento”.

Particularmente sobresale el levantamiento y análisis de la Endireh 2003 y la 

enut 2002, ya que ambas encuestas responden a la demanda de información sobre 

cuestiones que numerosos estudios sobre género y la desigualdad entre mujeres y 

hombres señalaban como problemas urgentes de evidenciar y atender: la violencia 

contra la mujer y la desigual distribución del uso del tiempo. Lo que ahora conoce-

mos de estos dos temas constituye una base sólida no sólo sobre la magnitud de las 

problemáticas que evidencian, sino también de los factores de riesgo que podrían 

reducirse o eliminarse a través de programas y políticas públicas.

En relación con el análisis de la Endireh 2003, existe un examen detallado so-

bre los resultados que elaboró un grupo de especialistas en el tema (Castro et al., 

2004). Por su parte, la enut 2002 derivó en un análisis en el que destaca la medición 

del trabajo no remunerado (Pedrero, 2005).

Un balance de la equidad de género a través de los indicadores más 

difundidos

El Informe de México sobre los avances de las metas del milenio, presenta un am-

plio panorama sobre la inequidad de género en el país, el cual se sustenta en indi-

cadores comúnmente utilizados para mostrarla. A continuación se mencionan los 

indicadores incluidos en el tercer capítulo de dicho informe, mismos que no pueden 
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ignorar los políticos ni los creadores de programas, ya que se trata del informe 

presentado por México como país ante la onu. De hecho, al igual que el resto de 

los capítulos del informe, el dedicado al objetivo tres, Desarrollo del Milenio, consis-

tente en “promover la equidad de género y la autonomía de las mujeres”, contiene 

una sección de retos y prioridades, entre las que destaca la necesidad, por un lado, 

de medidas que permitan a las mujeres conciliar la vida familiar y la laboral y, por 

el otro, dar valor al trabajo doméstico como parte del ámbito productivo. Ambas 

acciones están pendientes en la agenda nacional y, estrictamente para el próximo 

informe de avances, habría que dar cuenta de lo realizado al respecto:

Indicadores estadísticos con enfoque de género incluidos en el Informe de 

avance 2005 de los objetivos de desarrollo del milenio en México.

—	 Porcentaje de la población de quince años y más que concluyó la educa-

ción básica por grupos de edad, por sexo y tamaño de la localidad.

—	 Tasa de asistencia escolar de la población de seis a catorce años, por sexo 

y tamaño de la localidad.

—	 Proporción de la población de seis a catorce años que asiste a la escuela, 

por sexo y edad.

—	 Tasa de absorción de secundaria, por sexo.

—	 Tasa de deserción en secundaria, por sexo.

—	 Horas semanales promedio dedicadas al trabajo doméstico por sexo.

—	 Tasa de participación (en la actividad económica), por sexo.

—	 Porcentaje del ingreso medio mensual femenino, respecto del ingreso me-

dio mensual masculino según años de estudio.

—	 Tasa de desocupación, por sexo.

—	 Tasa de ocupación en el sector no estructurado por sexo.5

5	 Esta tasa da cuenta del porcentaje de la población ocupada que labora en micronegocios no agro-

pecuarios, sin nombre ni registro, pero, quienes laboran en micronegocios registrados, carecen de 

contrato de trabajo y de cobertura de la seguridad social.
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—	 Distribución porcentual de la población económicamente activa ocupada 

según ingresos en salarios mínimos, por sexo.

—	 Distribución porcentual de la población ocupada según ocupación y rama 

de actividad, por sexo.

—	 Porcentaje de población de quince años y más sin ingresos propios, por 

sexo y grupo de edad.

—	 Proporción de mujeres en la Cámara de Senadores.

—	 Proporción de mujeres en la Cámara de Diputados.

—	 Proporción de mujeres en las presidencias municipales, síndicos y regidores 

(ámbito municipal; segunda división político-administrativa).

—	 Prevalencia de la violencia contra la mujer ejercida por su compañero o 

cónyuge, por tipo de violencia.

En efecto, cada una de las problemáticas que se desprenden de este infor-

me demanda atención. En lo que se refiere al acceso a la educación con equidad 

de género, México ha alcanzado logros considerables, sin embargo, tal acceso aún 

se distribuye en forma desigual entre las niñas que viven en el medio urbano y las 

del medio rural. Ser mujer en un contexto rural e indígena constituye un factor que 

profundiza la desigualdad en el acceso, permanencia y finalización exitosa de la 

educación básica. Por tanto, asegurar que las mujeres que habitan en áreas rurales 

y las mujeres indígenas cuenten con oportunidades educativas, al menos hasta el ni-

vel básico y garantizar no sólo el acceso de todas las niñas a la enseñanza primaria y 

secundaria, sino también su permanencia, es un tema en la agenda política, el cual, 

como se verá más adelante, ha sido atendido a través de la ejecución de acciones 

que previenen la deserción femenina en esos ámbitos y en esos niveles.

También en el ámbito de la educación, si queremos ser justos con la aplicación de 

un enfoque de género, es necesario poner atención no sólo a las desventajas sociales 

de las mujeres respecto de los hombres, sino también a las de estos últimos respecto 

de las primeras. Tal es el caso de la deserción escolar de los varones desde la secunda-

ria, mayor que la de las mujeres, una situación que dista de ser nueva (cepal, 2002).
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En cuanto a la actividad económica, la presencia de las mujeres se ha incremen-

tado de manera significativa, aunque muchas veces ésta se ve limitada por las pocas 

oportunidades para armonizar las tareas del ámbito doméstico y familiar. Por ello, 

la agenda política debe considerar la instrumentación de medidas que signifiquen 

para ellas una disminución en la carga de trabajo respecto de la crianza de los hijos y 

que promuevan la distribución de esa tarea entre el padre y la madre. En este sentido, 

la creación de recursos e infraestructura que permitan disminuir las cargas de trabajo 

doméstico relativo al cuidado de la población infantil, anciana y de las personas en-

fermas, sería altamente valorada.

Por otra parte, se reconoce que en el hogar se desarrollan un sinnúmero de 

actividades productivas no pagadas que permiten el desempeño cotidiano de sus 

miembros en el mundo social. En cuanto a este tema, algunos especialistas han 

sugerido imputar a dichas actividades un valor equivalente a un ingreso, que ten-

dría que ser pagado a otras personas si no se realizara por los miembros del hogar. 

Este valor debiera agregarse al valor de la producción económica de los países. 

Gracias a la información derivada de la enut 2002, los políticos cuentan hoy con 

la posibilidad de visualizar, dimensionar y dar un valor al trabajo doméstico como 

parte del ámbito productivo y, de ese modo, reconocer su importancia en el bien-

estar de la población.

En relación con la participación política, ésta sigue siendo una actividad restrin

gida para las mujeres y muchas veces sólo tiene una representación simbólica. Aunque 

se han observado avances en esta materia, subsiste una cultura política discrimina-

toria en el aparato público, en los partidos políticos, en los sindicatos y en otras or-

ganizaciones sociales. Por tanto, particularmente en el caso del Poder Legislativo, se 

requieren intervenciones que procuren eliminar las prácticas de años recientes rela

tivas a la postulación de mujeres a las candidaturas de menor categoría y menor po-

sibilidad de ser ganadas, de tal modo que pueda llegarse efectivamente al 30 por 

ciento de representación femenina en los puestos de elección popular.6

6	 Éste es el estándar propuesto por la onu.
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Por último, en relación con la violencia contra la mujer, gracias a los análisis 

derivados de la Endireh y sus encuestas predecesoras (Ensare, Ensar, Envim y otras), 

hoy sabemos que para erradicarla es necesario llegar hasta la raíz de la desigualdad 

de género, ya que las mayores oportunidades de prepararse y de tener actividades 

remuneradas fuera del hogar no han sido suficientes para las mujeres, ya que bajo 

esas condiciones siguen padeciendo episodios de violencia.

Los temas aquí expuestos se basan en indicadores de diagnóstico que, si bien 

no son numerosos, están respaldados en una enorme producción de informa-

ción que ya ha sido analizada por expertos. La pregunta que ahora planteamos 

es ¿adónde desembocan los caudales de información, indicadores y análisis con 

enfoque de género?

¿Adónde va la información y los indicadores con enfoque de género?

Como ya se mencionó, contamos con un caudal de información estadística sobre 

cuestiones de género. Esta información permite dar cuenta de problemáticas que 

afectan diferencialmente a mujeres y hombres, y algunas de ellas deben ser aten-

didas con urgencia, pues de no hacerlo, como en el caso de la violencia contra las 

mujeres, se atenta contra los derechos humanos esenciales de ellas.

Pero, en realidad, ¿qué estamos haciendo con la abundante información y 

con la detección de múltiples problemáticas asociadas a cuestiones de género? 

¿Será la propia abundancia la que impide la focalización de los temas urgentes 

o nodales? Es decir, ¿nos estamos perdiendo en los caudales de información y 

nos estamos viendo impedidos a tomar con conciencia una parte de ésta, a modo 

de diagnóstico, para planear acciones que modifiquen situaciones específicas? 

O bien, ¿son los generadores y analistas de la información quienes no están co-

municando adecuadamente las problemáticas sociales relativas a la inequidad de 

género? Esto quizás explique, en parte, el poco uso que se hace no sólo de la infor-

mación estadística con enfoque de género, sino de toda la información estadística 

en general. A lo cual se agrega el hecho de que en nuestro país no existe una 

cultura estadística, pues muchas veces los usuarios de los sistemas de información 
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se cansan de buscar cuando no encuentran de manera fácil e inmediata lo que 

indagan. En el caso particular del tema de género, tal vez publicaciones como 

Mujeres y hombres, o bien el propio Sisesim, que el inegi elabora, en colaboración 

con el Inmujeres, se traducen en caudales de información, de los cuales deben 

ser extraídos sólo los datos relevantes para los políticos. No podemos asumir que 

quienes consultan esos cúmulos de información tienen la preparación adecuada 

para realizar búsquedas puntuales entre páginas y páginas de datos estadísticos. 

Por ello, quizás sería necesario promover la presentación de datos concisos y 

organizados en problemáticas puntuales que requieren de acciones, programas 

y políticas particulares. El tercer capítulo del Informe sobre avances de México 

respecto de los objetivos del milenio se perfila como un buen ejemplo de un 

ejercicio semejante.

De lo anterior se deriva la necesidad de que, tanto productores como analistas, 

trabajen en la delimitación de problemáticas y en la presentación de los datos más 

representativos, al menos como introducción de los sistemas de información y de 

este tipo de publicaciones. A veces, un solo indicador basta para mostrar la grave-

dad de un problema y, para quienes están acostumbrados a utilizar regularmente 

los sistemas de información estadística, siempre estará disponible el sistema de 

información entero.

Segunda parte. Evidencia estadística contra acciones políticas

Hemos visto que el Informe de México sobre el avance de las metas del milenio 

da cuenta de algunas problemáticas evidenciadas reiteradamente no sólo en los 

sistemas de información y publicaciones estadísticas, sino también por los estudios 

académicos y de las agencias internacionales. Gracias a ese trabajo acumulado y 

traducido en indicadores, hoy conocemos algunas problemáticas aún pendientes 

de atender, así como pistas suficientes para saber dónde hay que intervenir para 

promover la equidad de género. En este apartado, contrastaremos el conocimiento 

y evidencias de problemáticas puntuales con lo que efectivamente se realiza para 
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promover la equidad de género. Creemos que tal vez no coincidan las problemáti-

cas con las acciones de atención, no por falta de indicadores e información sobre 

las primeras; entonces, ¿a qué se debe esta desarmonía, cuando no es, de plano, 

indiferencia?, ¿al escaso conocimiento de las problemáticas que señalan los indica-

dores con enfoque de género?, ¿a la poca difusión de los diagnósticos basados en 

indicadores estadísticos con enfoque de género?, ¿a la necesidad de diagnósticos 

más locales?, ¿a la falta de creatividad para atender de manera integral las distintas 

problemáticas relativas a la cuestión de género?, ¿a una tímida voluntad política 

para hacer frente a los desafíos que impone trabajar la eliminación de las inequi-

dades de género?

Responder todas estas preguntas demanda una investigación profunda no 

sólo sobre los diagnósticos relativos a las inequidades de género, sino también 

su seguimiento por parte de académicos, organizaciones de la sociedad civil y 

de los políticos. Por tanto, sólo señalaremos, por un lado, algunas temáticas que 

cuentan con evidencias para integrarse en los programas sociales y en las políticas 

públicas, cuya incorporación no es clara y, por otro, una selección de cinco pro-

gramas sociales del gobierno federal que explícitamente reconocen tener enfoque 

de género. Para estos últimos, la intención es conocer en qué tipo de información 

e indicadores de género se sustentan e indagar si el programa realmente atiende 

una cuestión de género.

Problemáticas relevantes no atendidas

Existen problemáticas sin atención a pesar de que ahí están los datos e indicadores 

que muestran la necesidad de intervenir. Destaca la deserción escolar de los niños 

y varones en general. ¿A qué obedece esa desatención? Quizás al hecho de que 

la posible solución de este problema —que revela una desventaja de género para 

los hombres—, implica una intervención integral. ¿Qué se necesita para que los 

varones no abandonen tempranamente los estudios? Un elemento fundamental 

es el apoyo familiar, que permitiría dedicarse exclusivamente a estudiar. De no 

contar con éste, los varones serán los primeros en verse obligados a insertarse en el 
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mercado laboral y apoyar al ingreso familiar. Por tanto, es necesario que los padres 

cuenten con empleo remunerado dignamente, de tal modo que los hijos menores 

se dediquen a los estudios como su actividad principal. Esta cara de la problemática 

de la deserción escolar sugiere que, por ejemplo, una intervención exclusiva del 

sector educativo sería reduccionista.

Otro problema fuertemente evidenciado es la falta de apoyos para conciliar 

la vida familiar y la laboral, tanto para mujeres como para hombres. La participa-

ción en la actividad económica, particularmente la de las mujeres, depende de 

los recursos disponibles para el cuidado diario de los hijos. Al respecto, se han 

sugerido medidas como horarios flexibles para madres y padres que trabajan, o 

bien, escuelas de horarios prolongados y el servicio de guardería para los más 

pequeños, a fin de que padres y madres se inserten en la actividad económica 

de manera más armónica. Sin embargo, no se cuenta con programas que se 

comprometan cabalmente a atender esta problemática. Más adelante se verá 

que el programa Oportunidades para mujeres, como parte de Hábitat, apenas lo 

atiende parcialmente.

Otro tema que se ha insistido se atienda es la sobrecarga laboral global de 

las mujeres debida al trabajo doméstico. Esta sobrecarga se evidencia en la infor-

mación extraída de las encuestas nacionales sobre uso del tiempo, y ¿qué se ha 

hecho para encaminarnos hacia la disminución del trabajo doméstico de la mujer? 

Hasta ahora se ha planteado incluir el valor del trabajo doméstico en las cuentas 

nacionales y, de hecho, existen estimaciones al respecto (Pedrero, 2005), pero, 

¿qué hemos hecho con toda esa evidencia? Aquí apenas hemos señalado algunas 

problemáticas irrecusables por indicadores estadísticos y, sin embargo, no se han 

atendido. ¿De qué sirve tener caudales de información que no se utiliza como 

sustento para diseñar acciones encaminadas a generar cambios? Los indicadores 

per se no nos dicen qué hacer para cambiar el curso de una u otra situación, pero 

sí nos muestran situaciones de desventaja social de mujeres y hombres, las cuales 

deben desaparecer o reducirse. Por ello, es necesario establecer el puente con 

quienes tienen la capacidad de diseñar y operar programas que incidan en el 

cambio de tendencias.
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Los indicadores de género en los diagnósticos de programas con un 

explícito enfoque de género

En este apartado se analizan las reglas de operación y evaluaciones de programas 

que emanan del gobierno federal y que, explícitamente, reconocen trabajar en la 

promoción de la equidad entre hombres y mujeres. Lo que nos interesa no es la ope-

ración en sí del programa, sino su justificación, es decir, conocer a qué responde, 

qué problemáticas atiende y cómo se elaboró el diagnóstico de éstas. Con ello se 

busca conocer si se usan adecuadamente los indicadores con enfoque de género, 

empezando por su lectura.

Los programas que se analizarán son cinco, tres de la Secretaría de Desarrollo 

Social (Sedesol) y dos de la Secretaría de Economía: Oportunidades, en sus vertientes 

de becas para la educación y Seguridad para las mujeres y sus comunidades, dentro 

del programa Hábitat y el Fondo Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidari-

dad (Fonaes) y el Fondo de Microfinanciamiento a Mujeres Rurales (Fommur).

Oportunidades becas para educación (Sedesol)

Éste es el programa social más importante y exitoso del gobierno federal.7 Con-

siste en condicionar transferencias monetarias a la inversión en capital humano 

por parte de los hogares, ya que requiere que los padres envíen a sus hijos a la 

escuela y que todos los miembros del hogar asistan regularmente a las clínicas 

de salud. Este programa contiene un componente de género importante, ya que 

al otorgar un mayor monto de beca para las niñas, busca reducir la brecha de 

género en la educación de hombres y mujeres. Los resultados al respecto son 

contundentes (véase Parker, 2002). La asistencia escolar femenina hasta el nivel 

secundario se ha incrementado, llegando a equiparar, e incluso rebasar, la asis-

tencia masculina.

7	 En 2003, absorbía el 46.5 por ciento del presupuesto federal de la Sedesol.
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Este programa responde a una clara problemática de género, evidenciada y sus-

tentada en datos estadísticos que ni siquiera merecieron un procesamiento especial, 

pero sí una mirada con perspectiva de género a los datos censales que constataban 

las diferencias en el acceso a la educación de mujeres y hombres, particularmente 

en las localidades de menor tamaño. Los indicadores de género necesarios para 

confirmar lo anterior fueron meras tasas de asistencia escolar de la población en 

edad de asistir a la escuela primaria y secundaria, por sexo y tamaño de localidad, 

indicadores utilizados hace ya varias décadas en el ámbito de la sociodemografía. 

Este programa responde, entonces, con toda coherencia, a una realidad evidente.

También cabe mencionar que el programa integró el resultado de numerosas 

investigaciones en el planteamiento de su operación: son las madres quienes reci-

ben el beneficio del programa y su papel de intermediación ha sido fundamental 

en el éxito del programa.

Oportunidades para las mujeres y Seguridad para las mujeres y sus co-

munidades, (Hábitat, Sedesol)

En 2002, en la Sedesol se establecieron dos programas para los cuales se realiza el pi-

lotaje: Jefas de Familia y Pobreza Urbana. En 2003, ambos se integraron a un progra-

ma más amplio, denominado Hábitat, el cual, además de su componente social, tiene 

también el urbano. Su objetivo general es “contribuir a superar la pobreza urbana, 

mejorar el hábitat popular y hacer de las ciudades y sus barrios espacios ordenados, 

seguros y habitables” (Sedesol, 2005: 16). Entre los principios en que se sustenta, 

destaca la incorporación de acciones para promover la equidad de género.

Particularmente, la introducción del programa Jefas de Familia obedece a la evi-

dencia del crecimiento del porcentaje de hogares con jefatura femenina: de entre 

el 15.6 y el 17.3 por ciento en el periodo 1976-1987, porcentaje que alcanza el 

22.3 por ciento en 2000.8 La atención que se ha dado a este indicador responde a 

8	 Véase Inmujeres, 2003.
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numerosos estudios que asocian la jefatura femenina con la pobreza y, por tanto, 

los hogares encabezados por mujeres se convierten en una población susceptible 

de caer en una situación de pobreza, por lo que debe atenderse. La evidencia de 

esto no es concluyente, sobre todo si se compara la situación de los hogares mono-

parentales jefaturados por mujeres y los de núcleo conyugal e hijos; no siempre los 

primeros están en mayor pobreza que los segundos. Además, no considera el ciclo 

de vida ni el mayor peso de este tipo de hogares jefaturados por mujeres adultas 

mayores, cuyas características y necesidades son completamente distintas a las de 

los hogares de madres jóvenes con niños o adolescentes (véase Rubalcava, 2000; 

Damián, 2003; Luna, 2005; Inmujeres, 2005).

No obstante lo anterior, se puso en marcha el programa que atiende a mujeres 

“jefas de familia”, basado en la evidencia de situaciones de vulnerabilidad de los 

hogares jefaturados por mujeres. Sin embargo, en 2004, el programa se convirtió 

en Oportunidades para las mujeres, ya que se detectó que no sólo se beneficiaban 

las jefas de hogar, sino a todas las mujeres, sin importar su posición dentro de la 

estructura del hogar y la familia. Así, durante la operación del programa se eviden-

ció que todas las mujeres tienen necesidades en relación con la capacitación para el 

trabajo y los apoyos para la crianza de los hijos, los cuales constituyen las vertientes 

principales del programa en su versión antigua y actual.

El programa Oportunidades para las mujeres, de acuerdo con las reglas de 

operación, se orienta a apoyar a las mujeres en situación de pobreza patrimo-

nial mediante acciones que contribuyen a desarrollar sus capacidades (Sedesol, 

2005: 15). Al especificar la población objetivo de este programa, se reconoce que 

las acciones no sólo las necesitan las mujeres “jefas de familia”, sino a todas las 

mujeres.

En general, el programa, en su forma actual, promueve el apoyo en materia de 

salud, capacitación, fortalecimiento de la condición de género y de los centros 

de atención infantil. El criterio para elegir las mujeres que se beneficiarán de este 

programa obedece a la regionalización de la pobreza. Se localiza entonces a las 

mujeres cuyos hogares muestran pobreza de patrimonio, es decir, cuyo ingreso 

por persona es menor al requerido para satisfacer las necesidades de alimentación, 
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así como el necesario para cubrir el consumo básico en salud, educación, vestido, 

calzado, vivienda y transporte público.

En las reglas de operación de Hábitat en 2005, dentro del apartado “Antece-

dentes”, en el que generalmente se presentan los diagnósticos que sustentan los 

programas, se ofrece un breve panorama sobre la situación particular de los hogares 

jefaturados por mujeres. Se señala que esa situación afecta la capacidad para brindar 

opciones a sus integrantes, así como para contrarrestar las condiciones que propician 

la transmisión intergeneracional de la pobreza. Sorprende el hecho de que, a pesar 

de que el programa ya no está dirigido a las mujeres jefas de hogar, se insiste en 

justificarlo a través de la problemática que presentan esas mujeres y los miembros 

de sus hogares. ¿Por qué no reconocer que el programa se ha adecuado a una nue-

va problemática que va más allá de la posición de la mujer en el hogar? Es decir, a 

una problemática relativa a la inequidad de género que, al atenderse en los ámbitos 

de salud, capacitación para el trabajo y apoyo para el cuidado de los hijos, no sólo 

beneficia a las mujeres jefas de hogar, sino a todas las mujeres. De hecho, todo ello 

puede sustentarse en otros indicadores relativos, por ejemplo, mujeres con hijos que 

trabajan, a esas mismas mujeres que tienen acceso a guarderías, etcétera.

Aunado a lo anterior, dentro del mismo programa Hábitat, en su apartado de 

antecedentes, llama la atención que incluya el tema de violencia contra la mujer, 

sustentado en las evidencias estadísticas estimadas a partir de la Endireh 2003, y 

que se evoque como uno de los principales obstáculos para el desarrollo de las mu-

jeres. Sin embargo, debido al carácter urbano del programa Hábitat, el tema de la 

violencia se inserta, en principio, en el marco de la seguridad pública, la cual afecta 

a mujeres y hombres. El énfasis recae en la violencia social y, por tanto, se estimulan 

las acciones de “prevención situacional”, mucho de lo cual se relaciona con el desa-

rrollo urbano, por ejemplo, dotar de alumbrado público a las comunidades.

Al tema de violencia, reseñado en los “Antecedentes”, corresponde el progra-

ma Seguridad para las Mujeres y sus Comunidades, el cual busca fortalecer los es-

fuerzos de prevención y atención de la violencia en todas sus formas, con énfasis 

en la violencia contra las mujeres y en el establecimiento de comunidades seguras 

(Sedesol, 2005: 15).
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El método de trabajo para todo el programa Hábitat se basa en la planeación 

participativa, la cual comienza con la recolección de las demandas de la comunidad. 

A partir de éstas, se elabora el proyecto de acción y se solicita el financiamiento a 

Sedesol. Hábitat promueve y asesora la operación de las acciones propuestas a tra-

vés de las agencias de desarrollo Hábitat, ubicadas en los municipios. Esta manera 

de operar dificulta, con toda seguridad, medir los avances en torno a la equidad de 

género en las distintas vertientes de los programas señalados, sobre todo debido a 

la diversidad de proyectos que puede llegar a apoyar.

Dentro de Oportunidades para Mujeres, Hábitat ofrece apoyar acciones orien-

tadas a:

—	 Ampliar las capacidades y oportunidades de las mujeres, así como a facilitar su 

desempeño laboral o su incorporación a la actividad económica.

—	 Promover la salud sexual y reproductiva de las mujeres en las diferentes etapas 

del ciclo de vida.

—	 Apoyar a las madres en situación de pobreza patrimonial que requieran servi-

cios de atención infantil.

—	 Apoyar la rehabilitación o equipamiento de los centros y casas de atención 

infantil, así como la capacitación, asesoría técnica y supervisión de las personas 

a cargo de éstas.

—	 Capacitar, sensibilizar y asesorar a las mujeres respecto a su condición de gé-

nero, sus derechos, autoestima, participación social, formación de liderazgos y 

redes de acción colectiva.

En la modalidad Seguridad para las mujeres y sus comunidades, Hábitat ofrece 

apoyo a para:

—	 La rehabilitación o equipamiento de centros especializados para la atención 

psicológica, médica y legal de las víctimas de violencia doméstica.

—	 La prestación de servicios sociales orientados tanto a la prevención de la violen-

cia doméstica, como a la atención de las víctimas.
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—	 La rehabilitación o equipamiento de refugios o albergues para las mujeres víc-

timas de violencia en la pareja.

—	 El diseño e instrumentación de medidas de seguridad pública que propicien 

la organización y participación activa de las comunidades en la prevención de 

violencia y el delito.

—	 La prevención situacional que contribuya a propiciar condiciones de seguridad más 

adecuadas para los hogares y las personas en las zonas de atención prioritaria.

—	 La transformación de actitudes y comportamientos de las comunidades frente 

a todas las formas de violencia, incluido el impulso de campañas de sensibiliza-

ción, educación y prevención.

—	 La participación de los diversos sectores de la sociedad en los observatorios de 

violencia (con énfasis en la violencia de género).9

Para todas las acciones que se apoyen en el programa Hábitat, dentro de las 

dos modalidades arriba expuestas, existen apenas dos indicadores de evaluación:

1.	 Beneficiarios “por género” (debería ser por sexo): proporción de subsidios del 

programa que benefician a personas de sexo femenino.

2.	 Número de niñas y niños atendidos en casas y centros de atención infantil que 

reciben apoyo del programa Hábitat.

¿Cómo es posible que tantos planes para las mujeres desemboquen en dos 

indicadores de evaluación tan simples? ¿Realmente evalúan los avances en una ma-

teria tan compleja como lo es “potenciar el desarrollo de las mujeres en situación 

de pobreza” (de patrimonio) en términos de salud y capacitación para el trabajo, así 

como el fortalecimiento de los centros de atención infantil y el apoyo a las mujeres 

que padecen situaciones de violencia?

9	 Los observatorios de violencia se definen como sistemas integrados de información, dirigidos a gene-

rar conocimiento sobre los niveles y tendencias de la violencia, de sus modalidades, así como de sus 

causas y consecuencias.
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Particularmente, en relación con el segundo indicador de evaluación, si lo que 

se quiere medir son los avances en la equidad de género, particularmente de los 

apoyos recibidos por las mujeres, ¿por qué no hacer el cálculo de las mujeres con 

hijos incluidos en el programa? Debido a que el programa está focalizado en pobla-

ciones específicas, es posible hacer estimaciones de este tipo.

El problema aquí es que, de un diagnóstico tan general, apenas sustentado en 

información sobre la situación de los hogares jefaturados por mujeres y la prevalen-

cia de la violencia contra la mujer por parte de su pareja, se especifican múltiples 

acciones que tocan varias vertientes del tema de los hogares pobres y del relaciona-

do con la violencia contra la mujer, ambos cruzados por la inequidad de género. Me 

parece que en el camino se pierde el rumbo y se pierde toda claridad sobre adónde 

se quiere llegar: ¿a la reducción de la pobreza?, ¿a la eliminación de la violencia 

contra las mujeres?, ¿a una mejoría en las habilidades de las mujeres para el traba-

jo?, ¿a un incremento en la infraestructura y modalidades de guarderías y casas de 

cuidado para los hijos de las madres que trabajan?

En el caso de Oportunidades becas para la educación, esto no es así, porque se 

ha focalizado en una acción concreta a partir de un indicador básico: la asistencia 

escolar de la población, según nivel de pobreza y sexo. La operación del programa 

puede entonces evaluar sus avances, observando el incremento en la asistencia esco-

lar de la población más pobre, sobre todo de las mujeres.

La adecuación de la población objetivo de Oportunidades para mujeres, ade-

más de reconocer una problemática de género que atraviesa todos los hogares, sin 

importar su composición, se presentaba como una ocasión para acercarse más no 

sólo a un mayor número de mujeres, sino a las necesidades más claras de éstas. 

Desafortunadamente, esto no se refleja en el diagnóstico del programa y, por tan-

to, es difícil seguir su operación y evaluar avances.

Fondo Nacional de Apoyo para las Empresas de Solidaridad (Fonaes)

Éste es un programa de la Secretaría de Economía que promueve las iniciativas 

productivas de la población de escasos recursos. Su objetivo es impulsar el trabajo 
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productivo y empresarial de la población rural, campesinos, indígenas y grupos de 

áreas urbanas del sector social, a través de financiamientos de proyectos viables y 

sustentables, el facultamiento empresarial, el asociacionismo empresarial, gremial 

y social, así como la formación de grupos y empresas de mujeres con proyectos 

productivos. Dentro de la estrategia de equidad de género, se ubican dos formas 

de apoyo: una transversal a todos los apoyos que brinda el Fonaes y una específica, 

a través del apoyo Impulso Productivo de la Mujer (ipm), en el cual solamente son 

elegibles grupos integrados por mujeres.

El establecimiento del ipm obedece a una de las estrategias planteadas en el 

Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006 en el área de desarrollo social y humano. 

Esta estrategia consiste en “modificar las condiciones de inequidad de género en 

los aspectos económicos, políticos, sociales y culturales, y poner a disposición de las 

mujeres los medios y recursos para que desarrollen integralmente sus capaci-

dades, contribuyan, tengan acceso, control y disfrute efectivo de los servicios y 

beneficios del desarrollo del país y decidan en condiciones de equidad en todos 

los aspectos de la vida nacional” (Secretaría de Economía, 2005).

El avance de equidad de género dentro del Fonaes se evalúa a través de los 

siguientes indicadores:

—	 Porcentaje de apoyos en la modalidad ipm.

—	 Porcentaje del presupuesto ejercido en los apoyos de la modalidad ipm.

—	 Número de socias apoyadas.

—	 Número de empleos creados para mujeres.

—	 Porcentaje de empleos creados para mujeres, respecto del total de empleos 

generados.10

10	 En 2004, el 15 por ciento del número total de apoyos fue del ipm, lo que representó el 15 por ciento del 

presupuesto ejercido. Con esta división, se ayudó a 5,307 socias (incluyendo todos los tipos de apoyo), 

del cual el 39.68 por ciento fue del ipm; además, se crearon 4,379 empleos para mujeres, lo que significó 

el 48.7 por ciento del total de empleos generados. Cabe señalar que dentro del ipm es donde se ha 

creado la mayoría de empleos para mujeres en microrregiones.
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El Fonaes se ha dado a la tarea de entrevistar a las mujeres apoyadas para 

indagar qué tanto impacto en el ámbito profesional, familiar y personal ha tenido. 

Los resultados de estas entrevistas-evaluaciones muestran que, en 2004, el apoyo 

otorgado por el Fonaes a mujeres que participan en grupos exclusivos de mujeres 

y en grupos mixtos, aportó diferentes beneficios, entre los que sobresalen los eco

nómicos (77.8 por ciento), el incremento en la satisfacción personal (75.0 por cien-

to), mayor autoestima (58.3 por ciento), la familia y la comunidad la valoran más 

(48.6 por ciento), aumento de los conocimientos técnicos (43.1 por ciento), aumen-

to de las destrezas para hablar en público y hacer gestiones (33.3 por ciento).11

Los beneficios económicos, traducidos como incremento en el ingreso, se 

distribuyen de la siguiente manera: el 21.1 por ciento opinó que su ingreso au-

mentó mucho, mientras que el 64.8 por ciento de las encuestadas calificó este 

incremento como “poco”. En cuanto al desarrollo personal, la participación de las 

mujeres en proyectos productivos apoyados por el Fonaes ha permitido que, den-

tro del núcleo familiar, se le considere, en mayor medida, en la toma de decisiones 

familiares; esto opinó el 83.1 por ciento. Además, dentro de grupos conformados 

por hombres y mujeres, la opinión de éstas respecto del proyecto, tiene el mis-

mo valor que la de cualquier otro integrante hombre. Aunado a esto, existe la 

misma oportunidad de ocupar algún cargo de representación. La mayoría de las 

encuestadas (86.4 por ciento) opinó que la conformación de grupos exclusivos de 

mujeres no es un obstáculo para acceder a un apoyo del Fonaes; además, el 85 

por ciento consideró que contaban con la misma oportunidad que los hombres 

para conformar grupos.

Esta encuesta de evaluación sobre la percepción constituye un gran esfuerzo 

realizado por Fonaes en colaboración por la Universidad de Chapingo. Encontramos 

una intención real de dar seguimiento al avance en la potenciación de las mujeres a 

partir del apoyo en materia económica. Consideramos, sin embargo, que no existe 

un diagnóstico claro que evidencie la necesidad de un programa de esta naturale-

11	 Estos porcentajes no suman el cien por ciento, porque las categorías no son excluyentes.

ZarT2 Luna.indd   292 10/02/09   12:55 p.m.

Derechos reservados



293  Desarrollo y utilización de indicadores con enfoque de género en México  n

za. Sabemos que las mujeres tienen una menor participación en la actividad eco-

nómica, que muchas veces ésta no significa remuneración alguna, que el trabajo 

doméstico representa una limitante para que las mujeres se incorporen al mercado 

laboral, etc., para todo lo cual existen indicadores. No obstante, no contamos con 

información ni indicadores que sugieran qué apoyos a grupos de mujeres de esca-

sos recursos para proyectos productivos, serían los más adecuados para potenciar a 

las mujeres. Si bien se ha constatado que la inversión en las oportunidades econó-

micas de las mujeres, al igual que las de educación y salud reproductiva, redundan 

en beneficios inmediatos y, también, a más largo plazo y hacia sucesivas generacio-

nes, en desarrollo del capital humano de la mujer (unfpa, 2005), ¿por qué optar por 

apoyos económicos a proyectos productivos?, ¿por qué esta opción y no la oferta 

de trabajo asalariado con prestaciones sociales?, ¿por qué no la capacitación para 

el trabajo en general o para trabajos específicos? Nuevamente, creemos que, sin 

un diagnóstico claro, resulta difícil entender las acciones que se generan a partir de 

éste, así como seguir la operación y avances de los programas. ¿Adónde se espera 

llegar una vez que un grupo importante de mujeres haya recurrido a los apoyos 

económicos para el desarrollo de proyectos productivos?, ¿de dónde partimos y 

hacia dónde vamos? 

Desde su posición, el Fonaes cumple dotando de apoyos económicos a las mu-

jeres, como parte de la promoción de la potenciación de las mujeres en el ámbito 

económico. Sin embargo, como el Fonaes mismo lo reconoce, su contribución a esa 

potenciación es limitada. Así, en cuanto al tema de la equidad de género, concluye 

en su evaluación de 2004:

sin reducir el papel que ha jugado el Fonaes en dar mayores oportunidades a las mu-

jeres, lograr un cambio en el papel de la mujer dentro de su hogar o en la comunidad 

depende de una serie de factores e implica un cambio cultural a largo plazo que las 

acciones del Programa por sí solas no podrán lograr, por lo que es necesario la capacita-

ción y apoyo de distintas instancias para mejorar sus procesos productivos, implementar 

estrategias de comercialización y potenciar sus procesos organizativos lo que ayudará a 

impulsar la participación de la mujer en las esferas empresariales.
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Fondo de Microfinanciamiento a Mujeres Rurales (Fommur)

El Fommur se constituyó para establecer un mecanismo de microfinanciamiento 

que permitiera proporcionar microcréditos accesibles y oportunos a las mujeres del 

medio rural que carecen de acceso a estos servicios. La finalidad de dicho meca-

nismo es impulsar el autoempleo y las actividades productivas, así como la adqui-

sición de habilidades empresariales básicas y de una práctica de ahorro entre las 

mujeres de escasos recursos del medio rural (Secretaría de Economía, 2003).

El Fommur se plantea como objetivos establecer un mecanismo de microfi-

nanciamiento en favor de las mujeres rurales, organizadas en grupos solidarios, 

por conducto de organismos intermediarios, con la finalidad de fomentar la inver-

sión productiva, tendiente a impulsar el ahorro y la capitalización del sector rural 

y proporcionar microfinanciamientos accesibles y oportunos a la mujer rural para 

proyectos de inversión productiva, generadores de autoempleo e ingresos, renta-

bles y recuperables en el corto y mediano plazo.

El Fommur opera en regiones rurales del país, con prioridad en zonas indígenas 

y municipios de alta y muy alta marginación.

Entre las consideraciones en que se apoya el Fommur, al igual que el Fonaes, 

están las estrategias propuestas en el Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006, 

respecto al objetivo de asegurar el desarrollo incluyente del país, así como acre-

centar la equidad y la igualdad de oportunidades. Entre esas estrategias destaca 

la de “transformar las condiciones de inequidad de género, poniendo a disposi-

ción de las mujeres los medios y recursos para que se desarrollen integralmente sus 

capacidades”.

En la justificación del programa, donde debieran aparecer los elementos del 

diagnóstico, se reconoce, de manera general, el papel fundamental que las mujeres 

rurales desempeñan en el sostenimiento de los hogares campesinos y en su gran 

aportación al trabajo agrícola. Se reconoce también, aunque sin referencia alguna, 

que la emigración de la fuerza de trabajo masculina ha acentuado la participación 

de las mujeres en la economía rural, participación que, en muchos casos, no se 

remunera. Sin ningún dato, se afirma que “existen grandes desigualdades de gé-
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nero en las oportunidades de empleo e ingreso, así como en las de capacitación y 

acceso a los recursos productivos y las tecnologías, lo que ha excluido a la mujer 

rural del acceso al crédito formal y a los medios de producción” (Secretaría de 

Economía, 2003). 

Como indicadores de resultados, el Fommur propone medir la cobertura del 

programa a través del número de beneficiaras atendidas respecto del número de 

beneficiarias programadas y el porcentaje de recuperación de la cartera; y mediante 

el monto recuperado de la cartera respecto del monto de la cartera con venci-

miento. Dentro de las reglas de operación no queda claro cómo se programan las 

beneficiarias. 

En general, no parece haber un hilo conductor en el programa que parta de 

un claro diagnóstico para lograr una situación específica de avance para la mujer, 

fácilmente medible. El diagnóstico que se presenta en las reglas de operación es 

muy general. Tampoco se tiene una idea clara de cómo cambiará la situación de 

las mujeres rurales, en términos de equidad de género en el largo plazo. En efec-

to, la Secretaría de Economía cumple con su función de dar el financiamiento, sin 

embargo, es necesario conocer si éste realmente impacta en una mayor equidad de 

género. En ese sentido, la evaluación del Fonaes muestra una ventaja.

Conclusiones

Este trabajo inició con la idea de que existe una desvinculación entre la gran canti-

dad de información generada y procesada con enfoque de género y su utilización 

por parte de las dependencias de gobierno para la elaboración de programas. Para 

constatarlo, se mostró, por un lado, el avance en cuanto a la producción de indi-

cadores de género y se señalaron algunas problemáticas evidenciadas por esos 

indicadores, unas conocidas desde hace décadas y otras de evidencia estadística 

reciente. Si se acepta que el propósito de los indicadores de género es mostrar las 

inequidades entre mujeres y hombres, podemos considerar que, con el caudal de 

información e indicadores existentes hasta la fecha, se ha cumplido el objetivo. No 
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obstante, el hecho de que las diversas problemáticas evidenciadas por dichos indi-

cadores hayan sido parcialmente atendidas, sugiere un uso restringido de éstos y, 

por tanto, consideramos que existe un problema en la transmisión de esta infor-

mación a los creadores de programas y política pública, así como a los legisladores, 

quienes debían tenerlos presentes. ¿Qué falla en ese proceso de comunicación?

Señalamos la posibilidad de que los usuarios de la información y, muy par-

ticularmente, los encargados de diseñar programas sociales y políticas públicas, 

no cuenten con la formación necesaria para realizar consultas especializadas en la 

inmensa información estadística, lo cual no sería exclusivo para las cuestiones de 

género. Frente a esto, se recomienda promover la presentación de datos relevantes 

concisa y organizadamente, en el marco de problemáticas puntuales que requieren 

de acciones, programas y políticas específicas. Este tipo de presentación se orienta-

ría a los hacedores de programas sociales y políticas públicas. 

Y si no es la comunicación la que está fallando, la desatención a problemáticas 

asociadas con las inequidades de género, evidenciadas con indicadores estadísticos, 

¿a qué se debe?, ¿a una falta de voluntad política que entiende que la atención 

implicaría hacer reformas integrales e intersectoriales?

Por otro lado, se analizaron algunos programas del gobierno federal que explí-

citamente reconocen adoptar una perspectiva de género. Encontramos que, cuan-

do finalmente se ejecutan acciones de intervención, no necesariamente se parte de 

evidencias estadísticas y, por tanto, las acciones de los programas difícilmente se 

evaluarían respecto de su avance en torno a la equidad de género. Una excepción 

es el programa Oportunidades, en su vertiente de educación para las mujeres. En 

general, se observa que los programas no utilizan la información como un punto de 

partida sólido, por ello, el rumbo de la operación de los programas corre el riesgo 

de obtener resultados dispersos que, finalmente, pueden no integrarse en el pro-

yecto más amplio de la promoción de la equidad de género.

Reconocemos también que para atender ciertas problemáticas de género se 

requiere de un tratamiento interinstitucional, es decir, serían muchas las dependen-

cias involucradas en los programas de atención, lo cual conllevaría, además de una 

enorme voluntad política, trabajo adicional, de carácter interinstitucional. Si no se 
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actúa así —aunque se acepte que es mejor hacer algo que no hacer nada— inten-

tar avanzar hacia la equidad de género con programas desde una sola dependencia 

y atendiendo múltiples temáticas resulta poco promisorio. Éste parece ser el caso 

del programa Hábitat.

No ignoramos que los programas que explícitamente reconocen seguir un enfo-

que de género, parten de ideas y buenas intenciones, que responden a la demanda 

de diversos grupos y, en muchas de las ocasiones, a las evidencias de análisis sobre 

temas puntuales. Sin embargo, no está claro el sustento de esos programas, y ello 

es particularmente grave, porque contamos con una sobreoferta de indicadores. La 

ausencia de diagnósticos sustentados en indicadores impide que, aun en el largo 

plazo, al evaluarse una misma situación para la cual se ha instrumentado un pro-

grama, se midan avances. Reconocemos que los programas no operan para todas 

las mujeres ni para todos los hombres del país; no obstante, al operar en regiones 

particulares, para las cuales se debe contar con los diagnósticos correspondientes, 

creemos que su aplicación supone que a la larga se producirán cambios. Por tanto, 

una evaluación después de transcurrido cierto tiempo mostraría una situación con 

variaciones respecto del diagnóstico inicial.

Pensamos que las evaluaciones no deben realizarse sólo con indicadores de co-

bertura, sino que, dada una cierta extensión, habría que buscar los avances de 

las mujeres, por ejemplo, su inserción en la actividad económica, en un ambiente 

armónico, con su responsabilidad familiar, su participación en la comunidad, su 

ahorro personal y familiar, en fin, en situaciones que se identificarían y recopi-

larían a través de encuestas. Sólo así se daría cuenta del avance en cuanto a la 

equidad de género.

De acuerdo con lo anterior, reconocemos que uno de los grandes retos en 

términos de indicadores se refiere a los de evaluación. Los programas necesitan 

justificar no sólo su existencia, sino su oportunidad y eficiencia. Los indicadores de 

diagnóstico sirven únicamente para iniciar un programa. Lo ideal es ver cómo varían 

en el tiempo. Debido a que son múltiples los programas insertos en la estrategia del 

Plan Nacional de Desarrollo, orientada a lograr un desarrollo con equidad entre los 

sexos, el avance sobre la equidad de género requiere de una evaluación conjunta 
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de todos los programas. No obstante, cada cual debiera tener muy definidos sus 

objetivos específicos, cuyo cumplimiento sería medible de manera particular en 

relación con la situación de origen presentada en el diagnóstico. Así, además de 

los indicadores de evaluación del programa, deberían integrarse otros para medir 

el avance sobre la equidad de género. Esto permitirá enfocar y mejorar las acciones 

específicas de los programas y, seguramente, dedicarse sólo a algunas.

En resumen, los dos principales retos pendientes para quienes trabajan en la 

producción y análisis de indicadores de género son, primero, comunicar y eviden-

ciar la información estadística con enfoque de género, para lo cual es necesario 

trabajar de cerca con los diseñadores de programas y políticas públicas, así como 

con las cámaras legislativas. Es imperativo tender el puente entre los datos y las 

acciones; y, segundo, construir indicadores de género que evalúen los programas, 

aun cuando no partan de los indicadores generales de diagnóstico, que muchas 

veces son muy generales, sobre todo cuando se construyen a partir de información 

nacional. Ésa es la única vía para dar seguimiento a los programas y constatar su 

eficiencia, evaluada, según su avance, en la igualdad de oportunidades entre mu-

jeres y hombres.  n
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Este capítulo analiza, desde una perspectiva de género, la información estadística 

existente en materia de homicidios, con el fin de evaluar la posibilidad de contar con 

datos confiables y sistemáticos sobre los homicidios de mujeres en México.1 Con­

sideramos que, después de más de diez años de asesinatos de mujeres y niñas en 

Ciudad Juárez, Chihuahua, así como en otras entidades de la república, y dado el 

clima de confusión, desinformación, acusaciones mutuas e impunidad que la falta 

de cifras oficiales ha propiciado, es necesario revisar las definiciones conceptuales 

que guían los procesos de generación y divulgación de las estadísticas sobre violen­

cia de género, particularmente en materia de homicidios, tanto en la vertiente vital 

(defunciones por causas violentas), como en la penal (delitos).

El caso más notorio de feminicidio en México se ha dado en la región fronteri­

za, en Ciudad Juárez, Chihuahua, donde cientos de mujeres —la cifra exacta de víc­

timas es motivo de disputa entre diversos actores— han sido asesinadas desde 

1993. Si bien el caso es paradigmático de este tipo de violencia contra la mujer, no 

es el único.2 Se han documentado feminicidios en muchas otras entidades federa­

Estadísticas sobre violencia de género: una mirada crítica desde el 

feminicidio

Ligia Tavera Fenollosa

1	 Este capítulo es el subproducto de una investigación (financiada por el fondo sectorial Inmujeres-

Conacyt C01-11043) sobre los feminicidios en Ciudad Juárez y otras entidades federativas. Los obs­

táculos informativos hallados a lo largo de dicha investigación constituyeron el motor de nuestra 

reflexión.

2	 El reconocimiento del feminicidio como un problema a nivel nacional llevó a la desaparición de la 

Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Muni­

cipio de Juárez, Chihuahua, de la pgr y la creación de la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos 

Relacionados con Actos de Violencia contra las Mujeres, en noviembre de 2005. 
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tivas.3 Incluso, la incidencia relativa del fenómeno a nivel nacional es también un 

tema polémico, pues hay quienes afirman que se han registrado más homicidios 

—las comparaciones se realizan con base en las cifras de homicidios por sexo y lo­

calidad del inegi— en el Estado de México, por ejemplo, que en Chihuahua, y que la 

reputación de Ciudad Juárez como la ciudad en la que se cometen más asesinatos 

de mujeres, no correspondería con la realidad.4

El número de víctimas es, en esa localidad, uno de los aspectos del feminicidio 

que mayor controversia ha generado. Gran parte de la discusión pública se ha 

centrado en determinar la cifra exacta de mujeres asesinadas. La ausencia de regis­

tros oficiales ha resultado determinante en la “guerra de cifras” entre instituciones 

gubernamentales, organizaciones sociales, organismos internacionales, y autorida­

des locales y federales. Tal como se consigna en un reporte reciente de Amnistía 

Internacional, “la insuficiencia de los datos oficiales sobre los delitos cometidos en 

Chihuahua, especialmente sobre el número de asesinatos y secuestros de mujeres 

y niñas ha dado lugar a disputas sobre los asuntos que dificultan la búsqueda de la 

justicia” (Amnistía Internacional, 2005: 1). Por otra parte, la disponibilidad de infor­

mación es una condición necesaria para la formulación de políticas públicas efec­

tivas, por lo que, además de lo antes señalado, la falta de estadísticas confiables 

“sigue siendo uno de los obstáculos a la definición del alcance del problema” y al 

diseño de políticas gubernamentales para combatirlo, como claramente lo expresa 

la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en uno de los primeros informes 

publicados sobre el feminicidio en Ciudad Juárez (cidh, 2002: 10).

El tema de los homicidios de mujeres en la frontera norte se ha convertido, en pa­

labras de un editorialista de la citada ciudad, en “una moderna torre de Babel, aunque 

3	 Véase, por ejemplo, Comisión Especial para Conocer y dar Seguimiento a las Investigaciones Rela­

cionadas con los Feminicidios en la República Mexicana y a la Procuración de Justicia Vinculada de la 

Cámara de Diputados-LIX Legislatura, Informe “Violencia feminicida en diez entidades de la Repúbli­

ca Mexicana”.

4	 Véase el Informe final de la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homici­

dios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua, de la pgr. 
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no de lenguas, sino de cifras”,5 lo que ha dificultado la comunicación, cooperación y 

acción coordinada entre gobierno, sociedad civil y organismos internacionales. Esto, le­

jos de favorecer la comprensión y solución del problema, ha entorpecido la acción pú­

blica y ha servido de excusa para la negligencia e irresponsabilidad de las autoridades. 

Por otra parte, este vacío informativo y el torbellino de cifras al que han dado 

lugar, ha contribuido a que en muchas ocasiones las tragedias personales y fa­

miliares se conviertan en un “circo mediático” en el que “reporteros y medios se 

disputan números e inventan mitos y estereotipos”.6 No obstante la publicación 

de casi medio centenar de informes, reportes, documentos y libros sobre el tema, 

la magnitud, caracterización y distribución geográfica del feminicidio sigue siendo 

objeto de debate, lucha política y sensacionalismo en los medios.

No tratamos de decir que el feminicidio en Ciudad Juárez y en cualquier parte 

del país se resolvería si contáramos con información estadística sobre el tema; tam­

poco creemos que las deficiencias informativas sean exclusivamente las responsables 

del clima sociopolítico que rodea al feminicidio. La falta de información que permita 

cuantificar y caracterizar el tipo de violencia contra la mujer que le ha dado a Ciudad 

Juárez una (vergonzosa) fama mundial, no es, de ninguna manera, independiente de 

las fallas del sistema de procuración y administración de la justicia mexicanos. 

Sin embargo, consideramos que, primero, la obtención y recolección de esta­

dísticas es indispensable para conocer la magnitud, forma y comportamiento del 

feminicidio en México; segundo, la estadística criminal es un instrumento básico 

de lucha en contra de la violencia hacia la mujer, particularmente importante en el 

combate al feminicidio; tercero, la creación de políticas públicas de calidad requiere 

de información confiable que permita elaborar diagnósticos acertados de los pro­

blemas sociales que buscan resolver; y cuarto, la existencia de información precisa, 

oportuna y documentada es un derecho ciudadano que debe atenderse. Así pues, 

nuestra propuesta está orientada hacia la conformación de un sistema de registro 

y estadísticas sobre el feminicidio en México.

5	 “Feminicidios: se cae circo desinformativo”, El Diario, 31 de agosto de 2003 (versión electrónica). 

6	 Ibid.
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Esta exposición se ha dividido en cinco secciones. Empezaremos nuestro es­

tudio con el análisis conceptual del feminicidio para delimitar el fenómeno y ma­

nejarlo con fines estadísticos. A continuación nos consagraremos al análisis de la 

información existente a partir de una selección de documentos e informes realiza­

dos por actores gubernamentales, civiles e internacionales.7 Veremos cómo difieren 

conceptual y metodológicamente, y cómo, según se trate de uno u otro, la visión 

del feminicidio en Ciudad Juárez es diferente. Analizaremos también cómo las dis­

crepancias en cuanto a la cuantificación de los crímenes han generado, en términos 

políticos, una guerra de cifras sobre el número real de víctimas, lo que ha desviado 

la atención de las cuestiones centrales y ha contribuido a la minimización del pro­

blema por parte de las autoridades. 

El análisis de la inclusión de la perspectiva de género en la conformación de 

indicadores y estadísticas será el objeto de la tercera sección, mientras que el te­

ma de la violencia en la información estadística se revisará en la cuarta. En la última 

parte, revisaremos, desde una perspectiva de género, la información estadística 

sobre homicidios, producida y difundida por el inegi, como institución encargada de 

coordinar y proporcionar el servicio público de información estadística y geográfica. 

Finalmente, concluiremos con una serie de recomendaciones que aseguren la exis­

tencia de información confiable y oportuna sobre el feminicidio en México.

Feminicidio: ¿asesinato de mujeres o crimen de género?

El término femicide comenzó a utilizarse a principios del siglo xix para designar 

simplemente el asesinato de una mujer.8 En la década de 1990, Diana Russell y 

7	 Para efectos de comparación, se seleccionaron varios informes: el último y oficial publicado por la pgr 

(2006), el de la cndh (2003), el de Amnistía Internacional (2003), el del Ichimu y el estudio hemero­

gráfico de la ong Grupo Ocho de Marzo.

8	 En la actualidad, algunos autores lo utilizan en este sentido. Sin embargo, coincidimos con Russell en 

que en su acepción original carece de los componentes político y de género inherentes a su defini­

ción. Véase Diana E.H. Russell, 2001a.
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sus colegas Jane Caputi y Jill Radford lo (re)definieron desde una perspectiva de 

género.9 En 1990, en un artículo publicado conjuntamente con Jane Caputi, am­

bas lo describen como: “el asesinato de mujeres por hombres por motivos de odio, 

desprecio, placer o por la idea de que la mujer le pertenece al hombre” (Russell y 

Harmes, 2001: 14). En 1992, Jill Radford y Russell editaron Femicide. The Politics 

of Women Killing, en el que usan el término femicide para denotar “el asesinato 

misógino de mujeres por hombres” (Radford y Russell, 1992: 3). En una publicación 

posterior, Russell (2001a: 18) extiende el concepto a todas las formas de asesinatos 

sexistas (y no únicamente misóginos) y define al femicide como “el asesinato de per­

sonas del género femenino a manos de personas del género masculino por el hecho 

de ser mujeres” (Russell, 2001a: 3).10

En su acepción más amplia, el concepto de femicide incluye, además del homi­

cidio, otras situaciones de violencia de género que resultan en la muerte de mujeres 

y niñas, y abarcan desde los asesinatos de mujeres en situaciones de guerra, hasta 

las negligencias y omisiones en el cuidado de la salud por motivos de género, pa­

sando por la mutilación genital y la violencia relacionada con la dote, entre otras 

(Radford, 1992: 7).

En México, Marcela Lagarde tradujo el término femicide por el de feminicidio11 

y lo ha definido como el “conjunto de violaciones reiteradas y sistemáticas a los de­

rechos humanos de las mujeres y un estado de violencia misógina contra éstas, que 

conduce a ataques, maltrato y daños, culminando, en algunos casos, en asesinatos 

9	 El término fue usado —sin definirlo— por Diana Russell a mediados de los años setenta, cuando testifi­

caba ante el Tribunal Internacional de Crímenes en Contra de la Mujer en Bruselas (Russell, 2001a).

10	 Preferimos emplear el término persona, cuyo género es indistinto (masculino/femenino), en lugar de 

hombres y mujeres, pues las víctimas en Ciudad Juárez y en otras ciudades del país han incluido a 

mujeres y niñas, además de que los feminicidas han sido también menores de edad. 

11	 Como señala Marcela Lagarde, “La traducción de femicide es femicidio. Sin embargo, traduje fe­

micide como feminicidio y así la [sic] he difundido. En [español] femicidio es una voz homóloga a 

homicidio y sólo significa asesinato de mujeres. Por eso, para diferenciarlo, preferí la voz feminicidio 

y denominar así al conjunto de hechos de lesa humanidad que contienen los crímenes y las desapa­

riciones de mujeres” (Lagarde, 2004).
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crueles de las mujeres”.12 Por otro lado, en un estudio sobre Ciudad Juárez, Julia 

Monárrez se refiere al “feminicidio sexual serial”, conjuntando el concepto de ase­

sinato sexual serial de Jane Caputi (1987) y el concepto de feminicidio desarrollado 

por Russell (Monárrez, 2002). Mientras que la definición de Lagarde correspon­

dería al sentido amplio que le confiere Russell al término femicide, el concepto de 

feminicidio empleado por Monárrez por el contrario, aludiría únicamente a una de 

sus manifestaciones, si bien de las más importantes.

Aunque no descartamos la existencia de otras situaciones de violencia femini­

cida en México, es claro que su expresión más visible corresponde a las definicio­

nes originales propuestas por Russell y sus colegas, las cuales, además, presentan 

la ventaja de ser, en nuestra opinión, más susceptibles de manejar para fines de 

medición y caracterización del fenómeno que otras definiciones. Por lo anterior, 

optamos por utilizar el término feminicidio en el sentido de esta autora, aunque 

conservamos la traducción de Lagarde por razones prácticas.

Sin embargo, si hemos optado por una definición relativamente acotada del 

feminicidio, además del asesinato de mujeres a manos de hombres por motivos 

de género, existen al menos dos situaciones de violencia feminicida que debe­

mos considerar. La primera son los “suicidios feminicidas” (Russell, 2001a: 33)13 

y la segunda los “homicidios feminicidas”, es decir, los casos en que una mujer 

se suicida o es asesinada a consecuencia del abuso, maltrato, acoso, violación y 

cualquier otro tipo de violencia inflingida por un hombre (esposo, padre, novio 

u otro).

12	 Comisión Especial para Conocer y dar Seguimiento a las Investigaciones Relacionadas con los Femi­

nicidios en la República Mexicana y a la Procuración de Justicia Vinculada, 2005.

13	 Como lo expresó Vivian, una participante en la Conferencia mundial sobre violencia, abuso y ciudadanía 

de la mujer, celebrada en Inglaterra, en noviembre de 1996: “Soy de origen sirio, pero nací en Sudán, 

en donde vivo en una ciudad pequeña. Es una costumbre en Sudán que las niñas se casen de 13 y 14 

años, incluso antes de que tengan sus periodos. Algunas de estas jóvenes niñas casadas se suicidan o 

intentan suicidarse por la manera tan vulgar en la que sus maridos se aproximan a ellas sexualmente, 

especialmente en su primera noche… una de estas niñas era amiga mía… los suicidios en estas circuns­

tancias son en realidad feminicidios” (cit. en Russell, 2001c: 133). 
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El término feminicidio pone el acento, desde una perspectiva feminista, en la 

existencia de un tipo específico de violencia ejercida por los hombres en contra de 

las mujeres que ocurre y adquiere una forma particular porque la víctima es una 

mujer. De la misma manera en que se mata a una persona por su raza, nacionali­

dad, religión u orientación sexual, señala Russell, se asesina a una persona por razón 

de su género. 

Esos crímenes tienen su sustento ideológico en el racismo, la xenofobia, el 

antisemitismo y la homofobia; en cambio, el feminicidio encuentra su justificación 

ideológica en el sexismo. Al igual que el resto de las ideologías mencionadas, el 

sexismo constituye una forma de poder, productor de desigualdades en el que las 

diferencias biológicas entre hombres y mujeres se usan políticamente para preconi­

zar la superioridad del género masculino frente al femenino. 

Además de basarse en la construcción de la mujer como un ser inferior, el 

sexismo se caracteriza por su continua objetivación, tal como lo señala Bourdieu:

las mujeres existen en primer lugar para y por la mirada de los otros, es decir, en 

tanto que objetos acogedores, atractivos y disponibles. Se espera de ellas que sean 

“femeninas”, es decir, sonrientes, simpáticas, atentas, sumisas, discretas y circuns­

pectas, incluso desdibujadas. Y la pretendida “feminidad” no es frecuentemente otra 

cosa que una forma de complacencia respecto de las expectativas masculinas, reales 

o supuestas, especialmente en materia de engrandecimiento del ego (cit. en Bo­

rrillo, 2001: 32).

Finalmente, como la ideología organizadora de las relaciones entre los sexos, 

el sexismo determina un orden social en el que se asignan a hombres y mujeres pa­

peles, comportamientos y esferas de acción diferentes, cuya transgresión es motivo 

de hostilidad, discriminación, sanción y violencia. La distinción de los sexos, nos dice 

Borrillo, “constituye un mecanismo político de acción y reproducción social que 

permite la legitimación tácita de las desigualdades. Presentada como antropológi­

camente inevitable, esta diferencia estructura nuestra concepción normativa sobre 

las propiedades de los seres ‘necesariamente sexuados’” (Borrillo, 2001: 97). Más 
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adelante, señala, “sexismo y homofobia aparecen como las dos caras de un mismo 

fenómeno social” (ibid.: 95).

Así como la homofobia desempeña la función de “policía de la sexualidad” 

(Borrillo, 2001: 95), el sexismo cumpliría el papel de “guardaespaldas del género 

masculino reprimiendo cualquier comportamiento, gesto o deseo que desborde las 

fronteras ‘impermeables’ de los sexos” (ibid.). En esta función represora, el femi­

nicidio tendría un lugar preponderante, ya que “como la violación, es una forma 

de terrorismo que funciona para definir las barreras entre los géneros, para alentar 

y hacer efectiva la dominación masculina y hacer que todas las mujeres se sientan 

crónica y profundamente inseguras” (Russell, 2001a: 177). En suma, el feminicidio: 

“refleja la asimetría existente en las relaciones de poder entre varones y mujeres, 

perpetúa la subordinación y devaluación de lo femenino frente a lo masculino, 

niega los derechos de las mujeres y reproduce el desequilibrio y la inequidad exis­

tentes entre los sexos (Rico, cit. en Corporación La Morada, Área de Ciudadanía y 

Derechos Humanos, 2004: 5).

El concepto de feminicidio se aleja de los esquemas de explicación de la vio­

lencia del tipo psicológico y psicosocial, recalcado o haciendo énfasis en su di­

mensión relacional. Como una forma que adquiere la relación entre hombres y 

mujeres, el feminicidio es consecuencia de las construcciones sociales sobre lo que 

es propio de cada uno de los sexos. Al conceptualizar el feminicidio como el ase­

sinato de mujeres a manos de hombres por razones de género, Russell y Radford 

(1992: xi) insisten en un tipo particular de homicidios, producto del desequilibrio 

de poder entre los sexos y del deseo masculino de dominación y control prevalente 

en nuestras sociedades. Como lo señalan Gartner et al., los feminicidios “reflejan 

dimensiones importantes de la estratificación de género, tales como las diferencias 

de poder en las relaciones íntimas y la construcción de las mujeres como obje­

tos sexuales en general y como propiedad sexual en particular” (Gartner et al., 

2001: 161).

A diferencia de otros conceptos sobre las relaciones violentas entre hombres 

y mujeres, el de feminicidio enfatiza la direccionalidad de género que subyace a 

dichas relaciones. Los conceptos de violencia intrafamiliar, de pareja, doméstica 
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u otros, son genéricamente neutros. Develan el espacio relacional en el que tiene 

lugar la violencia, independientemente del sexo del agresor. Por el contrario, el 

término feminicidio le da visibilidad al hecho ampliamente documentado de que 

los generadores de la violencia son en su mayoría hombres y las receptoras de la 

violencia son casi siempre mujeres.14

En sentido estricto, el término feminicidio está íntimamente vinculado al de 

homicidio. Sin embargo, no significa simplemente el asesinato de mujeres. Para que 

la muerte de una mujer o niña constituya un feminicidio, ésta debe ocurrir dentro 

del campo de las relaciones de género. En particular, para que el homicidio de una 

mujer o niña sea considerado un feminicidio, éste debe ser cometido por un hom­

bre y estar vinculado a valores, actitudes, creencias o comportamientos de género. 

Su ocurrencia no es el resultado de características sociodemográficas y psicológicas 

de los hombres que los cometen, sino de los procesos de socialización diferencial 

por género que preescriben conductas diferentes para uno y otro sexo, que pro­

ducen y reproducen un desequilibrio de poder entre hombres y mujeres. Subyace 

en estos crímenes la idea de que la mujer es propiedad del hombre y que como 

tal éste puede disponer física, emocional y sexualmente de ella, el sentimiento de 

superioridad de los hombres respecto de las mujeres, la visión de la sexualidad fe­

menina como un instrumento del deseo masculino, pero también la construcción de 

la identidad masculina en oposición al “sexo débil”, la virilidad edificada en torno a 

la violencia, la competencia y la dominación, el miedo a la vulnerabilidad y el temor 

a ser considerado “poco hombre,” como se observa en las siguientes declaraciones 

de feminicidas de Ciudad Juárez:

14	 Los datos con que se cuenta para diversos países señalan que entre el 60 y más del 90 por ciento 

de los agresores de mujeres son hombres (inegi, 2004b: 96). En México, por ejemplo, según datos del 

Consejo para la Asistencia y Prevención de la Violencia Familiar, en el Distrito Federal, entre 2003 y 

2004 se registraron 11,154 generadores de la violencia intrafamiliar, de los cuales el 85.5 por ciento 

son hombres y el 14.5 mujeres (inegi, 2006: 429). Cabe señalar que en el caso del descuido y maltrato 

infantil, la agresora suele ser la mujer; si bien en el de abuso sexual infantil el agresor es generalmente 

un hombre (ibid.).
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Según declaración ministerial de SA-6, éste sospechaba que su esposa [ ] le era infiel, 

por lo que encontrándose con la víctima en su domicilio, la hirió en varias ocasiones con 

un cuchillo causándole la muerte (pgr, 2006: 230 caso 199/97-III).

[...]

El día de los hechos S-13 arribó a su casa en estado de ebriedad para continuar be­

biendo, circunstancia ésta a la que se opuso su hijastra. Como producto de lo anterior, 

surgió entre ambos una discusión que llegó a los golpes y en la que S-13 terminó por 

asfixiar a la víctima. El certificado de necropsia confirmó no sólo que la causa de la 

muerte fue asfixia por estrangulamiento, sino que la hoy occisa había sido atacada 

sexualmente. (pgr, 2006: 209, caso 310/95).

[...]

El día de los hechos […] llegó al domicilio de S-12 para que le reparara un apara­

to eléctrico, en dicho lugar S-12 intentó acariciar a la víctima sin su consentimiento 

encontrando el rechazo de ésta, la que lo enfrentó verbalmente, circunstancia que 

provocó que el sentenciado la privara de la vida por estrangulamiento (pgr, 2006: 283, 

caso 358/00).

[...]

durante el recorrido [hacia la casa de la víctima] ésta informó al ahora sentenciado que 

ya no deseaba ser su novia, porque estaba interesada en otro hombre. Este comentario 

desató el enojo del ahora sentenciado, quien comenzó a golpear a la víctima para, 

posteriormente, estrangularla (pgr, 2006: 199, caso 43/95).

Los feminicidios pueden ocurrir en el espacio público o en el privado, y los 

feminicidas pueden ser esposos, ex esposos, parejas, ex parejas, familiares, amigos, 

compañeros de trabajo o desconocidos. Pueden ser actos individuales o formar 

parte del crimen organizado. Pueden ser cometidos en serie por un mismo hombre, 

o pueden ser crímenes aislados. En ocasiones, son el punto final de la violencia 

experimentada por una mujer, pero también pueden ser el único incidente violento 

que una mujer sufra. El grado y tipo de violencia implicados en un feminicidio son 

variables, aunque tienden a ser elevados. Pueden o no implicar violación (física o 

simbólica), pero son siempre un acto sexista o misógino.
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Si bien los asesinatos de mujeres, en razón de su género, son perpetrados tan­

to por hombres con quienes mantienen o han mantenido una relación afectiva o 

íntima, como por extraños, en general, son los primeros quienes tienden a cometer 

este tipo de crímenes. En 1948, von Hentig señalaba: “cuando se encuentra a un 

hombre que ha sido asesinado uno debe investigar primero entre sus conocidos; 

cuando una mujer es asesinada se debe buscar al culpable entre sus familiares, 

principalmente su esposo y después de él su paramour, presente o pasado” (cit. 

en Stout, 1991). Como se documenta en diversas investigaciones realizadas en 

otros países (Stout, 1991; Gartner et al., 1998; Watts, Osam y Win, 1995; Landau 

y Hattis, 1998; Mills, 2001;) la observación de Von Hentig sobre los homicidios en 

general, se aplica también a los feminicidios.15

El feminicidio es una forma de violencia sexual. Liz Kelly la ha definido como: 

cualquier acto físico, visual, verbal o sexual experimentado por una mujer o niña en 

ese momento o después como una amenaza, invasión, o asalto, que tiene el efecto 

de lastimarla o degradarla y/o que le resta la habilidad para controlar el contacto 

íntimo (cit. en Radford, 1992: 3).16

La violencia sexual es una característica que define a las sociedades patriarcales 

y es uno de los principales medios a través de lo cuales los hombres mantienen el 

poder sobre mujeres y niños (Kelly y Radford, 1987, cit. en Radford, 1992: 6). El 

acoso sexual, la violación, la pornografía, el abuso de menores, forman parte de 

este continuo en cuyo extremo se ubica el feminicidio.

A diferencia de otras formas de violencia contra la mujer, como la violencia 

intrafamiliar, el abuso sexual o la violación, los registros oficiales no dan cuenta 

de los feminicidios. A pesar de los avances en la construcción de indicadores con 

15	 Por otra parte, se ha documentado que es común que, después de asesinar a su esposa o ex esposa, 

el feminicida se suicide. Por ejemplo, un estudio realizado en Sudáfrica, muestra que “la mitad de los 

hombres que cometieron feminicidio, después se suicidaron, matando también en muchas ocasiones 

a otros miembros de la familia, incluidas niñas y niños” (Vetten cit. en Russell y Harmes, 2001: 73). 

16	 Como se observa, contrariamente a otras definiciones sobre violencia sexual, ésta no se centra en la 

obtención de gratificación sexual por parte del hombre, sino que enfatiza su deseo de poder, domi­

nación y control (Radford, 1992: 3).
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perspectiva de género y de la creciente preocupación por cuantificar y caracterizar 

el problema de la violencia en contra de la mujer, este tipo de violencia de género 

—el más extremo que existe— es estadística y jurídicamente inexistente.

La muertas de Juárez: ¿cuántas son?

Ante la ausencia de cifras oficiales y frente a las irregularidades contenidas en 

los informes de las autoridades correspondientes, diversos actores se dedicaron 

a documentar y cuantificar el feminicidio, particularmente en Ciudad Juárez, 

Chihuahua.

Las organizaciones civiles

La sociedad civil ha desempeñado un papel fundamental en la documentación, 

visibilización y construcción del feminicidio como un problema social. Los primeros 

esfuerzos por documentar este tipo de violencia de género los hicieron las ong de 

Ciudad Juárez, las cuales desde 1993 se dieron a la tarea de recopilar información 

sobre los asesinatos de mujeres en dicha localidad. Destaca, en particular, el tra­

bajo llevado a cabo por la ong Grupo Ocho de Marzo17 que junto con la División 

de Estudios de Género de la uacj y el Comité Independiente de Chihuahua de los 

Derechos Humanos inició, en 1993, un registro de las notas periodísticas sobre los crí­

menes de mujeres publicadas en El Diario de Juárez y elabora una cronología de 

los asesinatos. 

Las fuentes hemerográficas han sido, prácticamente durante una década, el 

único medio a través del cual ha sido posible el conocimiento público de la vio­

lencia feminicida. La información contenida en los medios escritos, especialmente 

en los periódicos locales en los primeros años y posteriormente en los principales 

17	 El Grupo Ocho de Marzo de Ciudad Juárez surgió en 1992 y es el antecedente de Casa Amiga Cen­

tro de Crisis, una ong creada en 1998 con el propósito de ayudar a las personas, particularmente 

mujeres, que viven en situaciones de violencia. Su directora es Esther Chávez Cano. Véase <www.

casa-amiga.org>. 
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diarios de circulación nacional, ha sido fundamental para documentar y cuantificar 

el feminicidio en Ciudad Juárez, y en el resto del país. No obstante, las posibles de­

ficiencias que presentaran respecto de la precisión y confiabilidad de su información 

y a pesar de la falta de seguimiento de los casos, las notas periodísticas tienen una 

ventaja frente a otras fuentes de información para la documentación del feminici­

dio, ya que incluyen, como parte de la construcción de la nota, información relativa 

al sexo del homicida, su vínculo con la víctima o el móvil del asesinato.

Con base en información hemerográfica, el Grupo Ocho de Marzo determinó 

que de enero de 1993 a noviembre de 2003, se registraron 271 homicidios de 

mujeres, que en las versiones más recientes se clasificaron en dos grandes tipos: 

crímenes seriados y crímenes por diversas causas (Grupo Ocho de Marzo).18

Amnistía Internacional 

Ante la gravedad del feminicidio en Ciudad Juárez y debido a la “deficiente base 

informativa sobre los casos” (Amnistía Internacional, 2003: 88), Amnistía Inter­

nacional decidió llevar a cabo su propia sistematización cruzando información de 

diversas fuentes tanto oficiales como no oficiales.19 El 11 de agosto, la secretaria 

general, Irene Khan, presentó en la ciudad México el informe “México. Muertes 

intolerables: diez años de desapariciones y asesinatos de mujeres en Ciudad Juárez 

y Chihuahua”. Según el organismo internacional, entre 1993 y el año 2003, se 

registraron “alrededor de 370 homicidios de mujeres,” (ibid.: 1), cien más de los 

informados por el Grupo Ocho de Marzo.20 Elaborado con una clara perspectiva 

18	 Grupo Ocho de Marzo, “Estudio hemerográfico”, en <www.laneta.apc.org/dh/especiales/mujeres8­

marzo/mujeresciudadjuarez2.htm>. Sin embargo, no existe en el informe un apartado metodológico 

que explique el procedimiento que se siguió para su clasificación.

19	 Las conclusiones de su informe se basan en información que recabó de “entrevistas con víctimas, fa­

miliares, abogados, defensoras y defensores de derechos humanos e instituciones gubernamentales 

y oficiales y en la revisión de un número significativo de casos”. Amnistía Internacional, “Respuesta 

a la carta abierta del gobierno del Estado de Chihuahua sobre el informe de Amnistía Internacional”, 

amr 41/044/2003/s (público), 15 de agosto de 2003 (versión electrónica).

20	 Amnistía Internacional, “México: muertes intolerables”, amr 41/026/2003/s, México, 2003, p. 1. 
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de género, el informe destaca que “como mínimo 137 son asesinatos con violencia 

sexual” (ibid.).

En casos concretos, el organismo de derechos humanos realizó además, un 

análisis crítico de la actuación del gobierno mexicano, tanto local como federal, 

haciendo hincapié en su incapacidad para prevenir, investigar y sancionar los crí­

menes de mujeres.

Los casos de Ciudad Juárez y Chihuahua contienen muchos de los elementos que socavan 

la credibilidad de la administración de justicia en México y promueven la impunidad […] 

Ya sea por indiferencia, falta de voluntad, negligencia o incapacidad, la falta de acción por 

parte de las autoridades competentes para investigar los crímenes ha sido notoria durante 

los últimos diez años […] La incapacidad del Estado para abordar estos crímenes de vio­

lencia contra la mujer supone, además, una violación de las convenciones internacionales, 

de las cuales México es Estado parte, entre ellas, las normas específicas centradas en la 

eliminación de la violencia contra la mujer (Amnistía Internacional, 2003: 3).

El informe fue descalificado por el entonces gobernador de Chihuahua, Patricio 

Martínez, quien manifestó su rechazo a través de declaraciones a la prensa y de un 

desplegado publicado el 15 de agosto en periódicos locales y nacionales. Martínez 

criticó la metodología y el enfoque de género empleados en el informe, al que 

calificó de “inconsistente, parcial y sesgado” y acusó al organismo de derechos hu­

manos de brindar más credibilidad a las “agrupaciones opositoras” —refiriéndose 

a las ong— que a las autoridades. En su opinión:

La información acerca del número de homicidios y el estado que guardan las averigua­

ciones y procesos penales que solicitaron a la Procuraduría General de Justicia en el Es­

tado, la cual se les proporcionó oportunamente, fue soslayada sin ninguna explicación 

en el documento. El reporte de Amnistía Internacional ignora, del mismo modo, las 

cifras contenidas en los informes de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 

la Comisión Nacional de Derechos Humanos y la Procuraduría General de la República. 

Sólo se toma en cuenta el seguimiento hemerográfico realizado por las organizaciones 
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no gubernamentales (ong), lo que eleva, desde luego, el número de víctimas y sesga 

todo análisis sobre el feminicidio.21

	 [Y agregaba:] Resulta por ello imprescindible subrayar que los homicidios de muje­

res, los cuales no se pueden resolver por decreto, constituyen un fenómeno que no es 

privativo de México, por lo que no se puede permitir que se siga haciendo parecer que 

sólo ocurre en Ciudad Juárez.22

La respuesta dada por el entonces gobernador al organismo de derechos humanos 

no fue un hecho aislado. A lo largo de su gobierno, Martínez se enfrascó en una guerra 

de cifras con su antecesor, Francisco Barrio del pan, y tuvo más de un desacuerdo con el 

gobierno federal por dicho motivo. “Las muertas de Juárez”, señaló Patricio Martínez 

tan sólo unos meses antes de dejar el cargo, “no son de mi gobierno, son las muertas 

de Barrio, quien no enfrentó el problema con aptitud, las [sic] enfrentó con una gran 

ineptitud y llenó de oprobio a Ciudad Juárez por toda la ola que se suscitó a partir de 

esa ineptitud”.23 Un año antes, el gobernador Martínez había publicado otro desple­

gado en el que afirmaba que en la administración de Francisco Barrio —quien siendo 

gobernador del estado declarara que las “cifras de homicidios eran normales”—24 se 

habían cometido 53 crímenes contra mujeres, en tanto que en su gobierno sólo se ha­

bían registrado veinte, de los cuales quince estaban resueltos. La serie de acusaciones 

mutuas motivó que el presidente de la Asociación de Maquiladoras de Ciudad Juárez 

(recuérdese que un número significativo de mujeres asesinadas eran trabajadoras de la 

maquila) declarara “estamos desgastándonos en ver quién fue, quién hizo, quién inves­

tigó y quién no, en lugar de ver qué vamos a hacer para que no vuelva a suceder”.25

21	 La Jornada, 14 agosto 2003, p. 38 (versión electrónica). Para una descripción de la metodología 

empleada por ai, véase la nota anterior.

22	 Ibid.

23	 Reforma, 5 de julio de 2004 (versión electrónica).

24	 Gabriela Minjares y Sandra Rodríguez, “Los hechos detrás del mito”, El Diario, 5 de junio de 2006 

(versión electrónica).

25	 Marisela Ortega, “Piden maquiladoras solución a crímenes”, Reforma, 13 de marzo de 2003 (versión 

electrónica).
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El Instituto Chihuahuense de la Mujer (Ichimu)

Unas semanas después, el Ichimu daba a conocer los resultados de una investigación 

que su titular, Victoria Caraveo, había solicitado a un conjunto de periodistas locales 

agrupados en la Consultoría Montañez y Asociados, con el propósito de “documen­

tar con rigor profesional la cifra real de mujeres víctimas de homicidio a partir de 

1993, así como los móviles que produjeron los crímenes y el estado que guardan 

las averiguaciones prejudiciales y los procesos penales respectivos” (Ichimu, 2003). 

El resultado de la “auditoría periodística” reveló que, de enero de 1993 a julio de 

2003, se registraron 321 homicidios —un cifra menor a la presentada por ai unos días 

antes—. Además, el informe establecía que el 28 por ciento de los homicidios eran 

de carácter sexual; el 17 por ciento eran crímenes pasionales; el 14 por ciento habían 

sido cometidos por venganza, el 10 por ciento por riña; el 7 por ciento por narcotrá­

fico y el 7 por ciento por robo; el 5 por ciento eran casos de violencia intrafamiliar y 

en un 8 por ciento se desconocían las causas o éstas eran indeterminadas (Ichimu, 

2003: 7). Esta clasificación daba al feminicidio en Ciudad Juárez una perspectiva 

diferente a la que hasta entonces había prevalecido en los medios.

El informe lo celebró la prensa local, para la cual la falta de coincidencia en 

las cifras sobre homicidios y desapariciones de mujeres estaba en el centro de “la 

leyenda negra que se construyó sobre [Ciudad] Juárez en la última década, causán­

dole un daño difícil de reparar a su imagen y a su sociedad, basada en especu­

laciones, exageraciones, mitos e información errónea […]”.26 Con el documento 

del Ichimu se estimaba que “por fin y por primera vez en estos diez años y medio, 

se podrá contar con una base de datos sustentada y confiable”, que ponga fin al 

“circo mediático” y al “desorden estadístico e informativo”, cuyo resultado “no ha 

sido otro que el de enlodar más la ya de por sí vituperada imagen de Ciudad Juárez 

ante los ojos y los oídos de cualquiera que lee, ve y escucha hablar de crímenes de 

mujeres, hállese en la latitud que se halle”.27

26	 Minjares y Rodríguez, 2006.

27	 “Feminicidios: se cae circo desinformativo”, El Diario, 31 de agosto de 2003 (versión electrónica).
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Sin embargo, el reporte lo criticaron las defensoras de los derechos humanos 

del estado de Chihuahua. La directora de Casa Amiga, Esther Chávez Cano, por 

ejemplo, cuestionó la metodología empleada por la consultoría privada, que se 

basó en una revisión periodística, “cuando llevan años diciendo que nuestros datos 

obtenidos de reportes periodísticos no tienen validez”.28 Por su parte, Marisela Or­

tiz de Nuestras Hijas de Regreso a Casa señaló: “Lo que vemos detrás [del reporte] 

es una intención del Gobierno del Estado de validar a través del ichimu, que es la voz 

oficial, para tratar de establecer que lo que ellos han mencionado es real”. En su 

opinión, el informe “tiene muchas imprecisiones en la información, hay cosas que 

se omitieron y que sabemos que han sucedido, como el ocultamiento de cadáveres, 

eso engrosaría las cifras.29

La Comisión Nacional de Derechos Humanos (cndh)

El 15 de mayo de 1998, la entonces presidenta de la Comisión Nacional de De­

rechos Humanos, Mireille Rocatti, elaboró una recomendación para atender las 

denuncias e investigar los asesinatos y desapariciones de mujeres y niñas en Ciudad 

Juárez. Sin embargo, esto llevó a que este organismo realizara su propia investiga­

ción, puesto que la negligencia por parte de las autoridades encargadas de realizar 

las investigaciones pertinentes y el hecho de que “los informes que hasta entonces 

se habían hecho del conocimiento público, no daban cuenta puntual y clara del 

problema, y eran evidentes las diferencias sustanciales en cuanto al número de 

víctimas de homicidio” (cndh, sección III).

A principios de 2003, la cndh emprendió una serie de acciones que culmi­

naron con la elaboración del “Informe especial sobre los casos de homicidios 

y desapariciones de mujeres en el municipio de Ciudad Juárez, Chihuahua”, 

mismo que se presentó en el Senado de la República el 24 de noviembre de 

28	 cimac, Martha Martínez, “Rechazan informe del Instituto Chihuahuense de la Mujer”, 29 de agosto 

de 2003 (versión electrónica).

29	 Lorena Figueroa y Luz Sosa, “Feminicidios: avala reporte el fbi”, El Diario, 30 de agosto de 2003 

(versión electrónica).
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2003.30 De acuerdo con sus resultados, de 1993 al 2002 se registraron 236 ho­

micidios de mujeres y 40 desapariciones (cndh, 2003), cifras significativamente 

menores a las reportadas por Amnistía Internacional como por el Ichimu y la ong 

Grupo Ocho de Marzo, aun considerando la diferencia en el periodo contempla­

do. Las diferencias entre los números presentados por el ombudsman nacional y 

los contemplados en el informe del Ichimu, propiciaron un enfrentamiento entre 

los funcionarios de ambas instituciones. Victoria Caraveo acusó a Soberanes de 

ocultar información y de estar de lado del gobierno: “a él le paga el gobierno 

para que no diga la verdad sobre las muertes de Juárez” —señaló, agregando— 

“su obligación es defender los derechos humanos, no dejarnos en el claroscuro. 

Nos está quitando muertas y minimiza las cifras”.31

Éstos no fueron los únicos desacuerdos públicos entre las cabezas de dos 

de los organismos públicos implicados en el combate al feminicidio. Unos meses 

antes, el presidente de la cndh había señalado, ante reporteros nacionales e inter­

nacionales reunidos en Ciudad Juárez para la presentación del Plan de Seguridad 

Pública, que en dicha ciudad fronteriza se habían registrado 236 casos de mujeres 

asesinadas y 4 587 casos de mujeres desaparecidas. Caraveo cuestionó las cifras 

30	 Por la metodología empleada, éste es, sin lugar a dudas, uno de los documentos más confiables 

y completos que existe sobre los asesinatos y desapariciones de mujeres en Ciudad Juárez. La es­

trategia metodológica que siguió fue muy completa, pues abarcó: 1) la realización de entrevistas 

con familiares y amigos de las víctimas y con algunos de los presuntos responsables; 2) el análisis 

de los expedientes, tanto los que se hallan en trámite ante el Ministerio Público, como los que ya 

habían sido remitidos al archivo o reserva; 3) la revisión de distintas fuentes bibliohemerográficas 

y electrónicas; y 4) la realización de entrevistas con autores de diversos libros y documentales, así 

como con investigadoras de El Colef. Asimismo, la investigación realizada por la cndh comprendió 

el análisis de la participación de las autoridades federal, estatal y municipal (cndh, 2003, informe 

sección III). Dos años después, la cndh publicó el documento Evaluación integral de las acciones 

realizadas por los tres ámbitos de gobierno en relación a los feminicidios en el Municipio de Juárez, 

Chihuahua, en el que establece que entre enero de 2004 y agosto de 2005 se registraron 38 casos 

más de homicidios.

31	 Marisela Ortega, “Termina en altercado informe de Soberanes”, Reforma/Chihuahua, 27 de noviem­

bre de 2003 (versión electrónica).
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proporcionadas por Soberanes y le pidió que “corrigiera su error públicamente y 

pidiera las disculpas correspondientes”. Soberanes nunca se retractó y, en conse­

cuencia, fue declarado persona non grata para la ciudad por el entonces alcalde 

Héctor Murguía Lardizábal.32

Además de elaborar un detallado informe sobre los asesinatos y desapariciones 

de mujeres en Ciudad Juárez, la cndh, a través de su presidente, José Luis Sobera­

nes, criticó al gobierno su falta de voluntad política para resolver los homicidios de 

mujeres, a los que calificó de “vergüenza nacional” y propuso la creación de una 

fiscalía especial encargada de esclarecerlos.33

Fiscalía Especial para la Atención de Delitos relacionados con los Homici-

dios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua

Como resultado de dicha recomendación y como parte del Programa de Accio­

nes del Gobierno Federal para Prevenir y Combatir la Violencia contra Mujeres en 

Ciudad Juárez, Chihuahua, anunciado por el Gobierno de la República en Ciudad 

Juárez el 22 de julio de 2003, en respuesta a otro informe de un organismo inter­

nacional, esta vez de la cidh, se creó la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos 

relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua, 

adscrita a la Subprocuraduría de Derechos Humanos, Atención a Víctimas y Servi­

cios a la Comunidad de la pgr, el 30 de enero de 2004.

En enero de 2006, después de haber publicado tres informes parciales, la 

Fiscalía dio a conocer el informe final, en el que concluía que, de 1993 al 2005, 

se cometieron 379 homicidios de mujeres, que de éstos el 31 por ciento eran 

casos de violencia social (venganza, riña, robo, imprudencia, circunstancial, pan­

dillerismo); 28 por ciento se trataba de casos de violencia doméstica (intrafamiliar 

y pasional); 20.6 por ciento de violencia sexual y 20 por ciento indeterminados 

(pgr, 2006).

32	 Minjares y Rodríguez, 2006.

33	 Ivonne Melgar, “Pide hechos Soberanes a presidente”, Reforma, 26 de noviembre de 2003 (versión 

electrónica).
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En su informe final, la pgr señalaba: “la especulación a que se ha llegado en 

este rubro es enorme, manejándose sin ningún rigor cifras o hechos que no co­

rresponden con lo sucedido en la realidad”, y se proponía como uno de sus obje­

tivos principales la sistematización de la información sobre homicidios de mujeres 

y delitos afines (pgr, 2006: 29). Sin embargo, lejos de saldar la cuestión sobre el 

“número real de muertas” y sobre la entidad que registraría el mayor número de 

feminicidios, el informe presentado fue seriamente cuestionado por diversas orga­

nizaciones de la sociedad civil. 

En una carta abierta al presidente de la República, el Observatorio Ciudadano 

para el monitoreo sobre la impartición de justicia en los casos de feminicidio en 

Ciudad Juárez y Chihuahua capital, expresa: “El gobierno federal, a través de la 

pgr hace un intento más por invisibilizar el fenómeno del feminicidio, al presen­

tar este informe sin una metodología clara y transparente y sin presentar pruebas 

contundentes”. Además, califica de “muy grave” la presencia del feminicidio en la 

mayoría de los estados del país y de “indignante” que el gobierno federal pretenda 

justificar la falta de eficacia de los organismos gubernamentales bajo el argumento 

de que “en otros estados hay más asesinatos”.34

Efectivamente, en su informe final, la Fiscalía Especial para la Atención de Delitos 

relacionados con los Homicidios de Mujeres en el Municipio de Juárez, Chihuahua, 

aborda también la cuestión de la incidencia del fenómeno a nivel nacional y señala:

la capital mexiquense es el lugar donde se registra el mayor número de homicidios 

en contra de mujeres. Si se considera el total de la zona urbana de Toluca […] no hay 

ninguna otra ciudad en la República que se le aproxime. Los datos de la zona metro­

politana toluquense revelan que en ese lapso (1998-2002), se asesinaron 4.4 mujeres 

por cada cien mil personas. La ciudad más cercana fue Tecate, Baja California, con 3.0, 

seguida por Acapulco con 2.6. En este trágico conteo, Ciudad Juárez ocupa el cuarto 

lugar (pgr, 2006: 97).

34	 cimac, María de la Luz González, “Rechazan ong informe de pgr sobre feminicidio”, 21 de febrero de 

2006.
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Más adelante, precisa:

queda claro que, si bien la pérdida de una sola vida de las mujeres victimadas es sufi­

ciente para causar indignación y rechazo por parte de la sociedad, también es cierto 

que con cifras y pruebas se demuestra, que en los últimos años se ha generado 

una percepción diferente de la realidad, creándose un círculo vicioso, de hechos, 

impunidad y especulación que ha afectado principalmente a la sociedad juarense 

(ibid.).

En suma, como se observa en el cuadro siguiente, existen importantes dife­

rencias en el número de muertes por feminicidio en Ciudad Juárez. Mientras que 

ai reconoce 370 casos, la cndh documenta 140 casos menos y la Fiscalía Especial 

tan sólo nueve casos más que Amnistía Internacional para un periodo considerable­

mente más largo. Las diferencias responden a las distintas metodologías emplea­

das, pero también a la falta de rigor conceptual en la selección de los homicidios, 

ya que todos los informes analizados incluyen en su universo una gran diversidad 

de casos. Desde los cometidos por razones de género (feminicidios), hasta otros 

cometidos por causas ajenas al género, como robo, casos de muertes accidentales 

(sobredosis, balas perdidas, etc.), incluso hay casos en los que el presunto res­

ponsable del homicidio es una mujer (la madre de la víctima). No obstante, cabe 

señalar que si bien ninguno de los documentos citados se sitúa plenamente en la 

perspectiva de género, los elaborados por los organismos de derechos humanos 

muestran una mayor sensibilidad que los informes oficiales, como lo demuestra la 

caracterización de los homicidios, especialmente su utilización de la categoría de 

“crímenes pasionales”.35

35	 Incorporar bajo el rubro de “crímenes pasionales” a decenas de casos de mujeres, es una for­

ma de normalizar la violencia de género y desconocer “el derecho de la mujer a ser valorada y 

educada libre de patrones estereotipados de comportamiento y de prácticas sociales y culturales 

basadas en conceptos de inferioridad o subordinación” (artículo 6o de la Convención de Belém 

do Pará). 
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CUADRO 1.
El feminicidio en Ciudad Juárez, Chihuahua (1993-2005). Cuadro comparativo.

Autor(a) Periodo
Número de 

casos
Clasificación Principales fuentes

Grupo Ocho de 
Marzo

Enero 1993-
noviembre de 2003

271
Crímenes seriados y 
crímenes por causas 
diversas

Hemerográficas: El Diario de 
Juárez

cndh
Enero 1993-julio de 
2003

230

No establece 
ninguna 
clasificación 
pero incluye una 
diversidad de casos

Bibliohemerográficas y 
electrónicas; análisis de los 
expedientes; entrevistas 
con familiares y amigos de 
las víctimas y con algunos 
presuntos responsables así 
como con investigadores

Amnistía 
Internacional

Octubre 1993-
febrero de 2003

370
Asesinatos con 
violencia sexual y 
sin ésta

Entrevistas con familiares, 
abogados, defensores de 
derechos humanos

Ichimu
Enero 1993-julio de 
2003

321

Homicidios: 
sexuales, pasionales, 
venganza, riña, 
narcotráfico, 
robo, violencia 
intrafamiliar y por 
causas desconocidas

Revisión de los reportes 
institucionales, examen 
de los casos oficialmente 
documentados, revisión de 
las listas elaboradas por 
organismos de la sociedad civil.

Fiscalía 
Especial para 
la Atención 
de Delitos 
relacionados 
con los 
Homicidios de 
Mujeres en 
el Municipio 
de Juárez, 
Chihuahua (pgr)

Febrero de 1993-
diciembre de 2005

379

Violencia social 
(venganza, riña, 
imprudencia, 
pandillerismo, robo 
y circunstancial); 
doméstica 
(intrafamiliar, 
pasional, 
enfermedad 
mental); sexual e 
indeterminados.

Clasificación y análisis de 
los expedientes judiciales a 
través del sistema de cómputo 
raid,* revisión y análisis de los 
reportes oficiales, estudios 
de organismos e instituciones 
gubernamentales y no 
gubernamentales nacionales 
y extranjeros, investigaciones 
llevadas a cabo por la Fiscalía 
Especial

* Real Time Analytical Intelligence Database.

Fuente: elaboración propia.

Estas diferencias en la cuantificación del feminicidio han generado, en términos 

políticos, una guerra de cifras sobre el número real de muertes, lo que ha distraí­

do la atención de las cuestiones centrales y ha contribuido a la minimización del 

problema. Cuantificar las muertas se ha convertido en tarea principal, cuando las 

acciones debían estar encaminadas a la erradicación de la violencia contra la mujer. 
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Más aún, como lo señalara la presidenta de la Comisión Especial del Feminicidio de 

la Cámara de Diputados, Marcela Lagarde, “contribuyen al feminicidio el silencio 

social, la desatención, la idea de que hay problemas más urgentes, y la vergüenza 

y el enojo que no conminan a transformar las cosas, sino a disminuir el hecho y 

demostrar que no son tantas ‘las muertas’”.36

Por último, el Ejecutivo no ha estado al margen de las confrontaciones susci­

tadas en torno a la cuantificación del feminicidio en Ciudad Juárez. La siguiente 

declaración del Presidente muestra la manera en la que la falta de cifras oficiales 

ha sido utilizada por el gobierno federal para restarle magnitud y, por lo tanto, 

gravedad al feminicidio en Ciudad Juárez. En su momento, Fox demandaba “ver 

los asesinatos de Ciudad Juárez ‘en su justa dimensión’” y acusaba a los medios 

“de ‘refritear los mismos 300 o 400 casos de mujeres que muy dolorosamente, 

muy tristemente, han perdido la vida en ya más de doce años’”.37 El contexto de 

la declaración, una conferencia de prensa, ofrecida conjuntamente con el presidente 

de Austria, de visita en nuestro país, sugería que la atención prestada por la comu­

nidad internacional al feminicidio en esa localidad era desmesurada.

La falta de datos confiables que permitan establecer la magnitud del feminicidio 

en nuestro país, así como su caracterización, distribución geográfica y evolución, 

dificultan la elaboración de políticas públicas eficientes, lesiona la rendición de cuen­

tas, entorpece la realización de acciones coordinadas y desvía la atención pública de 

la solución del problema. De ahí la importancia de generar información estadística 

sobre los homicidios de mujeres por razones de género.

La perspectiva de género en la información estadística

La producción y presentación de estadísticas desde la perspectiva de género es 

relativamente reciente, iniciándose en 1985 con la III Conferencia Mundial sobre 

36	 Marcela Lagarde, “Por la vida y la libertad de las mujeres. Fin al feminicidio”, texto leído en la cele­

bración del día V, Ciudad Juárez, 14 de febrero de 2004 (versión electrónica).

37	 La Jornada, 31 de mayo de 2005 (versión electrónica).
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la Mujer, celebrada en Nairobi.38 Sin embargo, a partir de la celebración de la IV 

Conferencia Mundial de la Mujer en Pekín, en 1995, la integración de estadísticas 

desde esta perspectiva se incluye como uno de los objetivos estratégicos en la lu­

cha por la equidad de género. En México, la generación de estadísticas sensibles a la 

dimensión de género se inició como parte de los trabajos preparatorios para dicha 

cumbre, cuando la Oficina de la Mujer en México solicitó al inegi información que 

diera cuenta de las diferencias entre hombres y mujeres. Con ese propósito, se 

creó dentro del inegi una nueva área responsable de generar indicadores por sexo 

y se estableció la celebración periódica de reuniones entre productores y usuarios 

de este tipo de estadísticas, como una práctica institucional central del proceso de 

puesta en marcha de un sistema nacional de información estadística (snie) con en­

foque de género (Aramburu, 2001).

La plataforma de Acción que derivó del encuentro en Beijing incluyó la prepa­

ración y difusión de datos e información desglosada por sexo, con el fin de generar 

insumos estadísticos para el diseño de políticas públicas conducentes a la equidad. 

En este sentido, se publicó en 1995 El perfil estadístico de la población mexicana: 

una aproximación a las inequidades socioeconómicas, regionales y de género y La 

mujer mexicana: un balance estadístico al final del siglo xx. Al año siguiente, se 

editó el primer volumen de Mujeres y hombres en México, cuyas ediciones subse­

cuentes salen a la luz en marzo, mes en que se celebra el Día Internacional de la 

Mujer (inegi, 2004a).

Además de la incorporación de la perspectiva de género al snie, el Inmujeres en 

coordinación con el inegi y bajo los auspicios de Unifem, Unicef, pnud, ops y fnuap 

desarrolló el Sistema de Indicadores para el Seguimiento de la Situación de la Mu­

jer en México (Sisesim). Este proyecto tiene como uno de sus objetivos principales 

proporcionar información relacionada con la temática básica del Programa Nacional 

38	 Durante la Conferencia Mundial para el Examen y la Evaluación de los Logros del Decenio de Nacio­

nes Unidas para la Mujer: Igualdad, Desarrollo y Paz, se definieron 39 indicadores sobre la condición 

de la mujer en 172 países. Gilberto A. Moncada Vigo, director del Programa Mecovi, “La violencia 

basada en el género: obstáculo para el desarrollo”.
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para la Igualdad de Oportunidades y No Discriminación contra las Mujeres 2001-

2006 (Proequidad).39

Si bien en un principio la incorporación de la perspectiva de género a la produ­

cción estadística se centró en la desagregación de la información por sexo, en la 

actualidad, tanto el inegi como el Inmujeres y las agencias de la onu reconocen que, 

si bien ésta ha sido crucial para develar aspectos centrales de las diferencias entre 

hombres y mujeres, la producción de estadísticas con enfoque de género no se res­

tringe a la desagregación de datos por sexo. Éstas deben, además, “captar la red 

de relaciones y procesos sociales que resultan centrales, estratégicos, en el mante­

nimiento o la reproducción de la inequidad entre hombres y mujeres” (Inmujeres 

et al., 2001: 11).

Por otra parte, el problema de la violencia de género en la agenda de los orga­

nismos internacionales se retomó a partir de la Primera Conferencia Mundial sobre 

la Mujer, celebrada en nuestro país, en 1975. Sin embargo, no fue sino hasta la 

primera mitad de los años noventa, con la firma de diversos documentos y acuer­

dos internacionales, cuando se posicionó como un problema público y de derechos 

humanos (Castro Pérez et al., 2004: 8).40

Las múltiples manifestaciones de la violencia contra las mujeres han sido defi­

nidas por la onu y la ops como violencia de género, esto es, “todo acto de fuerza 

física o verbal, coerción o privación amenazadora para la vida, dirigida al individuo, 

mujer o niña, que cause daño físico o psicológico, humillación o privación arbitraria 

de la libertad y que perpetúe la subordinación femenina, tanto si se producen en la 

vida pública, como en la privada” (Inmujeres/Unifem, s.a.: 73).

39	 Inicialmente, el proyecto tenía como objetivo desarrollar indicadores para la evaluación y el segui­

miento del Programa Nacional de la Mujer (Pronam) 1996-2000, a cargo de la Coordinación Nacional 

de la Mujer 1996.

40	 Entre los que destacan la Recomendación núm. 19 del Comité de la Convención de las Naciones 

Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (cedaw) en 1992; 

la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos de Viena (1993); la Declaración sobre la Elimina­

ción de la Violencia contra la Mujer (1993); la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer (1994).
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Generalmente, se distinguen tres tipos de violencia de género: la intrafamiliar, 

la social y la institucional. La primera se define como: 

La violencia física, sexual y psicológica que se produzca en la familia, incluidos los malos 

tratos, el abuso sexual de las niñas en el hogar, la violencia relacionada con la dote, la 

violación por el marido, la mutilación genital femenina y otras prácticas tradicionales 

nocivas para la mujer, los actos de violencia perpetrados por otros miembros de la fa­

milia y la violencia relacionada con la explotación (onu, 1993).

La social es la violencia “física, sexual y psicológica perpetrada dentro de la co­

munidad en general, incluso la violación, el abuso sexual, el acoso y la intimidación 

sexuales en el trabajo, en instituciones educacionales y en otros lugares, la trata 

de mujeres y la prostitución forzada” (onu, 1993). Por último, “la violencia física, 

sexual y psicológica perpetrada o tolerada por el Estado, dondequiera que ocurra” 

(onu, 1993), se conoce como violencia de género institucional.

Como se observa, el feminicidio no está incluido de manera explícita dentro de 

las definiciones de los organismos internacionales, sobre las diferentes formas que 

adquiere la violencia de género. No obstante, cuando alguna de las prácticas señala­

das deriva en la muerte de mujeres y niñas, estamos frente a un caso de feminicidio. 

Por otra parte, como cualquier otro tipo de violencia (física, sexual o psicológica) 

cometida o consentida por el Estado, el feminicidio es un crimen de Estado.

Estadísticas sobre violencia

La violencia se considera uno de los más graves problemas de salud pública y se­

guridad social a nivel mundial. Sin embargo, “se carece de información adecuada 

sobre las cifras de personas que mueren por causa de la violencia en más de la 

mitad de los países del mundo y las muertes reportadas son una pequeña parte del 

problema” (inegi, 2006: 487).

Habida cuenta de la importancia que la violencia ha cobrado como un pro­

blema de salud pública en México, existe una creciente preocupación por generar 
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datos sobre el tema y de presentarlos desagregados por sexo, como lo muestra el 

hecho de que en la última edición (2006) de Mujeres y hombres en México se 

incluya por primera vez un apartado sobre las muertes violentas, es decir, las oca­

sionadas por lesiones accidentales y lesiones por violencia (homicidios y suicidios).

La desagregación de datos por sexo ha sido determinante para revelar impor­

tantes diferencias en la manera en que hombres y mujeres sufren la violencia. A 

nivel mundial, la violencia es responsable del 14 por ciento de las defunciones en la 

población masculina y del 7 por ciento en la femenina (inegi, 2006: 17). Es decir, por 

cada mujer que fallece por accidente, suicidio u homicidio, mueren dos hombres. 

En México, por ejemplo, ocho de cada diez mil varones y 2.1 por cada diez mil mu­

jeres murieron en 2003 por causas violentas (inegi, 2006: 492). Es importante obser­

var que, si bien la tasa de mortalidad por causas violentas es mayor en los hombres 

que en las mujeres, en los últimos trece años ésta disminuyó en un 27.9 por ciento 

en el caso de los varones y tan sólo en un 19.2 por ciento para las mujeres. Aunque 

son los hombres quienes más frecuentemente mueren por causas violentas, esto es 

cada vez más común entre las mujeres (inegi, 2006: 492).

En los decesos masculinos, los homicidios y suicidios presentan una importancia 

relativa mayor, mientras que 81 de cada 100 muertes femeninas por causas violentas 

son por accidentes. En lo que respecta específicamente a los homicidios, “el rostro 

masculino de las muertes violentas es más visible, porque el número de muertes de 

varones es siete veces mayor que el de las mujeres, cuando para el conjunto de dece­

sos violentos el número de veces que las muertes masculinas superan a las femeninas 

es cercano a cuatro” (inegi, 2006: 497). No sólo mueren más hombres asesinados, 

sino que también son ellos los que más homicidios cometen. Por ejemplo, del total 

de homicidios del fuero común registrados en 2004, el 90 por ciento fueron cometi­

dos por hombres y sólo el 10 por ciento por mujeres (inegi, 2005b: 13).

Por otra parte, la distribución de las muertes violentas por lugar de ocurrencia 

presenta importantes diferencias entre hombres y mujeres: mientras que las muertes 

violentas masculinas ocurren principalmente en la vía pública (35.6 contra 28.2 por 

ciento), las muertes violentas femeninas ocurren mayoritariamente en el hogar (21.8 

contra 15.1 por ciento). (inegi, 2006: 495). El peso del hogar como lugar de ocurren­
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cia de las muertes violentas, subraya el inegi, “adquiere una importancia mayor en 

el caso de los homicidios femeninos, donde 37.5 por ciento de las muertes violentas 

ocurridas por este tipo de lesiones tuvieron cabida en el ámbito doméstico” (ibid.).

Mujeres y hombres mueren en números diferentes, por causas distintas, a manos 

de agresores opuestos y en circunstancias y lugares desiguales. Gartner et al. (2001: 

160) lo resumen de la siguiente manera: “Los homicidios de hombres parecerían ser 

principalmente un reflejo de las relaciones dentro del género masculino, mientras que 

los homicidios de mujeres parecerían ser una cuestión de las relaciones entre géne­

ros”. Las diferencias parecerían ser una manifestación de los procesos de socialización 

que prescriben comportamientos diferentes para hombres y mujeres. Mientras que 

la feminidad remite a la pasividad, ternura, sensibilidad y vulnerabilidad, ser hombre 

implica todo lo contrario: agresión, competencia, desprecio. Como señala Daniel Bo­

rrillo, “ser macho mata, porque ser macho implica agresión y autolesión. Agresiones 

a los otros, los distintos, los raros; mujeres, homosexuales o emigrantes, da igual. 

Autolesión y violencia contra uno mismo, porque ser hombre implica estrés, tensión 

y ansiedad para probar todo el tiempo la propia masculinidad” (Borrillo, 2001).

Estadísticas sobre violencia de género

En México, el tema de la violencia de género se incorporó a la agenda temática 

del snie en el 2002, con la creación del Subsistema de Estadísticas sobre Violen­

cia del inegi. Con excepción de la Encuesta sobre Violencia Intrafamiliar en el Área 

metropolitana de la ciudad de México (Envif), levantada por el inegi en 1999, los 

esfuerzos oficiales por generar información estadística sobre este tema habían sido 

hasta entonces prácticamente nulos. La información existente se debía al trabajo 

de instituciones académicas y organizaciones civiles.41 No es sino hasta principios 

41	 Considérense, por ejemplo, la Encuesta sobre Organización Doméstica de 1994, que levantó el Cen­

tro de Investigaciones y Estudios Superiores en Antropología Social; la Encuesta sobre Organización 

Familiar de 1994, del Grupo de Estudios con Mujeres; la Encuesta de Opinión Pública sobre la Inci­

dencia de Violencia en la Familia, levantada por la Asociación Mexicana contra la Violencia hacia las 
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del siglo xxi cuando el gobierno federal impulsó, a través del Inmujeres, la creación 

de un sistema nacional de indicadores con enfoque de género sobre la violencia 

familiar y contra las mujeres, como parte del Programa Nacional por una Vida sin 

Violencia (2002-2006) (Inmujeres, 2003).

La violencia intrafamiliar es una de las áreas en las que más se ha avanzado 

en la generación de estadísticas con perspectiva de género (inegi, 2005a), a pesar 

de la dificultad existente para generar estadísticas sobre este problema, debido al 

“arraigo cultural de las premisas sociales que ‘normalizan’ la violencia, tanto en 

lo que atañe a la percepción de que es un tema de índole privado, como en las 

reacciones de vergüenza, temor o desprestigio que conlleva reconocer el maltrato” 

(inegi, 2006: 194).

En 2003, el Inmujeres llevó a cabo, en colaboración con el inegi, la primera 

encuesta nacional sobre la violencia de género en las parejas mexicanas. La En­

cuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares (Endireh) es 

la primera de su tipo que se levanta en México y en América Latina. Constituye, 

sin lugar a dudas, un salto cualitativo en la generación de estadísticas e indica­

dores sobre la violencia contra las mujeres en la familia. Su importancia radica, 

entre otras cosas, en el marco conceptual empleado, con énfasis en la dimensión 

relacional de la violencia de género. Tal y como se señala en el documento, “se 

considera la agresión y la violencia más como un aspecto o forma que asume la 

relación entre dos o más sujetos, que como una conducta del individuo” (inegi, 

2004c: 95). Si bien la encuesta no proporcionaría información sobre los casos en 

los que las relaciones violentas entre hombres y mujeres culminan en el asesinato 

de estas últimas por su compañero por razones obvias (no es posible entrevistar 

a una mujer fallecida), en nuestra opinión, constituye un valioso antecedente en 

términos conceptuales para la generación de otros indicadores y estadísticas sobre 

la violencia de género.

Mujeres, A.C., en 1995; la Encuesta sobre Dinámica Familiar de 1998 que aplicó El Colegio de México 

(inegi, 2006).
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Por otra parte, respecto de la violencia contra las mujeres en el ámbito social, la 

oferta estadística es relativamente escasa si consideramos que aquélla comprende, 

entre otros: “violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, prostitución forzada, 

secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, 

establecimientos de salud o cualquier otro lugar” (Convencion de Belém do Pará), y 

que la información disponible consigna únicamente la violación y el abuso sexual.42 

Por último, los registros oficiales no dan cuenta de la violencia institucional, es decir, 

de la “violencia física, sexual y psicológica que sea perpetrada o tolerada por el Es­

tado o sus agentes, dondequiera que ocurra” (Convención de Belém do Pará).

La violencia en contra de las mujeres también se considera un problema de sa­

lud pública y como tal está registrada dentro del Subsistema de Daños a la Salud del 

snies. Este último está compuesto por dos módulos principales, el de mortalidad y el 

de morbilidad. Sin embargo, hasta hace muy poco, el sector salud se había mante­

nido al margen de la problemática de la violencia intrafamiliar, ya que “los hechos 

violentos se asumían como eventos a ser registrados solamente en las estadísticas 

judiciales” (Inmujeres/Unifem, s.a.: 18). Recientemente, la Secretaría de Salud dise­

ñó el Sistema de Vigilancia Epidemiológica de los Accidentes y las Lesiones (Sivepal), 

cuya implementación se encuentra en proceso entre las instituciones del sector. Un 

módulo particular del Sivepal está orientado a cuantificar la magnitud de la violencia 

intrafamiliar (ibid.).

En suma, si bien existen avances importantes en la producción de estadísticas 

sobre violencia contra la mujer, con enfoque de género, éstas se concentran en el 

área de la violencia intrafamiliar y en algunas formas de la violencia social. 

Estadísticas sobre homicidios

Como hemos visto, con el término feminicidio se señala el hecho de que las mujeres 

mueren asesinadas como resultado de ciertos valores, creencias, prácticas y com­

42	 inegi, 2005a 
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portamientos de género que caracterizan a las sociedades patriarcales. Lo anterior 

implica la existencia de un tipo particular de homicidio, derivado del desequilibrio 

de poder entre los sexos y del deseo masculino de dominación y control. En este 

apartado, reexaminaremos desde esta perspectiva la información estadística en ma­

teria de homicidios que se genera y divulga en nuestro país.

En México, el registro estadístico de los homicidios se realiza desde dos pers­

pectivas: la vital y la penal. Como causa de muerte, los homicidios se consignan 

dentro de las Estadísticas Vitales, bajo el apartado de “Defunciones por agresión”, 

y como delito forman parte de las Estadísticas en Materia Judicial y Penal.43 Estas 

últimas se complementan con las estadísticas relativas a la delincuencia.

La generación de estadísticas sobre violencia y criminalidad enfrenta serios 

obstáculos, los cuales repercuten en la calidad, fiabilidad, utilidad y homogenei­

dad de los datos disponibles (inegi, 2006: 493). Algunos de éstos tienen que ver 

con el proceso mismo de obtención y análisis de los datos, mientras que otros 

se relacionan con la cultura de la no denuncia, que en México alcanza una im­

portancia significativa (Arango, 2003). Entre los primeros destacan “la falta de 

información suficiente para comprender el problema; el empleo de definiciones 

inadecuadas, así como la falta de coherencia entre las mismas; y la existen­

cia de sistemas de información que se hallan en distintas fases de desarrollo” 

(inegi, 2006: 493). 

La cifra oficial de delitos que reporta el inegi se compone de la cifra aparente, es 

decir, de las personas y delitos registrados en averiguaciones previas del Ministerio 

Público y de la cifra legal que corresponde a los presuntos delincuentes, delincuen­

tes sentenciados y delitos registrados en procesos y sentencias dictadas en juicios 

de materia penal. La cifra negra u oculta corresponde a los delitos cometidos que 

43	 Los datos sobre homicidios en tanto delitos, se publican en los anuarios estatales en la sección sobre 

Estadísticas de seguridad y orden público (inegi) y en las Estadísticas sobre incidencia delictiva del 

fuero común (sspf y spf). Además de las Estadísticas de seguridad y orden público, están las Estadís­

ticas judiciales (probables delincuentes y delincuentes sentenciados) publicadas en los cuadernos de 

estadísticas judiciales del inegi (Arango, 2003: 7).
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no se conocen y a los delitos cometidos que se conocen, pero que no se denuncian 

(inegi, 2003b: 7).44

Debido a que la información se capta a partir de los testimonios extraídos de los 

registros administrativos de los Juzgados de Primera Instancia en la materia, o bien 

de la información proporcionada por las agencias del Ministerio Público, el registro 

estadístico de un homicidio requiere de la existencia de un cuerpo y de un proceso 

penal, ya sea una averiguación previa o una sentencia.45 Pero no depende de una 

denuncia ni del reconocimiento del acto violento por parte de la víctima, por lo que no 

se enfrenta a las dificultades derivadas de la normalización de la violencia, del te­

mor por posibles represalias o de la desconfianza en las autoridades pertinentes que 

enfrentan otros tipos de violencia de género. Esto implica que la cifra negra u oculta 

de homicidios es relativamente menor a la de otros tipos de violencia de género, como 

la violencia intrafamiliar, la violación o el acoso sexual. Por otra parte, en el caso de los 

homicidios, la persona sujeto de la violencia no puede dar su opinión ni puede comu­

nicar su experiencia, por lo que el suceso se reconstruye a partir de la información poli­

ciaca o por el(los) asesino(s) mismo(s), perdiéndose la dimensión subjetiva del análisis.

Homicidios: estadísticas vitales

Las estadísticas sobre defunciones generales (naturales y violentas) se captan a par­

tir de las actas de defunción, los certificados de defunción46 y los cuadernos esta­

44	 Lamentablemente, en México es difícil evaluar a fondo el comportamiento de la criminalidad, pues las 

estadísticas existentes son insuficientes para observarlo en todos sus niveles y alcance (ocurrencia, de­

nuncia, persecución, juicio y sanción del delito, entre otros aspectos), debido en parte al subregistro 

que se origina en la cultura de la no denuncia y que en México alcanza una importancia significativa 

(Arango, 2003).

45	 Según los códigos penales, con las variantes de cada estado, a una persona desaparecida por cinco 

años o más se le puede declarar como muerta y, por ende, se le elabora un certificado de defunción, 

aun cuando no se tenga un cuerpo. Información proporcionada por el inegi, a través del servicio 

de Atención a Usuarios. 

46	 A partir de 1989, el certificado de defunción es el principal formato de captación de información so­

bre defunciones generales. Los certificados de defunción son competencia de la Secretaría de Salud, 
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dísticos. En el caso de los homicidios, en tanto muerte no natural, los datos son 

recopilados por medio de los certificados de defunción y de los cuadernos estadís­

ticos integrados a partir de los expedientes del Ministerio Público.47 Estos formatos 

de captación de la información comprenden básicamente dos grupos de variables: 

las características del hecho y las características de la persona fallecida.48

Los cuadernos estadísticos captan información sobre el sexo, edad, estado civil 

y lugar de residencia de la persona fallecida; su escolaridad, la condición de ac­

tividad y la posición en el trabajo. En el caso de las muertes por causas violentas 

o accidentales, se registra si ésta se debió a un presunto accidente, homicidio o 

suicidio, el “agente externo que la produjo” y “el lugar donde ocurrió la lesión que 

produjo la muerte”. Como puede observarse, el hecho violento que se registra es 

el tipo de muerte (accidente, suicidio u homicidio) y la causa de fallecimiento, pero 

no se incluye información sobre el presunto responsable del mismo, por lo que 

resulta imposible distinguir los homicidios cometidos por mujeres de los cometidos 

por hombres y de entre estos últimos, los que se cometieron por razones de género 

de los que no lo fueron.49

Por otra parte, si bien se anota la causa de muerte, no resulta claro si también 

se registran otras agresiones, además de ésta. Esto es particularmente importante 

para los homicidios de mujeres, ya que, como lo demuestra el feminicido en Ciudad 

las actas de defunción son proporcionadas por el Registro Civil contra la entrega del certificado de 

defunción. Una copia de este último se envía al inegi (2003a).

47	 Los cuadernos estadísticos permiten al inegi reducir el subregistro de las muertes en las que inter­

vienen las Agencias del Ministerio Público y en las que, al no existir un doliente, el certificado de 

defunción no llega a la oficialía del Registro Civil y, por ende, al inegi. Información proporcionada por 

el inegi, a través del servicio de Atención a Usuarios.

48	 Hasta 1993, el formato de actas empleado era el mismo para todo el país. Sin embargo, en ese año, 

el Registro Nacional de Población propuso nuevos formatos que no han sido utilizados de manera 

uniforme en todo el país. Una situación similar ocurre con el certificado de defunción. Esto ha provo­

cado tener una diversidad de formatos de captación en cada estadística, lo que limita la posibilidad 

de aprovechar en su totalidad la información contenida (inegi, 2003a: 11). 

49	 El formato considerado para el análisis es el que aparece en la Síntesis metodológica de las estadísti­

cas vitales (inegi, 2003a).
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Juárez, las mujeres no sólo mueren asesinadas a manos de hombres, sino también 

son violadas, torturadas y mutiladas por éstos.

Finalmente, si bien el certificado de defunción es el principal instrumento de 

captación de información sobre defunciones, los cuadernos estadísticos adquieren 

una relevancia particular para el registro de los feminicidios, toda vez que son éstos 

los que se utilizan para captar la información sobre las defunciones violentas cuan­

do no existe un doliente, como sería el caso, por ejemplo, de las mujeres asesinadas 

en Ciudad Juárez sin identificar.50

En cuanto a los certificados de defunción, registran el presunto tipo de muerte 

(accidente, homicidio, suicidio), el lugar de ocurrencia (hogar, trabajo, vía pública, 

centro de recreo u otro), si la muerte sucedió en el desempeño del trabajo y si se 

practicó la necropsia o no. Además de estos datos, el certificado de defunción in­

cluye dos variables importantes para el análisis de los feminicidios: el apartado 23.4, 

sobre violencia intrafamiliar, en el que se señala: “¿el presunto agresor es familiar 

del fallecido?” y el inciso 23.6 en el que se describe “la situación, circunstancia o 

motivos en que se produjo la lesión”.51 En este apartado se anota, además de las cir­

cunstancias de la lesión que causó la muerte, el parentesco del presunto responsable 

con la persona fallecida.52 Esta información resulta sumamente útil para la identifi­

cación del feminicidio, pues proporciona de manera indirecta el sexo del presunto 

homicida y el presunto móvil del asesinato, así como el tipo de relación que la víctima 

mantenía con el presunto asesino, lo que permite inferir si se trata de un crimen de 

género o de un homicidio por otros motivos. En este sentido, el diseño actual de los 

certificados de defunción permitiría la identificación de los homicidios por razones de 

género, especialmente para los casos de feminicidio conyugal e intrafamiliar.53

50	 Según nuestros propios datos, de los 435 homicidios de mujeres registrados en Ciudad Juárez en el 

periodo 1993-2005, el 12.6 por ciento corresponde a mujeres que no han sido identificadas.

51	 El análisis se basó en el modelo 2006 del certificado de defunción.

52	 Tal y como se especifica en el instructivo para el llenado del certificado de defunción.

53	 Existen, sin embargo, otras consideraciones ajenas al formato del instrumento para captar la infor­

mación, que más bien se relacionan con el proceso de obtención de ésta y que puede incidir en la 
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No obstante que los certificados de defunción se llenan al momento de la de­

función y antes de que las averiguaciones del Ministerio Público permitan conocer 

más acerca de las circunstancias y móviles de los homicidios, su capacidad para 

captar información útil para determinar si un homicidio es en realidad un feminicidio, 

es más o menos limitada, dependiendo del tipo de feminicidio. Así, por ejemplo, en 

el caso 358/00 descrito anteriormente, el médico legista puede anotar en el inciso 

23.6 “muerte por estrangulamiento”, sin embargo, al desconocerse las circunstan­

cias que la rodearon, resulta difícil determinar si ésta se debió a motivos vinculados 

a las relaciones de género o bien de otra índole.

Por otra parte, en la medida en que los certificados de defunción sólo captan 

información sobre las relaciones de convivencia o parentesco (actuales y pasadas) 

y dejan fuera otro tipo de relación, su utilidad para la identificación de los casos 

de feminicidio en los que o bien no existe relación entre feminicida y víctima, o 

bien ésta no es familiar, es muy restringida. Esto resulta particularmente impor­

tante cuando los feminicidas son los novios, ex novios, vecinos y amigos de las 

víctimas, como en los casos 358/00 y 43/95 descritos previamente.

En cuanto al feminicidio sexual, es posible, por ejemplo, que el médico certifi­

cante determine si la persona fallecida sostuvo relaciones sexuales antes de morir, 

pero es al perito del Ministerio Público a quien, en la opinión de algunos médicos 

legistas, corresponde determinar de qué tipo.54 Por lo que, si bien el “homicidio 

por violación” está contemplado en la Clasificación Internacional de Enfermedades 

(cie-10) con la clave Y05, “agresión sexual con fuerza corporal”, empleada para la 

utilidad del certificado de defunción para la identificación del feminicidio conyugal. Considérese, por 

ejemplo, el caso en el que el feminicida es el esposo de la mujer y es él quien proporciona los datos 

al médico o persona que certifica la defunción, resulta plausible pensar que se distorsione la infor­

mación, haciendo aparecer el homicidio de una mujer como un accidente. Esto es particularmente 

importante, dada la relevancia que tienen los accidentes en las muertes femeninas violentas, lo que, 

en opinión del inegi, “obliga a un análisis más detallado de las causas que componen este conjunto 

de fallecimientos” (inegi, 2006: 494).

54	 Entrevista con el médico legista Omar Zaragoza de la Unidad Modelo del Ministerio Público en Nau­

calpan, Estado de México, 19 de junio de 2006.
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codificación de la causa de defunción,55 los casos en los que, además de ser asesi­

nada, una mujer es agredida sexualmente, pueden estar subregistrados.

En suma, aunque los instrumentos de captación de la información para la 

generación de las estadísticas sobre mortalidad contienen información relevante 

para el análisis estadístico de algunos casos de feminicidio, presentan varias limi­

taciones importantes para la identificación de las muertes violentas por razones 

de género.

Homicidios: estadísticas penales

La información en materia penal se genera a partir de los testimonios extraídos de 

los registros administrativos de los Juzgados de Primera Instancia en la materia, 

mismos que se transcriben a dos formatos de captación: uno para presuntos delin­

cuentes y otro para delincuentes sentenciados (inegi, 2003b: 4).56 Los datos conte­

nidos en los expedientes que se transcriben a los formatos de captación utilizados 

por el inegi se refieren a: a) las características del delito57 y b) las características de 

los delincuentes presuntos y sentenciados58 (inegi, 2003b: 8-10); es decir, las esta­

dísticas se concentran en los delitos cometidos, en las personas que los cometen y 

en el proceso penal al que se someten, mas no contemplan a las víctimas. 

Esta visión unidimensional de los actos delictivos se vincula a una conceptuali­

zación no relacional de los mismos y constituye el mayor obstáculo para la identifi­

cación del feminicidio. Si bien los datos sobre homicidios están desagregados por 

sexo, resulta imposible saber si los hombres (recuérdese que para ser considerado 

55	 Información proporcionada por el inegi, a través del servicio de Atención a Usuarios.

56	 Los documentos analizados son los que aparecen en la Síntesis metodológica de las estadísticas en 

materia penal (inegi, 2003b).

57	 Bien jurídico tutelado, tipo de delito, fuero del delito, intencionalidad, grado de consumación, lugar y 

fecha de ocurrencia, número de delitos en concurso, estado psicofísico del delincuente, tipo de auto 

de término constitucional dictado, fecha en que se dictó, sentencia, fecha en que se dictó, monto de la 

pena pecunaria, tiempo de pena en prisión (inegi, 2003b: 8-10).

58	 Sexo, edad, condición de alfabetismo, escolaridad, ocupación, estado civil, nacionalidad y lugar de 

residencia habitual (ibid.).

ZarT2 Tavera.indd   336 10/02/09   12:56 p.m.

Derechos reservados



337  Estadísticas sobre violencia de género  n

un feminicidio, un homicidio tiene que ser, entre otras cosas, perpetrado por un 

hombre) fueron detenidos o consignados por el homicidio de otro hombre o de una 

mujer. Al no tomar en cuenta a la víctima del delito, tampoco se tiene información 

sobre el tipo de relación existente entre ésta y el delincuente. Finalmente, si bien las 

estadísticas desagregan la información por los tipos de delito de mayor frecuencia, 

ésta no se subdivide más, por lo que se carece de información sobre los móviles 

subyacentes a los homicidios. Habida cuenta de lo anterior, resulta imposible dis­

tinguir los homicidios que tienen su origen en las relaciones de género de aquellos 

que son cometidos por otros motivos. 

Tal y como está actualmente concebida, la organización conceptual de la in­

formación sobre homicidios es poco sensible a la dimensión de género, ya que no 

reconoce que hay homicidios cuya explicación y ocurrencia no puede ser desvin­

culada de las cuestiones sobre desigualdad de género y violencia contra la mujer. 

Así, los estereotipos de género no sólo se encontrarían en la base de la forma dife­

renciada en que mujeres y hombres experimentan la violencia, como señalábamos 

antes, sino que también afectarían su análisis e investigación. Si los homicidios 

de mujeres por hombres han sido históricamente subestudiados, indica Wilibanks 

(1982), es porque: 

aparentemente, las asesinas son mucho más interesantes para los investigadores que 

las mujeres víctimas de homicidio. La mujer que asesina parece ser una anomalía; se 

espera que los hombres sean agresivos y violentos, pero no se espera que una mujer 

lo sea. Por otra parte, las víctimas femeninas no son una anomalía; ya que al ser 

consideradas vulnerables y pasivas, no nos sorprende cuando son victimizadas (cit. 

en Stout, 2001: 43).

Aunque hemos logrado avanzar sustancialmente en la generación de estadísticas 

con perspectiva de género, todavía existen algunas “que responden a las concepcio­

nes masculinas sobre lo que se quiere medir”, y otras en las que la forma de recabar la 

información o de divulgarla está orientada por “la idea de que no existen diferencias 

por sexo o de que éstas, de existir, no son relevantes” (Inmujeres/Unifem, s.a.: 12).
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Conclusiones y recomendaciones

A la luz de más de diez años de asesinatos de mujeres y niñas en Ciudad Juárez, 

Chihuahua, y en otras entidades del país, dado el clima de confusión, desinforma­

ción, acusaciones mutuas e impunidad que la falta de cifras oficiales ha propiciado, 

además de que la disponibilidad de información es una condición necesaria para la 

formulación de políticas públicas efectivas, resulta indispensable revisar las defini­

ciones conceptuales que guíen la obtención, recolección, captura, análisis y distri­

bución de la información sobre violencia de género en México.

Existen avances significativos en la construcción de indicadores sobre la vio­

lencia en contra de la mujer con perspectiva de género, particularmente en las áreas 

de la violencia intrafamiliar y para algunas formas de violencia sexual. No obstante, 

el feminicidio en Ciudad Juárez y en otras localidades del país nos muestra que el 

estudio de la violencia de género va más allá del estado actual de la información 

estadística. Apunta, en particular, al hecho de que las mujeres mueren asesinadas 

a manos de hombres por el simple hecho de serlo y que, por consiguiente, los ho­

micidios y defunciones de mujeres por causas violentas poseen una dimensión de 

género que hasta ahora no ha sido del todo reconocida. Lo que obliga a una revi­

sión de las definiciones conceptuales subyacentes en los homicidios (particularmente 

en la vertiente penal), así como de los instrumentos de captación de la información 

(particularmente en la vertiente vital).

Tal y como está construida, la información estadística sobre homicidios no permi­

te dar cuenta del hecho, amplia y dolorosamente documentado, de que los papeles 

culturalmente asignados al género masculino y al femenino conllevan, en ocasiones, a 

la violencia extrema. No basta, como se hace hoy, con desagregar por sexo las muer­

tes por homicidio, pues si bien esto revela la manera diferenciada en que hombres 

y mujeres son asesinados, no da cuenta suficiente de la perspectiva de género que 

subyace en ciertos homicidios. En otras palabras, subsumir el homicidio de mujeres, 

con base en su género dentro de la categoría de homicidio, es invisibilizar la máxima 

expresión de la violencia contra las mujeres y ocultar uno de los mecanismos más 

poderosos a través del cual se mantiene y reproduce la inequidad de género.
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Nuestras recomendaciones se orientan a la modificación de los formatos de 

captación de los registros administrativos, especialmente en el caso de los homici­

dios, en tanto causa de muerte, y a la reconceptualización desde una perspectiva 

de género de los homicidios como delito.

Si bien la investigación sobre violencia contra las mujeres se hace generalmen­

te tomando a las propias mujeres como sujetos de estudio (inegi, 2004b; 2004: 

99), en la generación de información estadística sobre el feminicidio, las mujeres 

no se constituyen en informantes, debido a la naturaleza misma del fenómeno. 

Por lo que la captación de la información debe realizarse necesariamente a partir 

de los registros administrativos.59 En nuestra opinión, esto representa una ventaja 

considerable, primero, porque al formar parte de las estadísticas vitales y de las 

estadísticas judiciales en materia penal, las cifras sobre homicidios están inclui­

das en el snie lo que significa que la generación de información estadística sobre 

el feminicidio requeriría únicamente profundizar en el enfoque de género de las 

fuentes de información existentes.60 Segundo, porque, a diferencia de la genera­

ción de estadísticas sobre otros tipos de violencia de género, como la de pareja y 

59	 Otra estrategia de investigación sería entrevistar a los feminicidas. Normalmente, la investigación 

sobre violencia de género no incluye la recaudación de información entre la población masculina, 

por “la dificultad de localizar a un grupo representativo de la violencia masculina” y por la ausencia 

de “motivos o estímulos eficaces para hablar sobre su conducta” (inegi, 2004b: 99). Sin embargo, 

estos obstáculos se debilitan en el caso de los feminicidas: primero, porque en la medida en que 

sean condenados por la justicia y estén confinados a una prisión, los hombres que cometen este tipo 

de homicidios podrían ser fácilmente captados; segundo, porque al haber sido sujetos de un juicio 

durante el cual rindieron declaración, tendrían menos resistencia a hablar sobre su conducta violen­

ta; tercero, porque al convertirse en informantes, no se pondría en riesgo a ninguna mujer, primero 

porque su conducta es del conocimiento público y segundo porque la mujer objeto de su agresión 

está muerta.

60	 Dentro de las actividades relacionadas con la incorporación del enfoque de género en la producción 

de información estadística destacan: primero, “proponer y modificar los marcos conceptuales de las 

fuentes de información: conceptos, categorías y clasificaciones utilizadas para la incorporación de la 

perspectiva de género”; segundo, “introducir el enfoque de género en las fuentes de información 

estadística y en las unidades productoras del snie”, y tercero, “desarrollar un sistema de indicadores 

para el seguimiento de la situación de la mujer” (inegi, septiembre de 2005c: 11-15).
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la intrafamiliar, que requieren del levantamiento de encuestas especiales, en este 

caso bastaría con modificar los instrumentos de captura existentes, sin que, por 

supuesto, esto signifique descartar la realización de otro tipo de investigaciones 

de carácter más cualitativo.

Para que la información registrada en los cuadernos estadísticos, empleados 

por el Ministerio Público en el reporte de las muertes accidentales y violentas, sea 

útil para el registro estadístico del feminicidio, es necesario modificar el formato 

de captación, ya que tal y como se organizan conceptualmente las estadísticas 

sobre defunciones, si bien se presentan desagregadas por sexo y causa de muerte, 

no permiten establecer si el homicidio de una mujer es, en realidad, un delito de 

género. Concretamente, tendría que agregarse a la sección “Datos de la defun­

ción por causas violentas o accidentales” un apartado que registrara, en caso de 

tratarse de un homicidio, las siguientes variables: el sexo del presunto homicida y 

el tipo de relación con la persona fallecida (de pareja, familiar, conocido, ningu­

na); asimismo, sería necesario incluir información relativa a si el homicidio estuvo 

acompañado de violencia sexual (violación, mutilación, etc.) o de cualquier otro 

tipo de agresión.

Por otra parte, el certificado de defunción, principal fuente de información 

para las estadísticas sobre mortalidad, contiene datos valiosos para la identificación 

del feminicidio, aunque su explotación requiere de una mayor desagregación de 

aquéllos. En particular, es necesario que, además de especificar si el presunto res­

ponsable del homicidio es un “familiar del fallecido”, como se hace actualmente, 

se registre el sexo y parentesco que tenía con la víctima de manera más explícita; 

es decir, en un apartado diseñado para este fin. Además, sería conveniente abrir la 

relación víctima-victimario, más allá del ámbito familiar, a fin de registrar los femi­

nicidios cometidos por novios, ex novios, amigos y conocidos.

Asumir una perspectiva de género en la construcción de la información esta­

dística sobre homicidios, nos lleva a observar que no basta con registrar la causa 

de la muerte, sino que, además, es necesario establecer si dicha causa de muerte 

estuvo acompañada por otras agresiones, particularmente de carácter sexual. Por 

lo que, así como se registra en el certificado de defunción si la mujer fallecida 
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estaba embarazada en el puerperio (inciso 17) y si las causas de muerte tuvieron 

relación o fueron consecuencia de complicaciones del embarazo, parto o puerpe­

rio (inciso 17.2), debiera también registrarse por sí mismo si la mujer (o niña) fue 

presuntamente violada, y si la causa de muerte tuvo relación o fue consecuencia 

de la violación.

Por último, es importante indicar, en la medida en que los formatos de cap­

tación de la información de los homicidios como causa de muerte se llenan antes 

de que se realicen las averiguaciones correspondientes, que los subregistros de 

algunas variables pueden ser significativos. Por fortuna, alguna de esta informa­

ción se recuperaría a través de las estadísticas en materia penal. Sin embargo, 

para que las estadísticas sobre homicidios en tanto delitos sean de utilidad para 

la identificación del feminicidio, se requiere que se reconozca la dimensión de 

género subyacente en ciertos asesinatos de mujeres. Ahora bien, si la desagrega­

ción de datos por sexo ha sido fundamental para develar la manera diferenciada 

en que hombres y mujeres sufren la violencia, la producción de estadísticas con 

enfoque de género no se restringiría a estas diferencias, debe, además, reconocer 

que los homicidios de mujeres son frecuentemente un producto de las relaciones 

entre los géneros. Es este reconocimiento el que debe guiar la obtención y reco­

lección de la información.

Ello implica que los actos delictivos, en general, y los homicidios, en particular, 

involucran no sólo a los delincuentes, los delitos y el proceso penal, sino también y 

de manera muy importante a las víctimas. Hasta ahora, éstas han sido parte de las 

estadísticas vitales, pero no se contemplan en las estadísticas penales. Por lo que 

nuestras recomendaciones giran en torno a la inclusión de la víctima del acto delic­

tivo en los formatos de captación de la información sobre presuntos delincuentes 

y sentenciados que proporcionan al inegi los Juzgados de Primera Instancia en la 

materia. En particular, creemos necesario que se agregue a dichos formatos un 

apartado especial sobre la víctima del homicidio, en el que se registren, al menos, 

las siguientes variables: sexo, edad, ocupación y la presunta relación que tenía la 

persona asesinada con el homicida. Asimismo, sería conveniente que se añadiera 

información sobre el móvil del asesinato.
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Por último, en una sociedad patriarcal, en la que prevalece la ideología sexista, 

los crímenes de género son, ante todo, asesinatos de personas del género femenino 

(mujeres y niñas), a manos de personas del género masculino (fundamentalmente 

hombres, pero también menores). Sin embargo, los crímenes de género no se agotan 

en el feminicidio. La revisión desde una perspectiva de género de las estadísticas so­

bre muertes violentas, en sus vertientes vital y penal, debe ampliarse, en un segundo 

momento, a los “suicidios feminicidas” y los “homicidios feminicidas”, a fin de contar 

con una imagen lo más completa posible de la violencia feminicida en México.  n
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